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			Introducción


			CON LA DEMOCRACIA, ¿SE EDUCA?


			35 años después


			Los datos educacionales comparados revelan que transcurridos más de treinta años de democracia no surge un solo indicador que muestre que la educación argentina ha mejorado más que el resto de los países latinoamericanos. Ni uno solo. Por el contrario, en varios aspectos centrales, la Argentina perdió su histórico liderazgo educativo, un liderazgo que a veces recordamos nostálgicamente creyendo que es posible vivir de las migajas del pasado.


			Se me dirá que esto es así porque el país tenía ya un gran desarrollo educativo. Pues bien, ese argumento tampoco cierra: países como Estados Unidos, Canadá o ciertos países europeos, que partieron hace décadas de un piso educativo considerable, mejoraron de manera contundente y superan con creces el nivel educativo argentino. Mejor no atreverse a comparar la realidad educativa local con Corea del Sur, Vietnam, Singapur o Finlandia, que avanzaron significativamente en la mejora de su calidad educativa. O con los casos de Chile o Costa Rica, incluso Brasil, que aun con su extensión continental y su complejidad ha avanzado en todos los indicadores.


			Es el momento de introducir un dato que será central en las ideas que quiero presentar en este libro: un indicador en el que la Argentina claramente se destaca y en el que supera a otros países. Me refiero al contundente crecimiento de la educación privada en la Argentina en todos los niveles educativos, inicial, primaria y secundaria, y sobre todo desde 2003, con un impacto de características excepcionales en el nivel primario, donde se comprueba la disminución de la matrícula en las escuelas primarias públicas, que no paran de perder alumnos, que se fugan hacia el ámbito privado. En ese punto la Argentina es potencia.


			A pesar de ese récord, ningún gobierno entre los que se han sucedido desde la recuperación de la democracia en 1983, no importa su signo político, se atreve a reivindicar esta proeza, discutible por supuesto, como un logro de su gestión y su política educativa. En el fondo, todos sabemos que algo no anda del todo bien si la gente paga por escuela privada teniendo escuela pública gratuita cerca de casa.


			¿Por qué esto es así? Es evidente que ya no le podemos echar la culpa a los militares, la coartada que nos tranquilizó en los albores del retorno democrático: somos nosotros, los argentinos. Es tal el clima de quebranto educacional que se vive, de bajas expectativas respecto del poder transformador de las escuelas, que aquellos sectores sociales que cuentan con los recursos suficientes para elegir escuela más allá de cuán gratuita o cara sea, tienden a enviar a sus hijos a escuelas privadas creyendo que así, individualmente, zafarán del deterioro y de la percepción de deterioro educativo.


			Por otro lado está la dirigencia argentina y su responsabilidad. Hay que decirlo: a la clase dirigente argentina no le interesa la educación. No parece haber sectores dirigenciales políticos, sociales, sindicales o empresariales capaces de construir consensos en la opinión pública. Aunque en forma aislada algunas voces destacadas se muestran genuinamente preocupadas, no logran conseguir masa crítica para que la educación se convierta realmente en una prioridad.


			Desde hace mucho, la educación permanece oculta en la agenda argentina y aparece en los medios de comunicación en forma espasmódica, al ritmo de los avatares del momento: una huelga docente, un caso de acoso escolar, la toma de una escuela por parte de estudiantes o algún problema grave en un edificio escolar. Cuando la crisis pasa, los medios, salvo excepciones, se olvidan del asunto hasta la próxima crisis.


			Esta falta de consensos en los sectores dirigentes tiene inmediatas repercusiones en una sociedad civil que soluciona sus problemas educacionales concretos como puede, privatizando su decisión, aunque se mienta a sí misma vociferando, sin cansarse, su preocupación por la educación pública.


			En ese recorrido, la Argentina viene perdiendo su escuela pública. Los motivos son complejos, variados y necesitan un marco de reflexión basado en datos, evidencia y debates serios. Este trabajo se propone aportar en ese sentido. Y, al mismo tiempo, busca contribuir a la comprensión de lo que perdimos para así recuperar la posibilidad de reencontrarlo, de reconstruirlo, de reinventar, en definitiva, la escuela pública.


			*  *  *


			El 10 de diciembre de 1983 yo tenía 22 años. A pesar de que no había votado a Raúl Alfonsín, todavía recuerdo la enorme alegría que la calle contagiaba. Buenos Aires era una fiesta. Después de siete años, asumía al fin un gobierno democrático. La dictadura militar se había terminado. Sus gestores estaban en retirada final después del desastre de Malvinas, de la espantosa política social y económica y de los horrendos crímenes cometidos, que iban conociéndose cada vez más.


			“Se acabó la dictadura”, cantábamos todos en el acto-recital de Plaza Italia en aquel diciembre de inicio de los años 80. Era un momento conmovedor y esperanzador de nuestras jóvenes y ansiosas vidas. Muchos de los que vivimos intensamente aquellos días compartíamos un diagnóstico, casi una sensación: que la decadencia cultural argentina y el deterioro social vivido desde 1930 en adelante era responsabilidad del “partido militar” y sus aliados civiles o, en todo caso, del denominado “ciclo civil-militar”. Por lo tanto, si la dictadura militar se terminaba, conjeturábamos, a la Argentina sólo le aguardaba un futuro pleno de desarrollo y justicia social. La democracia dejaba de ser, al fin, una cáscara institucional vacía, un mal menor o una etapa necesaria para la llegada del socialismo.


			Al contrario, la democracia, entonces, pareció recuperar su sentido más vital. Se presentaba ante nuestros corazones ilusionados como el escenario pleno de una esperanza renovada: con la democracia se come, se educa y se cura, nos habían asegurado. Y todos nosotros lo creíamos genuinamente, no importa a quién hubiéramos votado. La democracia era un hecho y con ella, el futuro era nuestro.


			No quiero ponerme melancólico y añorar tiempos mejores que tampoco lo fueron. Pero si se trata de intentar un balance de la evolución de la educación argentina en el transcurso de más de tres décadas, los últimos treinta años desde la recuperación de la democracia, necesito recordar aquellos días de alborozo: sólo así se entenderá cabalmente la densidad de mi diagnóstico, mi profunda preocupación y mi juicio anticipado sobre un futuro que puede resultar todavía peor si es que no nos decidimos a cambiar en serio.


			*  *  *


			Hay frases que por utilizarse cientos de veces acaban por impregnar nuestro sentido común. Su naturalización impide cualquier cuestionamiento. Enunciados que se automatizan y terminan por constituirse en coartadas perfectas para la inacción. Uno de ellos es: “Los cambios en educación tardan veinte años en concretarse”.


			La primera vez que se escuchó esta sentencia fue en los años 90, en boca de un alto funcionario del Ministerio de Educación de entonces. Veinte años después, la misma persona la repetía desde un puesto aun más alto en el mismo ministerio. Veinte años después nada había mejorado.


			Otra coartada típica se conjuga así: “Los sindicatos docentes no permiten los cambios”. La frase suena por lo menos extraña cuando la profieren funcionarios de diferentes gobiernos que tienen en su haber la privatización, y después la estatización, de una compañía petrolera; la privatización, y luego la estatización, de los fondos jubilatorios o el no pago, luego el pago, de la deuda externa a los denominados fondos buitres. A los sindicatos docentes se les adjudica más poder que a todo Wall Street.


			Está claro que, independientemente de la opinión que nos merezcan cada una de esas medidas que procesan millones de dólares, intereses sociales y corporativos y el destino, y a veces la vida, de millones de personas, requieren de un consenso social y un volumen político e institucional de gran envergadura: si ese consenso y ese volumen no pueden volcarse a una negociación con los sindicatos docentes para mejorar la educación, difícilmente se deba a la fortaleza de estos sino a la falta de voluntad política para el cambio educacional. Las organizaciones sindicales operan como otra excusa para justificar la parálisis del sistema educativo argentino.


			Es que la realidad es esa: la vida de la escuela pública argentina está congelada en el tiempo. Los ejemplos abundan. Allí está el caso del régimen laboral docente vigente en toda la Argentina, que mantiene el formato de una ley promulgada en 1958. O las pautas que regulan la vida cotidiana de las escuelas, conocidas como “reglamentos escolares”, que llevan más de medio siglo. O la escuela secundaria, que es aún más antigua: su esquema tradicional de asignaturas y evaluaciones con doce materias, doce profesores, exámenes en diciembre y en marzo y las “materias previas” llega al siglo de existencia. Se la ha denominado “secundaria”, “polimodal”, “nueva escuela secundaria”, “secundaria básica” o “secundaria superior” pero la volatilidad de los nombres poco y nada ha modificado la vieja estructura del Colegio Nacional fundado hace tres siglos y medio por los jesuitas y que adoptara su estructura actual en 1863.


			En estos últimos años hubo intentos de reforma y algunas provincias vienen encarando con seriedad cambios relevantes: las escuelas Proa en Córdoba o la reforma del secundario en Río Negro, por mencionar casos interesantes. Pero esos intentos no han sido siempre en el sentido correcto y han tenido enormes problemas para sostenerse en el tiempo, con los cambios de color político o incluso, con los cambios de gestión ministerial dentro de una misma gestión política.


			Por otro lado, algunos de los mejores intentos de mejora se ven constreñidos por normativa añeja y aparentemente intocable. Doy un ejemplo verdaderamente dramático que muestra las lógicas ocultas detrás de las decisiones político-educativas: las autoridades ministeriales de una jurisdicción, en acuerdo con el sindicato docente, decidieron, con las mejores intenciones, designar directores de escuela por concurso en todas los establecimientos de la provincia, siguiendo con absoluta precisión la letra de las leyes vigentes y respetando puntillosamente los tiempos y las pautas de los procedimientos normativamente establecidos.


			¿El resultado? El proceso de concurso se inició en 2014 y se espera que los directores “tomen posesión del cargo”, esa es la frase correcta de la burocracia educacional, recién en 2018, eso si todo marcha bien, si se solucionan rápidamente las probables apelaciones e impugnaciones administrativas y judiciales y si todos los candidatos que se inscribieron y ganaron el concurso en 2014 están dispuestos o en condiciones de asumir su cargo cinco años después de haberse postulado.


			Las condiciones del trabajo docente son otro ejemplo evidente de la parálisis que afecta al sistema de educación pública. El trabajo de maestros y profesores está regulado por normativas provinciales que, como es sabido, vinculan los aumentos salariales de los educadores solamente a la antigüedad en el cargo: a mayor cantidad de años en la docencia, sólo por eso, mejor salario. Es un esquema rancio y burocrático que resulta perjudicial para la actividad educativa por un sencillo motivo: enseñar innovando y con compromiso no tiene reconocimiento salarial alguno; el incentivo salarial termina resultando un desincentivo a la innovación y al ansia de mejora por parte del docente.


			Esta falta de estimulo económico no obsta, claro, para que muchos educadores se formen, innoven y se comprometan con responsabilidad por los resultados a pesar de todo, remando contra la corriente. Imaginemos entonces cuánto mejoraría la educación argentina si se reconociera, además de la antigüedad, la innovación, la formación y el compromiso social y pedagógico de los maestros.


			Por eso, en este libro voy a explicar que, en la medida en que las escuelas públicas sobre todo —y no tanto las escuelas privadas, que gozan de mucha mayor autonomía— sean terminales burocráticas de los Ministerios de educación, el esfuerzo de los educadores será de resultados muy limitados. Es decir, el sistema educativo vigente y su organización, que fueron exitosos en la primera mitad del siglo XX, ahora son en gran medida responsables de los problemas educativos que enfrentamos.


			Ni siquiera el dinero, un aumento significativo del presupuesto educativo, alcanza para torcer el rumbo y orientar el destino educativo hacia un futuro promisorio, En ese sentido, una reforma educacional que vale la pena analizar es el aumento de la inversión en educación operada a partir de 2005, que intentó alcanzar el 6 por ciento del Producto Bruto Interno, destinado todo a educación. Si bien a esa meta nunca se llegó, el aumento fue muy significativo. La pregunta se impone: ¿por qué este incremento no condujo a las mejoras educativas esperadas?


			En este trabajo sostengo que hace falta más dinero para la educación pero que, sin embargo, la educación no mejora sólo a partir del aumento de la inversión educativa. Para que la mejora se concrete, también hace falta que los recursos lleguen efectivamente a las escuelas y que estas cuenten con suficiente grado de autonomía como para decidir cómo y dónde gastar según sus propios proyectos institucionales, a la medida de las necesidades de las comunidades educativas que educan.


			Pero resta todavía otra dimensión problemática de la inversión educativa. El aumento a niveles récord respecto del PBI no resolvió las diferencias interprovinciales en el gasto por alumno, un dato central de cualquier sistema educativo federal. Diferencias que son absolutamente injustas e inadmisibles.


			Es así que el gasto por alumno en escuelas públicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es cinco veces mayor que el gasto por alumno en Jujuy y seis veces mayor que el que afecta a los alumnos formoseños. Esta disparidad es intolerable y habla de desigualdades que están a la vista de todos y de las que deberíamos hacernos cargo.


			El panorama es desafiante. La gesta de transformar y mejorar la educación argentina parece titánica. A la inacción de las clases dirigentes y las complicidades de los sectores medios, un sistema educativo ágil como un elefante agrava todavía más la crisis educativa. El futuro educativo soñado hace treinta y cinco años parece cada vez más esquivo.


			Por eso es importante subrayarlo: a pesar de los obstáculos del presente educativo local, los cambios en educación no demoran veinte años. La experiencia mundial muestra que muchos de sus efectos se producen en forma inmediata y aunque algunas de sus consecuencias requieran bastante más tiempo, las mejoras comienzan a percibirse al día siguiente de ser implementadas. La mejora es posible.


			*  *  *


			Aunque la dirigencia política rehúya apropiarse de la política educativa más exitosa de las últimas décadas —me refiero al brutal proceso de privatización de la educación argentina—, lo cierto es que, y es importante dejarlo en claro, ese proceso no es casual. Al contrario, es el resultado de las políticas educativas implementadas en la Argentina desde la segunda mitad del siglo XX. Y de la decisión de los sectores medios que, aunque manifiestan en la conversación social una preocupación profunda por la educación pública, mandan cada vez más a sus hijos a la escuela privada. La escolarización pública viene perdiendo peso relativo desde hace décadas.


			En los últimos quince años la matrícula se redujo en un 10 por ciento en las escuelas primarias públicas mientras que en la privada aumentó un 25 por ciento. Este dato es central y es un récord en la historia argentina: es la primera vez que la escuela pública pierde directamente alumnos en beneficio de la matrícula privada.


			En el nivel inicial y en el secundario, el crecimiento total del número de alumnos, sumando escuela pública y privada, se explica sobre todo por el ingreso de más chicos a establecimientos privados, al menos desde los inicios de los años 2000. Es decir que la mayor incorporación de alumnos a la escuela privada es lo que da cuenta del crecimiento de la matrícula en cada uno de esos niveles, especialmente en el jardín de infantes.


			Este deterioro de la presencia de la escuela pública no respeta fronteras provinciales. Aunque la Argentina es un país de administración educativa provincial y cada jurisdicción tiene su propio Ministerio de Educación y el Ministerio de Educación de la Nación sólo tiene tareas de coordinación federal, el fenómeno del incremento de la educación privada se verifica en todas y cada una de las jurisdicciones. La privatización de la matrícula escolar no sólo es un récord en América Latina sino que además es un récord de autoría nacional, sin excepción.


			Desde mediados del siglo XX, en la Argentina se observa un incremento del número de alumnos en escuelas privadas y el aumento, obviamente, del número de establecimientos privados. También un aumento del porcentaje de estudiantes en escuelas privadas sobre el total de estudiantes. En otras palabras, los alumnos de las escuelas privadas aumentan tanto en términos absolutos como relativos respecto de los de las escuelas públicas. Es a este proceso que llamo “privatización de la educación”.


			En la arena pública, “privatizar la educación” se viene usando insistentemente como una imputación de intereses políticos mezquinos. No estoy interesado en los juicios morales sobre las políticas educativas. Sin embargo, este trabajo pretende mostrar los perjuicios que la privatización de la educación argentina ha acarreado desde sus inicios en los años 60 del siglo XX hasta la primera década del siglo XXI, cuando la privatización de la educación alcanzó valores inéditos debido a la pérdida neta de alumnos de las escuelas primarias públicas desde 2003, cuando el número de alumnos directamente decreció significativamente.


			El proceso privatizador de la educación argentina es complejísimo por su carácter paradójico: ninguna política pública pareció proponérselo como objetivo, pero es el resultado de la implementación de sucesivas políticas educativas a lo largo de décadas y bajo todo tipo de signo político; muchas de las políticas educativas que lo originaron se pretendieron progresistas y a favor de la educación pública, pero terminaron incentivando el proceso contrario de pérdida de espacio de la educación pública y la consecuente privatización de la matrícula escolar. Este proceso es resistido por la conversación pública argentina, cuya clase media se enorgullece históricamente de su educación pública, pero se concreta a partir de la decisión de esos mismos sectores de “salvarse” y de “salvar a sus hijos” con la educación privada; con finalmente, el proceso de privatización de la educación, que segrega todavía más a la sociedad, es al mismo tiempo ineludible que el Estado pueda proclamar que se pondrá al hombro la tarea de mejorar la educación pública de los sectores menos favorecidos: la privatización educativa libera recursos a favor de los sectores de menores ingresos, que pueblan la escuela pública.


			En este último punto me refiero a las ventajas del proceso privatizador de la educación desde el punto de vista fiscal por su evidente lógica costo-efectiva: cada peso que aportan las familias para mandar a sus hijos a escuelas privadas es un peso que el Estado no gasta en ese alumno.


			Es cierto que desde 1947, a partir de una ley nacional promulgada por el entonces presidente Perón, existen subsidios estatales a las escuelas privadas por medio de los cuales los gobiernos financian parte de los salarios de algunos docentes de algunas escuelas. Pero aun con esas transferencias de fondos públicos a escuelas privadas, el gasto público por alumno en el sector privado es monstruosamente menor que en el público.


			Más allá de este costado financiero del proceso de privatización educativa, paradójicamente positivo, la fuga constante de familias hacia las escuelas privadas presenta consecuencias negativas notables. Por un lado, un aumento sostenido de la segregación socioeconómica dentro del sistema educativo. Las escuelas incorporan alumnos cada vez más parecidos a sí mismos, con menos diversidad social: los pobres van a las escuelas públicas de los pobres; los sectores medios profesionales, a escuelas que los aglutinan en forma homogénea; los más pudientes, a escuelas más exclusivas. Esta nueva distribución de las decisiones educativas hace estallar por el aire el objetivo de cohesión social depositado en la institución escolar argentina por más de un siglo. Instala así la peor de las grietas, la que impide a nuestros hijos aprender a vivir juntos, comprendiendo al otro, entendiendo el valor de la diferencia y construyendo comunitariamente a partir de ella.


			Por otro lado, aunque libera recursos económicos que en algo benefician a sostener la educación pública, como planteaba, la privatización de la educación corre paralela a un creciente deterioro de las condiciones de educabilidad de las escuelas públicas en lo relativo a los recursos financieros que siguen siendo escasos, o mal administrados, o ambos.


			Además, las lógicas micropolíticas e institucionales de las escuelas públicas —que se diferencian del modo en que operan las privadas, más autónomas y flexibles—, producen lo que algunos autores llaman, atinadamente, “degradación del sistema educativo”.


			¿A qué me refiero? La administración escolar estatal mantiene, en todas las provincias, mecanismos monopólicos, homogeneizantes, centralizados y rígidos que convierten las escuelas públicas en una suerte de terminales burocráticas de los ministerios de educación. Las escuelas privadas, en cambio, pueden decidir con importante autonomía sobre diferentes aspectos de su organización y sus funciones, algo totalmente vedado a sus pares estatales.


			Se trata de un laberinto confuso, abigarrado. Por un lado, las escuelas públicas tienen poco margen de maniobra, mucho menor al de las privadas, para construir una propuesta pedagógica eficaz frente a los constantes cambios sociales, tecnológicos y culturales. Por otro lado, el gobierno ministerial jerárquico y vertical que fuera efectivo a mediados del siglo XX, hoy no es más que su sombra patética, incapaz de gobernar las escuelas.


			El resultado es el peor de todos: las rígidas “vías jerárquicas”, los vetustos “circuitos administrativos” conformados por leyes, decretos, reglamentaciones de leyes, resoluciones, disposiciones, circulares, actas, memorándums, etc. operan, paradójicamente, generando un escenario desordenado, caótico, de anomia o más bien de multinomia en el que nadie, ni los educadores ni los funcionarios, se hace responsable de la baja calidad educativa y de la exclusión de miles de alumnos.


			De acuerdo con los datos disponibles, los protagonistas de la salida al sector privado son los sectores medios urbanos: clases medias con el capital cultural suficiente como para identificar preferencias y opciones para sus hijos pero, especialmente, con capacidad de afrontar los costos que requiere su matriculación, costos que en la Argentina son adicionales a la carga tributaria dado que no hay exenciones impositivas por pagar escuela privada.


			Los porqué de la salida de estas clases medias a las escuelas privadas son variados y propondré mi análisis más adelante, pero los efectos son más que evidentes: aquellos que pueden pagar se educan en un entorno mejorado y más autónomo y dinámico mientras que las escuelas públicas subsisten como una suerte de territorio vulnerado, efecto de jerarquías y líneas de mando políticas y burocráticas, institucionalmente empobrecido al que asiste sobre todo la población más pobre.


			La salida al sector privado de la educación conforma una especie de espejismo en el que las clases medias aspiran a concretar su ilusoria autosalvación, ampliando así la segregación socioeconómica entre escuelas.


			Al mismo tiempo, la privatización educativa le saca a la educación pública su agente más dinámico, los sectores medios que, a diferencia de los más empobrecidos, están en condiciones de priorizar la educación por encima de su subsistencia y realizar demandas educativas más informadas a partir del saber escolar que poseen históricamente, casi por herencia familiar.


			Me inquieta el cambio producido en las nuevas generaciones, en los nacidos en la década de 1970 en adelante, en muchos de mis amigos progresistas: formados en escuelas públicas de barrio, perfilados en ideologías de izquierdas, defensores de lo público y de los derechos de los trabajadores, hoy no dudan en mandar a sus chicos a escuelas privadas mientras apoyan los paros docentes en las escuelas del Estado y las tomas de escuelas, también del Estado.


			No me preocupa tanto la hipocresía individual. Sí me interesa el doble discurso anclado en los medios, en la política, en la sociedad que proclama una fe profunda en la escuela pública, pero desde hace décadas se fuga hacia la escuela privada. ¿Qué nos pasó?


			La retirada de las capas medias de la escena de la escuela pública es un movimiento con consecuencias visibles. Deja, por ejemplo, a un único actor en pie en el debate político-educativo: el sindicato docente.


			Otro problema se suma a los desafíos que enfrenta la educación argentina. Es que la propia denominación “escuela pública” ha perdido su sentido original en el lenguaje legal. De hecho, a partir de un decreto del presidente Perón de 1974 y de dos leyes nacionales, la Ley Federal de Educación de 1993 y la Ley de Educación Nacional de 2006, toda escuela argentina es “pública” y se distinguen por el tipo de gestión: “estatal” o “privada”.


			Esta nueva diferenciación semántica, infrecuente en otros países del mundo, ha sido parte de un debate argentino por la equiparación legal entre escuelas públicas y privadas.


			Independientemente de las proclamas legales de las leyes nacionales y de las posiciones asumidas respecto del fenómeno, en este libro seguiremos denominando las escuelas públicas de la manera tradicional, como lo hacemos en el habla común en nuestra vida cotidiana, en este caso además en concordancia con la literatura académica internacional para la que no existen diferenciaciones como las instauradas por las leyes argentinas.


			Este es el problema principal que este libro quiere abordar: por un lado, analizar para comprender la lógica del deterioro de la escuela pública como efecto del proceso privatizador y, por el otro, avanzar con una propuesta que bosqueje los caminos posibles  para torcerle el rumbo a esta realidad.


			Mi objetivo es intentar comprender los porqués a partir de una mirada que sospecha de todas las certezas con las que insistimos y que sólo nos empujan a profundizar aún más la espiral de declive en la que nos encontramos. Una espiral que segrega clases sociales y excluye a los más pobres de la escuela que necesitamos todos. Una escuela donde nos encontremos todos nos conviene a todos.


			*  *  *


			En el capítulo 1, de la mano de Jacinta Pichimahuida, delinearé las principales características de lo que conceptualizo como el proceso privatizador de la educación argentina, con un análisis de sus principales indicadores, en especial el comportamiento de la matrícula de la escuela primaria y pública desde 2003. Analizaré el hecho de que la privatización resulta un proceso que ya lleva más de medio siglo y continuó durante una gestión con pretensiones progresistas, como la kirchnerista. Y mostraré que aunque se frena en parte con la gestión del macrismo en CABA, no llega a convertirse en una política de Estado. Señalaré su carácter federal y transversal en la medida en que viene constatándose en todas las provincias, más allá del signo político de sus gobernantes. Me interesa destacar también los efectos colaterales del proceso privatizador, con ventajas financieras para el sistema educativo pero, al mismo tiempo, con un impacto inquietante en la productividad social de la escuela pública.


			En el capítulo 2, analizaré una serie de razones que suelen atribuirse a la decisión de las familias a la hora de optar por la escuela privada en lugar de la pública para educar a sus hijos. Intentaré refutar las dimensiones más cuestionables de las diversas explicaciones, desde la falacia consumista defendida por la administración kirchnerista, según la cual la privatización desde 2003 estuvo atada a la mejora de los niveles de ingresos de las presidencias de Néstor y Cristina Kirchner, pasando por la relación entre privatización educativa y huelga docente y la búsqueda de pertenencia y diferenciación de las familias hasta el influjo de las políticas neoliberales en la decisión educativa de padres y madres.


			Finalmente, propondré una explicación alternativa que desarrolla e insiste en el carácter de verdadera política de Estado, estructural y sistémica de la privatización educativa. Señalaré también los costos y beneficios del abandono de la escuela pública por parte de las clases medias para la clase política y el sindicalismo docente. Esbozaré las características del fin del “Estado educador”. Y finalmente, me detendré en el proceso de segregación educativo, con escuelas para sectores vulnerables por un lado, y escuelas para clases medias y altas, por el otro.


			En el capítulo 3, me concentro en los movimientos de la matrícula escolar en los tres niveles de la educación obligatoria: el inicial, el primario y el nivel medio. En el caso del nivel inicial, analizaré el fuerte proceso de privatización que viene exhibiendo en sintonía con la privatización general del sistema educativo. Respecto del primario, a lo ya dicho, señalo una nueva señal de alarma, esta vez vinculada con una baja en la cobertura plena que enorgullecía a la Argentina, que había logrado que todos los chicos en edad de estar en primaria efectivamente concurrieran a la escuela.


			El eje de este capítulo es, sin embargo, la escuela secundaria, el nivel donde la exclusión de alumnos se ha convertido en un mecanismo aceitado. Aportaré datos de cómo ese proceso se manifestó en la provincia de Buenos Aires a lo largo de veinte años de peronismo, que concluyeron con una fuerte privatización de la matrícula de secundaria en el conurbano bonaerense. Daré cuenta de las tasas de matriculación y graduación y sus variaciones más significativas. Nuevamente, el proceso privatizador, que segrega, aporta un diferencial a favor de las escuelas privadas, con mayor efectividad en estos indicadores.


			Retomo el debate entre lo que llamo “progresistas” y “meritocráticos”, para refutar la idea de que con la política facilista a la hora de promover de año a los alumnos se mejoraron en secundaria las tasas de abandono.


			Opto por otra respuesta: el impacto de los planes de terminalidad, programas para ayudar a que chicos que abandonaron la secundaria efectivamente puedan termirnarla resultaron un incentivo para el abandono y una pantalla de humo que disimuló el fracaso de la escuela media a la hora de retener a los adolescentes y enseñarles.


			También muestro evidencia en torno a los perfiles de alumnos excluidos que no son otros que los varones de sectores pobres. A pesar de eso, me detendré con esperanzas en algunos datos que permiten adivinar un apetito educativo único en los sectores populares, que insisten con su esfuerzo por aprender a pesar de que el sistema educativo se empeña en darles la espalda y no cumplir con su obligación de educar. Finalmente llamo la atención sobre el caso chileno, que con políticas educativas tachadas de “neoliberales”, da muestras de mayores logros en términos de verdadera inclusión.


			En el capítulo 4, me dedico a revisar la noción de “calidad”, un concepto en disputa, resistido o convertido en verdadero fetiche educativo, y aprovecho para desarrollar una clasificación de las distintas concepciones para destacar la falta de consenso local respecto de la definición deseada. Desde la capacidad de cohesionar por parte de un sistema a la calidad de los insumos para garantizar así equidad educativa, pasando por los resultados en pruebas estandarizadas y la satisfacción del cliente a la hora de elegir escuela.


			Analizaré con mayor detenimiento las diversas pruebas estandarizadas de la calidad educativa, los debates que generan y cuestionaré la simplificación de sus resultados y la falta de datos educativos básicos. En este capítulo, además, plantearé un tema clave de la calidad educativa y el proceso privatizador, que es el sesgo por nivel socioeconómico que genera la falsa ilusión de una escuela privada de mayor calidad que la pública.


			En el capítulo 5, desarrollo los efectos negativos de políticas educativas focalizadas en aspectos cuantitativos, más días de clases, más libros, más financiamiento, y su divorcio de la dimensión cualitativa. Los 180 días de clases y la meta del 6 por ciento del PBI para la inversión educativa, consagrada en la Ley de Financiamiento Educativo del kirchnerismo, serán el eje de este capítulo. Ambos objetivos, demostraré, resultaron fallidos. Por mi parte, propondré una política educativa contracíclica que defina sus metas presupuestarias a partir de un análisis preciso de qué se requiere para alcanzar una educación de calidad, en lugar de las políticas atadas a metas macroeconómicas ajenas al proceso educativo.


			En el capítulo 6 intentaré hacer una contextualización histórica del antes y después del proceso de privatización educativa. Revisaré los años dorados de la educación hasta la década de los 50, con la vigencia del “Estado educador” y la alianza escuela familia; el inicio de la privatización educativa en los 60, con el anquilosamiento de las escuelas públicas versus el dinamismo de las privadas y, finalmente, los años kirchneristas que serán los períodos claves en esta reconstrucción. Plantearé una oposición entre la inconducente productividad educativa del menemismo y la sobrevendida esterilidad kirchnerista, y la necesidad de cambiar la función que cumple la figura de Sarmiento en el debate educativo.


			En el capítulo 7, narro un momento autobiográfico para contar una suerte de derrota colectiva de la docencia estatal en la Argentina: los escasos incentivos que el sistema propone para que los docentes innoven, se comprometan solidariamente con sus comunidades, asuman sus responsabilidades en el proceso de enseñanza-aprendizaje. Al contrario, explicaré cómo la estructura salarial sólo premia la antigüedad, es decir el paso del tiempo, no importa cuán bien o mal se ejerza la docencia.


			También voy a mostrar cómo la organización escolar de la escuela privada, con márgenes más amplios a la hora de contratar a sus docentes, incentivarlos y formarlos, cuenta con ventajas competitivas frente a la escuela pública, lo que también contribuye a la oleada privatizadora. Me detendré especialmente en la Ley de Educación Nacional de 2006 y el impacto negativo que tuvo en la escuela pública respecto de la carrera docente.


			Por último, incluyo un análisis del funcionamiento de la evaluación docente en el sistema público porque, contrario a lo que se cree, sí hay evaluación docente en la Argentina.


			En el capítulo 8, me dejo llevar esta vez de la mano de mi señorita Clementina, una de mis maestras de primaria, de escuela pública, para traer a la memoria el perfil de la típica maestra de la generación dorada, esa docente añorada frente al estereotipo del “docente vago”. Mi objetivo es en realidad mostrar la necesidad de olvidar aquella generación y sus prácticas pedagógicas impensables en los tiempos presentes.


			En este sentido, plantearé la necesidad de reformar los estatutos docentes y el modo de trabajo en las escuelas para dar espacio a todo el potencial de los docentes del presente, mucho más productivos en el nuevo contexto social. Se trata de proponer nuevas políticas educativas que den lugar a nuevas identidades docentes. Ni la señorita Clementina, ni el vago, ni el héroe, ni el sacrificado, ni el luchador. Sí docentes profesionales, comprometidos, responsables e innovadores. Para terminar, pondré el foco en los problemas de legitimidad de la docencia estatal hoy, el peso de los paros y el rol de sindicalistas docentes y la clase política.


			Llegado el capítulo 9, finalmente, es el turno de plantear la necesidad de un retorno a la escuela pública y terminar con la segregación educativa de los sectores pobres por un lado y las capas medias y altas por el otro, refugiadas en la escuela privada. Desarrollo en este punto la excepcionalidad del aporte de la escuela pública a la consolidación de una sociedad democrática, sustentable y desarrollada, que nunca podría concretarse en el aislamiento y la segregación de la escuela privada.


			Postulo la necesidad de escuelas autónomas, con capacidad de gestión; de una política educativa que articule de manera estructural y sistémica, no librada a la azarosa iniciativa individual, la formación de una docencia inspirada, innovadora y comprometida y, para terminar, sugiero siete puntos para producir un giro copernicano en la educación pública argentina.


		




		

			Capítulo 1


			PRIVATIZACIÓN EDUCATIVA. LA POLÍTICA DE ESTADO MÁS EXITOSA DE LA HISTORIA


			De los años 60 a la década ganada y después


			En los años 60, la novela televisiva Jacinta Pichimahuida. La maestra que no se olvida que todos veíamos, retrataba una escuela pública común. Heredera de antiguos programas de radio y TV y origen de una serie de novelas, películas y hasta figuritas, presentaba en rol estelar y eje de su trama a una señorita maestra de escuela primaria de barrio, joven, linda, soltera, ingenua, tierna, apolítica, justa, y todo en la dosis exacta acorde con el perfil de docente que añoramos.


			Los estereotipos típicos de la TV de entonces cumplían a la perfección con la ilusión de una escuela pública integradora de sectores sociales, sintetizados en tipos humanos bien delineados en el imaginario escolar colectivo. Además del de la maestra, estaba el del mal alumno por antonomasia, Palmiro Caballasca, hijo de un mecánico; el buen alumno pero vergonzoso, obediente por convicción personal, el increíblemente afroargentino Cirilo Tamayo, y, también, la nena rica y caprichosa, de pelo rubio premium atado en las clásicas dos colitas, hija de abogado, la vanidosa y competitiva Etelvina Baldasarre, que de grande se transformaría en el arquetipo de la rubia tarada a la que le cantaba Luca Prodan.


			Ese espejo en el que nos mirábamos a la hora de la merienda en teles en blanco y negro de discutible nitidez, con una imagen captada por antenas que había que mover cada tanto para reorientarlas en una búsqueda desesperada de señal o por las más modernas antenas Talbot o, directamente, por una papa con dos agujas de tejer, ese espejo, decía, era bastante engañoso.


			Porque ya en los años 60, en la realidad aunque no en la TV, ese paraíso de guardapolvos blancos escolares que era el símbolo insobornable de la igualdad y la buena educación primaria que, en teoría, podía ser brindado por una escuela pública cualquiera, estaba siendo severamente cuestionado por las clases medias urbanas que empezaban a inscribir a sus hijos en escuelas privadas.


			Si bien el proceso privatizador argentino arrancó a mediados del siglo XX, es en esa década de 1970 que las cosas cambiaron definitivamente: las “blancas palomitas” inmortalizadas por el inefable Efraín, el portero español de la escuela de la señorita Jacinta, habían, finalmente, comenzado a volar.


			El sistema educativo argentino alcanzó prematuramente los niveles de cobertura en la escuela primaria más altos de la región. Ya para mediados de la década de 1950, el 80 por ciento de los niños de entre 6 y 12 años asistía a la escuela primaria y a partir de fines de la década de 1980, lo hacía el 90 por ciento. Según los datos de los últimos dos censos nacionales, esa tendencia fue imparable: las tasas de escolarización primaria alcanzaron el 98,1 por ciento y el 99 por ciento en 2001 y 2010, respectivamente.


			Pero al mismo tiempo que se daba esa buena noticia en la matrícula de escolarización primaria, otra tendencia iba tomando forma. Desde la década de 1960, este crecimiento de la tasa de escolarización primaria se dio en paralelo a un proceso de privatización de la educación que vengo estudiando desde hace ya dos décadas y que no deja de sorprender a locales y extranjeros.


			A los argentinos les impacta porque todavía insistimos en creer, con terquedad, en el relato de una escuela pública argentina omnipresente y todopoderosa, aunque nuestros hijos vayan a escuelas privadas: de alguna manera, el programa de Jacinta hizo un aporte significativo en la consolidación de esa ficción educativa igualitaria.


			A los extranjeros especializados en educación con los que intercambio estudios académicos les sorprende el ritmo de crecimiento de las escuelas privadas en la Argentina, uno de los más veloces del mundo en lo que respecta a sistemas educativos de provisión estatal, esos sistemas donde la educación pública es un derecho que el Estado debe garantizar y financiar.


			Hay que aclarar de entrada que el sector privado argentino es muy antiguo y muy heterogéneo e incluye escuelas religiosas, laicas, de comunidades migratorias, experimentales, progresistas, ultraconservadoras, con o sin fines de lucro, entre tantas otras.


			Desde 1947 algunas escuelas privadas son parcialmente financiadas por el Estado por medio de subsidios que van directamente a la oferta de educación por parte de instituciones privadas. La opción contraria, un Estado que financie la demanda en lugar de la oferta al modo en que lo hace Chile, se daría por medio de una financiación estatal a las familias a partir de la cual cada una elige la escuela que desea. Eso no es parte de la tradición escolar argentina.


			El subsidio estatal a las escuelas privadas está obligatoriamente destinado a cubrir entre el 40 y el 100 por ciento de los salarios docentes de la llamada “planta programática”, o sea, aquellos maestros y profesores que enseñan de acuerdo con los planes de estudios oficiales.


			Por fuera de este financiamiento, ya corren por cuenta de la iniciativa privada la inversión edilicia, muebles, útiles, tecnología, seguros, servicios públicos, personal no docente y personal docente “no programático”, es decir, la profesora de lengua gallega de la escuela gallega, por ejemplo, y una larga lista de etcétera. Tampoco se subsidia la indemnización de un docente “programático y subsidiado” si una escuela privada quiere despedirlo.


			En términos nacionales, ese subsidio representa aproximadamente el 13 por ciento del total del gasto público en educación. Y este dato es altamente relevante: con tan solo ese porcentaje, se financia desde el Estado al 33 por ciento de los alumnos de primaria, jardín de infantes y secundaria de todo el país. Tal es el nivel alcanzado por la matrícula privada en la Argentina de hoy.


			Es decir, ese récord patrio de privatización de la educación argentina resistido y rechazado por buena parte de la opinión pública, inclusive por los sectores que optaron por la educación privada, es, en términos costo-efectivos para el Estado, un ahorro increíble de recursos.


			Ese porcentaje muestra los picos más abruptos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde la matrícula privada alcanza el 50 por ciento. En Santa Fe, Córdoba y Mendoza, llega al 40 por ciento. Aun en el Gran Buenos Aires, donde a priori se podría imaginar que tiene una matrícula pública consolidada por los sectores populares abigarrados en esa zona, la matrícula privada llega al 40 por ciento.


			Tiende a bajar en las provincias menos urbanizadas y con un porcentaje menor de clases medias en su población. Y al contrario, este porcentaje es mayor en los grandes centros urbanos no importa si se trata de provincias más ricas o más empobrecidas: en el Partido de San Isidro, la matrícula privada llega al 62 por ciento, en el de Vicente López, al 65 por ciento. Pero también el 60 por ciento de los chicos de Yerba Buena, en el Gran Tucumán, va a escuelas privadas.


			Ahora bien, si cuando comencé a estudiar el tema en los años 90, el fenómeno era impresionante pero natural para un proceso político que de acuerdo con el imaginario social alentó directa o indirectamente las soluciones privatizadoras, los datos referentes al crecimiento de la educación privada posteriores a 2003 son asombrosos. Y lo son por dos motivos.


			El primero, porque este crecimiento se produce durante los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner que, según la mentalidad de época contraria a la menemista, estaban a favor de “la ampliación de derechos” y la “defensa de lo público”: a pesar de esas proclamas tan difundidas, transcurridos doce años de política educativa kirchnerista, el proceso privatizador de la educación se profundizó a niveles nunca antes vistos en la historia argentina.


			El segundo motivo es un poco más técnico, pero de todas maneras muy importante. Hasta 2003, hasta antes de que desembarcara el relato progresista del kirchnerismo, el aumento de la proporción de estudiantes en escuelas privadas se explicaba porque las privadas crecían relativamente más que las estatales. Para ser claro: si bien muchas más familias empezaban a elegir escuela privada, todavía las escuelas públicas no perdían alumnos, es decir, mantenían su caudal de alumnos, o en el mejor de los casos lo aumentaban aunque menos que las privadas.


			Eso hasta 2003. Pero desde la asunción del gobierno kirchnerista se produjo un fenómeno inédito en la historia de la educación argentina: las escuelas privadas siguieron creciendo en número de alumnos, como venía sucediendo, pero las estatales empezaron a perderlos. Toda una novedad con consecuencias sociales muy preocupantes.


			*  *  *


			Los datos nos interpelan. Me quiero detener en el caso del nivel primario, donde esta tendencia impactó de manera única. A partir de 2002/2003, el número de alumnos de la primaria pública comenzó a decrecer en forma sostenida mientras la escuela primaria privada ganaba terreno. El porcentaje de la participación privada sobre el total de los alumnos de la escuela primaria sumando pública y privada muestra un incremento notable para el período.


			La escuela primaria pública perdió alumnos a manos de la educación privada no solamente en términos relativos, como en el resto de los niveles del sistema educativo, sino también en este nivel escolar en particular, en términos absolutos. La matrícula de las primarias públicas cayó un 10 por ciento mientras que las privadas crecieron un 25 por ciento. Es decir, las primarias privadas se vienen quedando también con alumnos que antes cursaban en el sistema público.


			La caída en la matrícula de educación primaria pública se ha compensado prácticamente en su totalidad por el crecimiento de la matrícula de educación primaria privada, lo que no deja dudas respecto de la magnitud y excepcionalidad del proceso de privatización de la educación durante el período kirchnerista.


			Si bien el proceso descripto fue general y se comprobó en todo el país, cada provincia ha mostrado su particularidad. Sin embargo, a pesar de las diferencias políticas, sociales y económicas entre provincias argentinas, para el período 2003-2015 y ninguna jurisdicción fue ajena al proceso de privatización de la educación primaria.


			Solamente la provincia de Santa Cruz registra un crecimiento significativo de la matrícula pública del 17 por ciento. Sin embargo el crecimiento de la matrícula privada santacruceña, del 40 por ciento, casi duplicó a la recuperación de la pública.


			Respecto de la pérdida de alumnos de las escuelas públicas, algunas provincias tienen pérdidas mínimas o muy moderadas como Santa Cruz, San Luis, Córdoba, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Otras, en cambio, han tenido pérdidas realmente críticas: Jujuy perdió el 16 por ciento de su matrícula pública y Catamarca, Formosa y Neuquén, un 14 por ciento.


			La privatización de la educación como tendencia no reconoce distinciones entre distritos, incluida, claro está, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


			Desde los años 80, la participación privada en el sistema educativo de CABA ronda el 50 por ciento del total de la matrícula, que suma los alumnos del sistema público y privado, incluyendo todos los niveles. En el inicio de los años 2000, durante la gestión progresista de Aníbal Ibarra-Jorge Telerman al frente de la Jefatura de Gobierno porteña, este proceso se profundizó cuando el aumento de la matrícula privada se dio en paralelo a la pérdida de alumnos de escuelas públicas.


			En 2003, las escuelas primarias públicas tenían 151.570 alumnos mientras que llegado 2009, el primer año computable de la administración Macri dado que asumió en diciembre de 2007, cuando las inscripciones para el año 2008 estaban consolidadas, se registraron 147.961 alumnos.


			En seis años, entonces, una caída neta para el período Ibarra-Telerman de 3.609 alumnos; es decir, 2,3 por ciento menos de alumnos en las primarias públicas porteñas durante una gestión progresista.


			¿La pérdida de alumnos en escuelas primarias públicas comenzó a revertirse durante el gobierno de Macri? En 2011, la matrícula de las primarias públicas creció por primera vez en nueve años: incorporó 2.412 nuevos alumnos, lo que representa un incremento de 1,6 por ciento respecto del año anterior. Esa tendencia se mantuvo hasta 2015 aunque con oscilaciones que se dieron en 2013 y 2014, cuando otra vez perdió alumnos. En 2015 se dio una recuperación pero en valores muy bajos, estadísticamente poco relevantes, cercanos al 1 por ciento de aumento.


			Convengamos en que en el contexto de una ciudad partida en mitad pública y privada y donde la salida masiva al sector privado ya había ocurrido hacía mucho tiempo, las diferencias registradas año por año, a veces a la baja y a veces a la suba, desde el desembarco de Macri en la ciudad resultan en realidad muy poco relevantes estadísticamente y difícilmente atribuibles a una gestión política, incluyendo mi propia gestión como ministro de Educación de CABA en los inicios del macrismo: 1 punto porcentual de alumnos de más o de menos puede deberse más a motivos demográficos, especialmente migraciones, que al efecto de una acción estatal específica.


			Esto se confirma al observar que la inscripción en escuelas primarias privadas nunca dejó de crecer. Y lo hizo además de manera estadísticamente relevante: para el período 2009-2015, la matrícula privada muestra un aumento del 10,1 por ciento.


			¿Cómo se dio el proceso de privatización educativa en las escuelas secundarias pública porteñas? En la escuela media de CABA, la pérdida de alumnos durante la gestión Ibarra-Telerman fue más acentuada que en el nivel primario: entre 2003 y 2008, las escuelas secundarias públicas porteñas perdieron 10.376 alumnos, lo que representó una baja en la matrícula de la secundaria pública de un 9,5 por ciento.


			En este caso, la recuperación durante el gobierno de Macri comenzó más temprano, en 2010, aunque también con un porcentaje de apenas el 1 por ciento de crecimiento. Además, la gestión macrista en CABA es dueña de un triste récord: una baja muy importante en la matrícula de la secundaria pública porteña se dio al inicio en 2014 y se profundizó en 2015, el año del pico negativo más relevante en décadas.


			Al inicio de la gestión Macri, los alumnos de escuelas secundarias públicas representaban el 50,9 por ciento de la matrícula total del secundario, sumando escuelas públicas y privadas. En el último año de su gobierno en CABA, representaban el 49,2 por ciento. En 2016, ya con Horacio Rodríguez Larreta al frente de la Jefatura de Gobierno, la participación de los estudiantes en escuelas públicas apenas alcanzó el 48,8 por ciento de la matrícula total.


			Así, la matrícula secundaria de la ciudad está dejando de a poco de dividirse por mitades, 50 por ciento pública y 50 por ciento privada. Al contrario, la matrícula privada se está convirtiendo en mayoritaria. Si bien en los primeros años de la gestión macrista el número de estudiantes en secundarias privadas se había estancado, desde 2013 no para de crecer.
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			Introducción


			Con la democracia, ¿se educa?


			35 años después


			Los datos educacionales comparados revelan que transcurridos más de treinta años de democracia no surge un solo indicador que muestre que la educación argentina ha mejorado más que el resto de los países latinoamericanos. Ni uno solo. Por el contrario, en varios aspectos centrales, la Argentina perdió su histórico liderazgo educativo, un liderazgo que a veces recordamos nostálgicamente creyendo que es posible vivir de las migajas del pasado.


			Se me dirá que esto es así porque el país tenía ya un gran desarrollo educativo. Pues bien, ese argumento tampoco cierra: países como Estados Unidos, Canadá o ciertos países europeos, que partieron hace décadas de un piso educativo considerable, mejoraron de manera contundente y superan con creces el nivel educativo argentino. Mejor no atreverse a comparar la realidad educativa local con Corea del Sur, Vietnam, Singapur o Finlandia, que avanzaron significativamente en la mejora de su calidad educativa. O con los casos de Chile o Costa Rica, incluso Brasil, que aun con su extensión continental y su complejidad ha avanzado en todos los indicadores.


			Es el momento de introducir un dato que será central en las ideas que quiero presentar en este libro: un indicador en el que la Argentina claramente se destaca y en el que supera a otros países. Me refiero al contundente crecimiento de la educación privada en la Argentina en todos los niveles educativos, inicial, primaria y secundaria, y sobre todo desde 2003, con un impacto de características excepcionales en el nivel primario, donde se comprueba la disminución de la matrícula en las escuelas primarias públicas, que no paran de perder alumnos, que se fugan hacia el ámbito privado. En ese punto la Argentina es potencia.


			A pesar de ese récord, ningún gobierno entre los que se han sucedido desde la recuperación de la democracia en 1983, no importa su signo político, se atreve a reivindicar esta proeza, discutible por supuesto, como un logro de su gestión y su política educativa. En el fondo, todos sabemos que algo no anda del todo bien si la gente paga por escuela privada teniendo escuela pública gratuita cerca de casa.


			¿Por qué esto es así? Es evidente que ya no le podemos echar la culpa a los militares, la coartada que nos tranquilizó en los albores del retorno democrático: somos nosotros, los argentinos. Es tal el clima de quebranto educacional que se vive, de bajas expectativas respecto del poder transformador de las escuelas, que aquellos sectores sociales que cuentan con los recursos suficientes para elegir escuela más allá de cuán gratuita o cara sea, tienden a enviar a sus hijos a escuelas privadas creyendo que así, individualmente, zafarán del deterioro y de la percepción de deterioro educativo.


			Por otro lado está la dirigencia argentina y su responsabilidad. Hay que decirlo: a la clase dirigente argentina no le interesa la educación. No parece haber sectores dirigenciales políticos, sociales, sindicales o empresariales capaces de construir consensos en la opinión pública. Aunque en forma aislada algunas voces destacadas se muestran genuinamente preocupadas, no logran conseguir masa crítica para que la educación se convierta realmente en una prioridad.


			Desde hace mucho, la educación permanece oculta en la agenda argentina y aparece en los medios de comunicación en forma espasmódica, al ritmo de los avatares del momento: una huelga docente, un caso de acoso escolar, la toma de una escuela por parte de estudiantes o algún problema grave en un edificio escolar. Cuando la crisis pasa, los medios, salvo excepciones, se olvidan del asunto hasta la próxima crisis.


			Esta falta de consensos en los sectores dirigentes tiene inmediatas repercusiones en una sociedad civil que soluciona sus problemas educacionales concretos como puede, privatizando su decisión, aunque se mienta a sí misma vociferando, sin cansarse, su preocupación por la educación pública.


			En ese recorrido, la Argentina viene perdiendo su escuela pública. Los motivos son complejos, variados y necesitan un marco de reflexión basado en datos, evidencia y debates serios. Este trabajo se propone aportar en ese sentido. Y, al mismo tiempo, busca contribuir a la comprensión de lo que perdimos para así recuperar la posibilidad de reencontrarlo, de reconstruirlo, de reinventar, en definitiva, la escuela pública.


			*  *  *


			El 10 de diciembre de 1983 yo tenía 22 años. A pesar de que no había votado a Raúl Alfonsín, todavía recuerdo la enorme alegría que la calle contagiaba. Buenos Aires era una fiesta. Después de siete años, asumía al fin un gobierno democrático. La dictadura militar se había terminado. Sus gestores estaban en retirada final después del desastre de Malvinas, de la espantosa política social y económica y de los horrendos crímenes cometidos, que iban conociéndose cada vez más.


			“Se acabó la dictadura”, cantábamos todos en el acto-recital de Plaza Italia en aquel diciembre de inicio de los años 80. Era un momento conmovedor y esperanzador de nuestras jóvenes y ansiosas vidas. Muchos de los que vivimos intensamente aquellos días compartíamos un diagnóstico, casi una sensación: que la decadencia cultural argentina y el deterioro social vivido desde 1930 en adelante era responsabilidad del “partido militar” y sus aliados civiles o, en todo caso, del denominado “ciclo civil-militar”. Por lo tanto, si la dictadura militar se terminaba, conjeturábamos, a la Argentina sólo le aguardaba un futuro pleno de desarrollo y justicia social. La democracia dejaba de ser, al fin, una cáscara institucional vacía, un mal menor o una etapa necesaria para la llegada del socialismo.


			Al contrario, la democracia, entonces, pareció recuperar su sentido más vital. Se presentaba ante nuestros corazones ilusionados como el escenario pleno de una esperanza renovada: con la democracia se come, se educa y se cura, nos habían asegurado. Y todos nosotros lo creíamos genuinamente, no importa a quién hubiéramos votado. La democracia era un hecho y con ella, el futuro era nuestro.


			No quiero ponerme melancólico y añorar tiempos mejores que tampoco lo fueron. Pero si se trata de intentar un balance de la evolución de la educación argentina en el transcurso de más de tres décadas, los últimos treinta años desde la recuperación de la democracia, necesito recordar aquellos días de alborozo: sólo así se entenderá cabalmente la densidad de mi diagnóstico, mi profunda preocupación y mi juicio anticipado sobre un futuro que puede resultar todavía peor si es que no nos decidimos a cambiar en serio.


			*  *  *


			Hay frases que por utilizarse cientos de veces acaban por impregnar nuestro sentido común. Su naturalización impide cualquier cuestionamiento. Enunciados que se automatizan y terminan por constituirse en coartadas perfectas para la inacción. Uno de ellos es: “Los cambios en educación tardan veinte años en concretarse”.


			La primera vez que se escuchó esta sentencia fue en los años 90, en boca de un alto funcionario del Ministerio de Educación de entonces. Veinte años después, la misma persona la repetía desde un puesto aun más alto en el mismo ministerio. Veinte años después nada había mejorado.


			Otra coartada típica se conjuga así: “Los sindicatos docentes no permiten los cambios”. La frase suena por lo menos extraña cuando la profieren funcionarios de diferentes gobiernos que tienen en su haber la privatización, y después la estatización, de una compañía petrolera; la privatización, y luego la estatización, de los fondos jubilatorios o el no pago, luego el pago, de la deuda externa a los denominados fondos buitres. A los sindicatos docentes se les adjudica más poder que a todo Wall Street.


			Está claro que, independientemente de la opinión que nos merezcan cada una de esas medidas que procesan millones de dólares, intereses sociales y corporativos y el destino, y a veces la vida, de millones de personas, requieren de un consenso social y un volumen político e institucional de gran envergadura: si ese consenso y ese volumen no pueden volcarse a una negociación con los sindicatos docentes para mejorar la educación, difícilmente se deba a la fortaleza de estos sino a la falta de voluntad política para el cambio educacional. Las organizaciones sindicales operan como otra excusa para justificar la parálisis del sistema educativo argentino.


			Es que la realidad es esa: la vida de la escuela pública argentina está congelada en el tiempo. Los ejemplos abundan. Allí está el caso del régimen laboral docente vigente en toda la Argentina, que mantiene el formato de una ley promulgada en 1958. O las pautas que regulan la vida cotidiana de las escuelas, conocidas como “reglamentos escolares”, que llevan más de medio siglo. O la escuela secundaria, que es aún más antigua: su esquema tradicional de asignaturas y evaluaciones con doce materias, doce profesores, exámenes en diciembre y en marzo y las “materias previas” llega al siglo de existencia. Se la ha denominado “secundaria”, “polimodal”, “nueva escuela secundaria”, “secundaria básica” o “secundaria superior” pero la volatilidad de los nombres poco y nada ha modificado la vieja estructura del Colegio Nacional fundado hace tres siglos y medio por los jesuitas y que adoptara su estructura actual en 1863.


			En estos últimos años hubo intentos de reforma y algunas provincias vienen encarando con seriedad cambios relevantes: las escuelas Proa en Córdoba o la reforma del secundario en Río Negro, por mencionar casos interesantes. Pero esos intentos no han sido siempre en el sentido correcto y han tenido enormes problemas para sostenerse en el tiempo, con los cambios de color político o incluso, con los cambios de gestión ministerial dentro de una misma gestión política.


			Por otro lado, algunos de los mejores intentos de mejora se ven constreñidos por normativa añeja y aparentemente intocable. Doy un ejemplo verdaderamente dramático que muestra las lógicas ocultas detrás de las decisiones político-educativas: las autoridades ministeriales de una jurisdicción, en acuerdo con el sindicato docente, decidieron, con las mejores intenciones, designar directores de escuela por concurso en todas los establecimientos de la provincia, siguiendo con absoluta precisión la letra de las leyes vigentes y respetando puntillosamente los tiempos y las pautas de los procedimientos normativamente establecidos.


			¿El resultado? El proceso de concurso se inició en 2014 y se espera que los directores “tomen posesión del cargo”, esa es la frase correcta de la burocracia educacional, recién en 2018, eso si todo marcha bien, si se solucionan rápidamente las probables apelaciones e impugnaciones administrativas y judiciales y si todos los candidatos que se inscribieron y ganaron el concurso en 2014 están dispuestos o en condiciones de asumir su cargo cinco años después de haberse postulado.


			Las condiciones del trabajo docente son otro ejemplo evidente de la parálisis que afecta al sistema de educación pública. El trabajo de maestros y profesores está regulado por normativas provinciales que, como es sabido, vinculan los aumentos salariales de los educadores solamente a la antigüedad en el cargo: a mayor cantidad de años en la docencia, sólo por eso, mejor salario. Es un esquema rancio y burocrático que resulta perjudicial para la actividad educativa por un sencillo motivo: enseñar innovando y con compromiso no tiene reconocimiento salarial alguno; el incentivo salarial termina resultando un desincentivo a la innovación y al ansia de mejora por parte del docente.


			Esta falta de estimulo económico no obsta, claro, para que muchos educadores se formen, innoven y se comprometan con responsabilidad por los resultados a pesar de todo, remando contra la corriente. Imaginemos entonces cuánto mejoraría la educación argentina si se reconociera, además de la antigüedad, la innovación, la formación y el compromiso social y pedagógico de los maestros.


			Por eso, en este libro voy a explicar que, en la medida en que las escuelas públicas sobre todo —y no tanto las escuelas privadas, que gozan de mucha mayor autonomía— sean terminales burocráticas de los Ministerios de educación, el esfuerzo de los educadores será de resultados muy limitados. Es decir, el sistema educativo vigente y su organización, que fueron exitosos en la primera mitad del siglo XX, ahora son en gran medida responsables de los problemas educativos que enfrentamos.


			Ni siquiera el dinero, un aumento significativo del presupuesto educativo, alcanza para torcer el rumbo y orientar el destino educativo hacia un futuro promisorio, En ese sentido, una reforma educacional que vale la pena analizar es el aumento de la inversión en educación operada a partir de 2005, que intentó alcanzar el 6 por ciento del Producto Bruto Interno, destinado todo a educación. Si bien a esa meta nunca se llegó, el aumento fue muy significativo. La pregunta se impone: ¿por qué este incremento no condujo a las mejoras educativas esperadas?


			En este trabajo sostengo que hace falta más dinero para la educación pero que, sin embargo, la educación no mejora sólo a partir del aumento de la inversión educativa. Para que la mejora se concrete, también hace falta que los recursos lleguen efectivamente a las escuelas y que estas cuenten con suficiente grado de autonomía como para decidir cómo y dónde gastar según sus propios proyectos institucionales, a la medida de las necesidades de las comunidades educativas que educan.


			Pero resta todavía otra dimensión problemática de la inversión educativa. El aumento a niveles récord respecto del PBI no resolvió las diferencias interprovinciales en el gasto por alumno, un dato central de cualquier sistema educativo federal. Diferencias que son absolutamente injustas e inadmisibles.


			Es así que el gasto por alumno en escuelas públicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es cinco veces mayor que el gasto por alumno en Jujuy y seis veces mayor que el que afecta a los alumnos formoseños. Esta disparidad es intolerable y habla de desigualdades que están a la vista de todos y de las que deberíamos hacernos cargo.


			El panorama es desafiante. La gesta de transformar y mejorar la educación argentina parece titánica. A la inacción de las clases dirigentes y las complicidades de los sectores medios, un sistema educativo ágil como un elefante agrava todavía más la crisis educativa. El futuro educativo soñado hace treinta y cinco años parece cada vez más esquivo.


			Por eso es importante subrayarlo: a pesar de los obstáculos del presente educativo local, los cambios en educación no demoran veinte años. La experiencia mundial muestra que muchos de sus efectos se producen en forma inmediata y aunque algunas de sus consecuencias requieran bastante más tiempo, las mejoras comienzan a percibirse al día siguiente de ser implementadas. La mejora es posible.


			*  *  *


			Aunque la dirigencia política rehúya apropiarse de la política educativa más exitosa de las últimas décadas —me refiero al brutal proceso de privatización de la educación argentina—, lo cierto es que, y es importante dejarlo en claro, ese proceso no es casual. Al contrario, es el resultado de las políticas educativas implementadas en la Argentina desde la segunda mitad del siglo XX. Y de la decisión de los sectores medios que, aunque manifiestan en la conversación social una preocupación profunda por la educación pública, mandan cada vez más a sus hijos a la escuela privada. La escolarización pública viene perdiendo peso relativo desde hace décadas.


			En los últimos quince años la matrícula se redujo en un 10 por ciento en las escuelas primarias públicas mientras que en la privada aumentó un 25 por ciento. Este dato es central y es un récord en la historia argentina: es la primera vez que la escuela pública pierde directamente alumnos en beneficio de la matrícula privada.


			En el nivel inicial y en el secundario, el crecimiento total del número de alumnos, sumando escuela pública y privada, se explica sobre todo por el ingreso de más chicos a establecimientos privados, al menos desde los inicios de los años 2000. Es decir que la mayor incorporación de alumnos a la escuela privada es lo que da cuenta del crecimiento de la matrícula en cada uno de esos niveles, especialmente en el jardín de infantes.


			Este deterioro de la presencia de la escuela pública no respeta fronteras provinciales. Aunque la Argentina es un país de administración educativa provincial y cada jurisdicción tiene su propio Ministerio de Educación y el Ministerio de Educación de la Nación sólo tiene tareas de coordinación federal, el fenómeno del incremento de la educación privada se verifica en todas y cada una de las jurisdicciones. La privatización de la matrícula escolar no sólo es un récord en América Latina sino que además es un récord de autoría nacional, sin excepción.


			Desde mediados del siglo XX, en la Argentina se observa un incremento del número de alumnos en escuelas privadas y el aumento, obviamente, del número de establecimientos privados. También un aumento del porcentaje de estudiantes en escuelas privadas sobre el total de estudiantes. En otras palabras, los alumnos de las escuelas privadas aumentan tanto en términos absolutos como relativos respecto de los de las escuelas públicas. Es a este proceso que llamo “privatización de la educación”.


			En la arena pública, “privatizar la educación” se viene usando insistentemente como una imputación de intereses políticos mezquinos. No estoy interesado en los juicios morales sobre las políticas educativas. Sin embargo, este trabajo pretende mostrar los perjuicios que la privatización de la educación argentina ha acarreado desde sus inicios en los años 60 del siglo XX hasta la primera década del siglo XXI, cuando la privatización de la educación alcanzó valores inéditos debido a la pérdida neta de alumnos de las escuelas primarias públicas desde 2003, cuando el número de alumnos directamente decreció significativamente.


			El proceso privatizador de la educación argentina es complejísimo por su carácter paradójico: ninguna política pública pareció proponérselo como objetivo, pero es el resultado de la implementación de sucesivas políticas educativas a lo largo de décadas y bajo todo tipo de signo político; muchas de las políticas educativas que lo originaron se pretendieron progresistas y a favor de la educación pública, pero terminaron incentivando el proceso contrario de pérdida de espacio de la educación pública y la consecuente privatización de la matrícula escolar. Este proceso es resistido por la conversación pública argentina, cuya clase media se enorgullece históricamente de su educación pública, pero se concreta a partir de la decisión de esos mismos sectores de “salvarse” y de “salvar a sus hijos” con la educación privada; con finalmente, el proceso de privatización de la educación, que segrega todavía más a la sociedad, es al mismo tiempo ineludible que el Estado pueda proclamar que se pondrá al hombro la tarea de mejorar la educación pública de los sectores menos favorecidos: la privatización educativa libera recursos a favor de los sectores de menores ingresos, que pueblan la escuela pública.


			En este último punto me refiero a las ventajas del proceso privatizador de la educación desde el punto de vista fiscal por su evidente lógica costo-efectiva: cada peso que aportan las familias para mandar a sus hijos a escuelas privadas es un peso que el Estado no gasta en ese alumno.


			Es cierto que desde 1947, a partir de una ley nacional promulgada por el entonces presidente Perón, existen subsidios estatales a las escuelas privadas por medio de los cuales los gobiernos financian parte de los salarios de algunos docentes de algunas escuelas. Pero aun con esas transferencias de fondos públicos a escuelas privadas, el gasto público por alumno en el sector privado es monstruosamente menor que en el público.


			Más allá de este costado financiero del proceso de privatización educativa, paradójicamente positivo, la fuga constante de familias hacia las escuelas privadas presenta consecuencias negativas notables. Por un lado, un aumento sostenido de la segregación socioeconómica dentro del sistema educativo. Las escuelas incorporan alumnos cada vez más parecidos a sí mismos, con menos diversidad social: los pobres van a las escuelas públicas de los pobres; los sectores medios profesionales, a escuelas que los aglutinan en forma homogénea; los más pudientes, a escuelas más exclusivas. Esta nueva distribución de las decisiones educativas hace estallar por el aire el objetivo de cohesión social depositado en la institución escolar argentina por más de un siglo. Instala así la peor de las grietas, la que impide a nuestros hijos aprender a vivir juntos, comprendiendo al otro, entendiendo el valor de la diferencia y construyendo comunitariamente a partir de ella.


			Por otro lado, aunque libera recursos económicos que en algo benefician a sostener la educación pública, como planteaba, la privatización de la educación corre paralela a un creciente deterioro de las condiciones de educabilidad de las escuelas públicas en lo relativo a los recursos financieros que siguen siendo escasos, o mal administrados, o ambos.


			Además, las lógicas micropolíticas e institucionales de las escuelas públicas —que se diferencian del modo en que operan las privadas, más autónomas y flexibles—, producen lo que algunos autores llaman, atinadamente, “degradación del sistema educativo”.


			¿A qué me refiero? La administración escolar estatal mantiene, en todas las provincias, mecanismos monopólicos, homogeneizantes, centralizados y rígidos que convierten las escuelas públicas en una suerte de terminales burocráticas de los ministerios de educación. Las escuelas privadas, en cambio, pueden decidir con importante autonomía sobre diferentes aspectos de su organización y sus funciones, algo totalmente vedado a sus pares estatales.


			Se trata de un laberinto confuso, abigarrado. Por un lado, las escuelas públicas tienen poco margen de maniobra, mucho menor al de las privadas, para construir una propuesta pedagógica eficaz frente a los constantes cambios sociales, tecnológicos y culturales. Por otro lado, el gobierno ministerial jerárquico y vertical que fuera efectivo a mediados del siglo XX, hoy no es más que su sombra patética, incapaz de gobernar las escuelas.


			El resultado es el peor de todos: las rígidas “vías jerárquicas”, los vetustos “circuitos administrativos” conformados por leyes, decretos, reglamentaciones de leyes, resoluciones, disposiciones, circulares, actas, memorándums, etc. operan, paradójicamente, generando un escenario desordenado, caótico, de anomia o más bien de multinomia en el que nadie, ni los educadores ni los funcionarios, se hace responsable de la baja calidad educativa y de la exclusión de miles de alumnos.


			De acuerdo con los datos disponibles, los protagonistas de la salida al sector privado son los sectores medios urbanos: clases medias con el capital cultural suficiente como para identificar preferencias y opciones para sus hijos pero, especialmente, con capacidad de afrontar los costos que requiere su matriculación, costos que en la Argentina son adicionales a la carga tributaria dado que no hay exenciones impositivas por pagar escuela privada.


			Los porqué de la salida de estas clases medias a las escuelas privadas son variados y propondré mi análisis más adelante, pero los efectos son más que evidentes: aquellos que pueden pagar se educan en un entorno mejorado y más autónomo y dinámico mientras que las escuelas públicas subsisten como una suerte de territorio vulnerado, efecto de jerarquías y líneas de mando políticas y burocráticas, institucionalmente empobrecido al que asiste sobre todo la población más pobre.


			La salida al sector privado de la educación conforma una especie de espejismo en el que las clases medias aspiran a concretar su ilusoria autosalvación, ampliando así la segregación socioeconómica entre escuelas.


			Al mismo tiempo, la privatización educativa le saca a la educación pública su agente más dinámico, los sectores medios que, a diferencia de los más empobrecidos, están en condiciones de priorizar la educación por encima de su subsistencia y realizar demandas educativas más informadas a partir del saber escolar que poseen históricamente, casi por herencia familiar.


			Me inquieta el cambio producido en las nuevas generaciones, en los nacidos en la década de 1970 en adelante, en muchos de mis amigos progresistas: formados en escuelas públicas de barrio, perfilados en ideologías de izquierdas, defensores de lo público y de los derechos de los trabajadores, hoy no dudan en mandar a sus chicos a escuelas privadas mientras apoyan los paros docentes en las escuelas del Estado y las tomas de escuelas, también del Estado.


			No me preocupa tanto la hipocresía individual. Sí me interesa el doble discurso anclado en los medios, en la política, en la sociedad que proclama una fe profunda en la escuela pública, pero desde hace décadas se fuga hacia la escuela privada. ¿Qué nos pasó?


			La retirada de las capas medias de la escena de la escuela pública es un movimiento con consecuencias visibles. Deja, por ejemplo, a un único actor en pie en el debate político-educativo: el sindicato docente.


			Otro problema se suma a los desafíos que enfrenta la educación argentina. Es que la propia denominación “escuela pública” ha perdido su sentido original en el lenguaje legal. De hecho, a partir de un decreto del presidente Perón de 1974 y de dos leyes nacionales, la Ley Federal de Educación de 1993 y la Ley de Educación Nacional de 2006, toda escuela argentina es “pública” y se distinguen por el tipo de gestión: “estatal” o “privada”.


			Esta nueva diferenciación semántica, infrecuente en otros países del mundo, ha sido parte de un debate argentino por la equiparación legal entre escuelas públicas y privadas.


			Independientemente de las proclamas legales de las leyes nacionales y de las posiciones asumidas respecto del fenómeno, en este libro seguiremos denominando las escuelas públicas de la manera tradicional, como lo hacemos en el habla común en nuestra vida cotidiana, en este caso además en concordancia con la literatura académica internacional para la que no existen diferenciaciones como las instauradas por las leyes argentinas.


			Este es el problema principal que este libro quiere abordar: por un lado, analizar para comprender la lógica del deterioro de la escuela pública como efecto del proceso privatizador y, por el otro, avanzar con una propuesta que bosqueje los caminos posibles  para torcerle el rumbo a esta realidad.


			Mi objetivo es intentar comprender los porqués a partir de una mirada que sospecha de todas las certezas con las que insistimos y que sólo nos empujan a profundizar aún más la espiral de declive en la que nos encontramos. Una espiral que segrega clases sociales y excluye a los más pobres de la escuela que necesitamos todos. Una escuela donde nos encontremos todos nos conviene a todos.


			*  *  *


			En el capítulo 1, de la mano de Jacinta Pichimahuida, delinearé las principales características de lo que conceptualizo como el proceso privatizador de la educación argentina, con un análisis de sus principales indicadores, en especial el comportamiento de la matrícula de la escuela primaria y pública desde 2003. Analizaré el hecho de que la privatización resulta un proceso que ya lleva más de medio siglo y continuó durante una gestión con pretensiones progresistas, como la kirchnerista. Y mostraré que aunque se frena en parte con la gestión del macrismo en CABA, no llega a convertirse en una política de Estado. Señalaré su carácter federal y transversal en la medida en que viene constatándose en todas las provincias, más allá del signo político de sus gobernantes. Me interesa destacar también los efectos colaterales del proceso privatizador, con ventajas financieras para el sistema educativo pero, al mismo tiempo, con un impacto inquietante en la productividad social de la escuela pública.


			En el capítulo 2, analizaré una serie de razones que suelen atribuirse a la decisión de las familias a la hora de optar por la escuela privada en lugar de la pública para educar a sus hijos. Intentaré refutar las dimensiones más cuestionables de las diversas explicaciones, desde la falacia consumista defendida por la administración kirchnerista, según la cual la privatización desde 2003 estuvo atada a la mejora de los niveles de ingresos de las presidencias de Néstor y Cristina Kirchner, pasando por la relación entre privatización educativa y huelga docente y la búsqueda de pertenencia y diferenciación de las familias hasta el influjo de las políticas neoliberales en la decisión educativa de padres y madres.


			Finalmente, propondré una explicación alternativa que desarrolla e insiste en el carácter de verdadera política de Estado, estructural y sistémica de la privatización educativa. Señalaré también los costos y beneficios del abandono de la escuela pública por parte de las clases medias para la clase política y el sindicalismo docente. Esbozaré las características del fin del “Estado educador”. Y finalmente, me detendré en el proceso de segregación educativo, con escuelas para sectores vulnerables por un lado, y escuelas para clases medias y altas, por el otro.


			En el capítulo 3, me concentro en los movimientos de la matrícula escolar en los tres niveles de la educación obligatoria: el inicial, el primario y el nivel medio. En el caso del nivel inicial, analizaré el fuerte proceso de privatización que viene exhibiendo en sintonía con la privatización general del sistema educativo. Respecto del primario, a lo ya dicho, señalo una nueva señal de alarma, esta vez vinculada con una baja en la cobertura plena que enorgullecía a la Argentina, que había logrado que todos los chicos en edad de estar en primaria efectivamente concurrieran a la escuela.


			El eje de este capítulo es, sin embargo, la escuela secundaria, el nivel donde la exclusión de alumnos se ha convertido en un mecanismo aceitado. Aportaré datos de cómo ese proceso se manifestó en la provincia de Buenos Aires a lo largo de veinte años de peronismo, que concluyeron con una fuerte privatización de la matrícula de secundaria en el conurbano bonaerense. Daré cuenta de las tasas de matriculación y graduación y sus variaciones más significativas. Nuevamente, el proceso privatizador, que segrega, aporta un diferencial a favor de las escuelas privadas, con mayor efectividad en estos indicadores.


			Retomo el debate entre lo que llamo “progresistas” y “meritocráticos”, para refutar la idea de que con la política facilista a la hora de promover de año a los alumnos se mejoraron en secundaria las tasas de abandono.


			Opto por otra respuesta: el impacto de los planes de terminalidad, programas para ayudar a que chicos que abandonaron la secundaria efectivamente puedan termirnarla resultaron un incentivo para el abandono y una pantalla de humo que disimuló el fracaso de la escuela media a la hora de retener a los adolescentes y enseñarles.


			También muestro evidencia en torno a los perfiles de alumnos excluidos que no son otros que los varones de sectores pobres. A pesar de eso, me detendré con esperanzas en algunos datos que permiten adivinar un apetito educativo único en los sectores populares, que insisten con su esfuerzo por aprender a pesar de que el sistema educativo se empeña en darles la espalda y no cumplir con su obligación de educar. Finalmente llamo la atención sobre el caso chileno, que con políticas educativas tachadas de “neoliberales”, da muestras de mayores logros en términos de verdadera inclusión.


			En el capítulo 4, me dedico a revisar la noción de “calidad”, un concepto en disputa, resistido o convertido en verdadero fetiche educativo, y aprovecho para desarrollar una clasificación de las distintas concepciones para destacar la falta de consenso local respecto de la definición deseada. Desde la capacidad de cohesionar por parte de un sistema a la calidad de los insumos para garantizar así equidad educativa, pasando por los resultados en pruebas estandarizadas y la satisfacción del cliente a la hora de elegir escuela.


			Analizaré con mayor detenimiento las diversas pruebas estandarizadas de la calidad educativa, los debates que generan y cuestionaré la simplificación de sus resultados y la falta de datos educativos básicos. En este capítulo, además, plantearé un tema clave de la calidad educativa y el proceso privatizador, que es el sesgo por nivel socioeconómico que genera la falsa ilusión de una escuela privada de mayor calidad que la pública.


			En el capítulo 5, desarrollo los efectos negativos de políticas educativas focalizadas en aspectos cuantitativos, más días de clases, más libros, más financiamiento, y su divorcio de la dimensión cualitativa. Los 180 días de clases y la meta del 6 por ciento del PBI para la inversión educativa, consagrada en la Ley de Financiamiento Educativo del kirchnerismo, serán el eje de este capítulo. Ambos objetivos, demostraré, resultaron fallidos. Por mi parte, propondré una política educativa contracíclica que defina sus metas presupuestarias a partir de un análisis preciso de qué se requiere para alcanzar una educación de calidad, en lugar de las políticas atadas a metas macroeconómicas ajenas al proceso educativo.


			En el capítulo 6 intentaré hacer una contextualización histórica del antes y después del proceso de privatización educativa. Revisaré los años dorados de la educación hasta la década de los 50, con la vigencia del “Estado educador” y la alianza escuela familia; el inicio de la privatización educativa en los 60, con el anquilosamiento de las escuelas públicas versus el dinamismo de las privadas y, finalmente, los años kirchneristas que serán los períodos claves en esta reconstrucción. Plantearé una oposición entre la inconducente productividad educativa del menemismo y la sobrevendida esterilidad kirchnerista, y la necesidad de cambiar la función que cumple la figura de Sarmiento en el debate educativo.


			En el capítulo 7, narro un momento autobiográfico para contar una suerte de derrota colectiva de la docencia estatal en la Argentina: los escasos incentivos que el sistema propone para que los docentes innoven, se comprometan solidariamente con sus comunidades, asuman sus responsabilidades en el proceso de enseñanza-aprendizaje. Al contrario, explicaré cómo la estructura salarial sólo premia la antigüedad, es decir el paso del tiempo, no importa cuán bien o mal se ejerza la docencia.


			También voy a mostrar cómo la organización escolar de la escuela privada, con márgenes más amplios a la hora de contratar a sus docentes, incentivarlos y formarlos, cuenta con ventajas competitivas frente a la escuela pública, lo que también contribuye a la oleada privatizadora. Me detendré especialmente en la Ley de Educación Nacional de 2006 y el impacto negativo que tuvo en la escuela pública respecto de la carrera docente.


			Por último, incluyo un análisis del funcionamiento de la evaluación docente en el sistema público porque, contrario a lo que se cree, sí hay evaluación docente en la Argentina.


			En el capítulo 8, me dejo llevar esta vez de la mano de mi señorita Clementina, una de mis maestras de primaria, de escuela pública, para traer a la memoria el perfil de la típica maestra de la generación dorada, esa docente añorada frente al estereotipo del “docente vago”. Mi objetivo es en realidad mostrar la necesidad de olvidar aquella generación y sus prácticas pedagógicas impensables en los tiempos presentes.


			En este sentido, plantearé la necesidad de reformar los estatutos docentes y el modo de trabajo en las escuelas para dar espacio a todo el potencial de los docentes del presente, mucho más productivos en el nuevo contexto social. Se trata de proponer nuevas políticas educativas que den lugar a nuevas identidades docentes. Ni la señorita Clementina, ni el vago, ni el héroe, ni el sacrificado, ni el luchador. Sí docentes profesionales, comprometidos, responsables e innovadores. Para terminar, pondré el foco en los problemas de legitimidad de la docencia estatal hoy, el peso de los paros y el rol de sindicalistas docentes y la clase política.


			Llegado el capítulo 9, finalmente, es el turno de plantear la necesidad de un retorno a la escuela pública y terminar con la segregación educativa de los sectores pobres por un lado y las capas medias y altas por el otro, refugiadas en la escuela privada. Desarrollo en este punto la excepcionalidad del aporte de la escuela pública a la consolidación de una sociedad democrática, sustentable y desarrollada, que nunca podría concretarse en el aislamiento y la segregación de la escuela privada.


			Postulo la necesidad de escuelas autónomas, con capacidad de gestión; de una política educativa que articule de manera estructural y sistémica, no librada a la azarosa iniciativa individual, la formación de una docencia inspirada, innovadora y comprometida y, para terminar, sugiero siete puntos para producir un giro copernicano en la educación pública argentina.


		



		
			Capítulo 1


			Privatización educativa. La política de estado más exitosa de la historia


			De los años 60 a la década ganada y después


			En los años 60, la novela televisiva Jacinta Pichimahuida. La maestra que no se olvida que todos veíamos, retrataba una escuela pública común. Heredera de antiguos programas de radio y TV y origen de una serie de novelas, películas y hasta figuritas, presentaba en rol estelar y eje de su trama a una señorita maestra de escuela primaria de barrio, joven, linda, soltera, ingenua, tierna, apolítica, justa, y todo en la dosis exacta acorde con el perfil de docente que añoramos.


			Los estereotipos típicos de la TV de entonces cumplían a la perfección con la ilusión de una escuela pública integradora de sectores sociales, sintetizados en tipos humanos bien delineados en el imaginario escolar colectivo. Además del de la maestra, estaba el del mal alumno por antonomasia, Palmiro Caballasca, hijo de un mecánico; el buen alumno pero vergonzoso, obediente por convicción personal, el increíblemente afroargentino Cirilo Tamayo, y, también, la nena rica y caprichosa, de pelo rubio premium atado en las clásicas dos colitas, hija de abogado, la vanidosa y competitiva Etelvina Baldasarre, que de grande se transformaría en el arquetipo de la rubia tarada a la que le cantaba Luca Prodan.


			Ese espejo en el que nos mirábamos a la hora de la merienda en teles en blanco y negro de discutible nitidez, con una imagen captada por antenas que había que mover cada tanto para reorientarlas en una búsqueda desesperada de señal o por las más modernas antenas Talbot o, directamente, por una papa con dos agujas de tejer, ese espejo, decía, era bastante engañoso.


			Porque ya en los años 60, en la realidad aunque no en la TV, ese paraíso de guardapolvos blancos escolares que era el símbolo insobornable de la igualdad y la buena educación primaria que, en teoría, podía ser brindado por una escuela pública cualquiera, estaba siendo severamente cuestionado por las clases medias urbanas que empezaban a inscribir a sus hijos en escuelas privadas.


			Si bien el proceso privatizador argentino arrancó a mediados del siglo XX, es en esa década de 1970 que las cosas cambiaron definitivamente: las “blancas palomitas” inmortalizadas por el inefable Efraín, el portero español de la escuela de la señorita Jacinta, habían, finalmente, comenzado a volar.


			El sistema educativo argentino alcanzó prematuramente los niveles de cobertura en la escuela primaria más altos de la región. Ya para mediados de la década de 1950, el 80 por ciento de los niños de entre 6 y 12 años asistía a la escuela primaria y a partir de fines de la década de 1980, lo hacía el 90 por ciento. Según los datos de los últimos dos censos nacionales, esa tendencia fue imparable: las tasas de escolarización primaria alcanzaron el 98,1 por ciento y el 99 por ciento en 2001 y 2010, respectivamente.


			Pero al mismo tiempo que se daba esa buena noticia en la matrícula de escolarización primaria, otra tendencia iba tomando forma. Desde la década de 1960, este crecimiento de la tasa de escolarización primaria se dio en paralelo a un proceso de privatización de la educación que vengo estudiando desde hace ya dos décadas y que no deja de sorprender a locales y extranjeros.


			A los argentinos les impacta porque todavía insistimos en creer, con terquedad, en el relato de una escuela pública argentina omnipresente y todopoderosa, aunque nuestros hijos vayan a escuelas privadas: de alguna manera, el programa de Jacinta hizo un aporte significativo en la consolidación de esa ficción educativa igualitaria.


			A los extranjeros especializados en educación con los que intercambio estudios académicos les sorprende el ritmo de crecimiento de las escuelas privadas en la Argentina, uno de los más veloces del mundo en lo que respecta a sistemas educativos de provisión estatal, esos sistemas donde la educación pública es un derecho que el Estado debe garantizar y financiar.


			Hay que aclarar de entrada que el sector privado argentino es muy antiguo y muy heterogéneo e incluye escuelas religiosas, laicas, de comunidades migratorias, experimentales, progresistas, ultraconservadoras, con o sin fines de lucro, entre tantas otras.


			Desde 1947 algunas escuelas privadas son parcialmente financiadas por el Estado por medio de subsidios que van directamente a la oferta de educación por parte de instituciones privadas. La opción contraria, un Estado que financie la demanda en lugar de la oferta al modo en que lo hace Chile, se daría por medio de una financiación estatal a las familias a partir de la cual cada una elige la escuela que desea. Eso no es parte de la tradición escolar argentina.


			El subsidio estatal a las escuelas privadas está obligatoriamente destinado a cubrir entre el 40 y el 100 por ciento de los salarios docentes de la llamada “planta programática”, o sea, aquellos maestros y profesores que enseñan de acuerdo con los planes de estudios oficiales.


			Por fuera de este financiamiento, ya corren por cuenta de la iniciativa privada la inversión edilicia, muebles, útiles, tecnología, seguros, servicios públicos, personal no docente y personal docente “no programático”, es decir, la profesora de lengua gallega de la escuela gallega, por ejemplo, y una larga lista de etcétera. Tampoco se subsidia la indemnización de un docente “programático y subsidiado” si una escuela privada quiere despedirlo.


			En términos nacionales, ese subsidio representa aproximadamente el 13 por ciento del total del gasto público en educación. Y este dato es altamente relevante: con tan solo ese porcentaje, se financia desde el Estado al 33 por ciento de los alumnos de primaria, jardín de infantes y secundaria de todo el país. Tal es el nivel alcanzado por la matrícula privada en la Argentina de hoy.


			Es decir, ese récord patrio de privatización de la educación argentina resistido y rechazado por buena parte de la opinión pública, inclusive por los sectores que optaron por la educación privada, es, en términos costo-efectivos para el Estado, un ahorro increíble de recursos.


			Ese porcentaje muestra los picos más abruptos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde la matrícula privada alcanza el 50 por ciento. En Santa Fe, Córdoba y Mendoza, llega al 40 por ciento. Aun en el Gran Buenos Aires, donde a priori se podría imaginar que tiene una matrícula pública consolidada por los sectores populares abigarrados en esa zona, la matrícula privada llega al 40 por ciento.


			Tiende a bajar en las provincias menos urbanizadas y con un porcentaje menor de clases medias en su población. Y al contrario, este porcentaje es mayor en los grandes centros urbanos no importa si se trata de provincias más ricas o más empobrecidas: en el Partido de San Isidro, la matrícula privada llega al 62 por ciento, en el de Vicente López, al 65 por ciento. Pero también el 60 por ciento de los chicos de Yerba Buena, en el Gran Tucumán, va a escuelas privadas.


			Ahora bien, si cuando comencé a estudiar el tema en los años 90, el fenómeno era impresionante pero natural para un proceso político que de acuerdo con el imaginario social alentó directa o indirectamente las soluciones privatizadoras, los datos referentes al crecimiento de la educación privada posteriores a 2003 son asombrosos. Y lo son por dos motivos.


			El primero, porque este crecimiento se produce durante los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner que, según la mentalidad de época contraria a la menemista, estaban a favor de “la ampliación de derechos” y la “defensa de lo público”: a pesar de esas proclamas tan difundidas, transcurridos doce años de política educativa kirchnerista, el proceso privatizador de la educación se profundizó a niveles nunca antes vistos en la historia argentina.


			El segundo motivo es un poco más técnico, pero de todas maneras muy importante. Hasta 2003, hasta antes de que desembarcara el relato progresista del kirchnerismo, el aumento de la proporción de estudiantes en escuelas privadas se explicaba porque las privadas crecían relativamente más que las estatales. Para ser claro: si bien muchas más familias empezaban a elegir escuela privada, todavía las escuelas públicas no perdían alumnos, es decir, mantenían su caudal de alumnos, o en el mejor de los casos lo aumentaban aunque menos que las privadas.


			Eso hasta 2003. Pero desde la asunción del gobierno kirchnerista se produjo un fenómeno inédito en la historia de la educación argentina: las escuelas privadas siguieron creciendo en número de alumnos, como venía sucediendo, pero las estatales empezaron a perderlos. Toda una novedad con consecuencias sociales muy preocupantes.


			*  *  *


			Los datos nos interpelan. Me quiero detener en el caso del nivel primario, donde esta tendencia impactó de manera única. A partir de 2002/2003, el número de alumnos de la primaria pública comenzó a decrecer en forma sostenida mientras la escuela primaria privada ganaba terreno. El porcentaje de la participación privada sobre el total de los alumnos de la escuela primaria sumando pública y privada muestra un incremento notable para el período.


			La escuela primaria pública perdió alumnos a manos de la educación privada no solamente en términos relativos, como en el resto de los niveles del sistema educativo, sino también en este nivel escolar en particular, en términos absolutos. La matrícula de las primarias públicas cayó un 10 por ciento mientras que las privadas crecieron un 25 por ciento. Es decir, las primarias privadas se vienen quedando también con alumnos que antes cursaban en el sistema público.


			La caída en la matrícula de educación primaria pública se ha compensado prácticamente en su totalidad por el crecimiento de la matrícula de educación primaria privada, lo que no deja dudas respecto de la magnitud y excepcionalidad del proceso de privatización de la educación durante el período kirchnerista.


			Si bien el proceso descripto fue general y se comprobó en todo el país, cada provincia ha mostrado su particularidad. Sin embargo, a pesar de las diferencias políticas, sociales y económicas entre provincias argentinas, para el período 2003-2015 y ninguna jurisdicción fue ajena al proceso de privatización de la educación primaria.


			Solamente la provincia de Santa Cruz registra un crecimiento significativo de la matrícula pública del 17 por ciento. Sin embargo el crecimiento de la matrícula privada santacruceña, del 40 por ciento, casi duplicó a la recuperación de la pública.


			Respecto de la pérdida de alumnos de las escuelas públicas, algunas provincias tienen pérdidas mínimas o muy moderadas como Santa Cruz, San Luis, Córdoba, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Otras, en cambio, han tenido pérdidas realmente críticas: Jujuy perdió el 16 por ciento de su matrícula pública y Catamarca, Formosa y Neuquén, un 14 por ciento.


			La privatización de la educación como tendencia no reconoce distinciones entre distritos, incluida, claro está, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


			Desde los años 80, la participación privada en el sistema educativo de CABA ronda el 50 por ciento del total de la matrícula, que suma los alumnos del sistema público y privado, incluyendo todos los niveles. En el inicio de los años 2000, durante la gestión progresista de Aníbal Ibarra-Jorge Telerman al frente de la Jefatura de Gobierno porteña, este proceso se profundizó cuando el aumento de la matrícula privada se dio en paralelo a la pérdida de alumnos de escuelas públicas.


			En 2003, las escuelas primarias públicas tenían 151.570 alumnos mientras que llegado 2009, el primer año computable de la administración Macri dado que asumió en diciembre de 2007, cuando las inscripciones para el año 2008 estaban consolidadas, se registraron 147.961 alumnos.


			En seis años, entonces, una caída neta para el período Ibarra-Telerman de 3.609 alumnos; es decir, 2,3 por ciento menos de alumnos en las primarias públicas porteñas durante una gestión progresista.


			¿La pérdida de alumnos en escuelas primarias públicas comenzó a revertirse durante el gobierno de Macri? En 2011, la matrícula de las primarias públicas creció por primera vez en nueve años: incorporó 2.412 nuevos alumnos, lo que representa un incremento de 1,6 por ciento respecto del año anterior. Esa tendencia se mantuvo hasta 2015 aunque con oscilaciones que se dieron en 2013 y 2014, cuando otra vez perdió alumnos. En 2015 se dio una recuperación pero en valores muy bajos, estadísticamente poco relevantes, cercanos al 1 por ciento de aumento.


			Convengamos en que en el contexto de una ciudad partida en mitad pública y privada y donde la salida masiva al sector privado ya había ocurrido hacía mucho tiempo, las diferencias registradas año por año, a veces a la baja y a veces a la suba, desde el desembarco de Macri en la ciudad resultan en realidad muy poco relevantes estadísticamente y difícilmente atribuibles a una gestión política, incluyendo mi propia gestión como ministro de Educación de CABA en los inicios del macrismo: 1 punto porcentual de alumnos de más o de menos puede deberse más a motivos demográficos, especialmente migraciones, que al efecto de una acción estatal específica.


			Esto se confirma al observar que la inscripción en escuelas primarias privadas nunca dejó de crecer. Y lo hizo además de manera estadísticamente relevante: para el período 2009-2015, la matrícula privada muestra un aumento del 10,1 por ciento.


			¿Cómo se dio el proceso de privatización educativa en las escuelas secundarias pública porteñas? En la escuela media de CABA, la pérdida de alumnos durante la gestión Ibarra-Telerman fue más acentuada que en el nivel primario: entre 2003 y 2008, las escuelas secundarias públicas porteñas perdieron 10.376 alumnos, lo que representó una baja en la matrícula de la secundaria pública de un 9,5 por ciento.


			En este caso, la recuperación durante el gobierno de Macri comenzó más temprano, en 2010, aunque también con un porcentaje de apenas el 1 por ciento de crecimiento. Además, la gestión macrista en CABA es dueña de un triste récord: una baja muy importante en la matrícula de la secundaria pública porteña se dio al inicio en 2014 y se profundizó en 2015, el año del pico negativo más relevante en décadas.


			Al inicio de la gestión Macri, los alumnos de escuelas secundarias públicas representaban el 50,9 por ciento de la matrícula total del secundario, sumando escuelas públicas y privadas. En el último año de su gobierno en CABA, representaban el 49,2 por ciento. En 2016, ya con Horacio Rodríguez Larreta al frente de la Jefatura de Gobierno, la participación de los estudiantes en escuelas públicas apenas alcanzó el 48,8 por ciento de la matrícula total.


			Así, la matrícula secundaria de la ciudad está dejando de a poco de dividirse por mitades, 50 por ciento pública y 50 por ciento privada. Al contrario, la matrícula privada se está convirtiendo en mayoritaria. Si bien en los primeros años de la gestión macrista el número de estudiantes en secundarias privadas se había estancado, desde 2013 no para de crecer.


			Respecto del jardín de infantes públicos, la administración Ibarra-Telerman perdió 669 chicos, es decir una pérdida de 1,2 por ciento. En jardín de infantes, la recuperación de la matrícula pública empezó ya desde el inicio de la gestión de Macri en la ciudad y creció de manera significativa entre 2009-2013, aunque se observa un retroceso importante en 2014. En 2015 volvió a registrarse un crecimiento.


			En resumen, durante la gestión del macrismo en CABA, la caída de la inscripción en las escuelas públicas se detuvo en parte en el nivel primario, se revirtió en el jardín de infantes y se profundizó gravemente en la secundaria.


			¿Los logros en el nivel inicial y primaria fueron fruto de una política de estado implementada en CABA por el macrismo, de signo contrario a la privatización y preocupada por repoblar la escuela pública con alumnos venidos de todos los sectores? Mi interpretación es que no.


			Tanto esos logros en jardín y primaria como los retrocesos en secundaria deben ser puestos en contexto. El freno a la diáspora hacia la escuela privada a expensas de alumnado en la pública ni se acerca en CABA a una reversión relevante del cuadro general de una participación escolar privada muy significativa en la ciudad y en todo el país desde hace varias décadas. Al mismo tiempo, el fin de una matrícula porteña repartida en partes iguales entre pública y privada y el inicio de una hegemonía del sector privado en la escuela secundaria son fenómenos que desmienten el desarrollo de una verdadera política de estado en defensa de la escuela pública implementada desde la gestión macrista en CABA.


			*  *  *


			¿Por qué? ¿Cómo se explica este fenómeno de privatización brutal de la educación argentina constatada a pesar de los relatos y las políticas con pretensiones progresistas? El abanico de causas es diverso, desde cambios en la estructura social, fenómenos migratorios, nuevas identidades culturales, imagen pública de las escuelas y, por supuesto, hasta políticas educativas desarrolladas en todos estos años.


			Más allá de estas cuestiones, es indudable que se ha operado un cambio medular en la educación primaria de los niños argentinos, cuyas familias, especialmente la de los sectores medios, han tendido a abandonar la educación pública, especialmente a partir de 2003. El paisaje de los chicos con guardapolvo blanco se va sustituyendo por los uniformes diversos de las escuelas privadas.


			El hecho de que el fenómeno no elude provincias, niveles socieconómicos o de desarrollo económico ni color político de los gobernantes hace presumir que la privatización de la educación argentina es una verdadera política de Estado en sentido estricto: una política que atraviesa límites políticos e ideológicos, se sostiene en el tiempo, y que cala profundo en las políticas públicas y en la sociedad. Quizás se trate de la única política educativa de Estado exitosa por décadas.


			La privatización de la educación no es, por lo tanto, un efecto de los malvados neoliberales. Gobiernos autodenominados “nacionales y populares”, apoyados por sectores políticos e ideológicos “progresistas”, han prohijado el más brutal pasaje de alumnos de las escuelas públicas a las privadas.


			La cuestión es si desde la perspectiva de la política pública, estos datos son significativos. De ser así, se trata entonces de decidir si el actual panorama educativo, estructuralmente privatizado, merece o no ser transformado.


			Pregunto sin ironía: ¿hay algún sector político en el poder desde 2003, no importa si a nivel nacional o provincial, dispuesto a reivindicar la privatización de la educación como un logro de su gestión? Como señalé, el fenómeno se constató bajo diversos signos políticos en todo el país. Y en algunas de sus dimensiones, la financiera por ejemplo, la privatización de la matrícula educativa podría merecer a estas gestiones una lectura positiva. Astuta, inclusive.


			Y si no es así, ¿algún sector político ha iniciado una autocrítica severa de su contribución al fenómeno de la privatización educativa? ¿El progresismo educativo no tiene nada para decir? ¿Los sectores ideológicos que plantean que el sector privado debe actuar por sobre la provisión estatal están satisfechos con el cambio operado durante el kirchnersimo?


			No estoy postulando que el kirchnerismo haya provocado la privatización de la educación: de hecho, el fenómeno viene de mucho antes. Pero está claro que los progresistas se apurarían en atribuirle responsabilidad a la gestión de gobierno si este mismo pasaje hubiese acontecido durante un gobierno como el de Mauricio Macri.


			Las causas, como decía, son diversas. Pero la política es una herramienta fundamental para revertir este proceso… en caso de que se quisiera revertirlo. ¿Hay interés de volver más pública la escuela pública?


			*  *  *


			El problema central de esta pasividad es que independientemente de las intenciones y de las voluntades, independientemente también de los discursos pro escuela pública-gratuita-inclusiva-de calidad que todos decimos sostener, el proceso de privatización de la educación en la Argentina ha sido costo-efectivo respecto del alcance del gasto público para la educación pública y privada en contextos de escasez presupuestaria crónica.


			La salida de algunos sectores sociales hacia la escuela privada —incentivados, entre otros elementos, por los aportes estatales al sector privado que contribuyeron a la correspondiente reducción de la “cuota” a cubrir por las familias— ha permitido que se liberaran vacantes en el sector público. En este punto se hace más evidente el modo en que la privatización de la matrícula es consecuencia de algunas políticas educativas.


			De este modo, el Estado parece resolver indirectamente un eventual problema de cobertura impulsando al sector privado a absorber el exceso de demanda y garantizando así vacantes en escuelas públicas para los nuevos ingresantes a la educación formal, generalmente provenientes de sectores de bajos ingresos. Vacantes que, de otro modo, no existirían. Sin el proceso privatizador, no habría ni vacantes ni recursos económicos suficientes para albergar a todos los sectores desde las capas medias a los sectores vulnerables.


			Este esquema permite concentrar la porción más importante del gasto público educativo en los sectores sociales más vulnerables y que más lo requieren. Esos son los sectores que cada vez más pueblan la escuela pública, sobre todo desde el aliento a la inclusión de sectores que por primera vez, por ejemplo, llegan al nivel secundario.


			A la vez, esta lógica educativa contribuye —aunque mínimamente, como vimos— al financiamiento de la educación de los sectores medios y medio-altos a través de subsidios que cubren parcialmente el gasto familiar en educación.


			Este mecanismo en efecto resuelve problemas de escasez de recursos e infraestructura y acaso posibilita el ejercicio de la libertad de elección de escuelas por parte de algunas las familias. Pero hasta allí llegan sus efectos positivos.


			Las consecuencias negativas son contundentes. La privatización del sistema educativo representa un serio problema en términos de equidad y cohesión social con su impacto en los procesos de segregación socioeconómica y la creciente guetificación de las escuelas: es decir, escuelas que cada vez se parecen más a corralitos donde los alumnos tienden a ser social y culturalmente muy parecidos entre sí, privándolos de la riqueza del intercambio entre diferentes personas, del contacto con el ciudadano distinto.


			El resultado de la operación es nefasto: escuelas públicas empobrecidas a las que asisten, mayoritariamente, los más pobres de la sociedad


			Pero no solamente me interesa entender las causas y las consecuencias políticas y económicas. También me pregunto por mis vecinos del barrio del Bajo Boedo, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que asistieron de chicos a la Escuela Provincia de Entre Ríos ubicada en Boedo y Chiclana pero como papás, optan por inscribir a sus hijos en el Colegio San Bartolomé que queda a la vuelta, en Chiclana y Boedo. Y no es que, de repente, abrazaron la fe cristiana de una manera más profunda: si ese hubiera sido el motivo de su decisión, no habría qué preguntarse.


			Detrás de su opción hay otra razón que nada tiene que ver con creencias de tipo religioso. Se trata de otro tipo de fe. Mis vecinos entienden que el San Bartolomé “es mejor” que el Provincia de Entre Ríos. ¿Es realmente así? ¿Es que de pronto estos papás, y otros miles, se volvieron sommeliers pedagógicos, gourmets de escuela capaces de sopesar calidad educativa y hacer distinciones finitas entre instituciones de acuerdo con supuestos criterios objetivos de calidad pedagógica y educativa? ¿Qué tensiones se advierten detrás de estas nuevas tendencias y pretensiones?


			¿Es una cuestión de imagen pública, de la mala imagen pública y el desprestigio de la escuela pública? Hace uno años, padres de una escuela del conurbano bonaerense hicieron una protesta por las condiciones del edificio escolar y allí fueron las cámaras de televisión. Las imágenes mostraban una veintena de padres de una escuela pública denunciando que la escuela no cumplía mínimos requerimientos de seguridad. Había en la escuela muy poca luz y la semipenumbra, sumada al ambiente angustiante que se presentaba, acentuaba la tristeza del momento y de las condiciones de la escuela.


			Una de las mamás guiaba al periodista en un tour poco gratificante por la escuela hasta que llegaron al baño de los chicos donde las cosas se ponían peor. Uno de los problemas que reclamaban los padres de aquella escuela era que los inodoros no estaban en condiciones, que obviamente no tenían tablas, que no funcionaba el botón de desagote y que perdía agua todo el tiempo.


			Así, la cámara de TV se detuvo en el inodoro blanco, limpio por suerte, con sus aguas fluyendo. Se congeló en esa imagen varios minutos, interminables, mientras la voz en off del periodista, enfática, con indignación y preocupación, explicaba la desidia de las autoridades y el sacrificio de los docentes, otra vez el sacrificio, para sobrellevar la tarea educativa.


			Lo que me llamó la atención no fue el estado calamitoso de la escuela, no porque no fuera grave sino porque hay miles de escuelas así en la Argentina y ya no me sorprende, sino la actuación de la desgracia, el regodeo con la desventura que quedaba excesiva en la cobertura televisiva.


			Es entendible la decisión de los padres de convocar a los medios como recurso desesperado para lograr llamar la atención sobre su reclamo. También es comprensible la estrategia del canal de televisión, que necesitaba hacer de la decadencia del edificio un show para poder colar la nota entre los goles de la jornada y el romance o el divorcio de algún famoso. Pero era llamativo el show casi escatológico montado en un lugar al que, al día siguiente, irían cientos de chicos a estudiar.


			Es notable el descuido que tenemos en relación con la imagen institucional de las escuelas públicas. No deja de despertar mi curiosidad cómo nos deleitamos en mostrar sus más abstrusas miserias: ninguna institución, ningún organismo, ninguna empresa podría soportar la exhibición televisiva de sus inodoros durante diez minutos. Su imagen pública se iría por las cañerías después de eso.


			Las escuelas privadas, en cambio, sacan ventajas a las públicas en el manejo de su imagen institucional. Tengo otro ejemplo para ilustrar esta diferencia. A los seis meses de comenzar mi efímera gestión como ministro de Educación de CABA, hubo problemas con la calefacción de muchas escuelas que hacía años que no funcionaban o funcionaban muy mal. Hubo protestas reclamando el urgente arreglo.


			Otra vez el mismo periodista le puso su voz en off a un informe televisivo en el que se mostraban las estufas inservibles de las escuelas públicas porteñas y se la comparaba con imágenes chicos de uniforme verde de una escuela privada que estudiaban confortables junto a una estufa que parecía irradiar un calor tropical.


			Pero en el momento en que la cámara finalmente se posó sobre la esplendorosa estufa de la escuela privada, lo vi: una pantalla de pared colgada a unos dos metros del piso, con sus conexiones de gas expuestas, un dispositivo que está prohibido desde hace muchos años por motivos de seguridad bien fundados. Ese tipo de calefactor se usaba en las escuelas públicas hasta los años 70, hasta que fueron desactivados, retirados y reemplazados, precisamente, por las estufas que casi treinta años después finalmente estaban fallando.


			Un dato más: el uso de ese tipo de estufa colocada en la escuela privada amerita la clausura del establecimiento. Tomé la iniciativa de avisarle a la directora de la escuela privada y di parte a las autoridades de Control Comunal.


			Una estufa de esas, prohibidas, en una escuela pública hubiera dado lugar a un escandalete mayúsculo. En la escuela privada, aparecía en la pantalla televisiva como símbolo de confort.


			La cuestión de la imagen institucional de las escuelas públicas no es menor y debe formar parte, también, de un programa de reforma: no para esconder los problemas sino para mantener a salvo el espacio simbólico donde los chicos van a estudiar.


		



		
			Capítulo 2


			¿Por qué?


			Cuando las clases medias abandonan la escuela pública: costos y beneficios


			Publiqué mi primer artículo académico sobre la privatización de la educación argentina en 1998, en la revista Punto de Vista, dirigida por Beatriz Sarlo y Carlos Altamirano. Mi trabajo se titulaba: “¿Hacen falta ‘políticas educativas de Estado’ en la Argentina?”


			En aquel artículo ya quedaba en evidencia cómo, a partir de los años 60 del siglo XX, la educación pública en la Argentina iba perdiendo terreno y una parte importante de la población se volcaba a escuelas privadas. Esta tesis generó un interesante debate del que participaron Adrián Gorelik, Claudio Amor y la misma Beatriz Sarlo, quien en el siguiente número de la revista cuestionó la hipótesis, que con el tiempo se demostró correcta.


			Yo ya postulaba la privatización de la educación como la más exitosa política de Estado en la Argentina. Algunas de esas ideas las recogí luego en un trabajo de mayor repercusión internacional, que publiqué junto con Myriam Andrada, en 2001. Se tituló “The privatization of education in Argentina” y apareció en el Journal of Education Policy.


			Demostraba que el incremento de la matrícula de escuelas privadas era de los mayores del mundo para la época. Esos números de privatización de la educación estaban todavía bien lejos de los que se comprobaron en la Argentina en la década de 2000.


			Evidentemente se trata de un tema silenciado. Difícil de digerir, sobre todo para la clase política. Hasta el momento sigue sin ser reivindicado como un logro de gestión. Lo que es más llamativo es que tampoco ha sido identificado explícitamente como un problema en ninguno de los documentos del Ministerio de Educación o del Consejo Federal de Educación, que reúne a los ministros de todas las provincias.


			Todavía más, en 2012 el Consejo Federal de Educación, el órgano que reúne a los ministros de educación de todas las provincias y de la Nación, consagró por unanimidad, y con el consiguiente aval de peronistas K y anti K, radicales K, socialistas y PRO, un plan educativo 2012-2016 en el que el brutal aumento de la matrícula de la educación privada no es ni siquiera mencionado.


			En los planes post 2015, con el cambio de signo político a nivel nacional, tampoco aparece la cuestión del fortalecimiento de la escuela pública como una meta a ser lograda. En la tan publicitada “Declaración de Purmamarca”, impulsada por el gobierno de Macri a poco de asumir, el problema de la privatización de la matrícula escolar está completamente ausente. Y en el “Plan Maestro” elaborado por la gestión educativa nacional en 2017, ninguno de los 108 puntos de esta política pública educativa, estratégica para Cambiemos, retoma este desafío. Más aún, en este ambicioso y transformador Plan Maestro, que pasó al olvido a poco de publicitarse, ni siquiera se menciona la existencia de un sector educativo estatal y uno privado.


			Cuando funcionarios, exfuncionarios o intelectuales afines al kirchnerismo explican el fenómeno de esta privatización educativa en la “década ganada” suelen marginarlo como un dato menor, menosprecian su relevancia o en todo caso lo adjudican, mecánicamente, al supuesto aumento del poder adquisitivo de la población en los años de crecimiento económico argentino “a tasas chinas”.


			La única excepción a este silencio es un breve documento del Ministerio de Educación del año 2013 en el que los funcionarios intentaron un pase de magia para explicar por qué desde 2003 aumentó la matriculación en escuelas privadas. El documento se titulaba “El debate sobre el crecimiento reciente de la educación privada”.


			El firulete interpretativo es notable: aunque se refiere al problema, el gobierno no brinda una sola pista respecto de qué elementos de toda su gestión profundizaron la privatización de la educación. Opta, en cambio, por plantarse como el personaje de Bart en ese capítulo de Los Simpsons en el que su éxito consiste en repetir “yo no fui” para que todos lo aplaudan. Asume así la posición del comentarista, como si nada de lo hecho ni de lo omitido en esta década en términos de política educativa hubiera causado, o al menos colaborado, en la privatización de la educación que por cierto reconoce. O, más que Bart es el Chavo, con su “fue sin querer queriendo.”


			Entre los argumentos que el documento oficial brinda para entender lo que pasó desde 2003 con la matrícula pública versus la privada, hay uno en particular que es el más reiterado. Y que presenta una falla de razonamiento.


			“Cuando se observa el conjunto del sistema educativo —sostiene el documento—, la variación de la participación de la matrícula privada en años recientes no llama la atención ya que está en el orden de lo ocurrido en otros períodos de crecimiento económico y del empleo —como el de la década de 1960— en los que las familias cuentan con mayores ingresos para solventar gastos educativos”.


			Es decir, el argumento del gobierno de entonces era muy sencillo: desde 2003, más familias eligen escuela privada porque gracias al fenomenal crecimiento económico pudieron acceder a dinero para pagarla.


			Es cierto, y lo he demostrado estadísticamente en otros trabajos de investigación, que hay una correlación positiva entre los ciclos de bonanza económica y el aumento de la matrícula privada. Sin embargo, esta correlación no termina de explicar la lógica detrás de este fenómeno. Quedarse con esa respuesta es, de alguna manera, engañarse. Y engañar a la sociedad.


			Los funcionarios no terminan de explicar por qué es que más y más familias optan por pagar lo que les corresponde en forma gratuita por derecho constitucional; por qué si aumenta la presión impositiva sobre los sectores medios al mismo tiempo, estas familias se deciden por pagar la matrícula de escuela privada.


			Para plantearlo más directamente: ¿por qué pagar por educación primaria y secundaria cuando es una obligación legal del Estado proveerla gratuitamente y si, el acceso ilimitado a un servicio educativo de calidad es un derecho constitucional?


			La falacia de la parte por el todo es obvia: el aumento del nivel de ingresos de un sector de la población durante algunos años de la administración kirchnerista no es en realidad la causa de la privatización de la educación post 2003 sino su medio de acceso.


			O sea, el dinero no es el origen del fenómeno sino el mecanismo de su concreción. Lo que el documento oficial elude analizar es que las familias están dispuestas a pagar escuela privada no sólo porque disponen del dinero para hacerlo sino porque, y esto es central, no encuentran en las escuelas públicas la respuesta a sus expectativas. Son las escuelas privadas las que mejor responden a sus demandas.


			A pesar de la contundencia que exhibe la curva de crecimiento de la matrícula privada en el período iniciado en 2003, el documento oficial de 2013 minimiza la tendencia y prefiere argumentar que la privatización de la decisión educativa relacionada con el crecimiento económico “no llama la atención”, se lee. Sin embargo, es un fenómeno que efectivamente dispara cuestionamientos entre especialistas y la opinión pública.


			Por detrás de ese interés genuino, hay toda una concepción: la convicción de que la escuela pública es un valor democrático en sí mismo. Que asistir a la escuela pública no debería concebirse como una suerte de condena para quienes no poseen recursos, tal como se infiere de la explicación del gobierno kirchnerista. Que una explicación economicista no agota la explicación del problema no sólo por lo incompleta y simplificadora, sino por su carácter falsamente tranquilizador, que privilegia un cierto exitismo económico y deja afuera, sin analizar, la dimensión más preocupante de la privatización de la educación argentina, que es el impacto devastador en la escuela pública y su carácter central de la sociedad democrática para todos los sectores sociales más allá de su nivel de ingresos. Es en la escuela pública donde, en gran parte, la noción de ciudanía y destino común compartido se sigue procesando.


			El argumento economicista y consumista tampoco logra sortear una comparación sencilla: en países desarrollados con economías pujantes, de mayor equidad y mayor poder adquisitivo, la matrícula privada en educación primaria y secundaria no supera el dígito.


			Y a la inversa, muchos países del mundo no tienen atado el aumento de la matrícula de la escuela pública a la pobreza. Al contrario, crecimiento económico y escuela pública inclusiva y de calidad son indicadores de una sociedad democrática, desarrollada, económicamente sustentable y justa.


			Llevado a un extremo, el argumento consumista lleva a una absurdo: supone que si el crecimiento económico continuara, la educación pública seguiría disminuyendo hasta, quién sabe, convertirse en el reducto de un pequeño sector social de muy mínimos recursos: de ser cierta la hipótesis del gobierno kirchnerista y los intelectuales afines, se desprende del documento del gobierno kirchnersita que una escuela pública no es ya el destino natural exclusivo de los pobres sino, sobre todo, de los indigentes.


			La experiencia de la Argentina en el pasado vale también como refutación de esta hipótesis. Las familias argentinas de la primera mitad del siglo XX no estaban atentas a sumar un peso más en el bolsillo con el objetivo de sacar a sus hijos de la escuela pública. Al contrario, los sectores sociales empobrecidos, inmigrantes o criollos confiaron en la educación pública para concretar su sueño de movilidad social ascendente. La escuela de entonces tenía un prestigio que el crecimiento económico no desdecía.


			Es cierto que enormes sectores de la población quedaban afuera de la escuela, especialmente de la escuela secundaria. Pero la legitimidad de la escuela primaria pública acotaba la opción por la escuela privada sólo a sectores muy puntuales, condicionados por las preferencias religiosas o por el mal desempeño de los chicos en las escuelas públicas del barrio.


			La Argentina de otras épocas se comportaba en relación con la educación pública como sistemas educativos de países del presente cuya población no manda a sus hijos a escuelas privadas por mejor estándar de vida que tengan.


			Finalmente, se trata de un argumento economicista pero que no tiene en cuenta, paradojalmente, el hecho de que la escuela pública es gratuita y la privada es paga. Así, quienes mandan a sus hijos a escuelas privadas no toman la vacante que por ley les corresponde y destinan parte de su presupuesto familiar, a veces muy reducido, a financiar la escuela de los chicos, aun cuando el crecimiento económico del país, o el nivel de ingresos de la población no se traslada mecánicamente a la situación de cada caso.


			Con la misma lógica, podría afirmarse que una persona que después de tomar el Ferrocarril Sarmiento durante años, a partir del 22 de febrero de 2011, el día de la tragedia de Once, decide comprarse un auto para ir a trabajar porque tiene dinero para hacerlo y no por el recuerdo de ese accidente funesto y las connotaciones de precariedad e ineficiencia que confirma.


			La escuela pública es como un tren Sarmiento al que pocos quieren subirse, del que cada vez más personas quieren bajarse y al que se suben, en su mayoría, los que se saben sin ninguna otra opción. Por eso la curva de la matrícula privada crece: porque la escuela pública ha dejado de ser confiable para muchos y la ciudadanía prefiere pagar y refugiarse en la escuela privada. Con dinero en el bolsillo, sí, esa preferencia es más fácil de concretar.


			La existencia de recursos para pagar la escuela privada, por lo tanto, no es una explicación en sí misma. Como decía, es apenas un medio, no una causa.


			Si la mejora del poder adquisitivo no explica la privatización de la educación en la Argentina, ¿cuáles son, pues, las causas?


			Las causas esgrimidas por diferentes especialistas e investigadores para entender esta ola privatizadora son variadas. Al igual que la interpretación del gobierno kirchnerista, que le daba un papel preponderante al nivel de ingresos de la población, todas tienen parte de razón. Pero hace falta ser muy cuidadosos en el análisis para no adscribir a argumentos basados en un sentido común tan poco crítico. Con mis colegas Verónica Gottau y Mauro Moschetti identificamos y analizamos las principales causas esgrimidas del proceso de privatización de la matrícula escolar en la Argentina.


			*  *  *


			¿Son las huelgas docentes y los días sin clases en la escuela pública una causa central de la fuga hacia la escuela privada? En este sentido, la respuesta “paritaria” es una de las más mencionadas: de acuerdo con esta interpretación, las familias mandan a sus hijos a la escuela privada como resultado de las huelgas docentes en las escuelas públicas.


			La idea de que las huelgas docentes son la variable que mejor explica el proceso de privatización de la educación ha sido recurrente, especialmente, en medios periodísticos. También algunos especialistas han señalado que el “cumplimiento del calendario escolar y la ausencia de paros en las privadas es la clave” a la hora de explicar el aumento de la matrícula en escuelas privadas y el decrecimiento en las escuelas públicas. O que “los conflictos con los sindicatos quitaron días de clase y sumaron motivos para el pasaje a la escuela privada”.


			Otros han argumentado que la percepción positiva de los padres respecto de que la escuela privada es mejor que la que tienen de la pública y la razón radicaría en el hecho de que la “cuestión decisiva para los trabajadores que no pueden faltar a su trabajo, la inmensa mayoría de padres y madres de niños en edad escolar, es la previsibilidad”. Las huelgas docentes estarían impactando contra esa previsibilidad.


			En este marco, todos los argumentos de los especialistas están alineados con el sentido común de los medios. Aunque no hayan aportado evidencia relevante como para corroborarlo. ¿Cuál es la realidad?


			El único estudio empírico existente al respecto, el trabajo “Teacher strikes and private education in Argentina”, que escribí junto con Mauro Moschetti y Silvina Alegre, ha mostrado lo contrario: que las huelgas docentes no se correlacionan estadísticamente con el aumento de la matrícula de educación privada, a pesar de nuestras intuiciones en contrario.


			Pese a todo lo que se afirma, el incremento de la inscripción en escuelas privadas mantiene una marcha independiente de la mayor o menor conflictividad laboral por parte de los docentes de cada provincia. La matrícula privada sube haya o no paros docentes. Así lo demostramos usando varias bases de datos para todas las provincias.


			¿Por qué, entonces, existe esa percepción compartida que correlaciona huelgas docentes con privatización creciente de la matrícula escolar? Hay una constante que nuestro estudio detectó: la gente emparenta “huelga docente” con “maestro ausente” o con “escuela cerrada” en las escuelas públicas. Estas situaciones, y no las huelgas en sí mismas, sí podrían estar operando como una causa de la salida de las familias a las escuelas privadas: la idea de que en las escuelas públicas hay menos días efectivos de clase que en las escuelas privadas.


			Y esto sí parece cierto: un estudio de Ayelen Borgatti, quien se dedicó a contar días de clase reales en escuelas secundarias públicas y privadas, mostró que estas últimas tienen en promedio un 30 por ciento más de clases por año que las escuelas públicas. Sin embargo, la causa no es la huelga docente: los motivos clave de esta diferencia relevante de días de clase entre escuelas públicas y privadas fueron la ausencias de profesores, de alumnos, problemas edilicios o de infraestructura básica, reuniones de personal o actividades de capacitación docente.


			*  *  *


			¿Es la mejor calidad educativa de las escuelas privadas la causa por la que los padres mandan sus hijos a la educación privada? La idea de que las escuelas privadas son “mejores”, que “enseñan más” o que son de “calidad alta” es compartida por muchas familias. De acuerdo con una investigación de Alejandra Scialabba, este es otro de los motivos clave argumentados por papás y mamás.


			La cuestión presenta un problema sobre el que no se repara: ¿qué es una escuela “buena”? Para los padres —siempre según el estudio de Scialabba—, una escuela de calidad suele ser sinónimo de una escuela siempre abierta, segura, con un aspecto edilicio razonable y exigente aunque no tanto.


			El modo en que se determina el nivel de calidad de una escuela, de acuerdo con Scialabba, es el “boca a boca”: las familias van comentándose entre ellas y van compartiendo la información. Finalmente, el punto central de la decisión tiene que ver con tres cuestiones: percepción de la calidad, distancia de la vivienda y, obviamente, el precio.


			Desde una visión científica de la cuestión, calidad de la educación es otra cosa. Existe un acuerdo generalizado en que una escuela es de calidad en función de cómo los alumnos responden a pruebas estandarizadas. No importa acá si estamos de acuerdo o no con esta visión, —yo, de hecho, he puesto muchos reparos y críticas que veremos en el capítulo IV— pero en todos los países ese es el enfoque predominante. En algunos casos, estos resultados se relativizan según el punto de partida de los alumnos o su condición socioeconómica pero, finalmente, mandan los resultados de las pruebas.


			En muchos países la visión de las familias se acerca bastante a la de los científicos de la educación porque hay pruebas todos los años y sus resultados se difunden públicamente, escuela por escuela: la familia sabe si su hijo está, por ejemplo, en la escuela de peor rendimiento del país. De esta manera, la información de los papás es más amplia y pueden decidir sobre escuela privada o pública basándose en datos. Incluso pueden elegir escuela pública.


			El Brasil de Lula y Dilma y el Chile de la Concertación, para dar ejemplos de gobiernos progresistas o de centro-izquierda, son casos típicos desde hace ya muchos años. En la mayoría de los países desarrollados es bastante frecuente la difusión pública de esta información.


			En la Argentina, esta posibilidad está vedada. Primero porque sólo desde 2016 se retomó la costumbre de evaluar cada año con las pruebas Aprender, las que fueron también anuales entre 1993 y 2001, aunque con otro nombre, pero bienales y hasta trienales después de 2003.


			Segundo, porque la Ley de Educación Nacional directamente prohíbe en su artículo 97 dar a conocer resultados que puedan “estigmatizar” a escuelas o alumnos. O sea, los funcionarios saben cuáles son las escuelas con problemas pero las familias, no.


			Por eso, en la Argentina es muy difícil establecer cuál escuela es de calidad. La elección de las familias es a ojímetro y muchos prejuicios se ponen en juego.


			Con los datos disponibles, que son más bien pocos, no hay evidencia sólida que permita concluir que todas y cada una de las escuelas privadas son mejores que todas y cada una de las escuelas públicas. Las diferencias en los resultados en las pruebas Aprender varían de acuerdo con muchos factores y no resulta tan sencillo saber si los mejores, o peores, resultados pueden atribuirse a las escuelas y el valor agregado que aportan o al tipo de alumnos que cada escuela tiene.


			Aun con los resultados de las pruebas Aprender 2016, que mostraron mejores niveles de aprendizaje en las escuelas privadas después de controlada la variable económica, tampoco es posible afirmar rigurosamente que “no caer” en una escuela pública garantice mejores resultados.


			La evidencia no permite confirmar la valoración que el presidente Macri sostuvo públicamente, en ocasión de la presentación oficial de los resultados de Aprender 2016.


			“Cuatro de cada diez (alumnos) del primario, sexto grado en escuela pública, no comprenden textos y en la escuela privada son dos de cada diez. Marca otro problema de fondo, la terrible inequidad entre los que pueden ir a escuela privada y aquel que tiene que caer en la escuela pública”, había afirmado el presidente.


			Macri atribuyó el bajo rendimiento de unos y el mejor rendimiento de otros al tipo de escuela a la que asisten, pública o privada. Pero, insisto, la evidencia estadística surgida de Aprender 2016 no permite llegar a ninguna conclusión respecto del valor agregado del tipo de escuela.


			Sin embargo, si se enfoca en ciertos sectores sociales ahí se constata que las distancias de niveles de calidad entre escuelas públicas y privadas son enormes, especialmente porque las escuelas privadas cuentan con márgenes de maniobra para educar mucho más amplios que las públicas: pueden contratar a su equipo docente, tomar decisiones sobre el horario escolar, sobre formas pedagógicas, etc. Por el contrario, en esos aspectos centrales para un mejor proceso de enseñanza-aprendizaje, la autonomía de las escuelas públicas es casi nula.


			*  *  *


			¿La lógica de la distinción, por un lado, y la voluntad de pertenencia a otros grupos, por el otro, explica la decisión de las familias de elegir la escuela privada para sus hijos? Uno de los argumentos más escuchados en la conversación entre padres a la hora de escoger una escuela se refiere a “los compañeritos que va a tener el nene”.


			Cuando yo era chico, la clasificación de escuelas dividía de un lado a las escuelas de “buen elemento” y por del otro, a las escuelas con “mal elemento” en su alumnado. No es nuevo: los argentinos siempre fuimos de usar eufemismos para el racismo, el chauvinismo y el clasismo.


			Esta diferenciación social, muchas veces termina siendo determinada por razones socioeconómicas o por razones étnicas inconfesables. Se elige escuela a la que va “gente como uno” o gente como la que uno quisiera llegar a ser…


			Otras veces las diferenciaciones están atravesadas por un componente étnico, o nacionalista: familias que, sin confesarlo, eligen escuela evitando “negritos”, “morochos”, o extranjeros de países limítrofes.


			Esto se llama, técnicamente, “segregación escolar”. En la Argentina, la lógica más frecuente de segregación es la segregación de tipo socioeconómica. La segregación socioeconómica —los ricos con los ricos, la clase media con la clase media, los pobres con los pobres— es alta en las escuelas argentinas entre escuelas públicas y privadas y aun dentro de cada sector.


			Respecto de la segregación étnica o nacional, no hay datos rigurosos, aunque un oído atento a los prejuicios de la conversación social seguramente captará valoraciones en este sentido.


			Un punto central es la alta segregación entre escuelas públicas-privadas. Según un estudio del Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales (CEDLAS) de la Universidad de La Plata, la segregación socioeconómica entre escuelas públicas y privadas argentinas es la mayor de América Latina. En este aspecto, la Argentina supera incluso a Chile aun cuando ese país tiene un sistema educativo pro privado.


			En su estudio “La segregación escolar público-privada en América Latina”, Emanuel Vazquez y sus colegas del CEDLAS han mostrado que entre los años 90 y los 2000, todos los países latinoamericanos aumentaron su nivel de segregación entre escuelas públicas y privadas.


			Sin embargo, mientras Chile mostró un importante aumento de la segregación al inicio de ese período, luego logró reducirlo en parte. En cambio, países como Nicaragua y Ecuador han incrementado notoriamente esta segregación público-privada y la Argentina, puntualmente, mantiene el índice más alto de entre todos los países de la región.


			¿Cómo se da esta segregación? Los mecanismos que ponen en práctica las familias son dos. Por un lado, la auto segregación: “Voy a una escuela de gente como uno” y por el otro, el mecanismo inverso, la disonancia cognitiva: “Esa escuela no es para mi hijo”.


			Por el lado de las escuelas, los mecanismos de segregación que operan son cuatro. Primero, el precio de la cuota: es la vara que separa a los que pueden de los que no pueden pagar; de los que pueden y no pueden pertenecer a una u otra institución.


			Segundo, las distancias: las escuelas con cierto nivel de cuota están en ciertos barrios o zonas a los que “los otros” les costaría mucho llegar todos los días. Tercero, el radio de inscripción de la escuela pública: en las grandes ciudades, las familias no pueden elegir ni siquiera entre escuelas públicas y deben matricular a sus hijos en las que están dentro del radio de su domicilio. Cuarta, el derecho de admisión: aunque en algunas provincias está prohibido y siempre esté mal visto, muchas escuelas despliegan mecanismos más o menos explícitos para transmitir un mensaje a los papás: “Esta escuela no es para este chico, ¿por qué no prueba con otra?”. Un ejemplo: jardines de infantes privados que para admitir a un alumno proponen “una hora de juego” para observarlo. En esa hora se puede evaluar tanto diferentes aspectos madurativos del chico o de su familia como limitar su acceso si el perfil del chico es poco conveniente para las autoridades de la escuela privada.


			Ahora bien, la segregación es un hecho, sí, pero la investigación muestra que la privatización de la educación no es la causa de la segregación sino, muy por el contrario, su consecuencia. A sociedades socialmente segregadas, les corresponden escuelas socialmente segregadas: para las familias de clase media que viven en barrios de clase media, que no utilizan el transporte público ni la salud pública, que contratan servicios o dispositivos privados de seguridad, que circulan en ámbitos en los que difícilmente intervengan otros sectores sociales diferentes, la educación escolar no habrá de guardar diferencias relevantes respecto del resto de las actividades.


			Es así que aceptar la evidente existencia de segregación y auto-segregación socioeconómica en el proceso de privatización de la educación en la Argentina no implica necesariamente inferirlas como causas. Sí es posible sostener que la autosegregación constituye un relato familiar de sectores sociales medios y altos para dar cuenta de sus opciones por la educación privada como así también formas de construcción de identidades en los sectores medios que mandan a sus hijos a escuelas públicas.


			Como descubrió Verónica Gottau, familias de clases medias que sostienen un discurso pro público y que envían a sus hijos a escuelas del Estado aun pudiendo pagar escuela privada también apelan a este relato de autosegregación.


			Estas construcciones identitarias se observan también, aunque en un sentido inverso al anterior, en hogares de sectores sociales muy desfavorecidos socioeconómicamente que ven en la educación privada una meta aspiracional relevante.


			*  *  *


			¿Son las políticas neoliberales las responsables de que los padres manden a sus hijos a escuelas privadas? El neoliberalismo se define como una posición contrapuesta a las políticas de Estado de bienestar y una matriz ideológica que otorga primacía al mercado. Frases como “Estado mínimo” o “mayor eficiencia del sector privado”, entre otras, se han popularizado y atribuido al neoliberalismo.


			Según los políticos y pensadores antineoliberales, las políticas neoliberales suponen una serie de reformas tales como la estabilidad macroeconómica, el recorte de los presupuestos públicos y de las jubilaciones; la privatización de las empresas gubernamentales; la independencia del Banco Central; el fin a las tarifas protegidas; la facilitación del movimiento de capitales extranjeros o la disminución de las protecciones al trabajador mediante la flexibilización de los mercados laborales, entre otras.


			En este marco, según los antineoliberales, una lógica neoliberal impactaría en los sistemas educativos mediante la privatización de la educación.


			Para el caso latinoamericano en general, y argentino en particular, la literatura académica antineoliberal postula que las reformas neoliberales en educación resultaron de la exigencias planteadas por organismos de crédito internacionales. Como dice uno de estos autores, la pedagoga argentina Adriana Puiggrós, a la “ineficiencia” y “baja calidad” de los sistemas educativos, les correspondieron “la descentralización y la privatización […], la flexibilización de la contratación, la piramidización y la reducción del personal docente, y […] la imposición de contenidos y evaluaciones comunes”.


			En conclusión, según esta visión, en la Argentina, durante la década de 1990 con el menemismo, el reinado del neoliberalismo vernáculo, se habría dado origen e impulso a procesos sin precedentes de privatización de la matrícula escolar.


			Pero los datos no confirman esta hipótesis: durante el llamado “período neoliberal” argentino de los años 90, la participación de la matrícula privada sobre el total de alumnos se mantuvo dentro de los parámetros que había exhibido en la década de 1980.


			Mientras en el período menemista la matrícula pública creció un 3 por ciento contra un 8 por ciento de la privada —considerando inicial, primaria y secundaria—, en el período 2003-2015, la matrícula pública subió un 2 por ciento contra un 22 por ciento de la matrícula privada.


			En los 90, el proceso privatizador ya estaba en marcha desde hacía tres décadas, pero las escuelas públicas todavía aparecían con chances de captar matrícula por sobre las escuelas privadas, incluso en los sectores medios. En cambio, durante el período “posneoliberal” iniciado en 2002, el proceso de privatización se continuó y se sostuvo firmemente sin retrocesos para ningún año de la serie hasta 2015 al menos.


			Por lo tanto, a pesar de lo generalizado y trillado del uso del término “neoliberalismo” aplicado al campo de la política educativa, el “neoliberalismo” como concepto resultó completamente errado para comprender la privatización educativa.


			Los datos de los últimos veinticinco años no permiten afirmar que el crecimiento de la matrícula de las escuelas privadas esté vinculado al posicionamiento político/ideológico “neoliberal” de algunos de sus gobiernos. Al contrario, la profundización de la privatización de la educación fue mérito de gestiones de retórica progresista.


			*  *  *


			Quiero proponer una explicación alternativa para la decisión de las familias de mandar a sus hijos a escuela privada. Esta dice así: que los padres optan por la educación privada para que el Estado pueda sostener todo el sistema educativo.


			Voy a partir de un supuesto diferente. De que esta privatización de la educación no es una anomalía o un desajuste transitorio: independientemente de las intenciones de los funcionarios, el hecho de que sectores crecientes de las clases medias salgan de la educación pública y elijan escuela privada resulta muy conveniente para el gobierno del sistema educativo en la Argentina.


			En primer lugar, porque aumentan los recursos disponibles para la educación pública. En la medida en que las familias pagan por lo que les corresponde gratuitamente por derecho, el Estado concentra sus recursos en la matrícula de la escuela pública, cada vez con menos alumnos: la privatización de la educación es costo-eficiente respecto del gasto público en educación.


			La subvención estatal a las escuelas privadas vigente en la Argentina desde 1947 contribuye a mantener este esquema bajando, un poco, los precios de las escuelas privadas, pero con una condición que se cumple a rajatabla: que el dinero público por alumno en escuelas privadas sea varias veces inferior al que se invierte en escuelas públicas. Por lo tanto, cuantos más chicos hay en escuelas privadas, más recursos estatales existen para los que quedan en las escuelas públicas.


			Imaginemos el fenomenal desbarajuste que ocurriría si todas la familias que mandan a sus hijos a escuelas privadas, que hoy representan más del 30 por ciento del total de los alumnos del país, se decidieran a inscribirlos en una escuela pública, reivindicando el derecho que les corresponde. ¿Qué pasaría en esa utopía casi perfecta de escuela igualitaria? La noticia no es buena: no habría escuelas ni vacantes para todos aquellos que hoy están escolarizados en la educación privada. Y por supuesto, la posibilidad de incluir nuevos alumnos en las escuelas o que se reinserten aquellos que abandonaron sería nula.


			Por eso la eliminación del subsidio estatal a las escuelas privadas, esgrimido por los más acérrimos defensores de la escuela pública, no es una buena idea. En el caso de que se eliminaran todos los subsidios a las escuelas privadas, y merced al aumento de precios que se operaría en las cuotas de cada escuela al no recibir el subsidio estatal, sólo los sectores medios altos y altos podrían permanecer en las escuelas privadas afrontando los aumentos.


			En consecuencia, los sectores con menores recursos que asisten a escuelas privadas volverían masivamente a la escuela pública, no por opción sino por obligación como resultado de no poder seguir pagando los nuevos precios altos de las escuelas privadas.


			Este escenario trae un problema adicional y es que las escuelas públicas de los barrios más carenciados se verían obligadas a aceptar una demanda de vacantes para la que no estarían preparadas: más aulas y más escuelas para recibir a los que vendrían de las privadas.


			Si bien una parte de este déficit podría financiarse con el ahorro de los subsidios, la inversión en edificios requerida es mayor a la de los ahorros derivados de suspender los subsidios. Deberían pasar varios años hasta que se adquirieran nuevas escuelas o se construyeran para el Estado las escuelas privadas que quedaran sin alumnos. Es posible que, al menos en los primeros años, las escuelas públicas y los chicos de sectores sociales de menores recursos vivieran años angustiantes.


			En resumen, si se tomara de un día para otro la medida de sacar el financiamiento público a las escuelas privadas con el fin de mejorar el presupuesto educativo de las escuelas públicas, la situación, paradojalmente, empeoraría e impactaría perjudicialmente en la educación pública.


			*  *  *


			La privatización de la matrícula escolar supone otra ventaja que generalmente se omite: que la fuga de las capas medias a la escuela privada disminuye la presión de la opinión pública sobre los funcionarios responsables de la gestión del sistema educativo.


			Las clases medias son el actor central en el reclamo por la mejor educación. Esto es así en todos los países, dado que los sectores más pobres de la población tienen preocupaciones más urgentes respecto de sus hijos, urgencias vitales como alimentación, vivienda, salud. Por otro lado, los sectores medios tienen mayor experiencia escolar en sus familias, lo que les aporta mayor información sobre la educación y mejores condiciones para construir una opinión mejor fundamentada, una opinión experta, sobre la escuela de sus hijos.


			Una ventaja que le proporciona a los gobiernos la privatización de la educación es que la salida a escuelas privadas deja a la clases medias afuera del sistema educativo público. Así, la presión por la calidad y la innovación se traslada a los responsables de cada escuela privada a la que asisten finalmente los sectores medios y no al gobierno ni al sistema en su conjunto ni, mucho menos, a cada una de las escuelas públicas.


			Las familias que eligen escuelas privadas se instalan por fuera del debate público de la educación: protestan o se quejan en su propia escuela y sólo allí participan y proponen. Tal es el efecto de pasividad que ni siquiera se le reclaman al gobierno por exenciones impositivas: está absolutamente naturalizado que un asalariado de ingresos medios, que paga impuesto a las ganancias, sí puede desgravar actividades suntuarias como el salario de una empleada doméstica o parte de las donaciones a obras de caridad o a campañas políticas pero no está eximido por los aranceles escolares. La exención al impuesto a las ganancias por escuela privada de los hijos fue derogada hacia 1993, otra medida que despista a los “antineoliberales” que no pueden entender a un gobierno neoliberal, como el menemista, perjudicando al sector privado. En fin.


			Así, la privatización de la educación le es funcional a la clase dirigente que se libera de la presión social al mismo tiempo que impide a la educación pública contar con el sector social más dinámico, más severo, más exigente: las clases medias.


			Como contrapartida de la salida de las clases medias, el único actor que queda bien posicionado en el terreno educativo, disputando el gobierno del sistema, es el sindicato docente. Aunque en principio no lo parezca, esto es muy conveniente para los funcionarios por cuatro motivos.


			Primero, los sindicatos representan el interés general de los docentes que, aunque legítimo, puede canalizarse por medio de una negociación centrada en los ingresos de los docentes, donde la cuestión de la organización de las escuelas y la preocupación por la calidad educativa bien puede estar ausente, para alivio de los funcionarios.


			Sabedores de esto, los sindicalistas docentes siempre asocian el salario y las condiciones de trabajo de los educadores a la “defensa de la escuela pública”, como forma de poner en escena y subrayar su supuesta preocupación por preservar el interés general por sobre el interés particular del sector docente.


			La única condición para el acuerdo gobiernos-sindicatos es que, como resultado de esa negociación, no se desordene el equilibrio alcanzado en términos de costo-eficiencia. Y si el equilibro tambalea, la tentación de los gobiernos en estos años ha sido aumentar la carga impositiva de la clase media.


			Segundo, los sindicalistas docentes suelen tener intereses políticos e institucionales que pueden formar parte de la negociación y contribuir a la existencia de acuerdos, espurios o no, sin necesidad de modificar aspectos centrales que podrían beneficiar a las familias y a los alumnos.


			Es notorio cómo los sindicalistas docentes, no los docentes, claro, traducen su poder de negociación en el cogobierno de aspectos concretos del sistema educativo, un cogobierno constante aunque con matices desde 2003. Algunos dirigentes sindicales son muy eficaces y saltan de sus importantes cargos gremiales a puestos como altos funcionarios en los ministerios de educación. Algunos de ellos, ya en función ministerial, suelen ser más lúcidos y audaces que los funcionarios políticos tradicionales del sector educación.


			Tercero, los sindicatos docentes son por definición cautelosos y mesurados en todos los países y suelen oponerse a cambios que puedan afectar formas escolares o laborales tradicionales, por lo que los funcionarios no necesitan preocuparse: si el conflicto docente en la escuela pública está contenido por acuerdo entre gobierno y sindicatos, la lectura es que “la educación está muy bien”. La conformidad del gremio docente deja el campo de la demanda educativa en paz, sin posibilidad de que ningún actor de la opinión pública adquiera la suficiente voz como para señalar cuestionamientos estructurales.


			Cuarto, los sindicatos docentes son funcionales a la gestión política como culpables de todo. Acusar a los sindicalistas docentes de los problemas de la educación es un clásico de los funcionarios para esquivar la responsabilidad sobre sus decisiones y, sobre todo, sobre las decisiones que no toman: hemos sido testigos de la paradoja en la que altos funcionarios de un gobierno que ha estatizado una compañía aérea, una petrolera y los fondos de jubilación explicaron que no pueden resolver el ausentismo docente “por culpa de los sindicatos”.


			En resumen, la privatización de la educación no se reduce a una tendencia dominada por familias que buscan distinguirse de entre las demás o al resultado de las huelgas docentes o al anhelo de calidad educativa. El fenómeno es mucho más estructural y sostenido en el tiempo. Se trata de un esquema político y financiero que lleva ya más de cincuenta años y que desde 2003 se ha consolidado con una potencia inusual.


			*  *  *


			Por eso insisto con esta idea: que la privatización de la educación obligatoria argentina resultó en una verdadera política de estado, más allá de que ningún gobierno quiera atribuirse su autoría o responsabilidad.


			A pesar de las muchas expresiones voluntaristas y aventuras nostálgicas, hace ya mucho tiempo que el sistema educativo en la Argentina se alejó del tradicional monopolio estatal en educación, del “Estado docente” o “Estado educador”. La configuración silenciosa del sistema educativo local, que la mayoría prefiere no ver, ha quedado organizada en dos sectores, uno en proceso de retroceso y deslegitimación en manos del Estado, y un creciente sector privado en notoria expansión.


			Hay un concepto útil y productivo, que recuperé cuando hace veinte años comencé con mis investigaciones en torno a este fenómeno, para comprender la lógica de la matriculación en escuelas privadas: es el concepto de “salida” del economista y sociólogo Albert Hirshmann. De acuerdo con ese concepto, frente a la disconformidad con un servicio determinado, los individuos quiebran su lealtad ante la institución y salen a buscar otra que satisfaga sus intereses y necesidades.


			En la Argentina esa salida, especialmente de los sectores medios, es dramática, dado que el costo es alto en relación con sus ingresos totales en la medida en que pagan por lo que por derecho les corresponde gratuitamente.


			Pero este creciente sector de “salida” a las escuelas privadas no se explica meramente por opciones sociológicas o preferencias culturales. En todo caso, estas motivaciones —precio, segregación o huida de las huelgas docentes, por ejemplo— proveen de contenido a cuestiones estructurales que funcionan como la forma argentina, y de muchos otros países del mundo, de administrar el sistema educativo. En otras palabras, cuando optamos por propia voluntad por una escuela privada para nuestros hijos, somos parte de un engranaje político que nos excede y que cuenta para su supervivencia con esa decisión que nosotros tomamos.


			En lugar del viejo monopolio estatal del sistema educativo tenemos lo que yo llamo un “cuasimonopolio estatal del sistema educativo”. ¿A qué me refiero? Cuando un monopolio tradicional, la vieja escuela pública, no logra satisfacer un incremento de la demanda educativa, se genera una nueva estructura, el sector privado, que permite ampliar la cobertura de vacantes


			Se denomina “cuasimonopolio” al conjunto conformado por el viejo sector “tradicional monopólico” más el nuevo sector privado de oferta no monopólica. En el caso del sistema educativo argentino, coexisten el sector tradicional fuertemente regulado por el Estado y el sector de “salida” desregulado, con financiamiento privado y con mayor margen de maniobra para la organización de sus escuelas.


			Ambos sectores, privado y público, permiten la maximización del financiamiento estatal por alumno del sector estatal sostenida en el financiamiento de una parte relevante de la demanda, el alumno que está en el sector privado, con base en financiamiento privado y, en menor medida, en las transferencias del Estado, siempre que estas sean menores al gasto por alumno en la escuela pública.


			Esta estructura de la provisión del servicio educativo aseguraría una mayor y mejor cobertura que la que ofrecería exclusivamente el monopolio estatal: de no existir la provisión de gestión privada, el Estado no podría financiar la educación de la totalidad de la población. Esto es así muy que le pese a las almas bellas y progresistas que añoran una educación pública omnipresente y omnímoda y por más que ninguna gestión política quiera hacer propia la privatización de la educación obligatoria.


			Así, en el cuasimonopolio estatal del sistema educativo argentino, el Estado avala la posibilidad de elegir escuela por parte de las familias pero sólo en el caso de los sectores sociales que poseen los recursos económicos para hacerlo. Los más pobres, en cambio, se ven obligados a asistir a la escuela que les toque. Para las clases populares, el tradicional sector estatal aún conserva su comportamiento monopólico, centralizado y burocrático: una suerte de “Estado docente” pero sólo para, o mayoritariamente para, la educación de los más pobres.


			Por otro lado, la diversidad de oferta pedagógica en el sector privado, con escuelas de todo tipo, color ideológico, religioso, opción pedagógica y de precio, permite a los sectores medios y altos satisfacer sus preferencias y demandas educativas. Y esto es así en la medida en que las escuelas privadas gozan de mayor autonomía, incluso en aquellas en las que los salarios docentes son financiados por el Estado en un 100 por ciento, en comparación con las escuelas que siguen estando bajo la burocracia estatal.


			La satisfacción educativa por la vía privada por parte de las capas medias, vimos, deja en estado de disponibilidad la apropiación de la agenda educativa, que termina por ser capitalizada por gobiernos y sindicatos docentes.


			Por otro lado, el viejo sector monopólico estatal conserva su impronta y provee un servicio educativo relativamente homogéneo (en términos de la organización de sus formatos escolares) que, aunque deteriorado y empobrecido, garantiza al menos el acceso al sistema educativo a sectores vulnerables que, de no existir la provisión privada entre las capas medias, probablemente quedarían por fuera del sistema escolar dada la dificultad financiera del Estado para proveer educación a la totalidad de la población.


			Así, la política de la privatización educativa deja ver su profundo carácter paradojal. Mientras atenta contra la potencia constructora de la escuela pública, mientras segrega a pobres por un lado y a sectores medios y altos por el otro minando la cohesión social; mientras priva al debate educativo de los sectores sociales medios más expertos, capaces de demandar a los gobiernos exigencias mejor fundadas en materia educativa, mientras produce todos esos efectos, al mismo tiempo es la condición de posibilidad de una escuela capaz de acoger a un alumnado pobre y socialmente vulnerable que accede cada vez en mayor número a la educación obligatoria, que se refugian en la escuela pública.


			Pero precisamente por ese carácter paradojal, el proceso educativo de la escuela pública se vuelve menos efectivo, menos flexible a las necesidades de su matrícula, más condicionado para lograr encontrar el camino de la mejora.


		



		
			Capítulo 3


			La máquina de excluir


			O la falacia de una escuela pública inclusiva


			Les propongo el siguiente ejercicio de observación de la realidad escolar.


			Visiten cualquier escuela secundaria pública de la Argentina. O conversen con cualquier estudiante o profesor de una escuela secundaria pública de cualquier lugar del país. Verifiquen cuántos cursos hay en el primer año de la escuela y cuántos alumnos en cada uno de ellos y después observen cuántos cursos hay, y cuántos alumnos, en el ultimo año de la misma escuela.


			De acuerdo con mi propia experiencia, ocurre algo totalmente esperable según las estadísticas educacionales: casi siempre, en el último año existe la mitad de cursos —a veces algo más, a veces algo menos— que en el primer año. En cuanto al número de alumnos, también hay muchos menos al final: mientras los cursos de primer año del secundario se encuentran al borde de la capacidad del aula, y a veces muy por encima, en el último año de la escuela secundaria suele haber pocos alumnos en menos número de cursos.


			La pregunta con la que insisto en estos casos es: ¿dónde están los pibes y las pibas que faltan?


			En el caso del sistema educativo argentino, este proceso brutal de abandono por parte de los alumnos se da sobre todo en las escuelas secundarias y especialmente, en las secundarias públicas.


			El nivel inicial, el jardín de infantes, sigue creciendo desde los años 90, cuando la Ley Federal de Educación estableció la obligatoriedad de la sala de 5 años. Desde 2014, es obligatoria la sala de 4 años. Si bien la matriculación en establecimientos públicos aumentó un 23 por ciento en el período 2003-2015, continúa siendo el nivel con mayor presencia privada, un 33.5 por ciento sobre el total. En ese período, a pesar del estar dominado por un discurso de defensa de lo público, desde 2003 la privatización del nivel inicial explica el 60 por ciento del crecimiento del número de alumnos, de acuerdo con datos oficiales.


			En cuanto a la escuela primaria pública argentina, sigue con su tendencia de pérdida constante de alumnos iniciada en 2003. En 2013, por ejemplo, se registró el récord de caída con 49.094 chicos menos respecto de 2012. El estudio TERCE de UNESCO de 2013 también confirmaba una caída en la cobertura de la escuela primaria.


			¿Esta pérdida de alumnos en el nivel de escolaridad primaria se debe a abandono, como en el caso de la secundaria? Muy posiblemente no, aunque recientemente aparecieron datos que disparan una señal de alarma. Veamos.


			La Argentina tiene una tradición histórica muy relevante de escuela primaria a punto tal que desde hace ya varios lustros el país llegó a universalizar el acceso al nivel, con tasas de escolarización cercanas al 100 por ciento al igual que algunos pocos países latinoamericanos como Chile, Costa Rica o Uruguay. Es decir, todos los chicos en edad de estar en escuela primaria, efectivamente estarían asistiendo a ese nivel.


			Por lo tanto, la caída en la matriculación en las escuelas primarias públicas podría no corresponder con procesos de exclusión social. Estaría vinculada, en cambio, con el proceso de privatización profundizado después de 2003: de hecho, y como vengo explicando, las cifras oficiales muestran que mientras que desde 2003 desciende el número de inscriptos en las primarias públicas aumenta muy significativamente en las escuelas primarias privadas.


			Es en la escuela primaria donde el fenómeno privatizador durante el kirchnerismo es aún más drástico. Impactó menos en el nivel inicial, que aunque mostró una expansión del 60 por ciento en la matrícula privada, no implicó pérdida de alumnos en el nivel inicial estatal.


			En cambio, en el nivel primario, tal como he explicado, aunque en el sector privado el número de alumnos creció “apenas” un 25 por ciento, se dio en paralelo a una caída de la inscripción en el sector público que registró un crecimiento negativo de 10 por ciento, un fenómeno único en la historia educativa argentina.


			Independientemente de público versus privado, independientemente de la necesaria reivindicación o autocrítica de este proceso privatizador que tal vez deberían asumir los funcionarios responsables de la política educativa post 2003, en el contexto descripto se podría pensar que la cuestión de la inclusión de los chicos en la escuela primaria está muy aceptablemente resuelto. Quedaría pendiente el desafío de la calidad. Este diagnóstico es aceptado por los especialistas.


			Sin embargo, la alarma a la que me refería más arriba pone el foco en datos preocupantes sobre las tasas de cobertura del nivel primario. Para algunos años posteriores a 2003, se registra una caída de inscriptos en primer grado allí en donde esto no debiera ocurrir por su contexto social y demográfico.


			Por ejemplo, entre 2012 y 2013 se registra una caída total del 4,6 por ciento en la cantidad de inscriptos de las escuelas primarias públicas, con algunos casos muy llamativos como la provincias de Chaco (-14,4 por ciento), San Luis (-13,1 por ciento), Santiago del Estero (-11,3 por ciento) y Catamarca (-9 por ciento) que merecerían un estudio en profundidad.


			La ocurrencia de este marcado fenómeno especialmente en el año 2013 en algunas de estas provincias hace temer la posibilidad de que no se trate solamente de un pasaje al sector privado. Altas tasas de natalidad sumadas a los importantes niveles de pobreza e indigencia, muchas veces en entornos rurales y/o aborígenes, permiten al menos alertar respecto de una probable vuelta a la exclusión por la vía de la desescolarización de algunos sectores sociales marginados o empobrecidos. El mismo fenómeno se advierte también durante otros años de la serie.


			Cuando en su momento publiqué el análisis de estos datos, todos datos oficiales a la sazón, y llamé la atención por lo preocupante que me resultaban, un alto funcionario de la Casa Rosada me dedicó, aunque sin nombrarme, una extensa parrafada matinal, intentando refutar las cifras por medio de un ataque puramente ideológico.


			Se trata de un tema demasiado delicado como para chicanas políticas: de confirmarse una tendencia a partir de estos datos, estaríamos frente a una regresión inédita que implicaría que sectores sociales que ya habían alcanzado la plena escolaridad primaria, ahora estarían quedando excluidos de ese nivel básico y obligatorio para seguir adelante en la escolarización. Quedar fuera de la escuela primaria es quedar completamente marginado del futuro.


			*  *  *


			Volvamos a la escuela secundaria pública, la máquina de excluir por excelencia del sistema educativo argentino.


			En principio, en el nivel secundario se advierte un incremento total de alrededor de 250 mil alumnos desde 2003, lo que significa un crecimiento del 8 por ciento en la matrícula del secundario argentina hasta 2015. Sin embargo, la escuela secundaria privada avanzó en el mismo período un 18 por ciento, incorporando 170 mil alumnos adicionales. O sea, durante la serie analizada, el 41 por ciento del crecimiento de la secundaria se fue a las escuelas privadas.


			Aunque los números mostrados han generado satisfacción en círculos gobernantes, la tendencia de inscripción y abandono en escuelas secundarias públicas es preocupante también por el carácter espasmódico de su crecimiento: en algunos años crece y en otros años decrece o crece mucho menos de lo esperado y lo necesario.


			Para el año 2013, de vuelta 2013, se destaca una caída bruta de 0,9 por ciento en la matriculación total para el primer año de la secundaria en escuelas públicas respecto de 2012. En algunos casos provinciales, la magnitud de la caída interanual es llamativa y preocupante: en Chaco, el primer año de la secundaria se desploma un 6 por ciento y en Santa Fe, 4,3 por ciento sólo en un año. Seis y cuatro veces más abandono que el promedio nacional, respectivamente.


			Con respecto a la finalización de los estudios secundarios en la Argentina, que contabiliza los estudiantes que efectivamente terminaron el último año y obtuvieron su título secundario, las diferencias público-privado persisten de manera penosa: en 2015, un alumno de escuela secundaria privada tenía un 37 por ciento más de probabilidad de terminar con éxito la secundaria que uno de escuela pública, mientras que en 2004 esa probabilidad era superior en solo un 18 por ciento.


			En otras palabras, las chances de un alumno de escuela secundaria estatal de conseguir su diploma en 2015 bajaron a la mitad respecto de sus chances al inicio de la década de gobierno kirchnerista.


			Estos datos permiten evaluar con más precisión y seriedad el impacto real de la obligatoriedad del secundario establecida por la Ley de Educación Nacional de 2006, uno de los grandes eslóganes de la política educativa del gobierno kirchnerista de entonces.


			En los nueve años posteriores a la sanción de la ley, entre 2007 y 2015, la matrícula del secundario público aumentó un 12 por ciento. Pero, paradójicamente, durante los nueve años previos al inicio de la obligatoriedad, entre 1998 y 2006, la cantidad de chicos que asistían al secundario público había crecido un 22 por ciento, once puntos porcentuales por encima de lo ocurrido una vez sancionada la ley y la obligatoriedad del nivel secundario.


			Hay que decirlo: atribuirse la autoría y el pretendido éxito de una política educativa inclusiva y adjudicarle a la norma de 2006 un poder inclusivo potente es, apenas, una operación de marketing. La obligatoriedad de la secundaria pública fijada en la letra de la ley nunca alcanzó el objetivo deseado.


			Lo que sí es cierto es que a partir de 2007 parece revertirse el estancamiento relativo en la matriculación secundaria que caracterizó al período 2000-2006, aunque desde 2012 estamos asistiendo a una suerte de nuevo estancamiento, sobre todo teniendo en cuenta la enorme cantidad de adolescentes que no terminan sus estudios secundarios en escuelas públicas.


			También es muy cierto que el abandono de la escuela secundaria argentina no es un dato exclusivo del período posterior a 2003. El fenómeno cuenta con una larga historia previa.


			Durante los años 2000 se implementaron medidas de política educativa que pretendieron corregir el rumbo, sobre todo en las escuelas medias públicas, para retener a los estudiantes. Por ejemplo, se determinó la obligatoriedad de escolarización a los hijos de los beneficiarios de la Asignación Universal por Hijo (AUH) en 2009 y la distribución universal de netbooks a alumnos en todas las escuelas secundarias públicas desde 2010.


			Sin embargo, los resultados son magros. Aunque estudios subrayan los aportes positivos en la escolarización secundaria de los adolescentes más pobres de familias beneficiarias de la AUH, los datos finales muestran que el efecto final de esta política de transferencia condicionada de dinero atada a asistencia escolar es muy débil para la mayoría de los adolescentes pobres, que abandonan el secundario.


			Más allá de estas medidas explícitas, a lo largo de todos estos años se instaló el rumor y la creencia de que desde las esferas oficiales se alentaba a los profesores a “incluir” y a que “todos pasen” de grado o año sin importar el desempeño de los estudiantes o la calidad de la enseñanza. Este argumento y este rumor conformaron un bálsamo generalizado porque llevaba calma a todos los rincones ideológicos: al campo progresista, lo tranquilizaba porque aunque la educación escolar no fuese la adecuada, al menos los sectores de mayor vulnerabilidad socioeconómica estaban, supuestamente, siendo escolarizados.


			En el lado opuesto, a los más conservadores y “meritocráticos” les calzaba el argumento perfecto para cuestionar los supuestos éxitos inclusivos del gobierno kirchnerista. Puede ser cierto lo de la inclusión educativa, planteaban, puede que haya más alumnos en las escuelas pero, se preguntaban, para qué asisten si no aprenden nada.


			Más allá del sesgo ideológico, por demás anquilosado, de estos dos posicionamientos descriptos, ¿hubo un fuerte proceso de inclusión en las escuelas secundarias públicas de la Argentina a costa de, para bien o para mal, sacrificar la educación de calidad?


			Allí están los datos de la realidad, cuya interpretación da una respuesta precisa. La evidencia empírica no se condice ni con la interpretación de los progres ni con la de los meritócratas. Una vez más.


			Los datos oficiales muestran que el abandono del secundario se mantuvo estable a lo largo del tiempo. Tomando a todos los estudiantes de escuelas medias comunes de todo el país, los datos para el período 2004-2015 muestran que la tasa de abandono para cada cohorte teórica ronda el 50 por ciento: de cada dos estudiantes que ingresan al secundario en primer año, uno no lo finaliza durante el período de duración de la carrera.


			Se constata una muy leve tendencia a la baja, algo menos de tres puntos porcentuales durante toda la serie, de 51 a 48 por ciento. Es decir, ingresaron nuevos estudiantes, no más de los que ingresaron en los 90, pero no pudieron ser retenidos.


			Diferenciando los datos según escuelas estatales y privadas el panorama empeora: el abandono escolar en la escuela media es centralmente un problema de la escuela estatal, donde el abandono alcanza al 60 por ciento de los estudiantes, lo que casi triplica el abandono en las escuelas secundarias privadas, cuya tasa de abandono se ha mantenido estable durante una década y media en torno al 22 por ciento.


			Mientras el abandono escolar en las escuelas privadas argentinas es comparable al de los países desarrollados con más problemas educativos como España, por ejemplo, que tenía un abandono en secundaria del 30 por ciento en 2006 y logró reducirlo al 21 por ciento en 2015, el abandono en las secundarias públicas argentinas está en el promedio latinoamericano y muy por encima del abandono escolar en Chile, cuya tasa de escolarización secundaria es aún mayor a la argentina.


			Es decir, en Chile hay más chicos en el secundario y además abandonan menos que en las escuelas secundarias estatales argentinas. Lamentos de las piruetas políticas e ideológicas, el neoliberalismo chileno fue en los años 2000 más inclusivo que el progresismo argentino.


			El problema de la exclusión de estudiantes en las escuelas secundarias públicas argentinas es de todas las provincias, con sus variados alineamientos político-ideológicos, aunque por medio del análisis estadístico es factible identificar ocho provincias con graves problemas de abandono: la provincia de Buenos Aires, especialmente el conurbano, Entre Ríos, Misiones, San Juan, Santa Cruz, Santa Fe, Santiago del Estero y Tucumán. Llama particularmente la atención el caso santiagueño donde sólo uno de cada tres ingresantes permanece hasta el último año del secundario: tiene un récord de abandono del 64 por ciento.


			*  *  *


			¿Quiénes son los excluidos de la educación secundaria en la Argentina? Los estudiantes excluidos de las escuelas secundarias públicas no son un todo homogéneo: variables socioeconómicas y de género explican la lógica del abandono de los adolescentes.


			La diferenciación por género resulta un elemento llamativo en la dinámica de la exclusión de estudiantes de las escuelas. Al enfocar la mirada específicamente sobre la escuela media, las diferencias entre varones y mujeres tienden a profundizarse.


			Por ejemplo, la tasa de matriculación de las mujeres en las escuelas secundarias para el grupo de edad entre 13 y 17 años es varios puntos superior a la de los varones desde hace mucho tiempo. Esto significa que las mujeres asisten más que los varones a la escuela media, una tendencia que se ha mantenido estable a lo largo de mucho tiempo.


			En relación a la sobreedad, definida como la proporción de estudiantes secundarios con más edad de la que deberían tener mientras hacen sus estudios secundarios tanto porque repitieron de año como porque abandonaron un tiempo y volvieron a la escuela, para el período 1998-2015, los datos oficiales muestran cómo este indicador resulta, a lo largo del tiempo, crecientemente masculino.


			Aumenta el número de estudiantes con sobreedad, pero también aumenta la diferencia de varones con mayor edad que la de las mujeres. El último año de la serie es el de peor desempeño para los varones y en el que la diferencia respecto de las mujeres se duplica respecto de los inicios del período: en 2015, la tasa de sobreedad de los varones fue del 37 por ciento, cuando al inicio era de 26 por ciento, mientras que en las mujeres la tasa de sobreedad fue del 28 por ciento mientras que al inicio era del 22 por ciento. Es decir, la brecha de sobreedad en las escuelas secundarias argentinas entre varones y mujeres se ha ampliado notoriamente en detrimento de los chicos.


			Además del hecho de ser varón, la otra variable que explica la sobreedad es el hecho de ser pobre. Los datos muestran un crecimiento muy importante en la tasa de sobreedad de los varones de todos los niveles de ingresos, pero muy especialmente de los más pobres. Respecto de las mujeres, el crecimiento es entre mínimo a moderado, excepto para las estudiantes correspondientes al 40 por ciento de los mayores ingresos, que llamativamente duplican su participación a lo largo del período estudiado


			Para comprender la importancia de la diferenciación de género en la exclusión de estudiantes en la escuela secundaria argentina, es posible analizar los comportamientos de las cohortes teóricas para un período determinado. Para el total del país, el abandono tiende a ser masculino.


			Sólo en cinco provincias —Corrientes, Santa Cruz, Entre Ríos, Misiones y San Juan— el abandono está distribuido en forma equitativa entre hombres y mujeres, entre un 48 y 52 por ciento: lo que resultaría esperable si existiese paridad de género en la educación. Al contrario, en la mayoría de los distritos, el abandono es predominantemente masculino mientras que sólo en una provincia, Santiago del Estero) el abandono del secundario es mayoritariamente femenino.


			Solamente Chubut, Entre Ríos y Corrientes tendieron a equilibrar la incidencia de género en el abandono en el período 2004-2015. En el resto de las provincias, el abandono relativo de los varones se mantuvo estable o creció, con la ya citada excepción de Santiago del Estero.


			En algunos distritos es posible conjeturar la existencia de una situación muy crítica de abandono masculino: en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de cada diez estudiantes que abandonan la escuela secundaria pública, ocho son varones. En otras diez provincias como La Rioja, Jujuy, Catamarca, Tierra del Fuego, Mendoza, La Pampa, Córdoba, Río Negro, Chaco y Salta, el abandono de los varones nunca es inferior al 60 por ciento del total de los que son excluidos de las escuelas secundarias.


			Estos datos de sobreedad y abandono muestran que la problemática generalizada del fracaso y la exclusión escolar poseen en la Argentina una característica, entre muchas otras, evidentemente vinculada a las dificultades de los pobres, y específicamente varones, más que las mujeres, a permanecer exitosamente en el ámbito escolar. O, visto desde otro lado, las dificultades de las escuelas y el sistema educativo para retener a los pobres son más que evidentes. Y mayores son las dificultades si los pobres son varones.


			Al menos para la mitad de la población escolar secundaria argentina, el abandono es, centralmente, cosa de hombres.


			Por otro lado, es necesario indagar si el mismo formato escolar posee un tipo de lógica organizacional menos permeable a las prácticas de los varones. Retomando una tradición de estudios de género, algunos autores han mostrado la importancia de la investigación respecto de la construcción de masculinidades en la práctica escolar y el peso de la cultura escolarizada y sus estereotipos de género frente a diversas maneras de ser varón.


			Lo más increíble es que las políticas públicas destinadas a solucionar estos problemas con el fin de disminuir la tasa de abandono de la escuela secundaria no han adoptado hasta ahora una perspectiva social y de género que contemple diferentes situaciones de estudiantes pobres, varones y mujeres.


			El ejemplo más claro de este defícit es la AUH. Se trata de una media muy progresiva, que consiste en garantizar un mínimo de ingreso por hijo a todas las familias en situación de pobreza, definida esta por medio de un conjunto de criterios. La AUH, una medida que el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner implementó a partir de 2009, constituye un enfoque más restringido que el propuesto a fines de los años 90 por el movimiento que reclamaba un ingreso universal a la infancia y que los proyectos presentados por Elisa Carrió, algunos de los cuales fueron incorporados recién en 2016.


			A pesar de ser menos progresivo que la propuesta original, la AUH aspiraba a constituirse en un elemento central para la reducción de la indigencia y para la mejora de las condiciones de salud y educación, en la medida en que el cumplimiento de requisitos en estas áreas por parte de los beneficiarios de la AUH eran un componente sustancial de esta transferencia condicionada de dinero.


			Sin embargo, esta medida de política social terminó convirtiéndose en una típica medida “de escritorio”: no implica ninguna repercusión en el trabajo social en el territorio dado que los beneficiarios del dinero reciben en su cuenta el monto determinado y el Estado se limita a constatar que cumplan con las condiciones. A eso se reduce todo el contrato y prácticamente no hay otras acciones complementarias que el Estado despliegue para las familias.


			Para el caso de la educación escolar, la AUH fue sin lugar a dudas una enorme oportunidad perdida. Las escuelas no cambiaron su perfil ni sus estrategias de organización social y pedagógica aun sabiendo que recibían alumnos que, sin la AUH, probablemente no asistirían a la escuela. El Ministerio de Desarrollo Social garantiza la AUH, pero los ministerios de Educación parecen no haberse enterado.


			Me interesa señalar dos consecuencias de este fenomenal desatino. La primera es que, si bien el impacto de la AUH es positivo para algunos sectores sociales y demográficos, podría ser aún mucho mayor si las escuelas recibieran de parte de los gobiernos herramientas pedagógicas y de gestión adecuadas a la situación particular de vulnerabilidad social del alumnado. O sea, las escuelas hacen lo que pueden con las herramientas con las que cuentan desde antes de la implementación de la AUH, ya muy pobres de por sí, sin registrar en los hechos el cambio en las necesidades de la población escolar.


			Por otro lado, y este punto merece un estudio más profundo, muchos maestros y profesores se quejan de la enorme presión de los alumnos y sus familias para que la escuela les certifique la asistencia a clase, aunque eso no haya acontecido, para así poder recibir la asignación.


			Es altamente probable que se dé esta situación porque la propia organización escolar lo incentiva: en la medida en que las escuelas están congeladas organizacionalmente frente a nuevas situaciones sociales, los actores ponen en práctica diversos modos de conseguir sus metas, incluyendo modos irregulares: lo que está en juego es más dinero para la subsistencia del hogar y, particularmente, de los hijos.


			Después del seudodebate sobre la inclusión y la evaluación de la AUH en el campo educativo, el duelo entre progres y meritocráticos volvió a darse a inicios de 2018, cuando el Gobierno Nacional cambió las reglas del Programa Progresar, que había creado el kirchnerismo en 2014 para ayudar a los jóvenes mayores de 18 años a terminar sus estudios primarios, secundarios o superiores.


			La idea original del decreto de Cristina Kirchner fue brindar ayuda económica a los estudiantes que lo necesitaran y que los fondos llegaran directamente a ese universo. Para los jóvenes que intentaban terminar la primaria o secundaria, la condición era que asistieran a clase, sin importar si pasaban o no de grado o año. En el caso de los estudiantes de nivel terciario o universitario, se les pedía que aprobaran al menos dos asignaturas por año para mantener la regularidad.


			En cambio, en 2018 se impusieron criterios de mérito por lo que para seguir recibiendo el beneficio hace falta ahora, entre otros requisitos, pasar de grado o año o aprobar más del 50 por ciento de las materias teóricas del año universitario o terciario que el becario esté cursando.


			El argumento progre es que todos los jóvenes deben recibir la ayuda económica como forma de igualar oportunidades educacionales para los más pobres, mientras que los meritocráticos sólo quieren beneficiar a los pobres que tienen el suficiente talento como para sobrevivir a sus condiciones sociales y aprobar más materias que las que se exige a un alumno cualquiera de clases medias, y que no reciben la Beca Progresar para cumplimentar sus estudios.


			De nuevo, progres y meritocráticos envueltos en una oposición de la que no surge nada útil. Ambas, la de 2014 y la de 2018, son medidas con intenciones positivas pero no dejan de ser medidas de escritorio: suponen que con un aumento en la capacidad financiera individual (criterio del “más”) van a contribuir a una trayectoria eficaz en la continuidad de los estudios (criterio del “mejor”).


			Esta regla, que es cierta en general y está probada en la literatura académica para casos concretos, o sea, en los escritorios, para hacerse realidad necesita de una implementación muy cuidadosa en la que a veces prime el criterio igualitario y otras, el criterio meritocrático en una combinación siempre tan delicada como sofisticada.


			Por ejemplo, si una mamá con dos hijos, soltera y desocupada o con trabajos temporarios y en negro no logra pasar de año en el secundario por llevarse dos previas, ¿sería razón suficiente como para excluirla de la beca y casi seguro, de los estudios? ¿Sería esa una medida de equidad educativa? Y si se lo mira desde la vereda de enfrente, si esa joven sigue estancada en el mismo año del secundario durante largos años, ¿se puede seguir sosteniendo que la beca la está ayudando a estudiar o es hora de reconocer que estamos frente a “un como si” que nos sirve de coartada para no ver la realidad? La solución a estas cuestione amerita políticas más inteligentes. Progres y meritocráticos discuten ideas preconcebidas acerca de hechos que parecen desconocer.


			La falta de evidencia sobre los resultados de estos programas es encubierta con posiciones y oposiciones ideológicas poco consistentes. Y al mismo tiempo, ante la imposibilidad de transformación real de las instituciones escolares para que modifiquen sus anquilosadas formas de organización y se conviertan en unidades dinámicas que se adapten en lo pedagógico y lo institucional a las demandas de los sectores sociales más postergados, se disimula con medidas de escritorio, tecnocráticas, tanto las de 2014 como las de 2018.


			A pesar de la desesperanza que resulta de los datos y de estas realidades, al mismo tiempo se presenta un escenario más esperanzador: los adolescentes argentinos y sus familias quieren educarse en escuelas secundarias públicas, aspiran a escolarizarse y persisten en el intento, a pesar de todo. ¿Cómo lo sé? Así como las estadísticas son implacables para marcar el brutal proceso de privatización de la educación post 2003, también lo son para identificar el enorme potencial educacional de los argentinos.


			¿A qué me refiero? Si observamos los gráficos que representan el abandono escolar de la secundaria entre el primero y el último año de cursada, podremos comprobar un hecho a primera vista extraño: la curva no es continuamente descendiente sino que, al contrario, sube en el segundo año de cursada, se estanca en el tercero y luego sí, cae abruptamente en los años finales del secundario público. ¿Por qué sucede esto? ¿No deberían ir desgranándose los alumnos en un continuo descendente desde el primer día de clase?


			La respuesta es simple, tan simple como aleccionadora: los datos muestran que los alumnos más pobres repiten y se quedan como repetidores más de un año; abandonan la escuela pero al tiempo vuelven hasta que, al final, tiran la toalla y abandonan definitivamente. Aunque no tan definitivamente en muchos casos, como veremos después.


			Esto habla muy bien de los estudiantes y sus familias y muy mal del sistema escolar: los estudiantes parecen hacer de todo para soportar el fracaso y persistir hasta que, finalmente, desisten y pierden. Son derrotados por un sistema de exclusión, no por su falta de interés o motivación o tozudez para intentar terminar la secundaria pública. La burocratización y la falta de sentido de la escuela secundaria logran imponerse en el 60 por ciento de los alumnos de escuelas públicas.


			En mi clases, siempre muestro a mis alumnos ese gráfico, con esa curva. Busco que comprendan dos fenómenos paralelos y contradictorios: por un lado, el afán de los argentinos por aprender, por escolarizarse, el apetito educativo de estos jóvenes pobres que luchan por un futuro mejor. Pero del otro lado, el muro infranqueable que la mayoría no puede sortear: una política educativa incapaz de dar respuestas satisfactorias a estas demandas populares tan específicas y determinantes para el porvenir.


			La idea generalizada, entonces, de que durante el gobierno posterior a 2003 se privilegió la inclusión y “que todos pasen de año” no parece tener asidero en los propios datos oficiales.


			Si el déficit en la calidad fue el sacrifico para una mayor inclusión de chicos y adolescentes en situación de pobreza, como sostiene gran parte de la oposición al kirchnerismo, solamente resta decir que, lamentablemente, el sacrificio fue en vano. La escuela siguió excluyendo a pesar de haber bajado su calidad.


			*  *  *


			Una situación semejante de privatización de la educación y estancamiento o disminución de la matrícula de las escuelas públicas puede observarse también del otro lado de la General Paz.


			Analizando los últimos veinte años de gobierno peronista en el conurbano bonaerense, podemos ver que si en 1996 la proporción de chicos en los jardines de infantes privados era del 46 por ciento, en el 2016 la proporción era exactamente la misma: es decir, una gestión de corte peronista durante semejante cantidad de años no logró revertir el proceso privatizador ni en un dígito, al menos en el nivel inicial.


			Para el caso de los alumnos que concurren a la escuela secundaria, en 1996, los que iban a la privada representaban el 34 por ciento del total de alumnos en ese nivel. Dos décadas más tarde subió esa proporción: creció dos puntos, para llegar al 36 por ciento.


			Digamos de pasada que en estas dos décadas, entre 1996 y 2015, la inclusión de adolescentes en el secundario fue realmente positiva: se incorporaron 377.435 nuevos estudiantes, lo que significa un aumento del 70 por ciento de la matrícula total de estudiantes secundarios, sumando pública y privada, a pesar de las enormes tasas de abandono.


			Sin embargo, cuando miramos con lupa, vemos que de esos nuevos alumnos del conurbano que finalmente lograron acceder a la escuela secundaria, el 45 por ciento fue a escuelas privadas, una proporción que se ha acelerado en los últimos años.


			En el caso de los alumnos de las escuelas primarias del conurbano, las estadísticas muestran que en 1996, las primarias públicas contaban con 762.650 alumnos, es decir un 68 por ciento del total de alumnos, sumando públicos y privado. Hasta 2002, de ese total, la cantidad de chicos que se decidió por asistir a la escuela pública se expandió significativamente mientras que la proporción de alumnos en escuelas privadas tuvo un descenso de seis puntos porcentuales.


			Sin embargo, desde 2003 se viene registrando un descenso respecto de los niveles de matrícula pública de hasta 2002: si se consideran los últimos ocho años de administraciones justicialistas, es decir el período de Daniel Scioli como gobernador, se puede confirmar una baja en la inscripción en escuelas públicas primarias.


			La comparación de CABA con el conurbano, con sus evidentes diferencias sociales, demográficas y especialmente políticas, vierte claridad sobre la explicación que aquí se está desarrollando: la privatización de la educación en la Argentina es un fenómeno masivo, generalizado, de larga data aunque cada vez más profundo, muy relevante y que no se explica simplemente por Macri contra Scioli: en ambos territorios la situación es más bien similar y la política educativa claramente no consigue, y creo que tampoco se lo plantea, que los sectores sociales que abandonaron la escuela pública se sientan interesados por volver a ella.


			*  *  *


			¿Qué puede hacer la política educativa ante semejante cantidad de adolescentes que abandonan la escuela pública? Una respuesta posible, la que dio el kirchnerismo, aunque no solamente el kirchnerismo, fueron los “planes de terminalidad del secundario” cuya bandera más conocida fue el Plan Fines. Una huida hacia delante. Veamos.


			Desde la segunda mitad del siglo XX y hasta la actualidad, existen formas alternativas de estudios secundarios para aquellos alumnos que no tengan la oportunidad de asistir a una escuela secundaria o que hayan debido abandonarla.


			Las instituciones tradicionales son las escuelas secundarias “de adultos”, con una cursada diaria o de tres veces a la semana y tres años de duración. Los Centros Educativos de los Niveles Secundarios (CENS) y otras denominaciones en diferentes provincias han dado lugar a la posibilidad de terminar estudios secundarios después de los 18 años de edad.


			Estas alternativas fueron complementadas por otras experiencias, algunas verdaderamente sorprendentes por la calidad del formato como es el caso de las Escuelas de Reingreso, basadas en la estructura de las “escuelas de aceleración”, las accelerated schools ideadas por el economista y educador estadounidense Henry Levin en los años 80 e implementadas en Buenos Aires en los 2000.


			En el año 1998, CABA inauguró el programa Adultos 2000 para garantizar la terminalidad del secundario de alumnos que lo habían abandonado por medio de educación a distancia, primero por correspondencia y luego a través de internet, sumado a algunas sesiones educacionales presenciales.


			A partir de 2003, con el argumento de facilitar la terminación del secundario a los sectores vulnerables que afrontaban mayores desafíos, el gobierno nacional y diferentes gobiernos provinciales pusieron tantos esfuerzos en esos “planes de terminalidad”, que, como bien señala Romina de Luca, se terminó creando una suerte de circuito paralelo al sistema educativo formal. Según De Luca, en algunos casos esta política constituyó una verdadera red clientelar a partir del otorgamiento “fácil” de los certificados finales de la escuela secundaria. El objetivo de “promover la inclusión acercando la escuela a la gente”, tal como sostenían los promotores de estas soluciones, no se cumplió realmente.


			Me refiero puntualmente a los muy conocidos Plan FinEs y Plan FinEs 2, que fueron muy criticados dados los mecanismos muchas veces espurios de trámite pedagógico por medio de los cuales, en no pocos casos, no se garantizó ni la transparencia de los procesos ni la calidad de los resultados educacionales.


			De Luca explica: “El FinEs 2 lanzado en 2010 propone que los jóvenes de más de 18 años pueden realizar sus estudios secundarios completos en una modalidad de cursada de seis cuatrimestres, con asistencia de dos veces por semana. Es un secundario exprés. Habilita a que cualquier sede pueda funcionar como un espacio educativo: comedores barriales, unidades básicas o casas compañeras de La Cámpora. Un espacio no acondicionado para funcionar como escuela, se convierte en aula”.


			Según esta investigadora, en una entrevista con Claudia Peiró de Infobae, se degrada también la función docente. Decía De Luca: “Para ser tutor, o sea, profesor en el plan FinEs2 basta con estar realizando alguna carrera terciaria, universitaria o no, y presentar un proyecto de formación pedagógica”.


			El anuncio publicitario del gobierno de entonces me exime de todo comentario. En el anuncio, se escuchaba una voz en off que decía: “Sí, ahora, gracias a este gobierno, todos y todas pueden concluir sus estudios secundarios (…) dos veces solamente por semana (…). El título es oficial (…). El gobierno nacional y popular te lo asegura hasta 2015”.


			No estoy en desacuerdo en general con que existan planes de terminalidad en los casos en los que los alumnos que abandonaron el secundario por motivos laborales o familiares puedan retomar sus estudios ya de adultos y sin tener que concurrir todos los días a una escuela con estudiantes adolescentes.


			El problema de estos planes de terminalidad del secundario en particular no es solamente su repudiable uso político, que se aprovecha de la necesidad de educación tergiversando un derecho inalienable, sino que los planes se constituyeron como un virtual reemplazo de la escuela media.


			Tal es su difusión y tal es la facilidad para conseguir el certificado en estos planes que terminan resultando un incentivo para que los adolescentes abandonen la escuela media común. Ellos saben que después de los 18 años de edad pueden conseguir el mismo certificado, de la misma escuela pero de una forma “blanda”. Y lo peor es que incluso contando con estas posibilidades facilistas, la mayoría de esos estudiantes que abandonan las escuelas públicas tampoco logran completar la secundaria. Otro caso de inclusión educativa que no incluye.


			Algunos gobiernos como el de CABA o Santa Fe también cuentan con sus propios planes. El primero convirtió al viejo Adultos 2000 en “Terminá la secundaria”, por el que pueden optar incluso personas que residan fuera de la ciudad. En el caso de Santa Fe, se nota un intento válido de recrear formas pedagógicas renovadas en los programa “Vuelvo a estudiar” y su versión online, “Vuelvo Virtual”.


			Pero en general, estas políticas públicas terminan por convalidar una “fuga hacia adelante”: las reformas que los gobiernos no pueden garantizar en las escuelas secundarias comunes, que no logran atraer y retener a los alumnos, sobre todo a los de los sectores vulnerables, las llevan adelante para los adultos que “vuelven” después de haber abandonado cuando adolescentes por la ineficacia, precisamente, del nivel secundario y las políticas que buscan actualizarlo.


			Es, claramente, una estrategia de “segundo mejor”, es decir, si la primera posibilidad, la deseable, la de terminar la secundaria en la escuela pública tradicional en las condiciones estándares, no se va a cumplir, al menos queda la opción de hacerlo en estas modalidades que en sí mismas no son negativas.


			El problema es que ese “segundo mejor” termina por constituir una coartada perfecta para no hacer lo que se debe: cambiar el secundario. Es decir, con una escuela media capaz de dar respuesta a los problemas que se presentan hoy, estos planes de terminalidad tendrían una presencia más bien marginal en el escenario educativo argentino. Su mera existencia, su proliferación e inclusive su pretendido éxito es la prueba más evidente de que la escuela secundaria no está funcionando, no está cumpliendo con su obligación de formar a los adolescentes y desplegar las estrategias pedagógicas y sociales para no excluirlos.


			Por otro lado, los planes de terminalidad tienen otro costado cuestionable que se puso en evidencia en el año 2012, cuando FinEs y FinEs2 produjeron sus primeros egresados.


			Los años 2000 comenzaron con una caída en picada del número de estudiantes que efectivamente terminaba el secundario, es decir que efectivamente conseguía su certificado: entre 2003 y 2011, la caída fue del 12 por ciento, lo que nos remite a los problemas de exclusión de adolescentes, sobre todo de los más pobres, que mencionaba al analizar el tema del abandono.


			Pero en el año 2012 algo cambia: todas las cifras de graduación dieron un salto llamativamente sorprendente. En apenas un solo año, se recuperaron hasta llegar al 15 por ciento el número de graduados de escuelas medias. Para ser claro: en un solo año, la tasa de graduación de secundaria recuperó con creces los puntos perdidos durante diez años. Insólito.


			La explicación no se basa ni en el toqueteo de las estadísticas como algunos supusieron en ese momento ni tampoco, mucho menos diría, en una mejora sorpresiva de la escuela media y su capacidad de enseñar ni en la inclusión repentina de ingentes masas de adolescentes pobres gracias al “gobierno nacional y popular”. La mejora en los índices de terminación del secundario fue en realidad un efecto de los planes FinEs y FinEs2 que, con sus tasas de graduación, garantizadas por la facilidad de la modalidad, pasó a encubrir el brutal déficit de la escuela secundaria.


			El caso del conurbano bonaerense es revelador: entre 2003 y 2011, la cantidad de graduados secundarios se había desplomado un 22 por ciento. Solo en 2012 creció el 17 por ciento.


			Llamativamente, fue en las provincias más pobres donde más aumentaron las titulaciones entre 2011 y 2012: Salta subió un 26 por ciento; Misiones, 30 por ciento; Jujuy, 32 por ciento. El caso de Santiago del Estero es emblemático: entre 2003 y 2011 se perdieron 3000 graduados, es decir la cantidad de adolescentes que lograron terminar el secundario cayó un 63 por ciento. En 2012, en tan sólo un año, recuperó el porcentaje y lo superó ampliamente: el aumento fue nada menos que de un 263 por ciento. Nada menos.


			Los datos exigen una conclusión: estos programas de terminalidad no contribuyen a detener la exclusión de adolescentes pobres de la secundaria ni a mejorar la calidad educativa. Al contrario, se convierten en un incentivo para abandonar el secundario ante la promesa de un título de trámite rápido y sencillo en las modalidades alternativas de terminalidad del secundario. Producen así una inflación de títulos secundarios sin calidad.


			El verdadero problema, la ineficiencia e ineficacia del nivel medio a la hora de educar adolescentes sigue sin mejorar y genera, paradójicamente, la proliferación de los planes de terminalidad, verdaderas cortinas de humo de la situación del secundario que ni incluye ni educa a los pocos incluidos.


			*  *  *


			En el otro extremo de la educación obligatoria, el nivel inicial, la huida es hacia atrás.


			Como explicaba antes, fue en 1993, con la sanción de la Ley Federal de Educación en la Argentina, que se dispuso la obligatoriedad del preescolar, la sala correspondiente a los 5 años de edad. En 2006, con la Ley de Educación Nacional se sumó el objetivo de universalizar la sala de 4 años. Este nuevo paso parecía adecuado dado el cumplimiento avanzado de la cobertura casi total en el preescolar. En aquel entonces, un 28 por ciento de la matrícula de nivel inicial estaba en jardines de infantes privados que hoy sumó 5 puntos porcentuales de crecimiento a nivel nacional, llegando al 33 por ciento.


			Obligatoriedad escolar y universalización escolar son conceptos diferentes que merecen una aclaración. Cuando la escuela es considerada obligatoria, el Estado debe disponer de oferta de vacantes para todos los habitantes con la edad establecida y los padres y madres están obligados a enviar a sus hijos a la escuela. En el caso de la universalización, el Estado se compromete a ofrecer las vacantes necesarias, pero los padres y las madres pueden optar por escolarizar a sus hijos o por no hacerlo.


			Desde 2006, pues, la sala de 5 años fue obligatoria como desde tiempos de la presidencia de Carlos Menem, pero el Estado también se comprometía a dar cobertura universal en la sala de 4; es decir, vacantes para todos y todas a los 4 años de edad cosa que, obvia y lamentablemente, no se cumplió en más de diez años de sancionada la ley. En el marco de la universalización de esa sala, los padres tenían margen para no enviar a sus hijos de 4 años al jardín de infantes.


			Pero en diciembre de 2014 y mediante la Ley No 27.045, la obligatoriedad escolar se extendió de la sala de 5 años hacia la sala de 4 años: ahora el Estado y los padres estaban obligados. Como una suerte de “efecto dominó”, se corrió el anterior objetivo de universalización de la sala de 4 a la sala de 3, aunque todavía no la obligatoriedad.


			Habiendo pasado menos de dos años, y sin haber alcanzado los objetivos propuestos, el Poder Ejecutivo envió en 2016 un proyecto de ley al Congreso que determinaba un nuevo inicio de la obligatoriedad escolar pero ahora en la sala de 3 años. Por ahora no han manifestado la pretensión de universalizar la sala de 2 o la de 1.


			Para fundamentar estas últimas medidas, los argumentos de las respectivas administraciones, la kirchnerista y la de Cambiemos, fueron llamativamente convergentes en cuanto a la obligatoriedad de la sala de 4 y de la sala de 3: “Impacta directamente en una mejor trayectoria escolar, un ingreso más preparado al nivel primario y un egreso en mejores condiciones del nivel secundario”, afirmaba en 2014 el entonces ministro de Educación de la Nación, Alberto Sileoni. Su sucesor, Esteban Bullrich, de Cambiemos, comunicaba en 2016 que iniciar lo antes posible el jardín de infantes “garantiza la igualdad de oportunidades […] y duplica la posibilidad de que esos chicos terminen el secundario”.


			El razonamiento explicitado es sencillo: los funcionarios, en este caso sin haber grieta de por medio, especulan con que adelantar la obligatoriedad escolar temprana siempre es beneficioso, para todos los niños, para todas las niñas, para sus familias e incluso para el futuro de nuestra sociedad.


			Sin embargo, estos argumentos sobre la escolarización temprana son simplistas y habría que enriquecerlos con matices.


			Con Carolina Snaider, especialista en la educación de la primera infancia, hemos intentado contribuir con una mirada técnicamente seria e informada. Los argumentos expuestos por los funcionarios sintonizan bien con el sentido común que dice que más es siempre mejor, como más días de clase o más dinero para la educación.


			En este caso, voy a tratar de exponer nuestro punto de vista, mostrando que muchos de esos argumentos, en el mejor de los casos, apenas constituyen generalizaciones no del todo fundamentadas de experiencias acotadas en otros países. Veamos.


			El sentido común indica que si los chicos van mucho tiempo al jardín de infantes, estarán mejor preparados para su escolarización futura. ¿Quién podría estar en contra de esto? Pero la velocidad con que se salpican estos argumentos suele no especificar cuánto tiempo es el adecuado, en qué tipo de instituciones, en qué condiciones, a qué sectores beneficia más, etc.


			De esta manera, y muy rápidamente, se concluye que el abandono en la escuela media o el bajo rendimiento en pruebas estandarizadas se puede revertir con la concurrencia previa a un jardín de infantes sin reparar siquiera en cuál es la proporción de los que actualmente abandonan que no concurrieron al nivel inicial o sin determinar en qué medida la no asistencia temprana a la escuela contribuye a explicar el denominado “fracaso escolar”.


			Snaider nos explica que las “experiencias exitosas” de educación temprana a las que suele hacerse referencia son muy acotadas, dirigidas a poblaciones desfavorecidas, y que implicaron altos costos por alumno. Los ejemplos típicos y más relevantes son las Perry Schools (Michigan, 1962) y el Abecedarian Proyect (Carolina del Norte, 1972)


			El problema es que estas experiencias fueron diseñadas para atender a una pequeña cantidad de niños pertenecientes a poblaciones minoritarias, contaron con docentes certificados, un currículum con objetivos pedagógicos claramente definidos, supervisión pedagógica constante, capacitaciones en servicio, es decir, dentro de la sala de clases, y una relación de chicos por docente muy bajo —por ejemplo, las Perry Schools, tenían a una docente por cada seis niños—. Además, los maestros visitaban semanalmente cada uno de los hogares de sus alumnos, hogares muy pobres, donde compartían actividades planificadas para el niño y sus familias.


			Diferentes investigadores han mostrado en los últimos veinte años que los niños que participaron en todas estas experiencias demostraron beneficios a corto y largo plazo y, usando métodos investigativos cuasiexperimentales muy sofisticados, demostraron que las mejoras por asistir fueron muy superiores a las de sus pares que no lo hicieron: los aventajaron en la adquisición del lenguaje oral, la lectoescritura y hasta en las probabilidades de obtener un título de educación superior.


			Pero estos casos tan difundidos y ejemplificadores lo único que permiten afirmar es que experiencias de alta calidad en el jardín de infantes pueden traducirse en forma directa en beneficios muy importantes para niños y niñas pertenecientes a los sectores más empobrecidos de la sociedad.


			Lo que nos faltaría comprender es, y sería buenos que los funcionarios tomen nota de la cuestión, cuáles serían en la Argentina las condiciones de posibilidad de la política educativa y de los mismos procesos de escolarización que permitirían concretar estos logros a gran escala, no ya en pocos establecimientos con valor experimental, sino en un sistema educativo nacional entero.


			Es cierto que desde mediados de los años 80 algunas investigaciones están dando cuenta de resultados positivos de la escolarización temprana en una escala mayor siempre que se mantengan altos estándares de calidad. Pero aun con alta calidad en la escuela, los resultados aportados por estos nuevos estudios aún son inconsistentes y sugieren efectos positivos mucho más modestos que los fervientemente declamados por los funcionarios.


			Por ejemplo, con la evidencia que arrojan todas estas investigaciones aún no se puede asegurar si los beneficios que produce el jardín de infantes son tan robustos como para sostenerse a lo largo de toda la trayectoria escolar e igualar oportunidades, sobre todo cuando existen enormes brechas de calidad en los servicios educativos ofrecidos por las escuelas primarias.


			En otras palabras, aun si todos los espacios de educación inicial fueran excelentes, cosa que no ocurre, para que sus beneficios se mantuvieran a lo largo del tiempo, las escuelas primarias también tendrían que ser excelentes. El jardín es más valioso cuanto más valiosa es la primaria.


			Adicionalmente, no podemos esconder que la escolarización temprana de los niños a veces tiene efectos no deseados: un “lado B” que sería bueno también incluir en la argumentación para que el debate sea más equilibrado y sobre todo, más honesto.


			Hay mucha evidencia de que la cantidad de horas que un niño permanece en el jardín, sobre todo en el caso de chicos muy chiquitos, puede constituir un factor de riesgo para su desarrollo socioafectivo. Esto se observa especialmente en niños y niñas que provienen de familias de nivel socioeconómico medio y alto; una población que, a la vez, no muestra mejoras adicionales en sus habilidades cognitivas por permanecer tiempo extra en una institución escolar a edad temprana.


			Algunas preguntas incómodas merecen ser planteadas frente a esta nueva ola de nuevas obligatoriedades del jardín de infantes: ¿en todos los casos es positiva la escolarización de un nene de 3 años? ¿Por qué se presume que siempre más es mejor? ¿Tanta certeza existe en el seno del Estado para obligar a las familias a que escolaricen a sus niños a tan temprana edad? ¿La obligatoriedad escolar de niños tan pequeños —propia de no pocos regímenes autoritarios del siglo XX— merece algún reparo o al menos alguna prevención en una sociedad democrática?


			¿No sería acaso más sensato que el Estado garantice acceso universal a una sala de 3 de calidad, muy especialmente en los barrios donde más se la necesita?


			Pero más grave aún, la oferta educativa del nivel inicial incentivada por el gobierno nacional y muchos gobiernos provinciales post 2003 manifiesta varios déficits. Es que la estrategia educativa para la primera infancia en la Argentina parece basarse en multiplicar modalidades institucionales dirigidas especialmente a poblaciones con altos índices de vulnerabilidad socioeconómica como los Centros de Primera Infancia (CPI), los Espacios de Primera Infancia (EPI), los Centros de Desarrollos Infantil (CeDIs), las Salas de Juego o Ludotecas, entre otros.


			¿Qué tienen de malo estos espacios y en qué se diferencian con los jardines de infantes a los que tradicionalmente asisten los sectores sociales de mayores ingresos?


			Podría afirmarse que estas nuevas modalidades no son, rigurosamente hablando, instituciones escolares como los jardines: no están obligadas a operar con base en diseños curriculares, sus docentes no siempre son titulados y mantienen con su empleador una relación poco estable, suelen ser monotributistas y con muy poco compromiso institucional.


			La supervisión pedagógica sobre estos centros, cuando existe, es mínima. En muchos casos, el Estado transfiere los fondos en forma de “becas por alumno” y luego la gestión de cada centro infantil queda librada a organizaciones de la sociedad civil, no siempre arraigadas en proyectos pedagógicos serios, claros y consistentes, con capacidad profesional como la de los jardines de infantes. En muchos casos, la lógica de la vieja “guardería” prevalece sobre la intención propiamente pedagógica, aunque ahora con siglas y nombres renovados y modernosos.


			En el nivel inicial, la distinción entre inclusión, acceso y calidad se vuelve prioritaria porque, a diferencia de la primaria y la secundaria, la pura retención de chicos en un ámbito cerrado durante un período diario alcanza para satisfacer a las familias y a la sociedad.


			Además, los datos oficiales muestran que durante los últimos quince años, alrededor del 50 por ciento del crecimiento de la escolarización del nivel inicial en la Argentina se explica por el gasto privado, no por el gasto público: son demasiadas familias que mes a mes asumen el esfuerzo de pagar una cuota mensual para mandar a sus hijos a una escuela infantil además de pagar sus impuestos. ¿Será que esta nueva obligatoriedad estatal también va a ser finalmente financiada por la gente?


			Muchos autores ya señalan la educación de la primera infancia como conformando un “nuevo fetiche” de las políticas públicas de la educación. El mote suena razonable porque sin la precisa intención política de establecer un aseguramiento unificado de la calidad educativa, sin acompañar con el adecuado financiamiento estatal y sin sostener los subsecuentes procesos de evaluación y rendición de cuentas, lo que queda es la fuga hacia atrás, hacia los primeros años de vida, para conseguir los cambios que adelante, en la primaria o en la secundaria, los gobiernos parecen haberse resignado a no efectuar.


			La idea de que escapando hacia los primeros días de la infancia se resolverán problemas educativos posteriores es, como mínimo, pueril: difícilmente más jardines de infantes tengan el mágico poder de reducir, por ejemplo, el brutal abandono de la escuela secundaria pública por parte, principalmente, de adolescente varones pobres.


			De hecho, en estos últimos veinte años, el número de alumnos del nivel inicial no ha dejado de crecer al mismo tiempo que los problemas de la educación primaria y secundaria, que sólo se revierten con una política seria y sostenida. Una política educativa concreta, precisa, evaluable y que tienda a igualar oportunidades en un contexto de mejora general de la calidad educativa.


			Pero sobre ese tema voy a explayarme en el capítulo siguiente.


		



		
			Capítulo 4


			Calidad. El concepto de la discordia


			Las escuelas privadas no son necesariamente mejores


			“Calidad” de la educación es hoy un concepto omnipresente: todos hablan de “calidad”, desde los padres de sectores medios que recorren escuelas o pagan consultorías para que les indiquen la mejor escuela, los medios de comunicación cuando analizan la situación educativa del sistema o de alguna escuela en particular, hasta los funcionarios que prometen en las campañas electorales “educación pública gratuita de calidad” y los organismos internacionales como UNESCO, OCDE, Banco Mundial, BID que crean y fomentan enormes dispositivos transnacionales para evaluar, precisamente, la calidad de la educación en cada país del mundo e, incluso, elaborar un ranking mundial en función de la calidad de cada uno.


			La Ley Federal de Educación promulgada por el peronismo en 1993 mencionaba la palabra “calidad” dieciséis veces. La nueva Ley de Educación de 2006, también impulsada por el peronismo pero en su versión kirchnerista, aumentó a treinta las menciones. Si el uso de las palabras fuera directamente proporcional a la real solución de los problemas, en estos trece años habríamos avanzado bastante. Pero no.


			Para colmo, entre los especialistas argentinos no hay un consenso generalizado acerca de la calidad de la educación, sobre sus alcances, sus características o su significado: si entre los técnicos el consenso es difícil, en la arena política y mediática el concepto desembarca como una enorme tormenta de confusión que complica todavía más el panorama.


			Esto es así porque “calidad de la educación” se ha introducido muy recientemente en el discurso educacional. No se trata de un término clásico de la pedagogía y tiene una antigüedad no mayor a los treinta o cuarenta años en todo el mundo.


			Calidad es una palabra que proviene de la teoría administrativa y especialmente de la ingeniería de procesos, dos campos completamente ajenos al educativo, por lo que su uso suele generar grandes confusiones. Se usa una misma palabra para referirse a cosas diferentes. Por eso son necesarias varias precisiones.


			En el debate internacional, se vislumbran cuatro definiciones diferentes de calidad de la educación. En el discurso público, estas definiciones suelen entremezclarse y se confunden entre sí, y otras veces aparecen en estado puro como si fuera la única interpretación posible.


			Vuelvo a apelar a mi mayor intuición didáctica para explicar esquemáticamente las cuatro definiciones.


			La primera definición postula que una educación es de calidad si se trasmiten ciertos valores o ideologías y se hace en forma generalizada, para todos por igual. Los valores pueden ser patrióticos, morales, religiosos, económicos y/o científicos y todos los alumnos de un sistema educativo deben alcanzarlos. Es la definición más antigua de calidad que existe, incluso, con anterioridad a la reciente introducción del término. Es la definición a la que el sentido común invoca continuamente: valores como el orden, el respeto, el patriotismo, la solidaridad suelen ser precondición de una buena educación.


			El objetivo principal que busca esta primera definición es la cohesión social: que toda la sociedad abrace un conjunto de valores proclamados como comunes. A la definición no le interesa si esos valores son construidos democráticamente o impuestos autoritariamente, el objetivo es que cohesione. La educación en la Alemania nazi, por ejemplo, alcanzaba altos estándares para esta definición. Al contrario, en sociedades abiertas, democráticas y plurales donde hay parlamento, prensa libre, mercado y Google es mucho más difícil conformar sistemas educativos altamente cohesionados.


			La segunda definición plantea que una educación será de calidad si cuenta con los insumos adecuados. Estos insumos pueden ser los edificios escolares, la capacitación y el salario de los docentes, la actualización de los contenidos o la cantidad de días de clase. Esta definición no se interesa por los procesos o los resultados, sino porque el punto de partida para aprender sea el adecuado.


			Pero como cada escuela y cada alumno tiene puntos de partida diferentes en función del origen socioeconómico, los insumos no deberían ser iguales, por lo que más y mejores insumos debieran ser distribuidos a las escuelas que más lo necesitan. El objetivo de esta definición es, pues, la equidad en la distribución del bien educación.


			Existe un uso menos académico pero igualmente relevante de la segunda definición: cuando una familia se decide por una escuela porque el edificio es lindo también está apelando implícitamente a esa noción. Cuando los sindicalistas docentes plantean que en escuelas con enormes problemas edilicios no se puede enseñar, también recurren a esta definición. En todos los casos, lo que importa son los insumos para la educación y se supone que si los insumos son los adecuados, los resultados también lo serán.


			La tercera definición señala que una educación va a ser de calidad si los resultados del proceso educativo son los adecuados. ¿Y cómo saber si son los adecuados? Mediante pruebas estandarizadas por medio de las cuales los alumnos demuestren qué y cuánto aprendieron. En esta versión del concepto “calidad”, la calidad de la educación es la resolución satisfactoria de pruebas estandarizadas.


			Al contario de la segunda definición, esta no se ocupa tanto de los insumos sino especialmente de los resultados y a partir de ellos, mediante modelos econométricos cada vez más sofisticados, trata de comprender cuál es la variable, el insumo, que mejor explica los mejores desempeños para así generalizarlos a las escuelas que precisan mejorar.


			Esta definición, usada por los organismos internacionales y por el canon académico global, fue ampliamente difundida por las pruebas internacionales PISA, popularizando la idea de rankings de calidad educativa entre países. Cuando se argumenta la necesidad de copiar qué hacen países exitosos como Finlandia, Singapur o Estonia, se despejan las variables que explican el éxito, por ejemplo, la cantidad de horas de clase, y se incita a que los demás países acepten la receta como pasaje al éxito asegurado.


			El objetivo de esta definición es el costo-efectividad. “Efectividad” porque se trata de alcanzar los niveles más altos en los resultados, siempre medidos a partir de pruebas, obviamente, y “costo” porque se pretende hacerlo con el menor esfuerzo posible, no sólo en términos financieros sino humanos y logísticos: conseguir los mejores resultados de la manera más eficiente.


			La última definición es la que pregona que la educación va a ser de calidad si la demanda está conforme con el servicio prestado. En este sentido, calidad es sinónimo de satisfacción del cliente siendo los clientes las familias de los alumnos y/o los alumnos, el gobierno, los empresarios, etc. “Cliente” no es sólo para quienes pagan escuelas privadas: la “clientelización” de los alumnos puede darse, y de hecho se da, en escuelas públicas y gratuitas a las que concurre una población muy pobre en la medida en que estos son concebidos como clientes que deben ser satisfechos.


			¿Cómo se determina la satisfacción de la demanda? De dos maneras. Una la constituyen las encuestas de satisfacción donde los tomadores del servicio educativo o sus probables beneficiarios expresan su agrado/desagrado en relación con la educación evaluada. Esto va desde la encuesta de satisfacción de las escuelas a sus alumnos y a los padres hasta el Ranking Global de la Calidad de la Educación Primaria que publica el Foro Económico Mundial de Davos con base en una encuesta a empresarios sobre su opinión sobre la educación.


			En el marco de esta última definición, la otra manera de medir la calidad es a partir de la lealtad de los clientes —de vuelta, clientes no significa pagar— hacia la escuela: si una escuela es muy requerida y nadie quiere dejarla, se la supone de calidad y, a la inversa, escuelas a las que pocos aspiran concurrir o son abandonadas por sus clientes serían de baja calidad.


			El objetivo de esta cuarta definición es la elección de las escuelas por parte de las familias. Se trata de que las familias sean soberanas en la educación que quieren para sus hijos por lo que no debería existir ninguna instancia de calidad por sobre esa preferencia.


			Las cuatro definiciones, como planteaba, suelen venir mezcladas. Es normal que padres, alumnos, docentes o funcionarios usen varias de ellas en forma simultánea o alternada. Pero este arbitrio tiene algunas limitaciones.


			Henry Levin es uno de los economistas de la educación más prestigiosos. Fue director del Centro Nacional para el Estudio de la Privatización en Educación en Estados Unidos y profesor de Economía y Educación en el Teachers College de la Universidad de Columbia. Levin, quien propuso un modelo para comprender globalmente estas tensiones, ha remarcado que las definiciones vienen de a pares porque están en una situación de trade-off, lo que podría definirse en español como “contrapartida” o “compensación recíproca”.


			Cohesión social es la contrapartida de elección de escuelas y equidad es la contrapartida de costo efectividad. Cuanto más aumenta la cohesión social en la educación, (por ejemplo, el Estado impone valores para uniformizar), más se pierde la elección de escuela, puesto que los padres tienen menos facultades para decidir la educación de sus hijos y viceversa. A la vez, equidad es la contrapartida de costo efectividad: cuanto más distribuye el Estado en la base, entre los más pobres, menos posibilidades para que todo el conjunto alcance los más altos resultados. Por el contrario, si se escolarizara a pocos pero a los “mejores”, los resultados serían muy superiores.


			No voy a entrar acá en la discusión de los alcances y los límites de cada definición. En mi opinión todas las definiciones tienen aspectos negativos y positivos y hay que saber valorarlos y sopesarlos. En la realidad social, todas las definiciones operan todo el tiempo, casi siempre sin la conciencia de los actores respecto de utilizar una u otra.


			El problema es que en la Argentina no hemos consensuado ningún modelo propio respecto de cuál es la calidad de la educación a la que aspiramos para nuestro sistema educativo. Por supuesto que no se trata de una definición meramente tecnicista, sino política e ideológica que, incluso, puede variar con el tiempo y con los sucesivos gobiernos. Sin embargo, en la Argentina post 1983 no hemos sido capaces de construir acuerdos acerca de lo que esperamos de la calidad de la educación.


			En otras sociedades, estos consensos son más evidentes. En algunos países, incluso, son paradigmáticos. En Chile, por ejemplo, domina la tercera definición: importa la calidad de los aprendizajes medidos en pruebas. En Uruguay, la segunda: el foco está puesto en los insumos del proceso educativo para asegurar la equidad en la distribución del bien educativo. En Cuba, domina claramente la primera, una educación de calidad como capaz de cohesionar valores. Es difícil encontrar sistemas educativos en los que domine la última definición, aunque es un componente siempre presente.


			Hay países que mezclan: Finlandia mezcla la primera con la segunda. Suecia, la segunda con la tercera. Nueva Zelanda, la tercera con la cuarta. En el Brasil de Fernando Henrique Cardoso, primaba la tercera; en el de Lula, la segunda y la tercera. España cambia la definición con cada ley educativa, que a su vez corresponde a la hegemonía de alguno de sus dos, hasta ahora, partidos gobernantes.


			Así podríamos hacer un largo listado en el que la Argentina claramente está excluida de cualquier caracterización mínimamente nítida, lo que no deja de ser un emergente más de la ausencia consuetudinaria de un proyecto educativo.


			Esta confusión es causa y efecto de los enormes problemas de calidad del sistema educativo, sea cual fuere la definición que tomemos. Uno de esos problemas es que hace falta información para poder tomar decisiones, datos para poder actuar. Pero en la Argentina se da la prédica del dato al mismo tiempo que su carencia.


			*  *  *


			Estamos asistiendo a la consagración del dato. Y no sólo en la Argentina. El dato es la vedette, el centro, el núcleo duro, el metro patrón del debate educacional global. Pero el dato a veces esconde triquiñuelas retóricas que no se pueden dejar pasar. No es que estén mal las estadísticas o los modelos econométricos. Pero justamente porque creo en la utilidad de un uso acertado de esas herramientas para el campo educacional es que quiero brindar algunas alertas. Porque se hace un uso indebido de los datos, en un país sin datos.


			Vale un ejemplo. Hace unos años, en un curso de posgrado sobre educación dirigido a periodistas, presenté un artículo cuya idea fuerza se resume así: “En la Argentina, el 50 por ciento de los adolescentes de 15 años no entiende lo que lee”.


			La autoría de la frase corresponde a un connotado opinador en temas educativos y se basaba en los resultados de las pruebas internacionales PISA en su versión de 2012.


			Una vez presentada la frase, pregunté a los estudiantes qué pensaban. Todos respondieron, unánimemente, que estaban de acuerdo. Incluso, uno de ellos arriesgó sagazmente: “Es un dato y punto. No podemos estar de acuerdo o en desacuerdo con un dato”.


			Decidí contraargumentar socráticamente para tratar de cuestionar tanta seguridad y fue así que frente a repreguntas y observaciones, finalmente uno de los presentes concluyó: “La frase es inverosímil”. Y explicó: “Es imposible que la mitad de los adolescentes no entienda lo que lee o en todo caso habría que analizar qué es lo que se pretende que se entienda. Si les damos a leer un texto de Foucault, posiblemente no lo entiendan, pero muchos otros textos sí seguro serán comprendidos por el 100 por ciento de los adolescentes”.


			La magia del dato se había evaporado. El encanto desapareció. El rey está desnudo: no hay dato en este caso sino una vergonzosa superficialidad técnica, masomenismo criollo, un show de poca monta. Las pruebas PISA no indican eso sino algo mucho más específico, acotado, preciso y, entiendo, mediáticamente menos interesante y más difícil de trasmitir en un titular.


			Lo que muestran, en realidad, es que una parte de los estudiantes argentinos tiene problemas de comprensión lectora en textos de cierta complejidad lexical y cuanta más complejidad, menos alumnos llegan a una comprensión cabal. Sin embargo, existen muchos otros que pueden armar “islas interpretativas”, es decir, no comprenden la totalidad pero sí, al menos, algunas partes que incluso pueden llegar a hilvanar en un todo hermenéutico relativamente consistente.


			Con la trillada frase del “50 por ciento no comprende lo que lee”, no se puede actuar para resolver; apenas sirve para indignarse y vociferar consignas morales. La interpretación precisa tiene menos glamour mediático y menos rótulo moral, pero puede conformar una base para establecer diagnósticos adecuados y soluciones realistas.


			La pequeña anécdota del 50 por ciento delata una nueva forma diletante de nuestro casi inexistente debate educacional: “el dato” allí donde no hay dato.


			Es que esta nueva vedette a veces es, apenas, una vedetonga: una botinera para la cual todo da lo mismo. Ahora que a todos se les ha dado por pedir “evidencias” cada vez que se hace una afirmación sobre educación, “el dato” viene a enrostrar que lo que se dice tiene sustento científico, aval investigativo.


			Si hace treinta años la educación era cosa de psicólogos con sus inconscientes y sus estadíos de maduración intelectual, hace quince años que es de los economistas con sus regresiones y sus modelos econométricos, todos ellos ahora amenazados, lamento informarles, por neurocientistas ávidos de ocupar su lugar. A todos ellos, los pedagogos que hace trescientos años estudiamos la educación escolar les damos una calurosa bienvenida.


			No es que estén mal las estadísticas o los modelos econométricos. Yo mismo, de hecho, investigo y he publicado decenas de artículos académicos usando esos instrumentos: he generado demostraciones recurriendo a modelos estadísticos o econométricos. Pero es justamente porque creo en la utilidad de un uso acertado de esas herramientas para el campo educacional que quiero brindar tres alertas breves y no solicitadas por nadie.


			La primera es la alerta de sobresimplificación. Como en la frase citada más arriba, suele no consignarse contextos, no precisarse variables, no usar teoría seria, lo que lleva, como en ese caso, a la era de la inverosimilitud. El drama es que frases terminantes que contienen datos cierran bien con cierto sentido común mediático y si no son ciertas, al menos merecerían serlo por su perfección estética y por su performatividad argumentativa.


			Tal es así que si googleamos la frase del 50 por ciento podremos ver que los mismos comentarios indignados se repiten en todos los países latinoamericanos evaluados en PISA, todos unidos por la frase del 50 por ciento de analfabetos funcionales. Oh, la casualidad estadística.


			Sobresimplificación también es recurrir a ejemplos que se puedan aplicar mecánicamente, como quien se come un chori en la estación mientras espera el tren. Si a Finlandia le va bien en las pruebas PISA, probemos con hacer las cosas como en Finlandia. Que Finlandia tenga el 20 por ciento de los habitantes de la Argentina, que no haya pobres, que el sistema impositivo, de tenencia de la tierra o de herencia sea el inverso que en donde se quiere aplicar son detallecitos menores. No digo que no haya que aprender de Finlandia: pero copiar su educación como si las otras variables operasen igual que en la Argentina, paga en la TV y en algún titular pero poco aporta a un debate serio.


			La segunda es la alerta de obviedad. Muchas de las “nuevas” conclusiones amparadas en datos estadísticos son sabidas desde hace décadas, desde las lejanas épocas en las que si acaso existían bases de datos, no eran de acceso público y por supuesto, no estaban online. Ahora que no hay que ir a fotocopiar las páginas una por una y que los opinadores educativos se las bajan desde su casa, justo ahora “descubren” los “datos”.


			Por ejemplo, recurrentemente los medios dan amplia difusión al hecho de que un porcentaje muy bajo de estudiantes universitarios culmina con éxito sus estudios en la Argentina. Pero esta situación es largamente conocida en el campo intelectual de la educación argentina desde los años 80. Fue publicada en artículos, libros, en español, en inglés, en tesis, investigaciones, y hasta fue argumento de funcionarios políticos que pretendían arancelar la universidad pública. También fue título de decenas de notas periodísticas. Googleen y verán. Y ante un debate infecundo, la obviedad se consagra mediáticamente como novedad y el debate retrocede varios casilleros.


			Quienes caen en la obviedad suelen ser los opinadores educativos ni-ni: ni se formaron con libros ni tienen práctica en las escuelas, las dos condiciones históricas del educacionista. Arman discursos muy efectivos para una audiencia de sentido común.


			No soy corporativo y creo que cualquiera puede opinar de cualquier tema. No creo en cotos cerrados del conocimiento y en mi cuenta de twitter puedo debatir horizontalmente con tuiteros que no sólo no tienen formación técnica, sino que son tan jóvenes que no se atreven a tratarme de vos.


			Sé muy bien que en algunas de esas opiniones novatas e inexpertas suele haber mucha intuición potente e inteligente que abre puertas al pensamiento. Pero coincido también con el periodista Malcolm Gladwell, el reconocido autor de Los fuera de serie. Por qué algunas personas tienen éxito y otras no, donde explica la regla de las 10.000 horas: la cantidad mínima de tiempo de estudio y práctica que se precisa para construir talento. Incluso sobre la educación, de la que todos sabemos todo.


			Es verdad que el esfuerzo se reemplaza con frases de diletantes rellenadas con “datos” que terminan siendo inverosímiles, con el copiado y pegado de las planillas Excel que se puedan conseguir. Pero no todo da lo mismo.


			*  *  *


			Comencemos por el principio. En la Argentina no se sabe cuántos docentes hay. Así como suena. Nadie lo sabe. No se sabe, tampoco, qué proporción hay de mujeres y de hombres en la docencia.


			Los datos oficiales computan cargos docentes (por “turno”, jornada completa u hora cátedra), pero no a los docentes/personas. ¿Alguien podría explicarme qué datos se pueden construir si ni siquiera sabemos cuántos docentes hay?


			Para resolver el problema, la decisión estatal fue confeccionar un censo que se ejecuta cada diez años, hasta ahora en 1994, 2004 y 2014. Es decir, en vez de generar un sistema para conocer el dato año a año, totalmente posible con los sistemas informáticos actuales que permitirían incluso un conocimiento del dato online y en tiempo real, la solución fue contarlos uno por uno, una vez en cada década: un sistema vetusto que ya nace desactualizado porque se tarda como mínimo un año y medio en elaborar los datos provisionales. Cuando los datos del censo se hacen públicos, ya son viejos. Y no me vengan con que un país en desarrollo como la Argentina no puede organizar un sistema de ese tipo: la agencia federal de recaudación de impuestos, la AFIP, hace años que contabiliza en tiempo real el flujo financiero que ingresa a las arcas del Estado. Pero hay más.


			En la Argentina existe un código estadístico por cada escuela, el CUE, pero hay escuelas que no tienen CUE. En la Argentina no se sabe, por ejemplo, qué proporción de alumnos se lleva matemática en el secundario. No tenemos datos de ausentismo de los docentes. Mucho menos de los alumnos. En la cultura del dato, no hay datos.


			La información estadística del Ministerio de Educación de la Nación surge de articular la información que manda cada una de las provincias a lo que se suma la información nacional-financiamiento nacional, evaluación nacional y universidades. Este esquema organizativo fue diseñado en 1993 y por más de veinticinco años no tuvo cambios de fondo, a pesar de los enormes cambios operados en este período gracias a los avances de las redes y las computadoras.


			Por otra parte, la información está separada en compartimentos estancos en la web y ninguno de cada uno de estos ámbitos se vincula con el otro. No hay criterios comunes en la forma ni en el contenido en que se brinda la información.


			Sugiero revisar las páginas de estadística educacional de Chile o Uruguay y compararlas con la Argentina: esta brilla por su precariedad al lado de las otras tanto en lo estético y en la organización formal, como en la cantidad y calidad de la información que se pretende dar.


			Los pasos que dio Brasil, especialmente en la segunda presidencia de Lula, fueron en este sentido muy grandes al punto de que es posible bajar aplicaciones específicas que permiten analizar información estadística de las escuelas brasileñas en un país mucho más grande, más numeroso y más complejo social y culturalmente que la Argentina.


			La frustración frente a esta anomalía cotidiana no es por la pretensión academicista o tecnocrática de unos pocos: la información estadística es ineludible a la hora de tomar decisiones de política pública e intentar que no se implementen a ciegas. Por otro lado, esto también se corresponde con el derecho a la información propio de una sociedad abierta.


			¿Esta carencia responde a una decisión política para que las peores situaciones no sean identificadas ni por los medios ni por el gran público? ¿Se trata de una artimaña maliciosa? Tengo mis serias dudas.


			En parte tiene que ver con una disparatada concepción del resguardo de la privacidad que se confunde con paternalismo político y, también, con algo de manipulación. Por ejemplo, la idea que prevalece desde 2003, aunque en los años 90 la situación era muy parecida, es que informar los problemas del aprendizaje, especialmente cuando están asociados a las paupérrimas condiciones de vida de un sector creciente de la población, es “estigmatizar”.


			Esta anestésica idea de que lo que estigmatiza no es la realidad sino informar sobre la realidad ya está establecida en la Ley de Educación Nacional, aprobada por amplia mayoría en 2006 que en su artículo 97 dice, textualmente, que “la política de difusión de la información sobre los resultados de las evaluaciones resguardará la identidad de los/as alumnos/as, docentes e instituciones educativas, a fin de evitar cualquier forma de estigmatización”. O sea, el problema no es que se iguale para abajo: para esta política educativa el problema es que se lo comunique. Creo que el desprecio por la educación lleva a los ámbitos menos pensados.


			Algunas sospechas de malversación pueden ser explicitadas aunque sin evidencia y pensando que puede deberse más que todo a la pereza, la desorganización y la abulia en la gestión.


			Por ejemplo, las estadísticas ministeriales funcionaban razonablemente bien en los límites de su precariedad. Da la impresión de que a partir de 2009 la calidad y cantidad de la información comenzó a deteriorarse.


			Se suspendieron algunas series que se venían presentando, se las pasó a mostrar en forma estática —es decir, en archivos PDF que dificultan muchísimo la elaboración de los datos—, se empezaron a omitir años completos y se brindaba información cada vez más agregada, lo que limita el análisis de situaciones específicas. Las omisiones responden a datos que las autoridades efectivamente poseían, que no son confidenciales y cuyo “olvido” responde a una decisión política o burocrática, O al fenomenal despelote de la administración, para decirlo en latín.


			A partir de 2016, este panorama mejoró notablemente aunque siempre en la lógica tradicional, sin un salto cualitativo que exprese una forma más constructiva y amigable de mostrar estadísticamente el funcionamiento de la educación escolar. De hecho, el documento “La educación en cifras”, una herramienta básica del Ministerio de Educación, sólo llega hasta 2013.


			La información sobre salarios docentes, por ejemplo, se encuentra presentada en forma parcial. Se indica sólo desde 2004 y se actualiza trimestralmente en archivos separados. Es información acotada y no están las bases de datos completas a las que, increíblemente, sí se pueden acceder en una web no oficial: http://salariodocente.com.ar


			Allí sí están los datos que no publica el ministerio nacional: salarios por provincia, para todos los cargos docentes, desde 1991 hasta el mes en el que se accede a ella y en un formato dinámico que permite consultas, simulaciones y comparaciones. Con motivo de una investigación reciente, me enteré de que la persona que está a cargo de esa página, a quien no conozco personalmente y que hace lo que la dependencia oficial no, no recibe financiamiento gubernamental. Y lo hace muy bien, felicitaciones.


			Además, en esa página están identificados todos y cada uno de los cargos docentes por cada provincia, cosa de la que tampoco dispone públicamente la información oficial.


			En el portal del Ministerio de Educación de la Nación, el gasto en educación por provincia se informa sólo desde 2002 y llega solamente hasta 2015, incluidas las transferencias a la educación privada, que no se discriminan por nivel educativo ni por el porcentaje de financiamiento Se presentan con planillas estáticas en PDF.


			Los anuarios estadísticos que condensan la información sobre docentes, alumnos y establecimientos van desde el año 1996 a 2015. Durante años estuvieron disponibles los años 1994 y 1995, pero ya hace varios que faltan. Durante mucho tiempo faltó de la web el año 1999 completo pero en 2016, misteriosamente, reapareció. Durante años, las estadísticas 1996-2000 estuvieron en formato dinámico y luego pasaron a PDF. Volvieron a formato dinámico en 2016. Otro misterio.


			La información de esos anuarios estadísticos se publica normalmente entre agosto y octubre del año siguiente. En Chile y en Uruguay se publican en febrero del año siguiente, si no antes. Para 2011 y 2012 tardaron más de dos años en publicarse. El Anuario 2016 no fue publicado en todo 2017.


			Las bases de datos ofrecidas tienen muchos problemas y omisiones. Detallo los más evidentes, que obedecen a decisiones políticas subsanables en un corto plazo.


			Hay problemas de organización y de uso de criterios disímiles para agrupar los datos. Por ejemplo, en años recientes, para la enseñanza primaria, sólo se computan los alumnos de 1ro a 6to grado cuando muchas jurisdicciones, como la CABA tienen siete grados. Los alumnos de primaria de 7mo grado de la CABA, como en otras provincias, aparecen contabilizados como si estuvieran cursando la escuela secundaria, engrosando así el número total de estudiantes secundarios.


			A la inversa, para los años en los que regía la EGB y el polimodal, los datos siguen agrupados de esa manera. Esto obliga a reelaborar cada una de las bases y genera diferencias de acuerdo con el criterio de cada analista: algo tan básico y esencial como saber cuántos alumnos hay en la escuela primaria argentina termina siendo materia opinable a causa de la pésima organización estadística. O sea, no hay datos de docentes y los datos de alumnos son discutibles y varían de acuerdo con quién los elabore: un clásico argentino.


			Los datos educacionales se desagregan sólo por provincia. Sólo en Buenos Aires se desagrega por conurbano y resto de la provincia. No se distinguen por municipio/departamento o comuna sino en un par de años, 2013 y 2014, lo que hace que la información tan agrupada pierda relevancia.


			Pero incluso en ese par de años la información está incompleta. Por ejemplo, sabemos que en 2013 el 11 por ciento de los chicos que estaban en primer grado con 6 años en las escuelas primarias públicas del conurbano no habían asistido al jardín de infantes. ¿Cuál será ese número en los distritos más pobres: ¿20 por ciento? ¿30 por ciento? No hay información específica: la que hay es muy general y en casos como este, oculta situaciones de extrema gravedad socioeconómica y vulnerabilidad educacional.


			La información sobre el nivel inicial incluye sólo establecimientos oficiales y no incluye los programas de primera infancia del Ministerio de Desarrollo Social y similares de muchas provincias. Esto oculta que el crecimiento de la matrícula en este nivel estuvo dominado en los últimos años por instituciones no escolares de calidad discutible donde, a veces, ni siquiera hay personal docente con título.


			Los graduados del secundario del Plan FinEs no se diferencian de los demás. No se diferencian escuelas privadas subvencionadas por el Estado de las no subvencionadas. Mucho menos si son religiosas y a qué denominación pertenecen. No se proveen bases de datos con cohortes reales para ningún nivel educativo. No hay ninguna información acerca del nivel socioeconómico de los alumnos. No se presentan datos oficiales sobre la distribución de netbooks o de libros.


			A pesar de todos estos problemas, las oficinas de investigación del Ministerio de Educación actualizan informes de investigación de autoría de su personal. Sin embargo, y con independencia del enfoque utilizado por los profesionales, los datos allí expuestos tampoco van más allá de las limitaciones de los datos ofrecidos en la web.


			El caso de los datos de las pruebas de evaluación estandarizadas tomadas desde 1993, las ONE, no fue diferente. El acceso a las bases de datos siempre fue muy difícil si no imposible y usualmente la utilización con fines académicos había que negociarla con los funcionarios de turno. Hasta 1999, los resultados de las evaluaciones de calidad se brindaban públicamente por provincia. Desde los 2000 “por regiones” para no herir susceptibilidades políticas.


			Afortunadamente, desde 2016 las cosas cambiaron. No solamente las bases son públicas, sino que por internet es posible acceder a un software especial y de muy sencillo manejo que facilita la visualización de los resultados y ofrece muchas posibilidades de comprender y aprender.


			Pero independientemente de este último y muy aislado avance, me llama la atención que solamente los profesionales del oficio estemos conscientes de estas situaciones: pareciera que este desinterés es un indicador que muestra que la modesta preocupación por los datos se corresponde con la modestia en los esfuerzos por mejorar la educación.


			Tampoco los especialistas en educación hemos reaccionado colectivamente, sino que hemos sido unos pocos quienes, individualmente, venimos marcando este constante y creciente deterioro.


			*  *  *


			Las pruebas estandarizadas que miden la calidad de los aprendizajes de los alumnos son otros de los fetiches adorados y al mismo tiempo resistidos en la Argentina.


			Las evaluaciones de calidad educativa con formato estandarizado y aplicado nacionalmente comenzaron en la Argentina recién en 1993. Sin embargo, en todos estos años hubo algunos intentos provinciales en Mendoza, Córdoba, Río Negro, Provincia de Buenos Aires en un contexto de extraordinario desinterés por el tema.


			Cuando en diciembre de 2007 inicié mi muy transitoria y fútil gestión como ministro de Educación de CABA, que concluyó en diciembre de 2009, ni siquiera existía un organismo estatal dedicado a la evaluación entre los incontables organismos con las funciones más increíbles. Tuve que crear una Dirección de Evaluación de la Educación porque no había.


			Una de las medidas que más me entusiasmaba era la de un examen final del secundario, voluntario e independiente de la certificación del nivel, con el mismo modelo del examen nacional de enseñanza media del Brasil, creado bajo la presidencia de Fernando Henrique Caroso y mejorado por el gobierno de Lula Da Silva.


			Un emprendimiento de esta naturaleza es muy difícil de llevar a la práctica, pero los avances fueron importantes y se iba a aplicar por primera vez en noviembre de 2011. Lamentablemente, después de mi renuncia, la propuesta fue suavizada y se transformó en una prueba que se toma al final del secundario con carácter anónimo y sólo para determinar niveles de calidad, las pruebas FESBA.


			Estos vaivenes políticos, esta falta de consistencia también sucede con las evaluaciones nacionales del Operativo Nacional de Evaluación, el ONE. Como mostré junto con Milagros Nores en nuestro libro La evaluación educativa en la Argentina, la evaluación nacional surge en el contexto de un conjunto de condiciones y recomendaciones del Banco Mundial para conceder créditos a la Argentina para el área de educación.


			Su implementación fue anual y en 1997 ya había tomado un envión importante, con evaluaciones censales a todos los estudiantes del último año de la escuela secundaria. El formato de la prueba consistía en un conjunto de preguntas “cerradas”, que habitualmente se conocen como elección múltiple o multiple choice en inglés, y preguntas de respuesta abierta que nunca llegaban al 15 o al 20 por ciento del total de ítems.


			Los resultados se publicaban para cada provincia y se los difundía en actos importantes con la participación del presidente Carlos Menem, quien además aprovechaba para imaginar futuros distópicos de la Argentina con viajes a China de dos horas por medio de cohetes que “se elevan a la atmósfera y suben a la estratósfera…”. Vale la pena ver el video.


			Pero con todos sus problemas técnicos y políticos, los ONE como se los conocía —no por “uno” en inglés, uan en fonética, como lo pronunció una vez un alto funcionario del área educativa proveniente del sector empresarial y de cuyo nombre no quiero acordarme— avanzaban a paso firme creando una cultura de la evaluación que con el tiempo se instalaba en la población escolar


			Con el cambio de gobierno, los ONE continuaron en 2000 y en 2001 se creó además el Instituto para el Desarrollo de la Calidad Educativa (IDECE), un organismo desconcentrado con la función de “relevar la información del sistema educativo y de evaluar su funcionamiento”, según el decreto del entonces presidente Fernando de la Rúa. Se trataba de una institución que aspiraba a la necesaria independencia de los gobiernos de turno para evaluar la educación, un gran proyecto que, obviamente, nunca fue implementado aunque el decreto sigue vigente.


			En 2002, la prueba no se administró a causa de la crisis socieconómica aunque países como la ex Yugoslavia seguían con la toma de exámenes equivalentes en medio de la guerra. Al saltearse el año de la crisis, el gobierno kirchnerista aprovechó para hacer evaluaciones bienales en los años 2003-2005-2007. A partir de entonces, las distancia entre pruebas se alargaron y las evaluaciones comenzaron a ser trienales y se implementaron en 2010 y 2013.


			Suponemos que en pocos años más hubieran sido cuatrienales y así de seguido: el interés por las evaluaciones estandarizadas era muy escaso por parte del gobierno kirchnerista y esto era admitido públicamente por la autoridades del área.


			En 2016 correspondía una nueva versión del ONE trienal. Pero el nuevo gobierno de Cambiemos decidió volver a una evaluación anual a partir de ese momento. También optó por eliminar las preguntas abiertas. Así que sólo se tomaron las preguntas de multiple choice. Esto permitió al gobierno del presidente Macri presentar los resultados a los siete meses de haber tomado la prueba y no dos años después como era usual en el formato anterior.


			Con este nuevo gobierno, nuevo formato y el consabido cambio de nombre, de ONE a Evaluación Aprender, se abrieron las puertas para una nueva versión de las pruebas de calidad y del tango bailado por el gobierno y los sindicatos docentes.


			Por un lado, el gobierno de Macri presentó la Evaluación Aprender como si fuera una medida de política educativa propia e inaugural cuando en realidad era una continuidad de seis gestiones presidenciales diferentes y la vez número quince que se hacía el operativo, sumado a que 2016 era el año en que correspondía aplicarla de acuerdo con la frecuencia trienal. Es decir que Cambiemos refundó lo que ya existía.


			Por otro lado, los sindicatos docentes que durante todo el período 2003-2015 habían aceptado la aplicación de las mismas evaluaciones cuando se llamaban ONE, o al menos se habían resignado a su implementación, resistieron esta “nueva embestida del gobierno neoliberal que aplica una prueba estandarizada” cuando hacía años que venían aceptando las pruebas estandarizadas de los ONE.


			*  *  *


			Es posible extraer tres conclusiones básicas en relación con el panorama de las evaluaciones estandarizadas en la Argentina y de la calidad educativa.


			La primera, que ya es muy sabida, es que los problemas de calidad medidos de acuerdo con la tercera definición, los resultados de los aprendizajes, son graves dado que es muy alta la proporción de chicos de primaria y secundaria que no alcanzan niveles medios y altos de rendimiento y que esta distribución depende, centralmente, del nivel socioeconómico de los alumnos y de las provincias donde viven más que de ninguna otra variable.


			Aun así, el desempeño de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que históricamente era muy superior al del resto del país, viene achatándose en los últimos años y pareciéndose más al resto y no porque el resto haya mejorado.


			La segunda conclusión es que el sector privado de la educación tiene en promedio un desempeño superior de calidad que el sector estatal. La conclusión que saca buena parte de los medios de comunicación y el error en el que caen los funcionarios es afirmar que, entonces, la escuela privada es mejor que la pública.


			Esto no es así, al menos no lo es necesariamente. Voy a explicarlo de la manera más simple posible.


			Supongamos que la escuela privada A tiene entre sus alumnos un promedio de desempeño de 8 sobre diez y que la escuela pública B tiene un promedio de desempeño de 6 sobre diez. ¿Cuál de estas dos escuelas es la mejor?


			Pues bien, la pregunta es capciosa ya que este tipo de evaluaciones no nos permite, al menos en principio, determinar cuál escuela es mejor, sino cuáles alumnos saben más, rigurosamente, cuales alumnos responden más eficazmente a las pruebas.


			Lo que sí podemos decir es que los alumnos de A aprendieron más que los de la B, pero no sabemos si eso es debido a la escuela o a otra variable: las familias, el nivel socioeconómico y el capital cultural de los estudiantes, que son las variables que mejor explican el desempeño escolar de acuerdo con toda la literatura académica disponible.


			Para saber si la escuela privada A es mejor que la escuela estatal B, deberíamos comprobar qué resultados tendrían en las pruebas los chicos de B si asistieran a la escuela A. Claro que eso es imposible de hacer en la realidad pero es posible simularlo estadísticamente.


			Los pocos estudios al respecto para el caso argentino muestran que las escuelas privadas son apenas “mejores” que las estatales pero con resultados poco robustos. Esto significa que en la Argentina no existen ámbitos de excelencia, donde se formen las futuras clases dirigentes en escuelas de excelencia sino que lo que hay son “mejores alumnos” con mayor capital social y capacidad de aprovechar la educación que se les brinda.


			Más aún, el agrupamiento de estos chicos en una misma escuela potencia sus capacidades mientras que el agrupamiento de los otros en las escuelas estatales potencia la carencia. Es por eso que una escuela pública que integre a todos y todas, y no que segregue por sectores sociales, es tan importante.


			El mismo argumento de calidad vale para las consabidas escuelas secundarias dependientes de universidades, supuestamente de “élite”. No es necesariamente que el Colegio Nacional de Buenos Aires sea una “buena escuela”: sí sucede que a ella concurren quienes se creen muy buenos alumnos, capaces de aprobar un curso de ingreso muy competitivo y de, la mayoría de las veces, pagar un curso adicional que garantiza más chances de ingreso. Niños y niñas de 12 años en este entorno de alta exigencia y competencia intelectual van seguramente a tener buenos resultados en pruebas estandarizadas. Sería interesante averiguar qué resultados tendrían estos colegios si operaran en las escuelas públicas de la zonas más vulneradas de las ciudades argentinas.


			La tercera conclusión es que lamentablemente hay relativizar todo lo expuesto. Es que las evaluaciones estandarizadas son realizadas por pocos chicos en relación con los que deberían hacerlas para garantizar su consistencia y robustez estadística.


			Para el caso de las pruebas Aprender de 2016 hubo grandes distritos como la CABA y la Provincia de Buenos Aires donde sólo el 50 por ciento de los chicos de escuelas públicas o el 60 por ciento en el mejor de los casos completó las pruebas de carácter censal, es decir, pruebas que tendrían que haber sido realizadas por el 100 por ciento de los alumnos.


			Frente a estos problemas, los técnicos del Ministerio de Educación Nacional, responsable de las evaluaciones, deben aplicar al conjunto relevado un “factor de expansión” para simular estadísticamente las respuestas del 50 por ciento que no respondió. Si bien esta estrategia técnica es genuina, trae otros problemas que hacen difícil la utilización de los resultados en todo su potencial.


			Este déficit en las respuestas se explica no solamente por la oposición del sindicato docente a las evaluaciones sino también por una falta de la cultura de la evaluación en los docentes, los padres y los alumnos. Recordemos que son evaluaciones anónimas, “sin nota” por lo que muchas personas, de buena fe, no le ven un beneficio inmediato y consideran que da lo mismo hacerlas que no hacerlas.


			No soy de los que hacen de la evaluación educativa un punto de inflexión, una divinidad misteriosa ante cuyo altar hay que arrodillarse. Sí creo que las evaluaciones estandarizadas tienen un valor importante para la gestión de las escuelas y para la política pública si se aplican bien: la cuestión es que en la Argentina, y después de 25 años de pruebas y 16 operativos realizados hasta 2017, falta una cultura de la evaluación en la población que reconozca y acepte las posibilidades de este instrumento.


			La idea, lamentablemente interrumpida, de implementar un organismo de evaluación educativa independiente de los gobiernos de turno, con prestigio técnico y seriedad política, puede ser un buen inicio para el cambio cultural.


			Independientemente de la oposición sindical y de los problemas técnicos y de gestión en la aplicación de las pruebas, es visible la resistencia en muchos docentes, alumnos y familias que no alcanzan a percibir los aspectos positivos de la evaluación de las escuelas aun siendo una parte central del día a día escolar.


			La desconfianza hacia una mirada externa; las suspicacias sobre el uso político de los datos; entredichos diversos y generalizados sobre el rol de la evaluación; críticas a los procedimientos estandarizados y sospechas de falta de comprensión de la realidad de las aulas suelen enumerarse como los argumentos que explican la oposición en diversos ámbitos educativos.


			Muchos educadores argumentan, no sin razón, que los resultados de las evaluaciones no ayudan si los docentes tienen poco margen de maniobra para decidir sobre la educación en sus propias escuelas.


			Frente a esta situación, el desafío consiste en mostrar las ventajas de la evaluación de las escuelas como una herramienta más para mejorar los procesos pedagógicos a partir de evidencia sólida que permita decidir a futuro. Esta concientización no se va a lograr sin una sostenida estrategia de trabajo en cada escuela, brindando en forma permanente información acerca de los procesos evaluativos y ampliando la autonomía pedagógica y organizacional de las escuelas para que colectivos docentes reflexivos e innovadores puedan usar los resultados de las pruebas como insumos para la construcción de proyectos escolares que den respuestas concretas a las demandas cada vez más acuciantes de la población escolarizada.


			*  *  *


			En el caso de las pruebas internacionales de las que participa la Argentina, su calidad técnica es más confiable y la comparación con otros países del mundo y especialmente de la región muestra en toda su plenitud el nivel de retroceso, de estancamiento en el mejor de los casos, de la educación argentina.


			Por ejemplo, desde 1997 la UNESCO organiza pruebas estandarizadas para varios países de América Latina y la película es realmente inconveniente. El Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación de la UNESCO realiza test de matemáticas, lengua y ciencias a los alumnos del tercero y el sexto año de la escolarización “con el fin de dar cuenta de la calidad de la educación en la región y guiar la toma de decisiones en políticas públicas educativas”. También se aplican formularios por alumno para recabar información sobre su nivel socioeconómico y cultural con el fin de analizar las variables que impactan en los logros del aprendizaje de cada chico.


			En 1997, el Primer Estudio Regional Comparativo y Explicativo (PERCE) mostró el rendimiento de alumnos de 13 países. El ranking lo encabezó entonces Cuba, la única vez en la que participó de un operativo de evaluación internacional. En el segundo puesto aparecía Chile y muy cerca, la Argentina. Ambos países sudamericanos mostraban desempeños generales muy similares y la diferencia entre los de mejor y peor rendimiento en cada país también era muy similar.


			En el estudio TERCE de 2013, las cosas cambiaron notoriamente. En la Argentina habían transcurrido 16 años agitados entre el fin del menemismo, la crisis del 2001-2002 y la política educativa pos 2003.


			En esta nueva edición, fueron 15 los países participantes de la evaluación de UNESCO y la Argentina retrocedió al séptimo lugar. Exceptuando a los cuatro países que empeoraron, la Argentina es el que menos mejora de todos. Chile está a la cabeza de la calidad educativa medida de esta manera.


			En Matemática, se notó un leve crecimiento respecto de la prueba de 2004 (SERCE) aunque por debajo del promedio, porque casi todos los países crecieron mucho más. En Ciencias, donde son evaluados apenas siete países, los resultados fueron algo más alentadores.


			El único dato consolador para la Argentina fue la mejora detectada entre los alumnos que se encontraban en los niveles de mayor dificultad: sus puntajes fueron los que más crecieron.


			El balance general resultó muy deprimente: da la impresión de que la mayoría del resto de los países latinoamericanos han mejorado lenta pero muy sostenidamente mientras que la Argentina ha mostrado mínima capacidad de recuperación ante sus crisis educativa.


			*  *  *


			Quiero analizar lo que yo llamo el maleficio argentino en las pruebas PISA. Algo parecido (me refiero al retroceso y el estancamiento), sucede con la participación de la Argentina en esas famosas pruebas internacionales.


			Las pruebas del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes (PISA por sus siglas en inglés) es un proyecto de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) que busca evaluar el nivel de formación del capital humano a nivel global para lo cual aplica pruebas estandarizadas en los países del mundo que adhieran al emprendimiento. Se toma a estudiantes de 15 años no importa en qué grado o año estén, si en el año que le corresponde o rezagados o adelantados. Es una prueba muestral, es decir, se selecciona aleatoriamente a una muestra representativa de estudiantes.


			Las pruebas se toman desde el año 2000 cada tres años: 2000, 2003, 2006, 2009, 2012 y 2015. Cada vez más países del mundo adhieren al proyecto y aceptan ser evaluados. La Argentina fue pionera en ese sentido pues participó en la del 2000 y en las siguientes excepto la de 2003 a causa de… ¡otra vez la crisis!


			Pero las pruebas PISA, por el nivel de impacto que tienen mundialmente, son muchos más que una prueba estandarizada. Cuando sus resultados son divulgados, se produce un intenso debate en todos los países, lo que suele incluir que rueden las cabezas de los ministros de Educación a los que se les adjudican los virtuales fracasos, Y esto no sólo en los países desarrollados. En el Uruguay de Pepe Mujica también debió renunciar el responsable de la educación media después de conocerse el informe de PISA 2012.


			El economista alemán Andreas Schleicher es el director del Departamento de Educación de la OCDE y factótum de las pruebas PISA. Si bien su cargo es de un nivel burocrático entre intermedio y menor en la jerarquía de los organismos internacionales, Andreas se las arregló muy bien para convertirse en una suerte de autoridad global que lleva por todos los países el mensaje de la calidad educativa según la OCDE y aconseja los mejores pasos a seguir. Es uno de los ejemplos más claros del proceso de globalización de la educación o, como les digo en broma a mis alumnos, Schleicher es el ministro de Educación del mundo.


			La OCDE también consiguió en poco tiempo, en poco más de una década, que el día de cada trienio en el que se hacen públicos los resultados de las pruebas se transforme en un acontecimiento global, una movida mediática generalizada, a la que la propia OCDE bautizó “PISA Day”: un show urbi et orbi, en el que todos los medios y las redes del mundo exponen con fría espectacularidad los datos recabados.


			Ahí sí, sin lugar a dudas el dato es la encantadora vedette con sus brillos, sus luces y en todo su esplendor: están en sencillos gráficos en documentos jpg para los más holgazanes, en sesudos análisis en formato pdf para los más reflexivos y en fríos números de Excell para los inquietos e implacables economistas de la educación: la lógica de la comprensión globalizada del ranking hubiera sido otra sin internet.


			Los datos de PISA invaden las redes sociales, los portales y la TV mostrando rankings. Sus informes se discuten y la opinión pública explica, conjetura, aventura cuáles son las variables que determinan una educación de calidad o, para decirlo como se hubiera dicho antes, cuáles son los misterios, acaso insondables, de una buena función de producción de la educación.


			Esta escena globalizada se ha convertido en una suerte de norma mundial para la educación escolar. Los sectores vinculados al gobierno argentino durante la era K atacaron las pruebas PISA directamente, toda vez que es muy difícil encontrar una explicación para el deterioro evidente que los datos muestran sobre la situación educativa argentina.


			Los funcionarios del gobierno de entonces afirmaban que PISA no medía la inclusión, falsa, que supimos conseguir; los sindicalistas aliados al gobierno adujeron que PISA, la OCDE a la sazón, no pretendía otra cosa que instalar el libre comercio en el mundo y que, por tanto, las pruebas no eran más que una aviesa maniobra táctica en ese sentido. Y finalmente, desde los ámbitos técnicos nos indicaron paternalmente qué mirar de PISA: hasta hubo uno que nos aconsejó públicamente mirar solo a los países latinoamericanos, que estaban de la mitad del ranking para abajo y dejar de compararnos con los países desarrollados que estaban de mitad del ranking para arriba dado que “el ranking es mentiroso” (sic).


			En mi opinión, hay muchas críticas para hacerle a las pruebas educacionales internacionales estandarizadas en general y a PISA en particular. Entre las curiosidades e inconsistencias de PISA, podemos señalar varias para solaz esparcimiento de quienes son “críticos” a PISA en particular y al “neoliberalismo educativo” en general.


			Varios de los primeros puestos del ranking PISA se corresponden con países sin democracia o de partido único o sin libertad de prensa, con control de Google, con dictadura del proletariado o dictadura a secas y severas transgresiones a los derechos humanos.


			La mayoría de los primeros países en el ranking PISA poseen escuela pública y sistema educativo extendido desde, apenas, los años 60 del siglo XX. La mayoría de esos primeros puestos del ranking están ocupados por países asiáticos con la “cultura del arrozal” y su ética de la paciencia y el esfuerzo, que describiré en el próximo capítulo.


			Es muy difícil hacer corresponder los mejores resultados con un tipo determinado de sistema educativo. Por ejemplo, Holanda, que es un país exitoso en PISA, tiene un sistema educativo en el que, desde principios de siglo XX, predomina mayoritariamente la escuela privada religiosa y desde mediados de los años 80, conforma un cuasimercado educativo con financiamiento a la demanda y competencia entre escuelas. En Finlandia, otro país top no asiático, no hay escuelas privadas. El primer país latinoamericano del ranking, Chile, también tiene desde los años 80 un cuasimercado educativo y mayoría de escuelas privadas.


			Finlandia pasó del puesto 1 en 2009 al puesto 12 en 2012 al puesto 2 en 2015. En ese primer trienio pasó de ser ejemplo mundial, polo de turismo pedagógico, tema de decenas de libros sobre el “éxito educativo” y esperanza de los colectivos pedagógicos antipruebas estandarizadas, a formar parte de un lote menos privilegiado. No sabemos cuánta bibliografía ni cuánto turismo generó este retroceso ni cuánto de todo eso se recuperó en el trienio siguiente, cuando volvió a ascender. Cuesta entender cómo pueden existir estas grandes diferencias en tan poco tiempo.


			A pesar de Chuk Norris y de Sylvester Stallone, Vietnam, entre el puesto 10 y el 20, quedó mucho más adelante que USA (top 40).


			A pesar de los grandes pedagogos rusos Anatoly Lunacharsky y Anton Makarenko, varias ex repúblicas soviéticas como Estonia y ex países del “socialismo real” como Polonia cayeron del puesto 10 al 20 en el ranking, mientras que Rusia quedó top 40.


			Rusia está casi siempre mejor en el ranking que USA —por poco, pero mejor— mostrando que las proezas de la perra Laika y de Yury Gagarin no fueron en vano.


			Podríamos seguir pero se trataba sólo de ejemplificar que PISA no puede ser un monumento religioso al cual rendirle tributo intelectual: como todo instrumento de estas características, posee un conjunto extenso de problemas/curiosidades/inconsistencias que merecen ser tenidos en cuenta.


			Pero no por advertir estas y otras cuestiones técnicas hay que rechazarlo como instrumento, ya que es muy valioso. Que no nos guste lo que PISA muestra de la educación argentina es otra cuestión.


			Dicho todo esto, es evidente que PISA deja claro que la Argentina está en una situación educacional crítica: el ranking NO miente.


			El comportamiento argentino en PISA es bastante similar a su desempeño en las pruebas UNESCO, lo que da más consistencia a las conclusiones: en las PISA de 2000, la Argentina mostró un comportamiento relativo aceptable, muy similar al de Chile.


			En 2006 y 2009, primero retrocedió y luego se estancó para mejorar algo en 2012. El problema fue que el resto de los países latinoamericanos siguieron creciendo en puntaje mientras que la Argentina no logró afirmarse. El caso chileno, al contario, mostró las posibilidades reales: aun creciendo lentamente, cada vez se acercó más al promedio de los países del mundo.


			PISA no es un espejo perfecto de la educación pero es un espejo posible y útil para recabar información, aun considerando sus limitaciones.


			El verdadero problema en todo caso es cómo la educación es un asunto tan intrascendente para la clase dirigente política, empresarial, sindical, intelectual argentina. Eso es lo que también parece reflejar PISA: la falta de proyecto. Comparativamente Brasil, por ejemplo, un país que arrancó con su sistema educativo setenta años después que la Argentina, país que admiró durante todo el siglo XX y vio como el ejemplo a seguir, en 2012 la superaba en el ranking PISA.


			En 2016, recién asumido el nuevo gobierno del presidente Macri, en vez de enterarnos en el nuevo PISA DAY de cómo le había ido a la Argentina, nos enteramos de que habíamos sido excluidos del ranking por los serios supuestos errores técnicos que había cometido el país, bajo la administración kirchnerista, en la implementación de la prueba en 2015.


			Los resultados argentinos habían mejorado demasiado por lo que el personal técnico de la OCDE revisó el procedimiento e identificó irregularidades que hacían imposible la comparación de la Argentina con otros países y consigo mismo en las pruebas anteriores. Al publicarlos, le colgó un fatídico asterisco llamando la atención sobre este problema. Una vez más, siamo fuori.


			La exclusión del país en las pruebas PISA constituyó un nuevo paso atrás en la espiral de declive de la educación: un retroceso que se revertirá proyectando una estrategia de reforma consensuada por las clases dirigentes y propuesta al conjunto de la sociedad. En este caso, el declive encontró un límite en los demás países: las reglas de una prueba internacional son precisas y no hay truchada ni viveza criolla ni gambeta maradoniana que las eluda.


			Antes, frente a PISA nos preguntábamos cuánto peor podríamos caer. En el caso de las PISA 2015, lo peor fue la agria certeza de lo inapelable. El daño provocado con la exclusión fue muy grande: ni quienes planifican políticas educativas ni quienes estudiamos la educación a escala mundial podremos usar estas bases de datos como instrumento de mejora puesto que se quebró la serie estadística. Hay un perjuicio mayor: la cultura de la evaluación recibió un golpe brutal y los que la rechazan cuentan ahora con un nuevo e inesperado argumento.


			Los motivos técnicos que adujo la OCDE para excluir a la Argentina eran claros: el cambio de marco muestral ofrecido por el gobierno argentino generó una muestra sesgada y la mejora en los resultados podría haberse debido a esta decisión gubernamental.


			La periodista Luciana Vázquez investigó la situación y mostró que, además, se estimuló la ejercitación con ítems PISA previos a la prueba en las escuelas en las que se iba a aplicar la prueba en el caso de CABA, que se presentó a las pruebas PISA de manera independiente. Cualquier preparación de la muestra produce una mejora artificial de los resultados, los sesga mejorándolos, y la muestra entonces deja de ser representativa de los niveles de aprendizaje del alumnado total del país, que no recibió ese entrenamiento.


			De hecho, la mejora del puntaje de CABA respecto a las PISA 2012 resultó una suerte de rareza estadística. Sin embargo, CABA no fue excluida de PISA y sí la Argentina.


			A pesar de, la presunción de Vázquez en torno a resultados cuestionables de CABA es consistente con otros hechos: la suba de la CABA en PISA es sospechosamente contraria a la baja en las pruebas de evaluación que toma la propia ciudad y en otras pruebas internacionales.


			Pero los argentinos nunca supimos realmente qué paso con las PISA 2015 y convengamos que, después del consabido escandalete mediático del momento, a casi nadie más le interesó el tema.


			El Estado, no un funcionario, debería brindar una explicación de lo ocurrido: la descripción de los hechos la tenemos, pero no así los motivos. En un país en el que el Indec se manoseó por medio de una patota que amenazaba a técnicos en estadística, la manipulación política de las pruebas PISA resulta la hipótesis de la calle y de los medios, pero no es suficiente. Habría sido bueno que en pos de preservar la salud republicana y de reforzar la calidad educativa, el Estado convocara a una evaluación técnica independiente que determinara las causas de lo ocurrido para deslindar responsabilidades y para comprender la lógica de las decisiones tomadas y no repetirlas en el futuro.


			Hace veinte años que señalo que las evaluaciones educacionales no pueden ser ejecutadas por los mismos funcionarios que son evaluados. Es imprescindible implementar una agencia pública de evaluación financiada por el Estado pero independiente de los gobiernos para evaluar con seriedad y autonomía institucional la educación, con fundamento técnico y consenso profesional.


		



		
			Capítulo 5


			La coartada del “más”


			El divorcio entre cantidad y calidad


			Como un cambio real del sistema educativo argentino presenta enormes dificultades de regulaciones, identidades, incentivos y mecanismos de financiamiento, una estrategia utilizada por todos los gobiernos, especialmente desde los años 2000, consiste en efectuar reformas periféricas, muchas veces cosméticas, que tienen que ver con la cantidad de lo que se hace, no con su calidad.


			Es mucho más fácil, por ejemplo, distribuir libros entre los docentes y los alumnos antes que proponerse implementar y medir dentro de cada escuela un plan para garantizar que los alumnos de todos los niveles educativos aprendan a leer más y mejor.


			La distribución de libros es una mera cuestión de dinero, administración pública y logística: dinero para comprarlos, administración pública para conseguir un consenso profesional en torno a qué libros vale la pena distribuir y organizar una licitación pública para su adquisición de acuerdo con las normas vigentes y, finalmente, logística para que los libros lleguen a las escuelas.


			La mejora en el aprendizaje de la lectura requiere de libros, sí, pero también de un programa para que cada docente de cada nivel educativo, en cada escuela trace un plan de acción pedagógica que contemple la situación de su alumnado, los objetivos que pretende alcanzar y cómo habrá de evaluar las metas planteadas. Y, lo más difícil, cada uno deberá poseer una metodología didáctica para ponerla en marcha adaptada en cada caso.


			La distribución de libros tiene un impacto observable en la opinión pública; las familias los reciben; los docentes estarán conformes con el material; los medios pueden hacer notas de color; los gobiernos, publicidad oficial con el programa y los funcionarios, solazarse con el logro obtenido.


			La mejora en el aprendizaje también tiene impacto inmediato, pero es más difícil de mostrar en gran escala, presenta problemas de evaluación y los medios no tienen cómo formatearla para mediatizarla y mostrarla a los demás, salvo en las pruebas estandarizadas.


			Así, mientras los programas de distribución de libros apuntan a más, la política destinada al aprendizaje efectivo de la lectura en cada alumno y en cada escuela apuntan a mejor.


			No estoy posicionándome en contra de la visión cuantitativa. De hecho, elegí el ejemplo de los libros porque fue ejecutado durante mi paso por la función pública: se trata del programa 3 X 1 Leer para Crecer por el cual se distribuyeron en 2008-2009 un millón de libros: tres libros de literatura a todos los alumnos de escuela pública, desde la sala de 5 años hasta el fin del secundario.


			La idea se basaba en retomar la concepción del libro como derecho de la infancia y la adolescencia y perseguía la meta de una biblioteca personal de al menos 36 libros de literatura para cada estudiante que culminara su educación básica. El programa fue discontinuado poco después sin que los sempiternos defensores de los derechos de los chicos y las chicas, quienes se quedaron sin los libros, hayan dicho ni pío.


			Es obvio que una buena política pública en materia educativa necesita mejores resultados y eso supone muchas veces más insumos, más recursos. No hay duda.


			El problema aparece en los años 2000, y continúa, cuando los funcionarios eluden los desafíos del “mejor” para centrarse en los más sencillos caminos del “más”, donde los éxitos de la gestión presentan mayores probabilidades de concreción.


			En resumen, el problema es cuando se usa el “más” como coartada para no mejorar, cuando se divorcian cantidad de calidad como táctica furtiva de elusión de los conflictos inmanentes a los verdaderos cambios educativos.


			En ese contexto, dos fueron las políticas cosméticas que se implementaron y que fueron ampliamente difundidas en los últimos años: la vinculada a “más días de clase” y la propuesta de “más financiamiento para la educación”.


			Aclaro de entrada que estoy muy a favor de más días de clase y de más dinero para la educación argentina: muchos más días de clase y mucho más dinero. Lo que planteo es cómo fuimos atrapados por fábulas y relatos un poco cínicos y un poco tramposos que dejaron como resultado menos días de clase y menos dinero para las escuelas.


			La víctima fue, como siempre, la escuela pública. Y el efecto colateral, una ventaja competitiva para la educación privada que sigue contribuyendo a la privatización del sistema educativo argentino.


			*  *  *


			Primero, vayamos a la política de “más días de clase”. Hay una fábula que se cuenta la Argentina: la fábula de los 180 días de clase. Veamos.


			Singapur, Hong Kong, China, Japón son de los países que obtienen los puntajes más altos en matemáticas en las pruebas internacionales en las que se mide el desempeño de alumnos de diferentes países.


			¿Por qué los países asiáticos tienen mejores resultados en matemáticas que la mayoría de los países occidentales más desarrollados? Esta pregunta desorienta desde hace años a diferentes investigadores que intentan dar una respuesta racional que vaya más allá de las obviedades o las ridiculeces basadas en supremacías raciales o en el capital genético.


			Existen diferentes respuestas a esta pregunta pero hay una que me parece audaz e interesante como provocación intelectual para pensar mejor la educación argentina: existirían ciertas tradiciones culturales enraizadas en modos históricos de producción económica y que operan en base al esfuerzo, la precisión y la paciencia.


			En el libro Los fuera de serie. Por qué unas personas tienen éxito y otras no, Gladwell lo ha resumido bien, mostrando que siglos de cultivo de arroz han configurado una “cultura del arrozal” que necesita, a diferencia del cultivo del trigo o de la ganadería, un esfuerzo y una precisión mayor y una dedicación constante a lo largo de todo el año.


			Mientras que las economías de subsistencia occidentales suponen el cultivo del grano, una época de cosecha y la hibernación en los períodos de frío, las economías orientales basadas en el arrozal exigen cuidado durante todo el día, todos los días del año, y requieren de absoluta precisión para graduar la cantidad de agua necesaria para el éxito del emprendimiento.


			Esta herencia cultural forjada a lo largo de siglos de costumbres, permitiría entender el contexto de los logros en matemática de los chicos de países orientales. Su mejor rendimiento educativo no tiene que ver con una predisposición innata a los números o al pensamiento abstracto, sino con dos elementos claves: el esfuerzo a lo largo del tiempo y la disciplina de la precisión. O, como lo afirma la frase adjudicada a Rodolfo De Vicenzo, cuanto más se practica, mejores resultados se logran con la condición de que siempre esa práctica sea ordenada, metódica y especialmente racional, basada en los criterios de la disciplina y en los de su transmisión didáctica.


			Los doscientos días anuales de clase, en muchos países orientales, que suelen ser de jornada completa y complementados con clases extraescolares para garantizar las mejoras, por lo tanto, son propios de esta mirada cultural que hace poco tiempo se está generalizando en otras regiones.


			Es que a partir de estas conclusiones, el consecuente desafío está siendo asumido por los países occidentales más desarrollados, que tienden a buscar modalidades para desarrollar en sus sistemas educativos una lógica equivalente para sus alumnos: más horas de clase para aprovecharlas mejor en un contexto de profundización de los hábitos de estudio y la disciplina en el pensamiento científico.


			Según este enfoque, las ideas creativas no son el producto de una iluminación repentina, sino de años y años de trabajo que a veces es aburrido y aparentemente inútil pero que debe contener autonomía y sentido.


			Estoy en contra de la fetichización del resultado académico y la mitificación de la ejercitación. Pero más allá de estas discusiones teóricas, en la Argentina también cundió el virus del aumento de los días de clase a tal punto que la idea de tener más o menos días de clase ha pasado a ser un fetiche de reverencia cotidiana como la cotización del dólar, la tasa de inflación o, en los años 90, los altibajos del riesgo país.


			Se trata de una fábula que narra la historia de muchos países que se comportan como es debido, tienen muchos días de clase y alcanzan el desiderátum de la calidad educativa, excepto un país improbable, un patito feo que nunca alcanza los 180 días de clase. La moraleja es que, por no alcanzarlos, nunca se va a parecer a los grandes países. Y que, pasando de la fábula a la tragedia, cuanto más intenta alcanzarlos menos lo consigue.


			Resulta pues que una ley del Congreso Nacional sancionó hace ya varios años el mínimo de 180 días de clase aunque desde entonces, nunca hubo en la Argentina 180 días de clase cosa, sobre la cual nos alarmamos de un modo histérico, como si en la Argentina se cumplieran todas las leyes y esta no.


			Es así pues que el 4 de diciembre de 2003 se sancionó la ley nacional 25864: una ley que nunca, pero nunca, se habría de cumplir.


			El texto legal es muy raro. Primero, define que el “día de clase cumplido” ocurre “cuando se haya completado por lo menos la mitad de la cantidad de horas de reloj establecidas por las respectivas jurisdicciones para la jornada escolar”. Traduciendo: para el Estado argentino, medio día escolar equivale a un día escolar completo: es verdad, aunque usted no lo crea.


			Segundo, la ley no determina la unidad de medición de cada día de clase, quién o quiénes deberían cumplirlos: ¿cada alumno? ¿Cada curso? ¿Cada escuela? ¿Cada provincia? Nada se dice.


			Por ejemplo, si un curso de tercer año del secundario no tiene clases de Matemática durante una semana por ausencia del docente o si una escuela durante varios días cierra por falta de agua, por obras o por una inundación, o si una provincia suspende sus clases por la gripe A, y en todos esos casos no se llega a 180 días de clase… ¿se incumple con la ley? Nadie sabe, a nadie le importa o ambas cosas, pero en la práctica ni los funcionarios responsables ni los medios al evaluar el cumplimiento de la ley computan esos días como días de clase perdidos. Tampoco en ese caso se sabe por qué.


			Tercero, la ley determina que si no se alcanzan los 180 días de clase, “las autoridades educativas de las respectivas jurisdicciones deberán adoptar las medidas necesarias a fin de compensar los días de clase perdidos”.


			Nótese que la ley no dice “recuperar” días de clase sino “compensar”, lo que puede ser interpretado como un mero resarcimiento que no necesariamente implique la reparación efectiva. Un ardid legislativo que no obliga a nada a las jurisdicciones, ni a las escuelas, ni a los docentes, ni a los alumnos, como ha quedado de manifiesto en todos estos años.


			Por último, la ley tampoco aclara cuántas horas tiene un día de clase o cuántas sería deseable que tenga: se trata de un texto que claramente consagra una visión política que convalida la segregación socioeconómica en el sistema educativo dado que ratifica, bajo el paraguas del mágico número 180, que el Estado ampare escuelas, casi todas privadas, a las que concurren sectores medios y altos de la población que tienen ocho horas de clase diarias mientras otras, a las que asisten los más pobres, públicas, tienen la mitad de ese tiempo para la educación.


			Como si no hubiera bastado que entre 2004 y 2009 nunca se hayan cumplidos los 180 días de clase, en el año 2010, los ministros de Educación de todas las provincias y de todos los partidos políticos reunidos en el seno del Consejo Federal de Educación, firmaron, sin distinciones ideológicas, la Resolución 94/10, donde establecían como objetivo llegar progresivamente a los ¿¡190 días de clase!?


			En el año 2011, dictaron la resolución 165/11 en igual sentido pero ya concretando en 2012 como el año de los 190 días de clase. Sin embargo, fue recién para el año 2016 que se logró consensuar el primer calendario escolar de 190 días, comenzando las clases un 29 de febrero. Para 2017, sin cumplir los 190, obviamente, se bajó el calendario escolar otra vez a 180 días.


			Da la impresión de que el debate de los funcionarios sobre los días de clase se asemeja a esa frase que Fontanarrosa pone en boca de don Inodoro Pereyra: “Con la verdá no ofendo ni temo. Con la mentira zafo y sobrevivo, Mendieta”.


			Pero la fábula es más compleja de lo que parece. Sobre la base de esta tremenda confusión, la implementación de los beneméritos 180 días de clase es llamativamente engañosa, sobre todo en términos de simples conceptos aritméticos, más precisamente los que se enseñan en el segundo año de la escuela primaria: numeración, adición y sustracción en el campo de los números naturales menores a 999.


			Tomemos una jurisdicción cualquiera —me reservo el nombre porque no hay diferencias entre ellas— y el año 2013, aunque podría a ser cualquiera entre 2004 y 2018.


			Mientras las autoridades ministeriales dicen que habrá 190 días de clase, al mismo tiempo emiten una resolución administrativa en la que el ciclo lectivo en el nivel primario comienza un 27 de febrero y termina un 20 de diciembre. En un calendario contamos días hábiles y descontamos feriados, asuetos y vacaciones de invierno y el resultado es, efectivamente, 190 días.


			Pero las cuentas no son tan sencillas: hay al menos cinco días de suspensión obligatoria de clases para reflexión/capacitación docente y varios días más de congresos y jornadas docentes que seguramente impliquen pérdida de clases. Para la normativa oficial, 190 días son 185 como máximo. Con mucha suerte, 190 serán 180. Con muchísima suerte.


			Todo esto se complica en el nivel secundario: allí las clases comienzan el 7 de marzo y terminan el 6 de diciembre, lo que reduce el ciclo lectivo: ya los 190 son imposibles. También hay cinco días de suspensión de clases por “reflexión y capacitación” y hay siete días en los que los docentes no pueden dar clases porque tienen que tomar examen.


			En conclusión, en el secundario es difícil que ocurran más de 165 días de clase, según el mismo calendario oficial… 25 días menos, como mínimo, de los 190 anunciados. El día de clase oficial cotiza por encima del día de clase blue: 190 son 165.


			En conclusión, en la letra chica de las declaraciones rimbombantes de los 180/190 días de clase se encuentran todas estas trampitas que muestran que no hay manera de que el objetivo legal se cumpla. La cuestión de fondo es: ¿qué sentido tiene todo esto?


			Muchos economistas sostienen que el número de días de clase no es una variable importante a la hora de evaluar lo educacional. Muestran los resultados de las pruebas PISA donde países exitosos tienen menos días de clase que países más atrasados en el ranking. Más, sostienen, no necesariamente es mejor.


			Y en eso tienen razón: países como Canadá, Finlandia o Estonia llegan a menos días de clase que los orientales y los resultados en las pruebas internacionales son razonablemente equiparables.


			Pero lo que estos economistas no advierten es que los exámenes no son toda la educación sino, apenas, un momento de su evaluación.


			En países como la Argentina, donde altos porcentajes de la población están bajo la línea de pobreza y la mayoría de los estudiantes secundarios no habrá de terminar la escuela, más días de clase en cualquier caso serán una protección contra la marginalidad y la exclusión social. Y, superando el concepto “escuela guardería”, más días de clase pueden proporcionar más oportunidades para una práctica intelectual rigurosa, creativa, basada en el estudio y en la dedicación personal y responsable del conocimiento y la formación. Más días de clase como parte de un proyecto educativo.


			Porque aun llegando a 180 días de clase, lo que sería un primer logro importante, todavía sería crucial comprender qué sucede en esos días de clase: si profesores y alumnos tienen la disciplina de la asistencia cotidiana, si se aprovecha el tiempo para el aprendizaje, si se utilizan libros.


			Da la impresión de que la fábula de los 180 días de clase encubre una realidad más profunda y preocupante que no se soluciona con un día más o menos ya que, aunque no haya que perderlos, no es cosa de tenerlos para cualquier cosa, el “como si” típicamente argentino.


			Por otra parte, sería importante plantearnos qué pasa con nuestros chicos y adolescentes que durante medio diciembre, enero y febrero no realizan actividades escolares. Demasiado tiempo sin libros y sin matemáticas perjudica a los alumnos de familias de menores recursos a los cuales el sólo hecho de ir a la escuela los beneficia mucho. Cuanto más intensivo y desafiante sea ese trabajo pedagógico, más beneficioso será el proceso educacional.


			El uso del tiempo de nuestras escuelas debe ser severamente analizado, sin hipocresías ni eufemismos. Se trata de reconstruir una cultura del esfuerzo si es que realmente lo queremos valorar como herramienta de crecimiento social. Y si ese proyecto no está, la acumulación de días es una sumatoria vacía que se presta a las trampitas que aquí hemos mostrado.


			En resumen, la ley sancionada en 2003 es claramente contraproducente: en vez de crear un clima de responsabilidad social proescuela generó un conjunto de engañifas y especulaciones sin más efecto que un patético (auto)engaño.


			*  *  *


			Alguien podría decirme, con razón, que hasta ahora ni mencioné las huelgas docentes como causa de pérdida de días de clase. Es que no me hizo falta: he mostrado que aun sin pérdida de días de clase por paros docentes, los 180/ 190 días de clase son otro capricho de la argentinidad. Seamos más claros: con los números sobre la mesa, nadie podrá afirmar “cumplimos 180/190 días de clase”, con o sin paro.


			Las huelgas docentes no solamente hacen perder días de clase en las escuelas públicas, también son una excelente excusa para echarle toda la culpa a los docentes, no solo a los sindicalistas, para no debatir a fondo todas estas cuestiones y, de paso, para esconder el hecho de que a la política educativa, como a la farolera, todas las cuentas le salen mal.


			La suspensión de clases vinculada en forma directa con las huelgas docentes varía dependiendo los años y las provincias. En el estudio que emprendimos con Moschetti y Alegre, que ya cité, en torno a la relación entre las huelgas docentes y la privatización de la educación, la evidencia disponible ha mostrado que el sector docente encabeza el ranking de gremios argentinos de días no trabajados por conflictos laborales: el sindicato docente es el más combativo de la Argentina.


			En ese mismo estudio, se ha construido un índice de conflictividad laboral en el que se muestra que la enorme disparidad entre la conflictividad docente entre provincias no parece guardar correlación estadística con el salario ni con la salida de alumnos al sector privado.


			Es posible que sean las formas de organización de los educadores, sus historias y sus identidades lo que explique la ocurrencia de huelgas mucho más que los salarios: provincias como Formosa o Santiago del Estero, con los peores salarios del país, son también las que evidencian la menor conflictividad laboral mientras que, en la otra punta, Neuquén es el caso típico de salarios más altos y más días perdidos por paros.


			Por otro lado, el impacto del conflicto laboral docente es mucho más bajo en el sector privado que en el estatal, a pesar de que los salarios son similares.


			Respecto de la evidencia de correlación estadística entre días de clase y rendimiento de los alumnos en pruebas estandarizadas faltan estudios que aporten datos más precisos, aunque la discontinuidad en la cotidianeidad de la escolarización claramente perjudica el proceso educativo.


			*  *  *


			Si nos alejamos de los escritorios ministeriales y nos acercamos a las escuelas reales, podremos analizar la cuestión de los días de clase desde un perspectiva menos burocrática o politizada y más pedagógica


			El estudio de la especialista en educación Ayelén Borgatti comparó los días efectivos de clase para estudiantes del último año de secundario en escuelas públicas y privadas por medio de la corroboración directa de la efectivización de cada clase.


			El resultado anualizado muestra que en las escuelas públicas no se alcanzan más de 140 días promedio mientras en la privada el promedio es de 164 días. Los motivos son variados: muchos tienen que ver con demandas propias del sistema educativo como cuestiones administrativas, capacitación docente, mala organización de la escuelas, entre otras, y otras con el ausentismo de docentes y de alumnos.


			Por eso, e independientemente de motivos “macro” como las huelgas docentes, las jornadas de capacitación con suspensión de clases o la mala organización del calendario escolar, uno de los factores centrales en la pérdida de días de clase parece ser, en la Argentina, la ausencia de los profesores y de los estudiantes en el cumplimiento de sus obligaciones diarias.


			Si bien la percepción social de la cuestión parece generalizarse, poseemos muy pocos datos confiables al respecto, aunque las pruebas PISA 2012 indican altos niveles de ausentismo para la muestra de escuelas secundarias argentinas.


			La regulación existente, los Estatutos del Docente, en cada provincia, aunque ligeramente dispares unos de otros, tienden a permitir incrementalmente ausencias docentes justificadas.


			El Estatuto del Docente Porteño está a poco de llegar al paroxismo normativo: los artículos que establecen tipos de licencias para docentes están divididos en incisos por letras, un grave error porque ya se están acabando las letras del alfabeto para establecer nuevas licencias. La incorporación del inciso (y) en 2016 amenaza con la necesidad de incorporar el alfabeto griego para futuras licencias.


			Ahora bien, más allá de la multiplicación de licencias, lamentablemente en la Argentina no hay datos confiables respecto de cuánto verdaderamente son usufructuadas por los educadores. En los medios de comunicación, y especialmente frente a las huelgas y reclamos de los docentes, las autoridades y los periodistas suelen recurrir a cifras de ausentismo que van desde el 11 al 40 por ciento aunque no hay fuentes públicas disponibles ni tampoco queda claro la referencia de las proporciones presentadas. ¿11 o 40 por ciento de qué?


			En general, el número mágico es 25 por ciento, que se repite desde tiempos del programa Tiempo nuevo del periodista Bernardo Neustdadt en los años 90, época en la que se generalizó en los medios la idea del docente faltador.


			Justamente para entender un poco más la cuestión, en 1994, y por encargo de la Unión de Trabajadores de la Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, elaboré un documento a partir de una base de datos en la que se identificaban los docentes de la ciudad en uso de licencia al 30 de junio de 1992.


			En realidad, los docentes bajo licencia de todo tipo, descontando las licencias por maternidad, llegaban al 13 por ciento, que en aquel entonces era equivalente al de otros trabajadores de estatus similar. Pero también se observaba que mientras algunos docentes usaban muchas licencias, otros casi no las usaban: un universo dividido entre faltadores y no faltadores.


			Uno de los pocos estudios recientes serios sobre la cuestión es el de Silvia Montoya, que combina bases de datos administrativas y bases estadísticas del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que demuestra que, para el año 2013, los docentes de la educación primaria común se ausentaron, en promedio, 20 días pero tan sólo el 6 por ciento de las faltas eran injustificadas mientras que las restantes obedecían a causas previstas por el Estatuto del Docente y estaban debidamente justificadas por la administración.


			Este punto es central dado que nos debería terminar de convencer de que el ausentismo de los docentes no se explica por motivos contrarios a la normativa vigente sino, paradojalmente, a causa de su estricto cumplimiento.


			En el estudio de Montoya, las causas de los días no trabajados por licencias docentes corresponden en un 57 por ciento por enfermedad propia y maternidad y un 22 por ciento, por motivos profesionales como exámenes de una carrera que se está cursando, capacitación para concursos, entre otros. Es decir, el 80 por ciento de los días de licencia tomados por maestros responde a causas muy sencillas de demostrar y eventualmente muy fáciles de controlar.


			Al darle precisión a los datos, no pretendo eludir ni subestimar la gravedad del problema del ausentismo docente. Sólo pretendo exponer la idea de que el peligro de la cuestión es directamente proporcional a la incapacidad del Estado para regular mejor y controlar satisfactoriamente: no hay mucho misterio.


			Lamentablemente, tampoco poseemos información sobre usos abusivos de permisos de ausencia. Tampoco sabemos qué incidencia tienen las condiciones laborales en la salud de los educadores: este tema, esgrimido por los sindicalistas docentes como la explicación única del ausentismo, también debe ser develado para hallar soluciones oportunas.


			Algunas provincias han intentado contrarrestar el ausentismo docente por medio de bonificaciones por presentismo y algunas de ellas han sido muy agresivas no sólo en el importante valor de la bonificación, sino en el estricto cumplimiento de las reglas.


			Sin embargo, estas medidas por si solas tienen un problema insoluble si no se evalúa la calidad del trabajo del docente. ¿Por qué? Porque el premio por la presencia se parece mucho al salario ajustado al tiempo por la antigüedad: el mero paso del tiempo o el simple “estar” en el aula no acarrea necesariamente mejor desempeño y, sin evaluación, no sabemos si algunos docentes a cargo de alumnos no son incluso nocivos para sus estudiantes. Es un remedio que soluciona un problema, pero puede generar problemas mucho peores.


			*  *  *


			Como puede verse, la lógica de la cantidad aplicada a los días de clase por medio de leyes inconducentes como la de 2003 sólo reproduce el orden actual y elimina la posibilidad cierta de pensar e implementar soluciones alternativas.


			Un día de clases es un tesoro, especialmente para los chicos y chicas más pobres. Pero la exaltación hueca de los 180 días como gran tema educativo es la contabilidad de la banalidad y no resiste el menor análisis técnico. El número 180 vale si la organización de los tiempos y ritmos escolares es inteligente; ahí sí el déficit de la política educativa es enorme.


			En mi opinión, a partir de unos pocos ejes es posible establecer consensos de acción:


			En primer lugar, hace falta previsibilidad. Si los gobiernos estipulan que un ciclo lectivo es de 180 días, deben organizar un calendario escolar con 180 días reales, no con menos. Mil disculpas pero lo obvio a veces parece utópico.


			Si constatamos que 180 días son una meta que sigue pendiente durante tres lustros, más vale sostenerla con humildad y no andar rifando nuevas metas de 185 o de 190 y garantizar con precisión el grado de concreción.


			Otro eje no menor es la continuidad en los días de clase: en un ciclo lectivo típico suele haber más semanas de tres o cuatro días que semanas de cinco días de clases, y esto debe revertirse. Las clases no deben estar permanentemente interrumpidas por feriados, asuetos, jornadas docentes, mesas de exámenes. El ritmo escolar continuo es más importante que la cantidad de días continuos sumados.


			La reducción del ausentismo es vital pero ya queda claro que el ausentismo docente no es una perversión del sistema laboral sino, desgraciadamente, la certificación de su coherencia. La voluntad política no puede esquivar semejante tema y la presencia de datos públicos confiables es insoslayable.


			Otro eje vital es la racionalidad educacional en el conteo de los días de clase. El cálculo debería hacerse por escuela y/o por curso y no en una provincia entera. La continuidad debe ser una meta de responsabilidad concreta. En casos de pérdida significativa de días de clases, 5 por ciento o más, por paros, problemas edilicios, climáticos, epidemias, ausentismo, etc., habría que contemplar la recuperación de clases.


			Finalmente, y más importante que lo anterior, la existencia de un proyecto: ¿para qué queremos muchos días de clases si no hay un verdadero proyecto de escuela?


			*  *  *


			El segundo caso que voy a presentar respecto de la falsa noción de la política educativa de que “más es mejor” es el del financiamiento. Este punto tiene raíces históricamente más antiguas que los 180 días de clase y una base técnica mucho más consistente.


			El debate sobre el financiamiento estatal para la educación ha estado siempre en lo más alto de la agenda política y social argentina, desde la vuelta de la democracia.


			En los años 80, se discutía el 25 por ciento del presupuesto público para la educación. En los años 90, la Ley Federal de Educación estipulaba un aumento “mínimo” de la inversión y el gasto educativo del 20 por ciento anual En la misma línea que el menemismo, en los años 2000 se pretendió que la inversión alcanzara el 6 por ciento del PBI para lo que en 2005 se sancionó una Ley de Financiamiento Educativo con un gran respaldo político y especialmente, con el apoyo de un grupo de ONG que creyeron genuinamente en la medida tomada.


			La ley de financiamiento educativo se proponía lo mismo que la menemista Ley Federal de Educación: llevar la inversión educativa, progresivamente, a 6 puntos del PBI.


			Casi en soledad, y a pesar de que los educadores siempre queremos más plata para educación, me opuse a la lógica de esa ley por dos motivos que con el paso del tiempo resultaron acertados. Primero, por el carácter procíclico de la medida: la plata para educación sube cuando el país crece; baja cuando el país decrece. Nada de nuevo en el péndulo argentino.


			El problema es que lo que hay que garantizar es exactamente lo contrario: que haya dinero para la educación inclusive y especialmente cuando al país le va mal en lo económico.


			Segundo, me opuse porque la enorme mayoría de las metas cualitativas de la ley eran incumplibles y/o imposibles de evaluar. De hecho, las pocas que eran cumplibles no se cumplieron. Me refiero puntualmente a la más cuantificable de todas: alcanzar los mentados 6 puntos de PBI en inversión educativa.


			La Ley de Financiamiento Educativo es aún hoy apoyada por buena parte del espectro político, por la dirigencia sindical docente y por el establishment educativo local a pesar de sus evidentes problemas de enfoque, uno de los cuales está en su mismo ADN: la reverencia al tótem “6 por ciento del PBI” que ya era técnicamente viejo en 2005 dado que fue propuesto por la UNESCO hace medio siglo para direccionar el gasto público en países cuyo sistema educativo recién se iniciaba, que no es precisamente el caso argentino.


			La ejecución de la Ley de Financiamiento Educativo amerita dos preguntas. La primera es si se lograron las metas financieras planteadas por la ley y por los gobiernos. La segunda, desarrollando mis advertencias de hace más de una década, es si se trata de otro planteo cosmético y perversamente contraproducente y banal.


			Durante los años 90, la meta no se alcanzó e incluso el gobierno tuvo que implementar un impuesto al automotor con decisivo impacto en las clases medias para financiar un fondo que aumentara los magros salarios docentes.


			Pero en los años 2000 las cosas parecían diferentes. Uno de los logros zarandeados de la política educativa del gobierno kirchnerista había sido, de acuerdo con sus publicistas, que el gasto en educación, tanto el de la Nación como el de las provincias, había alcanzado el 6 por ciento del PBI.


			El cumplimiento de la metas del “6 por ciento para educación” se vitoreaba alegremente aun en épocas de la violenta intervención del INDEC, cuando todas las estadísticas estaban distorsionadas y evidentemente manipuladas por el gobierno a tal punto que sus más altos funcionarios explicaban con circunspecta fruición que en la Argentina había menos pobres que en Alemania. Querían dar fe del cumplimiento de una meta estadística por medio de un organismo copado políticamente precisamente para tergiversar las estadísticas.


			Pero sobre las postrimerías del kirchnerismo, el INDEC encaró, en 2014, una nueva base de cálculo donde se constataba lo que antes apenas se intuía: para la serie 2005-2012, nunca se llegó en educación a alcanzar el 6 por ciento del PBI.


			El cambio de la base de cálculo del INDEC respecto del PBI despertó en aquel momento controversias sobre el aparentemente innecesario pago de la deuda externa en 2009 con aquellos bonos que cotizaban usando aquel indicador. El cambio de base también alcanzó la deuda interna: quedó claro que no se había invertido en educación ni siquiera lo que se había prometido en la Ley de Financiamiento Educativo.


			Resulta increíble cómo con la vieja base de cálculo del INDEC y con su administración comandada por una banda dedicada a patotear trabajadores, con resultados que merecieron severas críticas por parte de la comunidad técnica y científica respecto del manejo de las estadísticas públicas post 2006, muchos educadores se entusiasmaban genuinamente cuando se suponía alcanzar las metas de la LFE.


			En el informe final del Monitoreo de la Ley de Financiamiento Educativo del CIPPEC de 2012, por ejemplo, se afirmaba que el gobierno argentino “había sobrecumplido” las metas de inversión educativa puesto que se arribaba a las metas anuales de la LFE antes de lo estipulado. Según el informe de CIPPEC, un año antes de lo que la ley obligaba, ya se alcanzaba el número mágico de 6 por ciento del PBI.


			Pero la realidad era otra: la nueva base de cálculo del INDEC en 2014 incluyó un sinceramiento relativo del comportamiento inflacionario, lo que empujó para arriba los cálculos a la suba del PBI nominal.


			Esto, contrastado con el gasto en educación, redujo la proporción de dicho gasto sobre el total. En resumen y de acuerdo con el estudio que efectuamos junto con Mauro Moschetti —corroborado por otro estudio de Juan Llach—, existió un crecimiento relevante del gasto educativo entre 2005 y 2009, momento en que alcanzó el pico de los 5,2 puntos como porcentaje del PBI. Pero, a partir de 2010 ese porcentaje se estancó y, lamentablemente, en ningún momento se alcanzó el tan mentado 6 por ciento.


			Por lo tanto, más que el diagnóstico de “sobrecumplimiento”, el mismo gobierno admitió en los hechos su propio “incumplimiento” por lo que se torna absurdo proclamar que la Argentina es uno de los países del mundo que más invierte en educación.


			En realidad, este incumplimiento no importa tanto por el hecho de no haber alcanzado el mágico número 6 sino por dos razones de una envergadura explicativa mucho mayor.


			La primera es la constatación del estancamiento en el crecimiento de la inversión educativa como proporción del PBI desde 2008/2009, cosa que se verifica, incluso, cuando se analiza la evolución del gasto real. Es decir, el gasto en educación creció, pero se estancó a partir de la crisis de 2009.


			La segunda razón es que al no alcanzar ninguna de las metas legales, se fue acumulando una deuda por parte de los gobiernos con la educación: la diferencia entre lo que se debería haber invertido y lo que realmente se invirtió.


			El gobierno progresista, pues, no estuvo a la altura de la ampliación de derechos: el incumplimiento de las metas de una ley del Congreso Nacional generó un déficit financiero para la educación que puede ser cuantificado y que muestra el faltante de inversión educativa post 2003.


			De acuerdo con el mencionado estudio que desarrollamos con Moschetti, cada ocho años de ejecución presupuestaria se pierde un año entero de dinero para las escuelas: lo que la Argentina deja de invertir en educación de acuerdo con los parámetros fijados por el Parlamento y publicitados hasta el hartazgo por el propio gobierno kirchnerista equivale, durante ocho años, a un año completo de ejecución presupuestaria de la educación de la Nación y las veinticuatro provincias todas sumadas.


			Pero eso no es todo. La LFE también tenías otras metas que acompañaban el financiamiento, como el crecimiento de las vacantes en el nivel inicial o el aumento de la proporción de escuelas con jornada completa, entre otras: ninguna de ellas cumplió, al igual que sucedió con la ley de 180 días de clase.


			La idea economicista de que con más dinero, y sólo con más dinero, se mejora la educación debiera agotarse de una vez por todas de acuerdo con la evidencia de los gobiernos post 2003.


			*  *  *


			Quiero detenerme aquí en una tragedia que nos acontece, la tragedia del péndulo argentino y la educación.


			Las últimas siete décadas de historia social y económica argentina se han caracterizado por los vaivenes en sus políticas. Marcelo Diamand, en el trabajo “El péndulo argentino: ¿hasta cuándo?”, publicado hace más de veinte años, en 1983, definió la situación como una alternancia de políticas económicas populares dirigidas al mercado interno y a un prometedor proceso de industrialización que termina en una crisis que da lugar a políticas económicas “neoclásicas” de ajuste y apertura de la economía, que da lugar a una nueva crisis, la reaparición del modelo popular, y así de seguido.


			Al margen de las simpatías por un modelo o por otro, es obvio que la Argentina no ha conseguido romper el péndulo, lo que muestra una llamativa incapacidad para instalar un proyecto diferente, superador, de desarrollo a largo plazo.


			La educación ha sido una variable que no ha estado ajena a estos ciclos. Revisando los últimos años de democracia, podemos observar que la inversión en educación crece en los períodos de auge económico y se estanca en los diferentes momentos de crisis, el plan austral, la hiperinflación, el efecto “tequila”, la salida de la convertibilidad.


			La lógica de financiamiento educativo iniciada por el kirchnerismo consagró y a la vez congeló la lógica pendular: más que darles palmaditas de agradecimiento en la espada a los funcionarios que despertaron este interés por el aumento del gasto educativo, al que ningún ciudadano argentino podría oponerse, interesa entender la estrategia en el contexto del “péndulo argentino”.


			La pregunta que corresponde hacerse es si esta estrategia es un camino para contribuir a modificar la lógica del péndulo o si acaso es un momento más de la oscilación entre un extremo y el otro.


			Analizándola a fondo, la LFE no se trató más que de una meta de inversión educativa atada a variables macroeconómicas: si el producto bruto crece, los recursos para educación aumentan, pero si se producen años de estancamiento o recesión, cosa desgraciadamente factible incluso en países altamente desarrollados que no han atravesado la decadencia argentina, el gasto en educación deberá disminuir en términos reales.


			No por casualidad, los años de mayor crecimiento del financiamiento a la educación fueron los primeros del gobierno de los Kirchner, las épocas del crecimiento económico a “tasas chinas”.


			En este tipo de estrategia, se trata de aumentar la inversión en educación si y sólo si se incrementa el PBI, negándose una discusión central en la Argentina acerca de la recaudación, quiénes financian, y la correcta utilización de todos los fondos públicos, es decir, cómo se gasta.


			Además, adaptar la educación a los progresos macroeconómicos implica seguir el ciclo, apostando todas las fichas a una economía poco desarrollada y vulnerable.


			Por último, el dato macroeconómico puede ser irrelevante como meta, ya que en el 2000 el gasto en educación llegó al 5 por ciento, es decir estuvo cerca de la meta del 6 por ciento (y los problemas educativos estaban muy lejos de resolverse.


			En otras palabras, la Ley de Financiamiento Educativo trajo de nuevo lo que todos los gobiernos han traído de nuevo: en épocas de crecimiento de la economía, crece el gasto en educación en la bonanza, mientras que los recursos para la educación empeoran cuando la economía empeora.


			¿Cómo se supera el péndulo educativo argentino? La política educativa debe adoptar un comportamiento serio, o sea, anticíclico.


			Los gobiernos deben proteger los fondos para la educación de las crisis, los estancamientos y las recesiones de modo tal que la inversión en educación, en términos reales, nunca descienda. Esa sí es una meta interesante por la que se deberá pujar contra los ítems incluidos en los presupuestos que sean menos prioritarios que la educación.


			Pero eso sólo no alcanza. Para salir del péndulo argentino hay que ir más lejos: los dirigentes deben cambiar la lógica de distribuir con los ciclos positivos y ajustar en las crisis.


			En el caso de la inversión en educación, el financiamiento no debe supeditarse a la macroeconomía sino que debe fijarse en función de las necesidades reales de las escuelas. Resolver en serio este problema necesita de la respuesta a una pregunta central: ¿cuánto le cuesta a la Argentina una educación inclusiva y de calidad?


			La función del Ministerio de Educación de la Nación es tener claridad acerca de los indicadores a los que se quiere llegar y de los recursos necesarios para hacerlo.


			Enfocar el problema de este modo invierte los factores a favor de una política de la educación, en la que el financiamiento será la condición necesaria más allá del crecimiento de la economía. Esta estrategia rompe con el vaivén de la decadencia y plantea la necesidad de establecer un monto mínimo vital para la calidad por cada alumno y por cada docente de la Argentina, monto conforme a cada situación social, identificando la responsabilidad de la Nación y de cada provincia.


			¿De qué sirve una ley de financiamiento educativo que ni siquiera propone que los docentes recuperen el poder adquisitivo perdido con la inflación?


			Es probable que el resultado del costeo de una educación de calidad genere varias discusiones. Es probable que para años críticos se precise más que el 6 por ciento del PBI.


			Además, hace falta debatir cuál es la mejor forma de organizar la educación en la Argentina, lo que nos enfrentará al hecho de que es mucho lo que falta para lograr no ya una proporción de un indicador macroeconómico sino inclusión, integración y calidad educativa que devuelvan a la sociedad argentina la esperanza en la educación como factor de desarrollo económico y de movilidad social ascendente. Y que esa esperanza no se desbarranque cada cinco años.


			Mi propuesta, desde hace décadas, es cambiar los ejes economicistas del debate con base en tres preguntas: ¿cuánto cuesta la educación pública con calidad e inclusión? ¿Qué recursos necesita cada escuela concreta para sostener un proyecto acorde? y ¿cuáles son las mejores reglas de juego para que las escuelas alcancen sus objetivos?


			Responder esas tres preguntas implica construir una idea precisa de dónde estamos y un proyecto para saber a adónde queremos llegar. Además, supone atribuir a cada actor de la educación —gobiernos, escuelas, docentes, familias— una responsabilidad concreta por los resultados que se compromete a alcanzar no en veinte años sino este año y el que viene y el otro, etcétera.


			No es indispensable sancionar una nueva ley de financiamiento. Las leyes educativas han mostrado gran ineficacia. Lo que falta es una agenda consistente políticamente, sólida técnicamente, respetuosa de la realidad diversa de la educación argentina.


			Claro que si insistimos de nuevo con las viejas recetas, después no podremos quejarnos al obtener, de nuevo, idénticos resultados.


			Una última aclaración: es verdad que el presupuesto educativo aumentó sobre todo en el período 2005-2011, en coincidencia con el crecimiento general de la economía. Pero eso dejó una pregunta incómoda que intentaremos responder: ¿qué es lo que hace falta, además de dinero, para que la educación mejore?


		



		
			Capítulo 6


			Adiós a Sarmiento


			De los años de oro de la educación argentina a su colapso


			¿Cómo llegamos a la situación actual de parálisis, crisis, banalidad y privatización de la escuela argentina? ¿Por qué la educación dejó de ser un tema central en la agenda cotidiana argentina? ¿Por qué condenamos a millones de chicos y adolescentes a una escuela degradada o, directamente, a la exclusión sin más del mundo debido a la pérdida de la capacidad de leer e intrepretar la sociedad y de construir un proyecto de vida propio? ¿Qué hicimos y qué dejamos de hacer para merecer esto?


			Para responder estas preguntas propongo un recorrido histórico no convencional. Y esta propuesta no se debe a que no sea sarmientino o a que no crea que haya que reconocer el legado de generaciones anteriores que han hecho mucho por la escuela pública.


			Este recorrido no es convencional porque ofrezco cambiar esa melancolía, esa vanagloria gastada del pasado, por una mirada más aguda que desentrañe los problemas y sus posibles soluciones. Antes que otra necrológica de la educación con voces elogiosas y palabras altisonantes sobre el pasado y el regodeo con la decadencia del presente, propongo un análisis más libre y mucho menos condescendiente.


			El sistema educativo erigido en la Argentina a partir del orden estatal instaurado con posterioridad a la batalla de Caseros de 1852 fue construido y luego consolidado por medio de un gobierno de la educación jerárquico y centralizado, aunque radicado en cada una de las provincias argentinas: la administración de la educación primaria gratuita era una atribución que el artículo 5to de la Constitución de 1853 le otorgaba a las provincias, una de las pocas atribuciones, lo que fue convalidado por todas las reformas constitucionales posteriores.


			Vale la pena destacar una excepción no menor a esa consistencia sostenida de reforma constitucional en reforma constitucional: nuestro pasado de gloria educativa está repleto de matices y contradicciones. La excepción figura en la reforma constitucional de 1860, que dispone, por iniciativa del mismísimo Sarmiento, la eliminación de la palabra “gratuita” atribuida a la escuela primaria. ¿Por qué? Sarmiento tenía una concepción sofisticada de la equidad y del derecho a la educación: pensaba que la gratuidad debía ser sólo para los pobres y los demás, debían pagar por su propia educación.


			Algo parecido a lo que, en la misma época, Karl Marx afirmaba en la Crítica al Programa de Gotha, donde se reía de la propuesta de “educación pública gratuita” porque no quería que los pobres financiaran la educación de los ricos.


			La gratuidad de la escuela pública, por lo tanto, la otorgan las leyes que se sancionan después, no la Constitución sino hasta la reforma efectuada durante el gobierno de Carlos Menem.


			Este esquema de educación primaria pública dependiente de las provincias tuvo matices. Uno de ellos fue el sostenimiento de escuelas nacionales en la Capital Federal, en territorios nacionales y sobre todo entre 1905 y 1978, con la posibilidad de creación y administración de escuelas primarias nacionales en las provincias, lo que se conoció como “Escuelas Lainez”, por la ley de 1905, que implicó una modificación del modelo de gobierno preexistente.


			Las escuelas secundarias habían sido originalmente pensadas como nacionales y no provinciales, por eso lo de “Colegio Nacional”, en tiempos en los que al secundario iban muy pocos y por lo tanto con unos pocos colegios nacionales en cada gran ciudad alcanzaba y sobraba.


			Como vemos, la “provincialización” o “descentralización” de la educación no es una idea neoliberal sino una prescripción de los constituyentes de 1853, aunque fue el gobierno de Carlos Menem el que convirtió en ley la provincialización de la educación recién en 1994.


			El objetivo de los organizadores del sistema educativo argentino fue, en palabras de Sarmiento, “educar al soberano”, educar al pueblo. Era necesario garantizar, desde el Estado, que el pueblo dispusiera de herramientas cívicas que funcionaran casi como antídoto ante las fuerzas de la “barbarie”, que en el pasado habían llevado al tan mentado pueblo soberano a “optar por tiranías”.


			Esa visión de la misión estatal requería una contraparte que suponía a la sociedad civil, y especialmente a las clases desposeídas, como un actor pasivo a ser “civilizado” por medio de la escuela. Esta concepción es propia del surgimiento del discurso pedagógico moderno y, con algunas diferencias, operada en diferentes países del mundo.


			Conceptualicé esta visión del siglo XIX, que aún hoy sigue vigente, en 1993 en el concepto que denominé “alianza escuela familia”, un dispositivo social que supone un vínculo asimétrico entre educadores y progenitores/cuidadores por medio del cual estos últimos ceden, a veces involuntariamente, parte de su potestad paterna/materna de crianza y educación de los menores de edad de la familia y se la transfieren a una institución escolar.


			Esta transferencia se realiza bajo el estatuto que indica el precepto jurídico in loco parentis, surgido en el seno del derecho romano y configurado bajo su forma moderna por la jurisprudencia inglesa en el siglo XVII. De este precepto se desprende que los hijos ya no sería solamente de los padres: ahora es el Estado, por medio de sus escuelas, el que se encarga de instruirlos en la nueva fe civilizatoria de la democracia y el desarrollo económico capitalista.


			Por supuesto que en la Argentina ese predominio estatal civilizatorio, que disputaba la autoridad educativa sobre los hijos para ganársela a los padres, no estuvo exento de conflictos y también de matices. De hecho, la configuración legal de la organización educativa de la Provincia de Buenos Aires hacia 1875 ofrecía diferencias claves: estuvo notablemente influida por su análoga estadounidense, con el gobierno local de las escuelas en manos de Consejos Escolares conformados por vecinos elegidos por el pueblo.


			El intento sarmientino, inspirado en la forma de gobierno de la educación instalada en los Estados Unidos, consistía en que la burocracia estatal no fuera la que gobernara la educación, sino la comunidad de vecinos mediante la elección de las autoridades escolares a través del voto popular. Algo similar se intentó en la provincia de Santa Fe en los años treinta del siglo XX bajo el mandato del Partido Demócrata Progresista.


			Sin embargo, esas propuestas, pobremente implementadas, fueron rápidamente absorbidas por las burocracias estatales centralizadas de las provincias y de la Nación.


			De la experiencia bonaerense apenas sobreviven los Consejos Escolares electivos, con pocas funciones relevantes y que no son más que un premio consuelo para los postulantes que no consiguieron acceder a candidaturas electorales importantes. La imagen actual de los ciudadanos votando consejeros escolares bonaerenses para funciones insignificantes o puramente partidarias en vez de vecinos preparados para gobernar la educación de sus distritos habla del proceso histórico de deterioro escolar.


			Otro momento conflictivo en esta forma de gobierno de la educación fue la sanción de la Ley 1420 de 1884 que organizó la educación primaria: en su artículo octavo, se disponía que la enseñanza de la religión en las escuelas primarias públicas obligatorias sólo podía hacerse fuera del horario de clase y por parte del ministro del culto respectivo.


			Esta formulación dejaba afuera de la educación pública nada menos que a la Iglesia Católica, que había sido el principal, y por momentos monopólico, agente educativo durante los tres siglos anteriores. A la vez, esta ley consolidaba a la burocracia estatal como el nuevo agente monopólico de organización de un sistema de escuelas permitiendo opciones alternativas solamente en escuelas particulares con controles estales muy férreos (arts. 70-72), y en los hogares de los niños (artículo 4to.). En ambos casos no se preveía apoyo financiero estatal, lo que desalentó el desarrollo de las escuelas privadas hasta muchos años después.


			La organización del sistema educativo de finales del siglo XIX rigió por varias décadas y fue muy eficaz: durante buena parte del siglo XX, las escuelas argentinas eran reconocidas y respetadas por los argentinos y por el mundo entero.


			Su virtual éxito residió en la capacidad de la burocracia estatal de regular el sistema de escuelas y de brindar una oferta homogénea controlada por un sistema de inspección escolar y de un modelo curricular y pedagógico jerárquico-autoritario fuertemente centralizado.


			Este esquema fue también denominado “Estado educador”: los establecimientos conformaban terminales burocráticas y no unidades de decisión. En este marco, quienes decidían eran los funcionarios de los ministerios mientras que las escuelas obedecían.


			Como decía, no todo fue tan uniforme y homogéneo y la historiografía de la educación argentina ha identificado docentes y familias que se resistían al poder de la educación homogénea: maestras como las hermanas Cossettini en Santa Fe, el “loco” Vergara en la Escuela Normal de Mercedes, el maestro Luis Iglesias en Tristán Suárez o el gran maestro Julio Barcos son ejemplos de resistencia. En 1928, Barcos publicó el libro Cómo educa el Estado a tu hijo y otros escritos, en el que se anticipan muchos de los problemas actuales: según mi criterio, el mejor libro sobre política educativa argentina.


			Pero los nombres que acabo de mencionar son tan pocos que podemos enumerarlos rápidamente. Nombres que tampoco llegaron a tener reconocimiento, incluso en medios especializados. Es que la inmensa mayoría de las escuelas funcionaba como una maquinaria efectiva y prolija en la que los engranajes, pulcramente aceitados, no producían mayores conflictos.


			¿Y qué les quedaba a las familias? Su intervención dentro de ese modelo jerárquico estatal fue circunscripta, básicamente, a las asociaciones cooperadoras de las escuelas públicas: una organización voluntaria conformada por progenitores de los alumnos de cada escuela.


			Aunque a veces fuera difundida como una herramienta de participación popular, estas asociaciones no poseen atribuciones ni mecanismos tan siquiera de voz, ya ni hablar de tomar decisiones, sobre cuestiones que sobrepasen suplir las ineficacias estatales para financiar adecuadamente cada escuela.


			*  *  *


			Así fue la época dorada de la educación argentina. Podría situarla entre finales del siglo XIX y finales de la década de 1950 del siglo XX, unos setenta años. Unos setenta años de gloria educativa.


			Durante ese período, la Argentina ostentaba orgullosa su sistema escolar y sus indicadores de escolaridad y alfabetización eran realmente sorprendentes. Eran los mejores de América Latina sin duda, compartiendo el primer puesto con Uruguay. Se situaban entre los mejores del mundo, muy por encima de países europeos mediterráneos como Portugal, España, Italia y Grecia.


			Este fue el período de la consolidación del ideal democratizador de la educación pública en la Argentina. El período en el que los sectores más empobrecidos de la educación asumieron decididamente como propio el derecho a educar a sus hijos desde la escuela primaria hasta la universidad. La etapa en que los inmigrantes recién llegados constataron que la Argentina era el lugar indicado para residir, donde podían educar a sus hijos, una posibilidad completamente vedada en sus países de origen.


			A diferencia del resto de los países latinoamericanos, ese derecho a la educación de los más pobres alcanzó su mayor despliegue en los años 60 o 70 del siglo XX. La conciencia colectiva de la educación pública como derecho, obligación del Estado y herramienta de movilidad social ascendente quedó consolidada desde los inicios del siglo XX.


			A diferencia de la Argentina, muchos países latinoamericanos estuvieron lejos de la consolidación de esa conciencia. El caso brasileño, por ejemplo, muestra que recién a fines del siglo XX se desplegó un sistema escolar con la eficacia del argentino. O el caso colombiano, donde la escuela pública comenzó a ser gratuita recién hacia 2009.


			Pero estos logros de la época dorada de la educación argentina merecen algunos reparos, especialmente en cuanto al carácter arrasador del modelo civilizatorio que se imponía. Gracias a él, desaparecieron lenguas aborígenes y los idiomas que traían los inmigrantes. En la escuela pública había que hablar español hasta en los recreos y otras lenguas europeas era denigradas y condenadas con el apelativo de “dialecto” o directamente de “cocoliche”.


			La visión política de la Argentina era rígida y homogeneizante, cerrada a cualquier experiencia plural. Las escuelas de entonces trasmitían un discurso nacionalista, a veces patriotero y chauvinista y a lo que se sumaba que la imágenes de los textos escolares siempre correspondían al medio urbano blanco, profesional y pequeño burgués o a una imagen mistificada del mundo rural que coincidía con formas económicas extractivas y especulativas.


			Por supuesto que muchas de estas características eran marcas de época que iban más allá del contexto argentino y se repiten en todos los sistemas educativos occidentales. Otras, sin embargo, son las huellas propias del sistema argentino.


			Pero el balance final es positivo: en esos setenta años de fines del siglo XIX y principios del XX, se consolidó en la Argentina un sistema de derecho a la educación escolar pública de la que la ciudadanía se enorgullecía y que mostraba un desempeño significativo que merecía el reconocimiento internacional.


			*  *  *


			¿Cuándo se desgarró la escuela pública?


			Una respuesta suele depositar la responsabilidad del inicio de la crisis educativa argentina en el primer peronismo. Suele afirmarse que el primer peronismo, el que va de 1946 a 1955, tuvo una acción sostenida de intervención y adoctrinamiento en el sistema educativo. Los ejemplos que ilustran esa certeza están bien a mano: La razón de mi vida de Eva Perón como libro de lectura obligatorio y los textos escolares donde se enseñaba a leer con imágenes de Perón y Evita y se exaltaba la figura de ambos líderes y de la Argentina justicialista.


			Sin embargo, la investigación histórica más seria ha matizado esa visión de un peronismo omnímodo que hacía y deshacía en las escuelas. Los trabajos de Rubén Cucuzza y sus colegas compilados en el libro Historia de la educación en el primer peronismo (1943-1955), publicado en 1997, han mostrado una capacidad relativa del primer peronismo para penetrar en el sistema educativo. Y esto fue así o por la tradición liberal que arrastraba o por la resistencia del gremio docente, un colectivo laboral tildado de antiperonista aunque el sindicato docente oficial acompañaba al gobierno.


			Según Cucuzza, frente a la imposibilidad de desembarco real en las escuelas, el peronismo de entonces se resignó a construir una suerte de sistema educativo paralelo con los actos de masas, las justas deportivas, las colonias infantiles para los más chicos, la Unión de Estudiantes Secundarios para los adolescentes y la Universidad Obrera, hoy Universidad Tecnológica Nacional, entre otras acciones.


			Por mi parte, también contribuí, junto con Silvina Gvirtz, a mostrar que esa inducción doctrinaria implementada a través de libros de textos también debe ser matizada. Al analizar las respuestas de los docentes de la época a esa pretendida influencia ideológica, se observa que ellos resistían fuertemente esos intentos disciplinadores apelando a diversas tácticas escolares que implicaron malos resultados para el gobierno peronista.


			Por otro lado, los indicadores de escolarización niegan un problema educativo por aquel entonces. De hecho, fueron aumentando y a finales de los años 50, se muestran valores muy importantes de escolarización, incluso en las escuelas medias recientemente popularizadas.


			Lo que quiero demostrar es que no hay punto de partida, una suerte de grado cero de la crisis educativa, sino una serie de fenómenos que, desde finales de los años 50, fueron desintegrando a la escuela pública a la vez que crearon estímulos para que una buena parte de la población optara por la escuela privada.


			Uno de esos momentos cruciales llegó con el peronismo bien lejos del gobierno, ya derrotado después de la Revolución Libertadora. Se trata de la sanción del Estatuto del Docente durante la presidencia de Arturo Frondizi y del ministro de Educación Luis MacKay. Fue entonces que se sancionó la Ley 14.473, que estableció un estatuto docente que, con ligeras modificaciones, rige en su espíritu y hasta en buena parte de su letra en los actuales estatutos docentes provinciales.


			Su sanción fue una respuesta a lo que la mayoría de los docentes entendía que habían sido arbitrariedades cometidas durante el peronismo: de esta manera, a partir de las reglas de juego fijadas en el estatuto, la carrera docente gozaría de estabilidad y los nombramientos en los cargos, los ascensos y traslados pasarían a depender de juntas de docentes independientes como antídoto a las arbitrariedades del gobierno de turno.


			En aquel momento clave también se estableció que el régimen jubilatorio alcanzaría el 82 por ciento móvil con 25 años de antigüedad y sin límite de edad y las licencias por enfermedad se justificarían por diversas razones.


			De esta manera, se dio un paso importante para separar la profesión docente de las desventuras políticas y el oportunismo de los funcionarios. La legislación imaginada en la presidencia de Frondizi superaba el Estatuto del Docente del peronismo que determinaba que los educadores debían “formar en sus alumnos una conciencia patriótica de respeto a la Constitución Nacional, a la Ley, sobre la base de la Doctrina Nacional Peronista”. De hecho, la ley de 1958 ratifica un decreto de la Revolución Libertadora que dejaba sin efecto al estatuto peronista y sentaba las bases de la nueva norma.


			Para decirlo de una manera más directa, el germen de los actuales estatutos del docente está en una norma de una dictadura militar de 1955, completada con otra norma de otra dictadura militar, la de 1972, en la que se estipulan adicionales para zonas desfavorables y áreas de frontera.


			Ahora bien, siguiendo con el hilo de una historia que no acepta esquematismos ideológicos, ese mismo gobierno frondizista que brindaba garantías laborales a los educadores contra los abusos del poder político, emprendió una reforma educativa muy importante, tan importante que terminó delineando el paisaje actual del sistema educativo argentino generando la posibilidad de expansión del sector privado.


			¿En que consistió? Durante el primer peronismo, en 1947, se sancionó una ley por la que se subsidiaba a las escuelas privadas mediante fondos públicos. Sí, los famosos subsidios también son una medida peronista.


			En los años 60, esos mismos subsidios fueron ampliados en cantidad (más escuelas recibirían el subsidio), y en calidad, en la medida en que se ampliaba el porcentaje del salario de los docentes privados que podían ser subsidiados. También se creó la Superintendencia Nacional de Educación Privada para que las escuelas particulares tuvieran su propio organismo de gobierno, diferenciado de las estatales.


			Se trató sin dudas de un proceso de desregulación y apertura al sector privado que también tuvo su correlato en las universidades: las privadas podrían crearse y ofrecer títulos equivalentes a los de las universidades públicas, lo que dio origen a un amplio debate y grandes movilizaciones populares a favor y en contra de la medida. Movilizaciones que dividían a la población entre “la laica”, defensores del monopolio estatal en materia universitaria y la “libre”, defensores de la iniciativa privada en la educación superior.


			Estas reformas habrían tenido un destino mucho más innovador y democratizante si se hubieran continuado algunas de las reformas curriculares y organizativas imaginadas por estos gobiernos radicales.


			Sin embrago, la dictadura militar de 1966 cambió el panorama para siempre mediante un proceso de mayor autoritarismo cultural y cerrazón ideológica en el sistema público que sentó las bases para su burocratización jerárquica y su empobrecimiento pedagógico.


			*  *  *


			Eran los años 60, épocas de grandes transformaciones culturales y pedagógicas, con nuevas concepciones de infancia, del conocimiento, de la autoridad, de la educación. Muchos países del mundo enfrentaron, en ese momento, reformas que se hacían cargo del momento que se vivía generando más apertura y creatividad en las escuelas públicas.


			En cambio, en la Argentina de los presidentes militares de 1966 a 1973, especialmente durante la presidencia de Onganía, los filtros ideológicos tornaban asfixiante la actividad escolar casi del mismo modo, aunque de manera menos contundente, que se daba en la universidad pública con la Noche de los Bastones Largos, cuando la dictadura descabezó a la élite científica argentina condenándola al exilio y al país a una orfandad científico-tecnológica que, en mi opinión, todavía no se ha podido superar del todo.


			Mientras las escuelas públicas cerraban sus horizontes y se anquilosaban más y más, las escuelas privadas abrían sus puertas a las nuevas tendencias pedagógicas mundiales. No solamente las escuelas laicas “progres” que nacían en los grandes centros urbanos. También muchas escuelas católicas, influidas por el Concilio Vaticano II, modificaban sus métodos pedagógicos y adoptaban los más novedosos avances de una pedagogía centrada en el alumno.


			Las escuelas judías, por su parte, pasaron a ser “integrales”: si tradicionalmente los chicos de la comunidad judía concurrían a la mañana a la escuela pública del barrio y a la tarde al Schule, en los últimos años de la década de 1960 migraron a escuelas de jornada completa más atractivas e innovadoras que las escuelas públicas que percibían como más conservadoras, autoritarias y jerárquicas.


			Pero todavía faltaba más. El gobierno de Onganía se despidió con una estocada final: convirtió a las viejas escuelas normales formadoras de maestros en escuelas secundarias comunes y creó un plan de estudios de dos años posteriores a la escuela media para graduarse como profesor para Enseñanza Primaria.


			Podía ser interesante extender la formación docente y sacarla del nivel medio. Pero con esta medida se rompió una tradición de cien años sin cuidar y rescatar la dimensión positiva de aquella modalidad de larga historia: la articulación entre la teoría pedagógica y la práctica educativa que garantizaba la escuela normal comenzó un proceso de separación que dura todavía hoy. Se trató de una típica medida tecnocrática, de escritorio, que pulverizó sin más una experiencia pedagógica rica y centenaria.


			*  *  *


			El peronismo  de 1973 a 1976 intentó, y en gran medida logró, penetrar el sistema educativo especialmente en los cambios de planes de estudios con nuevas materias muy desafiantes para la época como “Estudio de la Realidad Social Argentina” e incentivando la utilización de textos escolares con versiones no liberales de la vida política argentina.


			El problema de este período es que mientras en los primeros meses del gobierno esas medidas adquirían un color progresista y renovador, tras la asunción del propio Perón y de Isabel Perón en el Poder Ejecutivo, después de un breve período que algunos llaman “primavera camporista”, el contenido de las medidas se encuadró en las ideas pedagógicas más conservadoras y quedó alineado con el clima represivo y de disciplinamiento educacional y social. Este proceso se acentuó especialmente en 1974 tras la asunción del ministro de Educación peronista Oscar Ivaninssevich, uno de los más importantes cuadros políticos que le diera el peronismo a la educación argentina, quien ya había ocupado la cartera educativa durante el primer peronismo,


			Esta tendencia continuaría de modo más encarnizado y brutal después del golpe de estado de 1976 con la desaparición forzada de estudiantes y docentes, algunos en su propio lugar de trabajo, el aula, como el maestro Alfredo Bravo, cofundador de la Confederación de Trabajadores de la Educación en 1973.


			Mi adolescencia coincidió con los últimos años del gobierno de Perón y luego de Isabel, la primera presidenta de la Argentina, y toda la dictadura militar. Desde 1975, en las escuelas, la atmósfera se hizo irrespirable.


			En la escuela Mariano Acosta de Buenos Aires, donde cursé el bachillerato con orientación docente y luego el Profesorado para la Enseñanza Primaria, el clima represivo que imponían algunos preceptores era realmente atemorizante. Desde la exigencia del corte de pelo dos dedos por encima del cuello de la camisa, detalle que era chequeado diariamente, hasta las amenazas de ser denunciado a la policía, como alumno viví de cerca ese clima represivo.


			En 1979, en el Profesorado del Mariano Acosta conocí a Susana Reyes y con mis 18 años fue que me enteré en forma directa de los crímenes de la dictadura. Susana venía con su bebé a estudiar y lo dejaba al cuidado de otras estudiantes. Era una sobreviviente de la represión. Años más tarde, fundó el instituto Isauro Arancibia, una escuela para chicos en situación de alta vulnerabilidad social que es un ejemplo mundial.


			Durante los años de la presidencia de Alfonsín, el sistema educativo no cambió en su lógica organizacional o de financiamiento. Al contrario, las severas restricciones presupuestarias de la época generaron innumerables confrontaciones sindicales docentes hasta la huelga de cuarenta y dos días de 1988: el paro docente nacional más largo de la historia, un paro que cumplí cada día como maestro de la escuela 14 de Villa Lugano.


			Sin embargo, con el alfonsinismo cambió el clima: se vivieron momentos de apertura. La posibilidad de construcción colectiva estaba presente: parecía que todo se podría.


			En ese escenario, el gobierno convocó a un Congreso Pedagógico remedando el que se había organizado en 1882, suponiendo, tal vez, que iba a brindar los mismos resultados convocando a la participación popular para discutir una nueva ley nacional de educación equivalente a la 1420 de 1884.


			Pero aquellas esperanzas de renovación educativa fueron vanas. El Congreso Pedagógico generó resultados relativos y controvertidos y en buena parte quedó capturado por las disputas sobre la intervención de la Iglesia Católica en la educación.


			*  *  *


			El peronismo de 1989-1999 tuvo una agenda de reforma educativa muy a tono con las de otros países latinoamericanos. Si bien sancionó la Ley Federal de Educación, no hizo mayor énfasis en cuestiones legislativas y se abocó directamente a la reforma del sistema con un consenso muy importante en vastos sectores sociales, sindicales, empresariales, religiosos.


			Como bien señaló la doctora en Pedagogía Adriana Puiggrós: “Con algunas pocas excepciones, todo quedó dentro de la familia pedagógica argentina”. Sólo algunos sindicatos docentes, una parte de la oposición política muy poco escuchada y muy poquitos profesionales de la educación hicieron, hicimos una crítica franca, aún a partir de motivos y fundamentos diferentes, de la política educativa de este nuevo peronismo.


			A diferencia de los anteriores, este peronismo no estaba interesado en ideologizar los contenidos escolares sino en “modernizarlos”, aggiornarlos, ajustarlos a las demandas del mundo postcomunista dominado por un discurso neoliberal centrado en conceptos que ingresaron al debate argentino en esta época: “calidad”, “eficiencia”, “gerenciamiento”, “demanda”. Eso que con Gabriela Diker llamamos, en 1996, la pedagogía fashion.


			La lógica de esta reforma del peronismo neoliberal fue cambiar de raíz el sistema educativo, su estructura, sus contenidos, su estética. A diferencia de otras reformas de la época, esta no fue directamente “promercado” aunque sí optó por una cierta estética managerialista de la que, convengamos, las escuelas reales casi ni se enteraron.


			Por otro lado, este peronismo generó, probablemente muy a su pesar, un enorme debate en la opinión pública sobre temas educativos: se publicaban centenares de libros y artículos alrededor de la reforma; surgían programas de radio y TV sobre educación; aparecían revistas en el mercado para docentes y personas interesadas en el tema; los sindicatos docentes conformaban centros de investigación y capacitación para estar a la altura del debate; las universidades ofertaban por primera vez en forma masiva posgrados en educación; los docentes vivían haciendo cursos para no quedar al margen de la reforma —el lema parecía ser “capacitarse o perecer”—; se concretaban congresos multitudinarios para debatir la reforma organizados por los gobiernos, las universidades y los sindicatos y el gobierno inundaba las calles con su marketing proreforma: desde afiches callejeros hasta un cassette con cuentos de Luis Landriscina que te regalaban en el peaje de la renovada ruta 2. Todo muy primer mundo, ¿no?


			No es este el lugar para evaluar los logros y dificultades de esta época: ya en el medio de ese frenesí publiqué un libro, La escuela argentina de fin de siglo: entre la informática y la merienda reforzada, criticando muy fuertemente estas políticas.


			Sí es oportuno resaltar una particularidad sustancial de aquellos años: que el peronismo de los años 90 fue el que más se le animó al sistema educativo, pretendiendo reformas de fondo muy superadoras de la vieja pasión doctrinaria que lo había caracterizado históricamente.


			*  *  *


			Pero el peronismo de la década de 2000, al kirchnerismo me refiero, no se parece a ninguno de sus antecesores. En principio porque sus principales logros, según sus propios funcionarios, fueron leyes: un ámbito que a todo el peronismo anterior le había importado muy poco. Con amplia mayoría parlamentaria, en los doce años de gestión kirchnerista se sancionaron innumerables leyes cuyo cumplimiento es muy relativo, como la de 180 días de clase, y de dudosa eficacia, como la de financiamiento educativo.


			Segundo, porque a diferencia de todos los peronismos anteriores, el de Néstor y Cristina Kirchner tuvo el apoyo, si no del colectivo docente, de la casi totalidad de su dirigencia sindical, que adhirió explícitamente a un gobierno por primera vez en la historia argentina.


			Sin embargo, ni las amplias mayorías parlamentarias con las que contaba ni el apoyo político de los sindicatos docentes contribuyeron a alcanzar grandes reformas como las de los años 90, ni a la revisión doctrinaria de los años 70. Tampoco a la creación de un sistema educativo paralelo como en los años 40. En realidad, es difícil encontrar un vector serio de política educativa en el kirchnerismo, una estrategia clara que dé sentido a las distintas micropolíticas y los planes. Lo del kirchnerismo fue más bien un proceso de esterilidad educacional.


			El kirchenrismo sí propició el fin de una parte, ni siquiera la más importante, de la reforma de los años 90: los encargados de desarmar lo anterior, gesto tan típico del péndulo argentino, fueron muchos de los funcionarios educativos que, paradojalmente, lo habían implementado en la década anterior.


			La estructura formal del sistema educativo que había quedado dividida con la Ley Federal de Educación en Educación General Básica de 9 años y Polimodal de 3 años, se reorganizó en doce años de escolaridad, divididos en seis más seis o siete más cinco según la provincia con la Ley de Educación Nacional de 2006. Los cambios estéticos fueron notorios: de la épica managerialista de los años 90 se pasó a “la ampliación de derechos” que fue mucho más una proclama que una realidad.


			El kirchnerismo educativo, lo mismo que el menemismo, fue muy consistente en medidas muy publicitadas en los medios como la distribución de libros en estadios de fútbol y balnearios de la Costa Atlántica, como el famoso material escolar que analizaba el mundial 2006 publicado como suplemento dominical por los grandes diarios argentinos, apenas dos años antes de que sus propietarios fueran acusados por el mismo gobierno por delitos de lesa humanidad, con ejercicios de matemática y lengua para resolver en familia o la propuesta más increíblemente ingenua y excéntrica de todas: el canje de deuda externa por educación, una medida que los organismos internacionales reservan para países africanos de extrema pobreza.


			De todas maneras, también hubo algunas medidas interesantes, como el intento de mejoramiento de las escuelas técnicas, la construcción de escuelas y la distribución de netbooks en las secundaria.


			Pero el peronismo de los años 2000, al contrario de sus predecesores, no desarrolló una agenda político-educativa y su esterilidad teórica y ciertamente práctica fue notoria.


			Incluso es descabellado afirmar que este peronismo pretendió ser adoctrinador: la distribución de juegos como “El Nestornauta” en escuelas, la introducción de ciertos contenidos de materias en algunas provincias o las aventuras del personaje infantil Samba del canal Encuentro, con una crítica superficial a la figura de Sarmiento, no constituyeron más que pueriles e insignificantes esfuerzos para adquirir cierto grado de existencia por parte de los funcionarios del área educativa. Y el intento, convengamos, no fue serio como el del primer y el segundo peronismo.


			Suponer que el cartel de “Presidencia de la Nación” en las netbooks que se entregan a los estudiantes es un acto de adoctrinamiento implica no solamente desconocer la historia que aquí he resumido, sino también la realidad actual de los adolescentes y de las escuelas. Este intento impotente de marketing estuvo muy lejos, afortunadamente, de constituir una acción de adoctrinamiento estatal. Si realmente el adoctrinamiento era un objetivo que estaba en la mente de los funcionarios, no lo sabemos. Si así fuere, en eso también fracasaron.


			El primer kirchnerismo representó una gran oportunidad perdida para salir del colapso educacional, tal vez la oportunidad más importante de la historia. Su política económica, liderada por Roberto Lavagna, aprovechó el empujón de la devaluación de 2002 y el país creció a “tasas chinas”. La autoridad presidencial se reconstruyó en base a medidas institucionales de alto consenso popular como la vinculada a las violaciones de los derechos humanos de los años 70 y los cambios en la Corte Suprema de Justicia, que se consolidaron políticamente en las elecciones de 2005.


			En el campo educativo, el ministerio nacional estuvo ocupado por dos personas de calidad técnica muy respetable, algo poco común en la Argentina, como Daniel Filmus, al frente del Ministerio de Educación Nacional, y Juan Carlos Tedesco, acompañándolo en la gestión. El gobierno construyó una relación privilegiada con la CTERA. Fue la primera vez en la historia argentina que un sindicato docente apoyó a un gobierno, y particularmente a un gobierno peronista.


			Con todos estos ingredientes positivos, la esterilidad del resultado educativo es muy llamativa: todo ese capital político e institucional se utilizó para aumentar la hegemonía del sector gobernante sin que las fichas se pusieran en juego a favor de cambios profundos en la educación, sobre todo en la educación pública.


			Comparado con casos internacionales en el mismo período como el del gobierno del Partido de los Trabalhadores en Brasil, que atravesó una situación equivalente con el presidente Lula y su ministro Fernando Haddad, el resultado es contrastante. En Brasil, el gobierno de centro izquierda consolidó el legado anterior y ejecutó importantes y novedosas medidas políticas educativas a favor de la inclusión y la calidad.


			Esta esterilidad político-educativa obviamente no es gratuita y sus efectos han sido tan negativos como la productividad educativa de los años 90, o incluso peores. Por un lado, porque el proceso de privatización de la educación post 2003 se dio como nunca en la historia de la Argentina. Por otro lado, porque los indicadores educacionales hablan, en palabras del sociólogo afín al gobierno kirchnerista, Artemio Lopez, de un apagón educativo que se ha documentado fehacientemente. La política educativa del kirchnerismo ni siquiera estuvo a la altura de su política social, que ha sido mucho más sensible y efectiva, aún con sus problemas de clientelismo y corrupción. En cambio, los indicadores socio-educacionales —niveles de cobertura, abandono, sobreedad— apenas han mejorado en diez años de peronismo modelo años 2000.


			Para colmo, a diferencia de otras épocas, ahora el rendimiento de los sistemas educativos y los niveles de aprendizaje de los alumnos se evalúan con estándares internacionales y comparativos.


			Cada vez que se daban a conocer los resultados de la Argentina en las pruebas PISA que administra la OCDE o las TERCE, de UNESCO, la estrategia marketinera del gobierno kirchnerista crujía y la esterilidad pedagógica se hacía patente.


			A diferencia de los años 90, el debate educacional en la Argentina se volvió aplanado: poco y nada en los medios, en la política, en la academia.


			Fue con el kirchnerismo que se consolidó la concepción de una escuela pública empobrecida para pobres y la de la escuela privada como el reducto donde la clase media busca su salvación.


			Insisto con esto: es cierto que la tendencia privatizadora es muy anterior al kirchnerismo, como vimos, pero desde 2003, la lógica más perversa de la resignación terminó con toda iniciativa de cambio y pulverizó la esperanza de mejorar.


			Llegamos al punto en el que —desde entrevistas en medios hasta en reuniones académicas— empecé a insistir con una pregunta incómoda: ¿realmente queremos mejorar la educación?


			*  *  *


			Es hora de olvidar a Sarmiento. Sí, insisto: olvidarlo. Cada vez que debatimos en torno a todos estos enormes problemas y, especialmente, cada vez que nos deleitamos recordando esa suerte de memorabilia de nuestros pasados escolares, se evoca, como en el viejo exordio del artículo de Roberto Fernández Retamar, “la sombra terrible de Sarmiento”.


			Algunos se preguntan qué haría Sarmiento enfrentado a los dilemas educativos actuales. Otros, por el contrario, lo convocan para discutirlo o negarlo como clave de interpretación del presente.


			Cómo van a denominarse los premios a los maestros o a los alumnos sino Sarmiento: la revista Caras y Caretas, por ejemplo, ilustró la tapa de un número dedicado a la educación con Sarmiento y con Daniel Filmus, el ministro de Educación durante el primer kirchnerismo.


			Yo mismo, durante mi efímero paso a cargo del Ministerio de Educación de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, propuse que se volviera a cantar el Himno a Sarmiento en cada acto escolar en una medida disparatada, sobre todo por lo nostálgica. Y mi blog de ministro se llamaba “Qué diría Sarmiento”.


			Es que no hubo otro igual. Y es ese el punto: es imposible que lo haya. No me refiero solamente a las características personales de Sarmiento. A su empuje, a su terquedad, a su “locura”, a su amor apasionado por la Argentina o a su grandiosa y generosa vanidad, la que le aseguraba infinitos adversarios, evitables, a la vez que le confería esa visión tan suya de futuro por prepotencia de trabajo.


			Tampoco me refiero a sus evidentes cualidades intelectuales ni a su genialidad literaria ni a sus bastantes más discutibles capacidades políticas ni a sus dotes de provocador social pre-punk, capaz de insultar en una sola parrafada a la clase política y la alta sociedad porteña casi al mismo tiempo que a los gauchos o a los indios. Alguien capaz de soportar, sin bajar la cabeza, los insultos y los golpes de puño de sus enemigos, algunos, incluso, ex discípulos que se burlaban de su vejez o de su sordera.


			Mucho menos me refiero a sus redescubiertas presuntas dotes de macho cabrío, mujeriego empedernido, amante clandestino de su joven vecina (hija, a su vez, de su amigo y mentor) y por lo tanto pionero de la culpabilidad masculina en un divorcio controvertido (en un Código Civil que había redactado el padre de su amante) y culposo deudor emocional de su hijo, cuya muerte debió llorar a la distancia y sin haber hecho las paces.


			Por eso, no me refiero a olvidar a la persona Domingo Faustino Sarmiento. Me refiero sí a dejar de lado la función estructural que cumplió en la historia, especialmente en la conformación de la escuela pública argentina.


			En primer lugar, la figura de Sarmiento representó la posibilidad de articular al tradicional maestro de escuela con el nuevo maestro asalariado del Estado, regulado por una nueva pedagogía de Estado. Su propia figura fue la garantía de ese cambio fenomenal: él mismo la encarnaba para proyectarla al resto de los docentes a tal punto que afirmó hasta el cansancio que siempre iba a ser un maestro de escuela más allá de los altísimos cargos políticos que ocupase.


			Segundo, y tan importante en la actualidad, la palabra Sarmiento equivale a respeto absoluto hacia los maestros, en línea con la idea de Manuel Belgrano, que había dictaminado en su reglamento para las cuatro escuelas que fundara en el Norte, que a los maestros de escuela se les debía reputar como un Padre de la Patria. Eso no inhibió a Sarmiento de pronunciarse críticamente hacia la docencia, pero lo hacía constructivamente, profesionalmente, “desde adentro”.


			Tercero, Sarmiento confirmó la necesidad de la preparación técnica para gobernar la educación y subió la vara hasta lo más alto. Sin formación universitaria, Sarmiento se autoformó en los debates pedagógicos de punta de aquel entonces de la única manera en que eso es posible hacerlo ayer y hoy: ejerciendo la docencia, experimentando, leyendo la literatura pedagógica especializada, visitando escuelas argentinas y de cada lugar del mundo en el que le tocó estar y publicando sus ideas para confrontarlas con los demás.


			El resultado es notable y difícilmente igualable: un gobernante de la educación está para proponer política educativa, filosofía de la educación, organización escolar y hasta métodos de lectoescritura con una ambiciosa reforma ortográfica, tal como me dejó ver la doctora en Lenguas y Literaturas Romances Karina Galperín, quien también me enseñó que Sarmiento se autodefinía más como “educacionista” que como educador.


			Cuarto, Sarmiento no estaba solo: Sarmiento era Sarmiento porque formaba parte de una dirigencia no solamente política consciente de que gobernar implica no sólo ejercer el gobierno —o “gestionar”, como se dice ahora— sino también, y al mismo tiempo, perfilar un proyecto de país adonde dirigir los esfuerzos.


			En el caso de las generaciones políticas e intelectuales de las que Sarmiento fue parte, este consenso terminó siendo el efecto de un conjunto de conflictos no exentos de violencia. Es decir, no era un proyecto educativo pacífico surgido de la serenidad de una tertulia literaria, sino el resultado de tensiones entre clases, grupos y facciones con suficiente lucidez y reflexividad sobre su actuar como para proyectar y concretar un país nuevo. Conflicto en el que muchas veces toca perder, como fue, y sigue siendo, el fracaso de la aplicación de Consejos Escolares en la Provincia de Buenos Aires que buscó, en vano, concretar el proyecto sarmientino de participación vecinal en la gestión educativa.


			Quinto, demostró que la escuela pública es el instrumento social central, hasta ahora insuperable, para alcanzar al mismo tiempo equidad y cohesión social. Sarmiento es el nombre argentino de la igualdad por la educación.


			Sarmiento no es Sarmiento: es el nombre que un proyecto educativo asumió para una época. Olvidar a Sarmiento implica recuperarlo para superarlo. No está mal que no haya ninguno igual. Lo que hace falta es esa fuerza colectiva para reconstruir otro proyecto superador al sarmientino. Su nombre propio será un detalle.


		



		
			Capítulo 7


			SER MAESTRO


			La docencia argentina en el laberinto de la educación pública


			No elegí nacer; elegí ser maestro.


			Lo explico mejor: si algo elegí en la vida, fue dedicarme a la educación casi desafiando los augurios que presagiaban que, con el tiempo, me dedicaría a ganar algún dinero: lamentablemente, augurios completamente equivocados.


			Para mis familiares bancarios, el puestito en un banco era una tentación, pero yo no habría soportado ese destino ni un solo día. También fui un aspirante a actor profesional fracasado; fui cadete en varias empresas de las que fui prolijamente despedido; artesano imposible de muebles de caña junto con mi amigo Pablo Rinaldi, con quien logramos vender sólo una mesita de caña a mi entrañable profesora Aída Rotbart, de quien soy y seré su eterno aprendiz, y que compró la mesita sin ninguna necesidad de mesitas. También fui ayudante de verdulero en una verdulería llamada Los hijos de López en honor a la novela de TV de aquellos tiempos.


			Pero lo mío era ser maestro. Por eso, ya a los 17 años de edad trabajaba de ayudante de jardín de infantes y docente en colonias de vacaciones. Un amigo de la infancia, Mario Zajdman, me bautizó con el sobrenombre de “Pedagógico”. Eso sí fue profético.


			Me inscribí en el Mariano Acosta en 1973 y para poder hacerlo, mi mamá y yo, para poder ingresar al establecimiento, debimos pedirles permiso a los estudiantes que tomaban la escuela que, además de controlar la entrada, le habían pintado los labios y puesto una corbata al busto del Primer Rector de la Escuela Normal que aún hoy está en el patio de entrada del edificio.


			Para mis 12 años todo aquello era absolutamente fascinante hasta que en el mismo momento de la inscripción, me informaron que desde hacía cuatro años los maestros argentinos ya no se graduaban con cinco años de secundaria, sino que había que cursar otros dos años más de “profesorado”. Era una norma de 1969 de la que ni mi mamá ni yo teníamos noticia.


			Así, después de dos años de ese profesorado, el miércoles 11 de marzo de 1981 debuté como maestro en el cuarto grado de una escuela primaria ubicada en un barrio alejado de Merlo, en el conurbano oeste y profundo. Me siento mejor, más pleno, festejando los 11 de marzo que festejando mi cumpleaños.


			Orgulloso de mi título de la Escuela Normal de Profesores Mariano Acosta, desde Villa Crespo tomaba el 141 hasta la estación Caballito; el tren hasta Castelar y el 321 por Barrio Marina hasta la escuela. Trabajé varios años en Merlo y luego en Villa Lugano. Primero un turno, de 13 a 17, y después un turno más, de 8 a 12. A la noche estudiaba en la universidad la licenciatura en Pedagogía. Una vez graduado, seguí trabajando como maestro mientras cursaba la maestría en Educación.


			Algunos años después me despedí del nivel primario.


			¿A qué viene todo esto? Si hubiera continuado como maestro en Merlo trabajando dos turnos, mi salario actual sería, en mano, de 29.400 pesos a enero de 2018, por las nueve horas en la escuela: el punto más alto de la escala salarial en el aula de primaria. Este máximo lo estaría percibiendo desde hace doce años —se consigue con veinticuatro de antigüedad— y se mantendría así durante los próximos diez, hasta la jubilación: 22 años sin aumento salarial. Por suerte en la Argentina hay alta inflación por lo que la paritaria docente de cada año me habría ilusionado con incrementos nominales…


			Por supuesto, en el puesto bancario al que estaba destinado por tradición familiar, el salario era y es muy superior. El mínimo del empleado bancario se acerca bastante al máximo del maestro de grado con dos turnos aunque los bancarios trabajan sólo siete horas y media y no tienen necesidad de acreditar un título terciario. Además, en los bancos existen los aumentos por títulos y pago de horas extras. Todos esos beneficios con una ventaja: sin la responsabilidad de educar personas.


			Si fuera diputado o concejal, ganaría el doble o más desde el primer día en el cargo. Obviamente.


			Este exiguo valor máximo del salario del maestro es un elemento más de un sistema asombroso y que pocos conocen, pero que es determinante a la hora de explicar el deterioro de la educación argentina.


			A pesar de lo que se asume comúnmente, esta chatura del salario docente no es consecuencia de una negociación paritaria en el sentido que lo determina la Ley de Convenios Colectivos de Trabajo, en la que empleados, empleadores y el Estado negocian en plan de igualdad las condiciones laborales.


			La realidad es que el sistema docente no está regulado por el acuerdo patronal-sindical sino por leyes provinciales sancionadas y ratificadas año tras año por toda la dirigencia política de cada provincia. Su base legal, prácticamente intacta, es el Estatuto del Docente de 1958.


			*  *  *


			La docencia argentina está atrapada en un laberinto que la apresa y la empobrece. Y en este punto, la encerrona es más acuciante para los docentes que ejercen su trabajo en la escuela pública, como veremos. En este caso también, la educación privada corre con ventajas competitivas a la hora de la contratación de sus docentes y de la organización de su trabajo escolar. En ese sentido, insisto, es que las condiciones de la carrera docente de escuela pública, los sistemas de formación y capacitación de los maestros y profesores del Estado y el modo en que desarrollan su operación diaria las escuelas públicas constituyen indirectamente una política educativa que alienta la expansión de las escuelas privadas, más flexibles para adaptarse a los cambios de época y a las aspiraciones educativas de sus alumnos y familias.


			El sistema laboral docente, el estatuto, premia únicamente el paso del tiempo. En ese sentido, resulta un mecanismo muy fácil de controlar dado que sólo contabiliza los años de ejercicio docente para fijar niveles salariales, pero no genera ningún estímulo salarial positivo para los educadores, que verán su magro sueldo aumentar hasta el año veinticuatro y congelarse desde el año veinticinco, sin importar la calidad del trabajo efectuado.


			Esto se consagró en aquel estatuto de 1958 y nunca volvió a revisarse: todos los gobiernos vienen coincidiendo en descartar cualquier estímulo salarial atado a la formación, la innovación, el compromiso social e institucional o la responsabilidad por los resultados. Todo es igual; nada es mejor.


			Tampoco la licenciatura ni la maestría en Educación que cursé mientras era maestro tuvieron impacto en mi salario: da lo mismo formarse que no formarse. Más tarde obtuve un doctorado en Educación y, si hubiera continuado en el magisterio, tampoco habría tenido importancia laboral. Por eso hay pocos docentes en los niveles inicial, primario y secundario que acrediten posgrados. Tal como están las cosas, no hay motivos para pensar que eso vaya a cambiar.


			La alternativa de crecimiento profesional que se me presentaba como maestro era “acumular puntaje” para ascender a cargos directivos: suena increíble, pero licenciaturas y posgrados dan menos puntaje que los cursos de capacitación de pocas horas, poca exigencia y calidad discutible que brindan los gobiernos y otras instituciones, en muchos casos arancelados, y que la mayoría de los docentes realizan para mantenerse actualizados.


			Además, ser director de escuela no tenía sentido para mí. Lo que a mí me interesaba era enseñar y no dirigir escuelas: ahí aprendí que en el sistema educativo de la Argentina, los gobiernos dicen valorar las aulas pero en la realidad, lo que más valoran son las oficinas.


			Es el reino del revés: la estructura de la carrera docente que nadie se anima a cambiar limita la capacidad de los docentes en vez de estimularlos para que eduquen mejor. Por ejemplo, está claro que el trabajo de un educador lleva mucho más que las horas de escuela. En casa se corrige, se planifica y se completan planillas, registros, actas y formularios. Fuera de horario hay capacitaciones y reuniones con las familias. En la última media hora del turno mañana y en la primera media hora del turno tarde, los maestros acompañan a sus alumnos con el almuerzo. Es, en la mayoría de los casos, un trabajo all inclusive. Y sin embargo, no se reconoce esa carga extra.


			Otro ejemplo vale para ilustrar esa incapacidad de estatuto actual de la profesión docente para premiar el esfuerzo docente. El número de alumnos por docente no depende de otra cosa que la escuela y de la zona en que se desempeña un cargo. En los barrios más pobres, hay treinta y cinco o más alumnos por grado, unos setenta chicos a cargo, cada uno con sus problemas, sus familias, su tarea. El sueldo es el mismo que si toca atender a la mitad de los chicos. Algo similar ocurre con la cuestión social: el compromiso de quienes educan allí, donde el 100 por ciento de los alumnos es pobre, no tiene ningún reconocimiento ni salarial ni simbólico: los educadores están solos, dándose fuerza y entusiasmo entre ellos, en el mejor de los casos.


			La calidad y la innovación tampoco importan. Las escuelas públicas y sus docentes que trabajan muy bien lo hacen por su propia decisión y bajo su propio riesgo… Reconocimiento, cero.


			*  *  *


			La memoria de mis épocas de maestro está en mi cuerpo. El magisterio —en primaria, en secundaria, en el jardín de infantes— impone un compromiso vital, una enorme entrega personal. El cansancio es infinito pero más duros son el agobio, la angustia, la impotencia frente a las condiciones sociales, sumados a la indiferencia de un sistema al que poco parece interesarle la educación.


			Para contrarrestar esa angustia, me decidí a participar en el sindicato docente para tratar de explicar racionalmente y eventualmente cambiar la situación que se presentaba todos los días. El sindicato docente ofrece a muchos educadores esa posibilidad: la de entender y participar.


			En mi caso, la actividad sindical se sumó a mis primeros pasos en la vida académica y así en 1988 llegó mi primer libro, en coautoría con mi hermano Patricio, que se tituló La crisis laboral docente, editado por el Centro Editor de América Latina en la Colección Biblioteca Política, esa serie de libritos negros que fueron furor en los primeros años de democracia. El mío era el número 232 y aún se consigue en librerías de viejo.


			En sus primeras páginas hay un prólogo de Cecilia Braslavsky, un gran educadora argentina fallecida en 2002, quien —fiel a su estilo y al mío— escribió un prólogo refutando puntillosamente las conclusiones de nuestro trabajo.


			Pero ese no fue el primer problema. Gracias a la publicación del libro y a una nota de Nora Veiras en el por entonces naciente diario Página/ 12, terminé despedido bajo el eufemismo de “no renovación del contrato” del cargo de empleado raso que había conseguido en la Dirección de Investigación Educativa de la Municipalidad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde trabajaba por las mañanas antes de concurrir a la escuela 14 de Villa Lugano.


			La funcionaria que decidió mi despido, una ex profesora con la que me costaba enojarme y con quien hicimos las paces años después, tuvo la dignidad de poner por escrito los argumentos en contra del libro y firmarlos al pie en un papel membretado de la Municipalidad, que atesoro junto a otros documentos similares en la atiborrada caja de “batallas perdidas”.


			En su argumentación, aducía que mi hipótesis era errónea y que yo no consideraba los esfuerzos del gobierno para mejorar la educación.


			¿Cuál era la hipótesis que pretendía demostrar en aquel libro? Aquella idea de 1988 es la misma con la que insisto en este trabajo, y que consiste en lo siguiente: una de las variables que mejor explica la situación de las escuelas públicas es la situación laboral de los educadores, de lo que se deriva la consecuencia más importante. Me refiero en este punto a que si se trata de aspirar a “educación de calidad”, hay que avocarse, aunque no únicamente, a mejorar la situación docente. En aquel libro distinguía entre la situación “material” y “simbólica”. Aquel análisis sigue plenamente vigente.


			Esta hipótesis hoy ya es relativamente aceptada por los funcionarios políticos, los medios y la academia. Sin embargo, aceptada no quiere decir modificada. En 1988 era más bien denostada. Los pocos que la sosteníamos éramos acusados de ser la voz de los sindicatos docentes y especialmente, de mantener una postura escéptica sobre los cambios educativos. De hecho, todavía circulaba en todos esos sectores la visión “vocacional” o “apostólica” de un docente que, se suponía, debía darlo todo a pesar de todo y así superar las limitaciones de las condiciones que se le presentaban.


			*  *  *


			La característica saliente que tiene la carrera docente en la Argentina es que es antigua y homogénea tanto para los docentes de escuelas estatales como de escuelas privadas.


			Homogénea porque rige en todas las provincias, para todos los niveles educativos y en teoría para todos los cargos, sin demasiadas diferencias.


			Antigua, porque para el caso de los docentes contratados por el Estado, este modelo fue originalmente formulado a fines de los años 50 y desde entonces, mantiene un núcleo de regulaciones para cada uno de los sectores estatales de las jurisdicciones provinciales. La norma originaria es la ya mencionada Ley Nacional 14473, promulgada el 27 de septiembre de 1958 durante la presidencia de Arturo Frondizi.


			A partir de la transferencia de escuelas a las provincias, concluida en 1994, cada gobierno provincial estableció su propio Estatuto del Docente o similares, por medio de distintas normativas provinciales que eran muy parecidas entre sí en la mayoría de los aspectos significativos que hacen al trabajo docente, y todas congruentes con la ley de 1958.


			Para los docentes contratados por escuelas privadas, la norma vertebral es más antigua aún: la ley 13047 promulgada el 22 de octubre de 1947.


			Esta ley también regula los principales aspectos del trabajo del educador en escuelas privadas. Al igual que el Estatuto de los docentes públicos, con la transferencia a las provincias de los establecimientos particulares, la ley de 1947 también se reproduce en las normas de cada provincia, sin diferencias importantes. Pero al contario de los públicos, los docentes privados se rigen también por normativa no docente como la Ley de Contrato de Trabajo, las normas de empleados de comercio, etc.


			Un dato llamativo: para el Sistema Argentino de Información Jurídica (SAIJ), tanto la ley de 1947 como la de 1958 siguen vigentes: las capas geológicas de la burocracia legal argentina son infinitas.


			Aunque las leyes y las proclamas políticas afirman que la educación estatal y la privada “son lo mismo”, la organización escolar es muy diferente según la escuela sea pública o privada. Y esta diferencia es central en un sistema educativo cada vez más privatizado.


			Para el caso de los docentes estatales, el sistema está basado en la gestión centralizada a partir de instrumentos administrativos que disponen de nulo o muy poco margen de adaptación a cada realidad escolar. Las escuelas son prisioneras de una burocracia que regula su vida diaria y los límites de su efectividad desde la oficina central del Ministerio de Educación provincial o nacional.


			Para el caso de los docentes privados, al contrario, las decisiones de gestión están descentralizadas. Son los propietarios o los directivos de cada establecimiento y no los funcionarios de los ministerios quienes toman las decisiones. Muchas de las iniciativas que se implementan en las escuelas privadas tienen que ver más con las necesidades de cada establecimiento que con pautas administrativas estatales.


			Un ejemplo claro es la selección del personal docente, que evidencia marcadas diferencias entre escuelas de gestión estatal y privada. En las estatales, la selección mantiene una lógica administrativa centralizada por medio de un sistema de méritos individuales. Apelando a mi mayor intuición didáctica dada la maraña burocrática que presenta, voy a tratar de resumir aquí este sistema.


			*  *  *


			Cada docente de escuela pública de cada provincia cuenta con una asignación de puntos por título, antigüedad docente, cursos de capacitación y otros ítems, asignación que es exclusiva de cada provincia y no fácilmente trasladable a otras.


			Con la suma total de ese puntaje, cada docente pasa a integrar listados ordenados desde el puntaje más alto al más bajo: un verdadero ranking de educadores. En actos públicos, y siguiendo el estricto orden establecido por el ranking, los docentes van recibiendo, uno a uno, las ofertas de las vacantes disponibles: un cargo en la escuela Y; horas cátedras en la escuela Z, etcétera.


			Los docentes presentes en el acto público pueden aceptar el cargo o no aceptarlo: el docente elige la escuela. Con la designación en su poder, que suele ser un papel membretado, firmado por un funcionario y sellado, el docente se dirige a la escuela que eligió y le informa a la directora que a partir de ese momento ese será su lugar de trabajo. La escuela, sus autoridades, no cuentan con ningún mecanismo administrativo para evitar ser elegida por un docente. Para ser más claro: los directores de escuelas públicas no tienen ninguna participación en la incorporación de docentes a su propia escuela.


			Ocurre también que a los docentes que tienen poco puntaje se los convoca cuando quedan ya muy pocos cargos disponibles. En esos casos ya no tienen posibilidades de elegir y nos les queda otra opción que tomar el cargo de escuelas por las que ningún otro docente optó antes, una situación harto frecuente. Y preocupante: de esta manera, los docentes de menor experiencia, por eso su menor puntaje, trabajan en las escuelas que los de mayor experiencia y puntaje no eligen, que a la sazón suelen ser las escuelas a las que asisten los alumnos con mayor nivel de vulnerabilidad socioeconómica y con mayores dificultades para el aprendizaje. Que son, precisamente, los alumnos que necesitarían de docentes más experimentados y mejor preparados.


			El requisito para ser incorporado a ese listado de docentes es el título docente de maestro o profesor. Sin embargo, también es posible ejercer la docencia de muchas otras maneras: sin títulos habilitantes, con títulos profesionales acreditados, a los que se les puede sumar la acreditación de un tramo de formación pedagógica, por la acreditación de experticia en un campo profesional, especialmente en escuelas técnicas, etc.


			En algunas provincias donde faltan docentes, estudiantes de la formación docente son invitados a comenzar su vida laboral sin el requisito del diploma para el que están estudiando.


			Los cargos que los docentes consiguen por concurso se denominan titulares y su principal característica es que mantienen estabilidad laboral vitalicia, hasta la renuncia o la jubilación, salvo casos muy excepcionales de mal desempeño, al que se llega mediante un proceso disciplinario. También existen cargos transitorios —suplentes, provisionales, interinos— que en algunas provincias pueden extenderse durante años y años aunque quien los ejerce no haya aprobado siquiera un examen psicofísico.


			La realización de los concursos docentes puede demorarse excesivamente y volverse más burocratizada que lo usual. Frente a esos desbarajustes, en algunas provincias suelen votarse leyes “de excepción” que titularizan masivamente a los docentes pero sin mediar el concurso.


			En otras provincias, se ha tendido a respetar puntillosamente los pasos dispuestos en la normativa, lo que suele traer aparejadas demoras que han llegado a los cuatro o cinco años hasta que el docente “toma posesión”, así se dice en la jerga, de su cargo titular. Esta forma de incorporación a la docencia se da tanto para docentes con alumnos a cargo como para los directivos escolares, aunque para estos últimos sobreviven, además del ranking, las “pruebas de oposición” y cursos y exámenes varios, ya desaparecidos entre los educadores de base que se desempeñan en las aulas.


			Con los directivos ocurre un fenómeno que sería pintoresco si no fuera trágico. En el concurso, eligen escuela de acuerdo con el lugar que alcanzaron en el ranking. Así, el nuevo director titular de un establecimiento puede llegar a “tomar posesión” en una escuela que no conoce, cuyos docentes, alumnos y comunidad de familias tampoco conoce.


			En otras palabras, en la Argentina se puede adquirir un cargo directivo de por vida en una escuela que nunca antes siquiera se ha pisado. Los temas de “emprendedurismo” o “liderazgo” que últimamente llenan de contenido los cursos y las pruebas para los concursos de los futuros directores difícilmente surtan efecto en este escenario jerárquico, centralizado burocrático y completamente impersonal.


			En resumen, directores que dirigen escuelas que no conocen y no tienen participación en la incorporación de docentes a su plantel… ¿qué podría salir mal?


			*  *  *


			En cambio, en las escuelas privadas, la selección e incorporación de docentes está basada en los típicos mecanismos propios del mercado de trabajo, siguiendo los criterios de reclutamiento de personal de cualquier actividad que, en este caso, decide cada escuela, en forma descentralizada.


			Para estos establecimientos, a diferencia de las escuelas públicas, no es el docente el que elige la escuela sino que es la escuela la que elige al docente, incluso en aquellos casos en los que el mismo Estado financia, en parte o en todo, el salario de sus educadores. La desventaja de las escuelas públicas es evidente: en las privadas los directivos pueden entrevistar a los postulante y evaluar cuáles se adaptan mejor a la realidad de la escuela y al proyecto institucional. En las estatales, los docentes van con la papeleta del ministerio y el director apenas está allí para saludarlo por primera vez.


			Además, en las escuelas privadas, incluso en las subsidiadas, no hay estabilidad vitalicia. El despido es posible de acuerdo con la normativa laboral general, con justa causa o sin ella, lo que amerita en este caso el pago de una indemnización por despido. Al menos, el Estado no financia indemnizaciones del sector privado.


			Las ventajas de una mayor flexibilidad para tomar decisiones pedagógicas en una escuela son evidentes. Escuelas con capacidad de decidir en función de la identificación de problemas y el diseño de vías de solución tienen más chances de educar mejor que escuelas rígidas y burocratizadas en las que esos mismos problemas pueden ser abordados de manera singular, profesional y reflexiva si y solo si las regulaciones estatales acompañan la decisión.


			En caso contrario, que es el que ocurre muy frecuentemente, no hay instrumentos institucionales viables para desplegar estrategias pedagógicas particulares a las necesidades de cada caso. Las escuelas privadas pueden hacer todo lo que las estatales hacen y mucho más. Las estatales, al contario, están fuertemente condicionadas y su margen de maniobra para educar es muy escaso.


			Podría argüirse que los docentes de escuelas públicas necesitan que se les diga qué hacer porque si no, cometen errores. Esta visión paternalista, tan lamentablemente difundida en algunos medios académicos argentinos, presenta dos fallas. La primera es que supone que los docentes de escuelas privadas sí pueden lo que los de las públicas no, como si no fueran formados por las mismas instituciones; como si no fueran, en muchos casos, las mismas personas.


			La segunda es más grave y supone que las burocracias estatales, los “pedagogos de Estado”, van a dotar a las escuelas públicas de mejores soluciones que los propios educadores. Esto podrá haber sido cierto en los inicios del siglo XX, con sistemas educativos más pequeños, jerárquicos y bien organizados. Sin embargo, en la actualidad esa pedagogía de Estado se muestra en la Argentina aún más perpleja que los docentes.


			Por eso, mayor autonomía implica mayor capacidad de respuesta siempre que el Estado acompañe a las escuelas públicas de manera inteligente en vez de dejarlas solas o controlándolas de manera tan burocrática como estéril. En los actuales tiempos de multiplicidad de discursos y diversidad de demandas, pretender la respuesta homogéna del aparato estatal, como la picadora de carne humana de la película The Wall, se vuelve insensato. Ese camino está contribuyendo a generar los resultados magros que hoy están en cuestión.


			*  *  *


			Uno de los elementos positivos de la Ley de Educación Nacional (LEN) propuesta por el gobierno de Néstor Kirchner y sancionada en 2006, es que estipula lo siguiente: “La carrera docente admitirá al menos dos (2) opciones: (a) desempeño en el aula y (b) desempeño de la función directiva y de supervisión. La formación continua será una de las dimensiones básicas para el ascenso en la carrera profesional”.


			Interpretado con su mejor luz, el texto de la ley parece proponer una carrera para los docentes de aula y otra para los que se desempeñan en cargos directivos. En ambos casos, el criterio ineludible para considerar ascensos es la formación continua, pero el texto de la ley abre la posibilidad para la aplicación de otros criterios. Nada mal para una ley tan conservadora y reproductora del statu quo de la educación argentina como la LEN.


			Pero nada de esto se cumple. Al contrario de lo establecido en esta ley nacional, las leyes provinciales reiteran el mismo esquema del Estatuto de 1958, en el que ambas opciones forman parte de una sola carrera para el docente contratado en el sector estatal. No existe un “plan de carrera” para aquellos que sólo quieren enseñar, que aman el trabajo con los alumnos y no están interesados en los escritorios. Ese maestro o profesor va a tener el mismo cargo de maestro o profesor, exactamente el mismo, durante toda su vida. Ningún incentivo en su desarrollo profesional.


			Para explicar esto hace falta usar una de las dos palabras sagradas del sistema laboral docente público: escalafón. De inevitable reminiscencia militar, según el Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española, la palabra “escalafón” deriva de escala: “Lista de los individuos de una corporación, clasificados según su grado, antigüedad, méritos, etc.”


			El recorrido de la carrera docente estatal siempre se inicia por el cargo de menor jerarquía escalafonaria de cada nivel educativo —inicial, primario, secundario o terciario—: para cada nivel de enseñanza existe un escalafón diferente, aunque en algunas provincias hay incluso escalafones diferenciados dentro de un mismo nivel educativo. Por ejemplo, para las escuelas secundarias puede haber un escalafón en el caso de las ex escuelas nacionales diferente del escalafón de las ex escuelas comerciales o de las escuelas técnicas.


			El cambio de carrera de un escalafón a otro, aun en una misma provincia, suele suponer reiniciar todo desde el nivel más bajo. Algunos cargos permanecen por fuera de los escalafones principales y no mantienen posibilidades de ascenso a cargos directivos: es el caso del personal de apoyo como psicopedagogos, asistentes sociales, preceptores, entre otros. Por ejemplo, el profesor de Educación Física de una escuela primaria no está en el escalafón que puede llevarlo a la dirección de la escuela en la que trabaja. En cambio, el profesor de una escuela secundaria de Educación Física sí puede acceder a la dirección. ¿El criterio? Otro misterio.


			Como ejemplo, un escalafón de la educación primaria común, que mantiene esta jerarquía de menor a mayor:


			1) MAESTRO DE GRADO


			2) MAESTRO SECRETARIO


			3) VICEDIRECTOR


			4) DIRECTOR


			5) INSPECTOR ADJUNTO DE EDUCACIÓN PRIMARIA


			6) INSPECTOR DE EDUCACIÓN PRIMARIA


			7) DIRECTOR ADJUNTO DE EDUCACIÓN PRIMARIA


			Sólo el cargo de menor jerarquía, el de maestro/a, es de trabajo frente a alumnos y los otros seis son cargos de dirección sin alumnos.


			El panorama es muy diferente en las escuelas privadas, Allí, para contratar a un docente, el directivo puede decidir no tener en cuenta su antecedente escalafonario de experiencia en la enseñanza y privilegiar, en cambio, las titulaciones habilitantes y las características personales y profesionales propias del perfil procurado por la institución.


			Además, las escuelas privadas pueden crear sus propias carreras docentes y sus mecanismos de capacitación y ascenso e incluso adicionales salariales, siempre que utilicen recursos financieros propios, no estatales. Como en muchos otros aspectos, las escuelas privadas tienen mayor capacidad de gestionar a su personal.


			Además de “escalafón”, la otra palabra mágica para comprender la carrera docente y su salario es “antigüedad”. En este caso, vale la sexta acepción que da el diccionario de la Real Academia: “tiempo que alguien ha permanecido en un cargo o empleo”.


			La antigüedad lo es todo. Es el elemento central para acumular puntaje, para ascender en el ranking de docentes y tomar cargos nuevos y es el indicador central para el aumento salarial.


			Los aumentos salariales por cargo docente varían de acuerdo con la antigüedad de cada docente ejerciendo su profesión y de una manera realmente extraña: no se diferencia en qué cargo docente se acumula antigüedad ni cuántas horas insume.


			Por ejemplo, un docente que enseña cuatro horas semanales, un día a la semana en un curso de veinte alumnos durante diez años acumula diez años de antigüedad. Otro docente que durante diez años fue maestro en dos turnos, mañana y tarde, con ocho horas diarias cinco días a la semana acumula exactamente la misma antigüedad.


			Ahora bien: si el primer docente, el que durante diez años trabajó poco, en el año once decide que su hobby de la docencia semanal se convierta en un trabajo de ocho horas, pasará a ganar los mismo que el docente que en esos diez años hizo del magisterio el centro de su vida profesional.


			El sistema salarial docente, por tanto, premia solamente el paso del tiempo. O como me decía una vieja compañera de trabajo en la escuela de Merlo: “Marianito, si en la docencia querés ganar más, tenés que esperar sentado”.


			Un último y no menos sorprendente dato sobre lo anquilosado del sistema. Es llamativo que el máximo aumento salarial de los docentes llegue a los veintidos o veinticuatro años de servicio, dependiendo de la provincia, cuando la jubilación se produce entre los 57 y los 65 años de edad.


			Es decir, luego de los 45 o 50 años de edad, un docente ya no obtiene aumentos salariales ni incentivos económicos. Su salario quedará estancado los últimos quince o veinte años de carrera. Esto obedece a un motivo histórico: otra vez la norma de 1958, que prescribía una jubilación con veinticinco años de antigüedad sin límite de edad por lo que el último aumento era inmediatamente antes de la jubilación. Ese beneficio fue eliminado rápidamente pero no se modificaron las escalas salariales. Así el último tramo de la vida laboral de un maestro o profesor queda congelado salarialmente para la misma categoría laboral. De ahí que algunas provincias hayan comenzado a pagar aumentos a los veinte y hasta los treinta años de antigüedad.


			La lección en este punto es la siguiente: el salario docente no contiene incentivos por formación, capacitación, compromiso social, innovación ni resultados académicos de los alumnos. Sólo el paso del tiempo.


			*  *  *


			Es el momento de introducir una aclaración importante: este cuadro del funcionamiento del desarrollo profesional docente, desalentador sobre todo en las escuelas públicas, no quiere decir que los docentes argentinos de la educación estatal no sean evaluados como muchas veces repiten con desconocimiento los funcionarios, ciertos opinadores de la educación y los medios. Otra cosa muy distinta es que el sistema de evaluación docente funcione bien.


			Un déficit relevante en la sociedad argentina es la carencia de una extendida cultura de la evaluación. Políticas públicas, empresas, individuos, organizaciones de la sociedad suelen tomar decisiones sin recurrir a un procedimiento riguroso que permita sopesar lo hecho, otorgarle valor y analizar los pasos futuros construyendo escenarios posibles que sean consistentes respecto de lo actuado. Los procedimientos de evaluación ponen en evidencia fortalezas y debilidades y permiten establecer prioridades a lo largo del tiempo, lo que es contrario a las lógicas individualistas, cortoplacistas y rentistas.


			En oposición a esta tendencia, en las escuelas argentinas la evaluación no es un elemento extraño, sino que forma parte de la cotidianidad de las instituciones y es una herramienta de trabajo constante de los docentes: está en pruebas, exámenes, corrección de cuadernos y carpetas, boletines y un sinnúmero de actividades que son el núcleo pedagógico de las instituciones.


			A veces su función es meramente burocrática y a veces punitiva o correctiva, pero en la mayoría de las ocasiones los docentes mantenemos una actitud constructiva frente a la evaluación como instrumento que permite mejorar nuestra práctica y la de nuestros alumnos y constituye una fuente inagotable de información para la enseñanza y el aprendizaje.


			Es cierto que en la Argentina no se implementan programas de evaluación estandarizada del desempeño docente de sus escuelas públicas como en algunos, aunque no muchos, países del mundo. Sin embargo, la evaluación de los educadores en las escuelas públicas es de muy larga data: también quedó configurada en el Estatuto de 1958 y se viene reiterando de manera análoga a lo largo de medio siglo.


			La evaluación de los docentes no está centralizada en el ministerio como las designaciones, sino que es el director de cada institución quien debe evaluar anualmente a cada integrante del plantel docente, mientras que será su superior en la jerarquía, un inspector, quien evalúe al director.


			Con pocas diferencias entre provincias, la evaluación consiste en completar un formulario y calificar a los docentes con conceptos o con notas, como a los alumnos: de sobresaliente a insuficiente; de 10 a 1.


			En el caso de que los resultados de una o más evaluaciones sean negativos, se pone en juego la estabilidad en el cargo del docente, al menos supuestamente. Pero la decisión sobre su continuidad no depende del director que evaluó sino de instancias centralizadas, externas a la escuela: las Juntas de Disciplina.


			Después de un número de calificaciones negativas —esa cantidad y el procedimiento de respaldo administrativo varía entre provincias—, el expediente abierto a partir de la planilla de evaluación se eleva a los organismos superiores que decidirán si efectuar una investigación, es decir un sumario, de carácter “disciplinario” para resolver si amerita la separación del cargo o alguna otra “sanción”.


			Esta burocratización tiene un efecto fácil de prever: la absoluta ineficacia del sistema, cosa que todos los docentes y los funcionarios saben. Porque si bien la evaluación es descentralizada en cada escuela y a cargo de cada director, la decisión final la toman otros, los jerárquicos, mucho tiempo después.


			Lo peor de todo es que la resolución final de este proceso kafkiano es puramente punitiva, sancionatoria y no profesional. No se trata de una evaluación para corregir y mejorar, sino una suerte de juicio sumario para castigar.


			Paradojalmente, tampoco se llega a la sanción porque casi ningún docente saca malas notas. Un castigo que ni siquiera castiga. Las demoras que acarrea el sumario, la nula participación del directivo escolar en la incorporación de docentes a su propia escuela, es lo que genera un desapego respecto de su responsabilidad en el desempeño de sus docentes; nada garantiza que el docente sea sancionado y de ser así, que su posible reemplazante, impuesto por el sistema, sea mejor. En ese contexto, ¿cuál es el incentivo de evaluar con precisión y responsabilidad en un sistema que da respuestas endebles y patéticas?


			En resumen, las “malas” calificaciones son absolutamente excepcionales y todo el proceso, intrascendente: pérdida de tiempo, energías y oportunidades en cada año lectivo.


			¿Hay evaluación docente en las escuelas de gestión privada en la Argentina? En este caso, la evaluación, de efectuarse, es realizada mediante mecanismos propios decididos por cada escuela aunque, para el despido, la escuela debe respetar la normativa del contrato de trabajo argentino.


			Así como no es cierto el mito de que los docentes no son evaluados, tampoco lo es el de que los docentes no se capacitan. Al contrario, los docentes, o al menos la gran mayoría de ellos, hacen muchos cursos de capacitación ya que eso forma parte del artilugio que les permite sumar los dichosos puntos para mejorar en el ranking.


			Entre las perversiones del sistema puede verse que algunos cursos que demandan poco tiempo y esfuerzo brindan, relativamente, más puntaje que una maestría universitaria. O que los docentes titulares, que en su mayoría no pretenden ser directivos, no necesitan los benditos puntos y pasan los últimos quince o veinte años de su carrera sin aumento salarial desde que lograron el máximo de antigüedad y sin agenda de mejora personal ni de las escuelas en las que trabajan. Es decir, podrían optar por no capacitarse en absoluto: los incentivos salariales parecen más orientados a minar la voluntad de seguir formándose.


			También puede constatarse que los docentes hacen cursos dispersos, a la carta, sin orientación y sin sistematicidad. Y los hacen si quieren, si tienen tiempo, compromiso y ganas y no porque la estructura de la carrera docente o un plan de mejora lo demanden. Por otro lado, la exigencia de puntos genera una oferta de cursos no siempre de buena calidad y una relevante inflación de puntos que hace que la mayoría de los docentes llegue rápidamente al máximo de puntaje permitido. A partir de ahí, pueden optar por no asistir a ningún curso de capacitación hasta el momento de su jubilación.


			En resumen, el problema no es que no hay capacitación ni evaluación. El problema es que una y otra responden a una concepción rígida y burocratizada que tuvo su razón de ser en 1958 pero hoy sólo contribuye a desincentivar a los muchos educadores argentinos que realmente quieren mejorar.


			*  *  *


			Otro dato increíble del trabajo docente en la Argentina es que no existe un formato de oferta laboral ideal, deseable o adecuada tanto para los empleadores como para maestros y profesores en escuelas públicas y privadas aunque estas últimas suelen encontrar formas de ordenamiento de la actividad.


			La pugna salarial de los paros docentes pone en escena esta realidad: los sindicalistas aducen que el salario es bajo y lo calculan con base en un turno de cuatro horas de trabajo y los funcionarios responden que no es tan bajo y lo calculan basándose en dos turnos. En realidad, ninguno tiene razón porque no existe un formato laboral estándar al que se le asigne un salario razonable.


			De hecho, hay muchísimas modalidades de trabajo docente que se distinguen por la dedicación, la carga horaria, el salario, etc. y cada una puede combinarse con todas las demás. Cada docente, de una manera u otra, se ajusta a algún formato laboral en función de su necesidad remunerativa, su conveniencia o de la oferta laboral disponible.


			Los formatos usuales son: jornada simple o turno de cuatro horas, jornada completa de ocho horas, cargos por hora cátedra o /módulo.


			Todas las opciones son válidas para docentes a cargo de alumnos y directivos, aunque en algunas provincias se tiende a que estos últimos concentren una mayor carga horaria. Los docentes optan por uno, dos o tres turnos, jornada completa sola o con un turno más, un turno más horas cátedra, una escuela o más escuelas, etc. Los directivos part time —sí, en la Argentina hay directores part time de escuelas de tres mil alumnos— pueden sumar un turno u horas cátedras, incluso en otra escuela que la que dirigen.


			Las escuelas secundarias utilizan sobre todo la hora cátedra, lo que genera gran dispersión de actividades laborales de un mismo profesor en varias escuelas: el “profesor-taxi”. Desde 1968, cuando Emilio Mignone era secretario de Educación de la Nación y propuso el Proyecto 13, que intentaba concentrar las horas de los profesores del secundario en una sola escuela y que se llamó así porque fue un proyecto piloto que se implementó en trece escuelas, vienen haciéndose intentos, fallidos o parciales, de concentrar las actividades de cada profesor de secundaria en un mismo establecimiento.


			Si bien algunas provincias han avanzado en esta concentración, tendiendo a un sistema de contratación por tiempo completo, los experimentos han dado resultados poco alentadores. Lo profesores de media siguen yendo de acá para allá. Llegan a atender hasta trecientos o más alumnos cada semana en un trabajo a destajo que muy difícilmente genere condiciones razonables para el aprendizaje de los estudiantes.


			Pero las horas frente a alumnos no lo son todo. Como afirmaba en aquel trabajo de 1988, la jornada laboral docente en la Argentina se sabe cuándo comienza pero no cuándo termina. El tiempo de preparación de clases, corrección de trabajos, capacitación, atención a las familias, que usualmente se realiza fuera del horario escolar, no tiene una especificación clara dentro de la jornada laboral y forma parte de la enunciación genérica de las obligaciones laborales en los Estatutos, los Reglamentos y el resto de la profusa y contradictoria normativa de cada provincia.


			Para colmo, ni los cargos docentes asumidos ni el salario percibido se relacionan con el esfuerzo o el resultado laboral. Por ejemplo, si se acumulan dos turnos en las escuelas primarias con un total de setenta alumnos, amerita mismos derechos y obligaciones que acumular dos turnos con treinta alumnos en total.


			En una entrevista con Página/ 12 en 2000, Daniel Filmus habló de la incidencia de la antigüedad en la carrera y el trabajo docente y sostuvo: “Si tiene mayor incidencia la capacitación, va a tener menos la antigüedad. No porque uno reste la antigüedad, sino porque va a haber una mayor actitud para hacer cursos y no a esperar cumplir años. Cumplir años nos deprime bastante a todos y es bueno que por eso nos paguen un poco más, pero no puede ser el principal elemento de incentivo a la carrera docente. La capacitación debiera tener una incidencia mayor en las posibilidades de designación y promoción docente…”.


			Esta afirmación impecable por quién la dice, un intelectual de la educación con experiencia amplia en la gestión educativa en gobiernos de signo diverso, desde el menemismo al kirchnerismo pasando por el progresismo, que comprende como pocos el devenir educativo de los últimos veinticinco años; por cuándo la dice, justo a punto de asumir como ministro de Educación del gobierno progresista de Ibarra en CABA y de hacer públicos sus probables planes en la gestión, y a qué medio se la dice, un diario que se posiciona a favor de la defensa de los docentes y de la escuela pública, es la muestra de la impotencia para comenzar a modificar las condiciones laborales docentes. Temas que, evidentemente, ya tienen consenso técnico de la comunidad de expertos que naufraga en la banalidad y la parálisis política para concretarlos.


		



		
			Capítulo 8


			Los docentes no son vagos


			Un adiós necesario a las maestras de la generación dorada


			Hoy no es fácil ser docente.


			Mi imagen sobre el viejo sistema educativo argentino se sintetiza en una de mis maestras, la señorita Clementina, que pasó a ser personaje central de mis libros y de mis conferencias.


			Como toda imagen basada en un ejercicio individual de la memoria, es bastante arbitraria y posiblemente injusta si lo que pretendiera fuera sintetizar una época en una persona. Pero no es ese el objetivo. La idea es ilustrar con un ejemplo los cambios de la escuela en el siglo XX.


			La señorita Clementina fue mi maestra de segundo grado en la escuela Manuel Solá, la primaria pública de Lambaré y Corrientes, en el barrio porteño de Almagro


			Clementina era una señora mayor, una maestra de las de antes, una sobreviviente de las épocas en que el sistema jerárquico burocrático de la educación pública argentina funcionaba muy bien y nadie osaba, y a muy pocos les interesaba, ya no cuestionarlo sino apenas mejorarlo.


			La descripción de Clementina, podrá pues, servir para entender cómo cambió la cultura y la sociedad y cómo la escuela argentina quedó rindiéndole tributo a épocas gloriosas mientras una profunda crisis se abatía sobre ella. La misma crisis que la condiciona en el presente.


			De Clementina no se decía que era “mala” sino que era “severa”. Esa era la palabra usada para definirla como una persona muy firme, atenta incondicionalmente al cumplimiento de normas que ella o los gobiernos decretaban. Hoy muchos la acusarían de “autoritaria” y su práctica entraría inevitablemente en el registro de lo “facho”. Pero entonces se la percibía como justa y ecuánime.


			En sus clases reinaba el más absoluto silencio; sus alumnos le temíamos y gracias a eso, nos decían, aprendíamos. Para los indisciplinados que osaban desafiar este orden había serios correctivos, usualmente cachetazo de ida para las faltas leves, sumando el cachetazo de revés para las faltas más graves: toda una estética pedagógica se desplegaba en el ida y vuelta de su mano derecha.


			Clementina también empleaba pequeños, aunque no por eso menos dolorosos, golpecitos en la cabeza, “el coscorrón”, cerrando el puño derecho y haciendo sobresalir el dedo mayor con el que aplicaba dos o tres golpes: una suerte de fuck you pedagógico y directo al cráneo infantil.


			Cosa extraña, estos castigos ya no eran comunes para la época en que cursé mi escuela primaria, entre 1967 y 1973, pero Clementina, heredera contumaz de los mejores tiempos, se arrogaba, y seguramente poseía, el derecho de usarlos a discreción.


			Corría mayo de 1968 y mientras ardían las barricadas en París y los jóvenes proclamaban amor libre e imaginación al poder, en esa escuela de Buenos Aires, la autoridad de referencia insoslayable era la señorita Clementina. Había maestras buenas y cariñosas como María Teresa, la de primero. O indolentes, como Raquel, la de tercero. O amables y comprensivos como el gran Hugo Sardella. O un poco exaltados aunque siempre pendientes de sus alumnos como el gran Carrone. O maestros como Devés, que me inspiraron para ser maestro como él. Pero ninguno de ellos generaba esa mezcla de terror, respeto y fascinante vértigo que producía Clementina.


			Aprendí de Clementina que “a la escuela se va a leer libros” el día que confiscó mi revista Batman y la arrojó a un cesto de basura que tenía grabado el escudo del Consejo Nacional de Educación. Todavía le agradezco a Luis Bullit Goñi que hace pocos años me regaló una revista Batman, mexicana, de Editorial Novaro, igualita a la que me confiscó la señorita Clementina. Imposible que fuera aquel ejemplar confiscado: Clementina lo rompió en pedazos y frente a las quejas de mi mamá, menos por motivos psicoeducacionales y más porque en casa no sobraba dinero como para andar financiando la ruptura didáctica de revistas, el director de la escuela, don Arnaldo César Castillo, dijo la frase esperada: “Si la Clementina así lo resolvió, yo no puedo hacer nada”.


			Eran tiempos de televisión en blanco y negro. Clementina no podía imaginar siquiera que un día podría llegar Facebook al mundo como oportunidad para postear fotos ridiculizándonos. Sin embargo, lo analógico no era un estorbo: Clementina encontraba sus métodos, no dudaba en ponernos “de florero debajo de la campana del patio en todos los recreos” para que el resto de los alumnos de la escuela se burlara de nuestra desgracia, sin likes ni emoticones. Sobraban. Clementina era eficaz y reputada en el sofisticado arte de humillar niños en público.


			Todavía guardo su foto, de esas que te sacaban en la escuela y que las entregaban como una diapositiva que se observa mediante un pequeño visor y que a nosotros nos parecía la gran maravilla moderna, una suerte de Instagram estático. Allí se ve una anciana de pie, altiva, justa, con su guardapolvo blanco impecable. Yo estoy sentado a su izquierda, asustado, al borde del llanto, de un ataque de asma, o ambos.


			Con el tiempo, registré que Clementina formó parte de la generación dorada de los docentes argentinos: las reconocemos como “aquellas maestras” de la época de gloria de la educación. Proclamaba orgullosa su formación normalista y, cuando llegué a séptimo grado, asistí al acto de su jubilación en el que todos estábamos obligados a fingir alegría. Habían sido cuatro décadas en una escuela primaria presidida, en el hall de entrada, por un enorme óleo de Sarmiento.


			Como miembro de la generación dorada de normalistas, Clementina se habrá iniciado en la docencia, probablemente, siendo muchacha, con 17 años de edad, calculo que en la década de 1930 y con un título secundario de cinco años de duración con sólo seis materias pedagógicas, aunque con cocina, y corte y confección cada año.


			Su fortaleza era la constancia, las escasísimas inasistencias, ninguna falta de puntualidad y, sobre todo, la reiteración de sus clases. De hecho, las investigaciones históricas sobre la vida personal y profesional de las maestras de la generación dorada nos muestran que, en muchos casos, su enseñanza casi no tenía variaciones año a año y que su actualización dependía del suplemento “para maestras” de una popular revista femenina y de una editorial que publicaba clases para docentes que se compraban en una librería de la avenida Santa Fe.


			Las maestras como Clementina no hacían cursos de capacitación docente: apenas existían “conferencias didácticas” a las que las obligaban a asistir una o dos veces por año, fuera del horario escolar, obviamente.


			Podemos suponer, con base en la evidencia que aportan historiadores de la educación, que su acceso a la cultura consistía en su biblioteca familiar; cine una o dos veces por mes; radioteatro —después teleteatro— y revistas. Se leía el diario sólo los domingos y si había pasado algo grave, se compraba “la sexta”, el diario vespertino, Crónica o La Razón. A pesar de vivir cerca del Obelisco, es posible que Clementina haya descubierto teatros y museos cuando, ya jubilada, sacaba a pasear a sus nietos.


			Clementina formaba parte de una generación para la que las tareas domésticas eran una prioridad para las mujeres y el paupérrimo sueldo docente se consideraba una “ayudita” para una economía familiar que, al menos en las apariencias, dependía de los varones.


			Pero convengamos en algo central: que la formación de la mayoría de las maestras de esa generación dorada que solemos recordar como el mejor momento de la educación argentina no era muy amplia y sus opciones estaban limitadas a lo que se reservaba para las chicas de las clases medias urbanas, a quienes se alentaba a ser enfermeras, maestras y mamás.


			En general, el interés por la política era escaso y muchas, aunque ya en decreciente mayoría, se manifestaban abiertamente en contra de las huelgas y de la politización de los docentes. Lógicamente, Clementina fue de las maestras que no adhirió a las huelgas docentes de 1971. Mis cuadernos de clase de segundo grado revelan que su enfoque sobre la historia argentina era copiado, literalmente, de los manuales escolares.


			La escuela de la generación dorada fue parte de un orden social jerárquico y muchas veces autoritario que hoy sólo se concibe en dictaduras o teocracias. La autoridad docente estaba para que la ejerciese cualquier muchacho o muchacha con apenas 17 años de edad en un escenario de alta legitimidad social para figuras como la maestra, el médico, el militar o el policía.


			Dado que el sistema educativo era de formación relativamente reciente, las familias de casi todos los alumnos tenían poca experiencia escolar y por lo tanto muy baja o directamente nula capacidad para evaluar y eventualmente quejarse o cuestionar formalmente a los educadores de sus hijos en un mundo donde la escuela era la única opción para aprender conocimiento legitimado.


			Eso ayuda a explicar por qué ese plantel docente educado durante la primera mitad del siglo XX, con una formación apenas ajustada a lo básico y conocimientos científicos y pedagógicos tan escuetos, fuera tan eficaz para formar a varias generaciones de argentinos. Con su pedagogía artesanal, su control estricto y sus lecciones de memoria, a las Clementinas les perdonamos sus aristas menos amables y las recordamos por su ejercicio sobresaliente del magisterio. Y, cuando podemos, las usamos como ejemplo para criticar a los maestros de ahora.


			*  *  *


			La extendida nostalgia que exalta el recuerdo edulcorado de las épocas gloriosas del sistema educativo argentino opera como una vara alta de comparación sobre los tiempos actuales. Un fantasma pesado e insuperable. Una falacia que condiciona.


			Así como, la sombra terrible de Sarmiento fustiga a los nuevos ministros de Educación, la comparación con las Clementinas, con los docentes “de antes”, se usa para deslegitimar a los docentes de ahora, sin siquiera animarse a responder una pregunta tan contrafáctica como necesaria: ¿cómo se desempeñarían esas docentes de la generación dorada en las escuelas actuales? ¿Sería eficaz Clementina a su 17 años de edad en alguna de las escuelas primarias públicas de las barriadas socialmente excluidas de la Argentina de los años 2000?


			Mi intuición es que su desempeño estaría muy por debajo del de los actuales maestros, pero es sólo un análisis contrafáctico. Tan inútil como pretender saber cuántos de sus trescientos ocho goles en el Real Madrid habría convertido el futbolista Alfredo Di Stéfano, uno de los mejores jugadores de la historia del futbol mundial, si las defensas de los contrarios hubieran funcionado tácticamente como lo hacen ahora.


			Mi hipótesis, de nuevo, difiere mucho de la estridencia melancólica generalizada que apunta su dedo acusador a los docentes de ahora. Porque los cambios en la educación en general y en las escuelas y la docencia en particular son imposibles de entender sin analizar al mismo tiempo las brutales transformaciones acaecidas en los últimos cincuenta años en la cultura, en la política, en la infancia, en la adultez, en los medios de comunicación, en las relaciones intergeneracionales. Cambios que, si fueron o no para mejor, es materia discutible. Pero nadie podría argumentar que la sociedad de la década de 1930 es igual a la actual. Sólo un ejemplo sencillo; la antigua mezcla de admiración/respeto/miedo por la autoridad policial en la Argentina de hoy ha desaparecido.


			En mi libro Un mundo sin adultos, publicado en 2016, analicé más exhaustivamente este fenómeno en el contexto de la sociedad occidental posterior a la Segunda Guerra Mundial. La exaltación de lo joven, el desprecio hacia lo antiguo, las rupturas de las tradiciones, los cambios permanentes y la obsolescencia inmediata de los objetos que compramos o las ideas que circulan generan un proceso creciente de desjerarquización o aplanamiento de las relaciones de autoridad. Allí donde alguien mandaba, cuesta que otros obedezcan. Allí donde la autoridad era legitimada, ahora debe ser construida y reconstruida cada día. Allí donde había jerarquías, ahora hay equivalencias.


			Pretender que un chico obedezca a un adulto, nos guste o no, es “de facho” y, de hecho, la obediencia ya no es un valor en sí mismo, como cuando la señorita María Teresa me puso una buena nota en el cuaderno de clase: “Eres muy obediente —decía—, serás el orgullo de tus padres y maestros”.


			Independientemente de que mi maestra se equivocara tanto en el diagnóstico como en las dos profecías, los docentes actuales no conciben la obediencia como algo a destacar, sino una actitud entusiasta, creativa, curiosa, transformadora, seria para la reflexión pero alegre. Es cierto, la obediencia era más simple de comprender pero no creo que sea un valor que valga la pena reivindicar.


			Los nuevos maestros son muy diferentes a los de la generación dorada y difícilmente en un análisis prudente podamos inferir que son “peores” como, lamentablemente, se los representa. Tampoco mejores, para no retornar al galimatías del laberinto contrafáctico.


			Desde el punto de vista formativo, a diferencia de sus antecesores, no cursan sólo un secundario: le agregan cuatro o cinco años de formación docente terciaria en los profesorados o universidades. Ya no arrancan con la profesión a los 17 años de edad sino que comienzan a ejercer la docencia, como mínimo, a los 23 años con más conocimientos generales y didácticos y opciones culturales abiertas.


			Por otro lado, a diferencia de las generaciones anteriores tienen acceso a recursos múltiples gracias a internet y son más conscientes acerca de sus derechos y obligaciones y los derechos y obligaciones de sus alumnos. Saben que enseñar de memoria y tomar lección es tan sencillo como insustancial, que los castigos corporales están no solamente prohibidos, sino absolutamente mal vistos y, básicamente, está mal usarlos y al contrario de la justificada jactancia de sus antecesores, relativizan la omnipotencia de los docentes, especialmente cuando sopesan, con certeza, cuánto le importa la educación a la sociedad argentina y a sus clases dirigentes.


			La cuestión central que quiero mostrar es que hoy es mucho más difícil ser docente que en épocas clementinas: profesionales aun más preparados tienen más dificultades para educar y especialmente para legitimar su función. Nuestra sociedad ya no es jerárquica; la escuela no es el único lugar para saber; el mundo adulto es cuestionado y, sobre todo, la autoridad no se le regala a nadie: el rol docente debe ser construido cada día bajo enormes presiones y el éxito en la tarea no le está asegurado a ninguno.


			A diferencia con el pasado inmediato, el conocimiento se multiplica a un clic de distancia; el saber se reproduce ilimitadamente y ya no hace falta buscarlo en la palabra sagrada del docente porque hay múltiples ámbitos donde acceder a él.


			Quien hoy pretendiera expropiar y luego romper las revistas de Batman de alguno de sus alumnos, ya no causaría miedo sino mucha pena y hasta vergüenza ajena, una imagen patética de sí mismo y, probablemente, una denuncia formal.


			Las educadoras argentinas ya no ganan un sueldo para, apenas, “la ayudita en la casa”, si es que alguna vez fue así, cosa bastante improbable: sus salarios siguen siendo paupérrimos pero, muchas veces, son único sostén económico de la familia. De familias frecuentemente monoparentales a cargo de una docente.


			A pesar de todos estos fenomenales cambios económicos, sociales y culturales, la Argentina parece haber decidido, desde hace medio siglo, que la organización de las escuelas públicas no se toca. Pasan los años, pasan los ministros, pasan las leyes de educación pero lo escuela pública argentina se parece cada vez más a sí misma. Y la imagen institucional que le proyecta al resto de la sociedad es de una degradación creciente y no solamente a causa de las usualmente deterioras condiciones de su habitabilidad y su equipamiento.


			*  *  *


			Este congelamiento institucional operado a lo largo de los últimos cincuenta años acarrea un problema adicional: es que también habilita la concepción de una imagen ilusoria y distorsionada de lo escolar y extiende la idea, incluso en ámbitos supuestamente informados, de que las prácticas de la generación dorada podrían seguir vigentes como antaño.


			El razonamiento implícito sería más o menos así: si la escuela de antes, que era excelente, no cambió en sus rituales ni en su organización y lo único que cambiaron fueron los docentes, entonces, la culpa de la degradación es de los docentes. Un círculo vicioso fatal.


			Es así cómo la vieja imagen docente de la generación dorada se transformó en uno de los dos falsos arquetipos que típicamente circulan en los medios. En un extremo, el maestro militante, vago y malentretenido, casi siempre varón, versión pedagógica de la película Feos, sucios y malos. En el extremo opuesto, el docente héroe, varón o mujer, muy sacrificado, que recorre diariamente veinte leguas a lomo de mula en busca de alumnos.


			Este contrapunto tan útil a la simplificación no es más que el efecto de la pueril bipolaridad social, totalmente improductiva para entender a los docentes reales que no son, no somos, héroes.


			Mientras tanto, la deslegitimación de los docentes existentes, en su gran mayoría mujeres, pulula en los medios y en la política dentro de un sistema escolar que no exhibe mejoras desde tiempos clementinos. Y esta deslegitimación no es gratuita: la vieja violencia en las escuelas ahora se ha invertido y como una cruel revancha contra Clementinas que ya no son, se ejerce contra las maestras por parte de una sociedad que arriesga a suicidarse con la burda impugnación de sus educadores.


			Mitificar el pasado y estereotipar el presente impide apoyar a los docentes en una tarea cada vez más complicada, frena todo atisbo de cambio real, termina por convalidar violencias, reverenciar fantasmas, alabar héroes y exorcizar demonios en un combate en el que la degradación educativa ya no presenta rivales.


			*  *  *


			Reconocer los rasgos positivos de la docencia actual y relativizar la evocación nostalgiosa, y engañosa, de la generación dorada no niega que la formación y la capacitación docente impliquen un desafío en la Argentina. ¿Cómo reorientar esos caminos formativos para consolidar lo mejor de la docencia actual y dejar de lado los condicionamientos que le impiden desplegar su mayor potencia? Quiero comentar tres ideas al respecto.


			Primero, hay que distinguir docentes en formación de docentes formados. Los que están en formación son los recién recibidos, que necesitan apoyo por parte de los educadores formados y deberían complementar su primeros pasos en la docencia no con cursos dispersos, sino con trayectorias sistemáticas de grado y posgrado universitarios como maestrías, especializaciones y postítulos terciarios: en el país hay una rica y heterogénea oferta, de calidad superior respecto de la mayoría de los cursos de capacitación.


			Por su parte, los docentes ya formados precisan reconocimiento simbólico y económico que estimule su compromiso con la excelencia.


			Segundo, la capacitación no puede depender solamente de las decisiones individuales de los docentes. Debe implementarse, al contrario, en cada escuela en función de las necesidades pedagógicas concretas. Los sistemas escolares modernos y complejos no apuestan a la voluntad individual de los docentes sino a escuelas reflexivas, centros de decisión pedagógica. La función del Estado es poner a disposición de las instituciones educativas un menú amplio de opciones de capacitación en servicio que satisfaga la demanda profesional de educadores concretos que tienen que resolver problemas educativos concretos.


			Tercero, la capacitación es importante pero la idea de que el motor del cambio es la capacitación docente atrasa medio siglo. En nuestra época es la innovación la que marca la tendencia y la capacitación debe supeditarse a ella. Porque la mejora educativa no es la sumatoria de habilidades de cada educador sino que se expresa cuando existen condiciones para la innovación, el trabajo en equipo, en red y la autoevaluación institucional en un contexto profesional emprendedor y desjerarquizado. Por eso, se debe reemplazar al sistema de puntaje por el reconocimiento de estrategias y perfiles pedagógicos innovadores.


			Ya es tarde como para seguir rindiéndole culto al puntaje docente y emparchar este viejo sistema no hace más que consolidarlo. Dejemos de lado cuántos centésimos van al último cursito de capacitación. Cambiemos las condiciones reales de las escuelas, sus recursos, reglas, incentivos, para así brindar capacidad pedagógica real a los equipos escolares para mejorar las escuelas reales.


			*  *  *


			La profesionalización docente no sólo depende de una nueva concepción de su formación. También está relacionada con identidades consolidadas históricamente que es necesario revisar. La marca corporal que impregna la vida de un educador se exterioriza socialmente, aun en los docentes que no deben usarlo, en el guardapolvo blanco, símbolo de sacrificio y lucha en la escuela pública.


			Sacrificio y lucha son dos ideas en tensión que históricamente articularon la percepción de la realidad docente y que saturan de sentido las acciones y las ideas de los educadores y que suelen expresarse en todo su quehacer, no solamente en la dimensión pedagógica: sacrificio y lucha son los costados de una identidad compleja que se manifiesta también en una marcha de protesta o en el Himno a Sarmiento.


			Aunque la identidad docente basada en el sacrificio, en el apostolado o en la vocación haya pasado de moda en los textos académicos o de formación docente y en los hechos se la denoste continuamente por su arcaísmo, muchos educadores están convencidos de postergar sus propias necesidades e intereses en favor de los de sus alumnos. Por supuesto, esto no es un absoluto en el conjunto de los docentes y ni siquiera en todas las acciones de cada uno de ellos, pero es indudable que se trata de una parte central de su identidad.


			Por ejemplo, esta identidad se comprueba en la referencia constante a “los pibes, las pibas”, “los gurises”, “los chicos, las chicas”, “los niños, las niñas”, según la modalidad de cada región, por parte de maestros en todo el país. Está claro que la preocupación por sus alumnos motoriza sus prácticas docentes de todos los días, sin entrar aquí a juzgar la calidad de esas prácticas. Pero está claro que la preocupación es genuina y da sentido a su tarea. También la culpa —no la responsabilidad, la culpa individual— por no lograr los objetivos educativos que quisieran.


			Por eso, el recurrente llamado al sacrificio docente por parte de la autoridad política en momentos de conflictos laborales mediados por huelgas —“sigamos negociando mientras dan clase”; o sea, sacrifíquense— puede sonar absolutamente ofensivo: en nuestra cultura del “posdeber”, en la que la abnegación no es un valor, sino que lo es la felicidad y el disfrute, muchos educadores sienten que el sacrificio se ejerce todo el año y no es reconocido por los mismos que apelan a él como táctica discursiva para apaciguar los ánimos de una protesta por mejora salarial.


			Esta identidad docente basada en el sacrificio aún sigue claramente vigente, aunque a partir de los años 80 del siglo XX fue dejando lugar, rápidamente, a una identidad complementaria basada en la lucha, especialmente la lucha sindical, aunque con múltiples y variadas dimensiones.


			Detrás de la lucha sindical, está el supuesto de que la docencia no se explica sólo a partir de una dimensión sacrificial sino también de sus derechos docentes y el merecimiento de sus compensaciones. No todo es sacrificio. Lo docentes merecen mejores salarios, entre otras cosas.


			Los puntos de quiebre se expresaron, por un lado, en los cánticos de las manifestaciones de los años 70: “la docencia no es un apostolado, es un trabajo, un trabajo mal pagado”, rimaban miles de gargantas en aquellas demostraciones callejeras.


			Por otro lado, a lo largo del tiempo se fue estableciendo un criterio generalizado, que Clementina jamás hubiera aceptado, de que la huelga no solamente ayuda a los bolsillos de maestros y profesores sino también, indirectamente, al mejor trabajo con sus alumnos. Los paros como herramienta de aumento salarial siempre se expresan, también, como proyecto de mejora de la escuela pública en un razonamiento sencillo pero implacable: si aumentan nuestros salarios, vamos a educar mejor y, por consiguiente, los alumnos van a beneficiarse.


			Finalmente, en los años 70 y 80 del siglo pasado, este proceso de transformación identitaria tuvo su emergencia en el plano institucional. En 1973, se conforma la CTERA que agrupa a decenas de pequeñas organizaciones sindicales y profesionales con una dirigencia adscripta al socialismo, al comunismo y al radicalismo, principalmente. En 1987, ya con una dirigencia en su mayoría peronista que perduró en el tiempo, la CTERA ingresó a la CGT y en los años 90 a la CTA.


			No estoy afirmando que la identidad basada en la lucha comenzara en estos años. Movimientos docentes muy combativos atravesaron todo el siglo XX. Fue muy importante, por ejemplo, la huelga docente en la provincia de Buenos Aires cuando Oscar Alende era gobernador, entre el 29 de septiembre y el 21 de octubre de 1958. Casi un mes sin clases.


			Sacrificio y luchas son en realidad dos componentes históricos de esta identidad, sólo que desde la vuelta de la democracia, en 1983, la docencia argentina está crecientemente dominada por la segunda y no por la primera. Los docentes están dispuestos a dar pelea por reivindicaciones que consideran justas, no están dispuestos a sacrificar ni a sacrificarse.


			Pero hay un punto en que esa dimensión sacrificial y ese costado combativo de la docencia se entrecruzan, de alguna manera se reconcilian y en consecuencia, se potencian. Porque la identidad basada en la lucha no es solamente de lucha sindical. Es que la lucha en tanto expresión de un esfuerzo en pos de resistir algo o a alguien o para alcanzar un determinado objetivo tiene diversas dimensiones y ámbitos de manifestación. La lucha docente en sus diferentes versiones es la manera de darle al sacrificio una envergadura colectiva y basada en la transformación, justo allí donde sólo había fuerza individual y resignación. La lucha es el costado colectivo y propositivo del empecinamiento por educar de antaño. La lucha no es otra cosa que el sacrificio por otros medios.


			Lo inconveniente del par sacrificio/lucha es que terminó por conformar una respuesta freezada a ese estancamiento de la forma de organización del sistema educativo que lleva décadas. Es de esperar que mientras la respuesta macropolítica de los gobiernos continúe reproduciendo esta dinámica, más rígidas serán las identidades aquí expuestas y más dificultoso generar identidades alternativas, más plásticas.


			Por supuesto que ya hay identidades educativas que superan a las del sacrificio y la lucha. Las hubo en la Argentina y las hay también hoy, sólo que no son identidades generalizadas y muchas veces se sostienen paralelamente a las otras dos. Hay docentes innovadores, críticos, creativos. Hay docentes “a pesar de todo” que logran superar las profundas situaciones de degradación por la que atraviesan sus escuelas y logran constituir equipos reflexivos.


			Estas singularidades logran, apenas, recuperar cierta esperanza de mejora de la situación. Pero no más. La idea típica de que los demás deben seguir el ejemplo de estos docentes héroes, que producen un “efecto demostración” o un “prototipo” de mejores prácticas, es una idea profundamente cínica: la mayoría de los educadores no somos vagos pero tampoco héroes que nos tenemos que autoadministrar de la nada nuestro propio trabajo. Esa capacidad está reservada para unos pocos. La mayoría necesitamos reglas de juego claras, estructurales y sistémicas que generen en función de esa estructuración resultados diferentes, y no ejemplos aleccionadores, morales y particulares. Apenas somos profesionales que, en mejores condiciones, podemos educar más y mejor. No se necesita una docencia hecha de héroes. Se necesitan políticas educativas que transformen la organización del trabajo escolar y docente en las escuelas públicas.


			*  *  *


			¿Esas políticas educativas son posibles? ¿Puede hacer algo la política educativa para promover identidades docentes superadoras?


			Pregunta de difícil respuesta. Sin embargo, la experiencia acumulada al menos es capaz de señalar qué es lo que no es conveniente hacer. Por ejemplo, si frente a la inminencia ineludible de un nuevo paro docente los funcionarios de turno lo caracterizan como “otra expresión del dilema civilización o barbarie”, como se viene escuchando en los últimos tiempos, automáticamente miles de docentes no necesariamente sindicalizados se verán interpelados por la identidad basada en la lucha: a nadie le gusta que lo ofendan.


			La política educativa debería despojarse de la soberbia y en cambio, debería intentar comprender estas identidades y reforzar sus aspectos positivos sobre la base de una estrategia de reconocimiento para que no todo dé lo mismo: la formación, el compromiso y la innovación merecen ser correspondidos.


			Durante mi paso por la función pública, allá por 2007, intenté desde el gobierno abrir un camino a la expresión de nuevas y más proactivas identidades docentes. En aquel tiempo publicamos la revista Plural con noticias educativas, que se distribuía gratuitamente entre todos los docentes de la CABA. La revista tenía un suplemento denominado “Singular” en el que los educadores de la ciudad publicaban voluntariamente sus experiencias de aula y de escuela.


			Los primeros números recibían pocos aportes. Había un cierto temor a lo nuevo y desconfianza por el nuevo gobierno, según me contarían después. Pero con el tiempo más y más educadores se fueron acercando y fue así que se conformó un red de docentes innovadores con todos los que habían publicado en Singular, más otros interesados que se contactaban para ofrecer su colaboración: todo fuera del horario escolar y sin puntaje para el ranking docente.


			Lo más llamativo es que muchos de esos maestros y profesores, posiblemente la mayoría, tenían una identidad muy firme construida alrededor de la lucha y particularmente eran muy opositores al gobierno del que yo formaba parte. Sin embargo, valoraban el lugar que se les habilitaba y lo hacían propio.


			Si bien la experiencia me sigue pareciendo muy enriquecedora, debo reconocer que posee dos problemas. El primero son los cambios de gestión: el sucesor de mi sucesor resolvió no publicar más Plural ni sustituirla por un medio mejor, por lo que el vehículo de comunicación terminó disolviéndose como así también el vehículo estatal de identificación y colaboración con esas identidades docentes reflexivas.


			Pero la crítica más importante es que las nuevas identidades vendrán de la mano de modalidades más consistentes y creativas de organización de las escuelas. Es decir, más que voluntarismo estatal hace falta voluntad política de transformación de la organización anquilosada de las escuelas.


			Sacrificio y lucha podrán así conjugarse con nuevas identidades más constructivas que superen sus actuales costados negativos. Se trata de financiamiento, pero también de reglas más sanas que reconozcan a quienes trabajan bien, que ayuden a quienes precisan mejorar, que atraigan a más jóvenes a esta profesión maravillosa y que no expulsen ni demonicen a quienes soñamos con una vida dedicada a enseñar.


			*  *  *


			En este escenario intrincado de organizaciones, regulaciones e identidades congeladas hace medio siglo, es evidente que el principal problema educacional de la Argentina no son los paros docentes; en todo caso se trata de un síntoma, perjudicial, de esa complejidad.


			En algunos países del mundo donde los resultados educacionales son muy buenos también hay paros docentes, algunos muy extensos en cantidad de días, como el del distrito de Chicago, en los Estados Unidos, que en 2012, 2015 y 2016 se vio conmovido por largas huelgas que, en unos de los casos, implicaron tres semanas consecutivas sin clases.


			De hecho, en muchos países desarrollados que ocupan lugares muy destacados en las pruebas PISA de calidad educativa hay paros docentes. En Francia, Inglaterra y hasta en Canadá, donde en 2015, en la provincia de Ontario, primero hubo trabajo a reglamento y, luego, directamente paro.


			Para erradicar por completo los paros docentes hay una única receta posible: el autoritarismo. Se trataría de disolver a los sindicatos docentes y, en todo caso, organizar por la fuerza un solo sindicato oficialista. Esto acontece en varios países de democracia restringida como Cuba. Y en algunos que exhiben altos niveles de desempeño en las pruebas internacionales, como Singapur.


			La purificación del sistema educativo mediante la eliminación de las agremiaciones de educadores opositoras al régimen aconteció también en Ecuador en tiempos del presidente Rafael Correa: una medida política que vulnera derechos humanos, laborales y de participación ciudadana y que sucede en sociedades en las que una democracia republicana, avanzada y libre constituye un lejano ideal.


			Un mundo sin sindicalistas docentes es el sueño de los tecnócratas más ilustrados. Para quienes adherimos a una democracia liberal con división de poderes, libre organización de los ciudadanos y prensa libre, esto es imposible. Diría más: con Google, parlamento pluripartidista y mercado es improbable.


			Se me dirá que el problema es la forma de organización burocratizada y corrompida de los sindicatos docentes en la Argentina o de los sindicatos en general. Es un buen punto para el análisis. Sin embargo, los sindicatos docentes argentinos muestran, a diferencia de la mayoría de las organizaciones gremiales, una vida interna de mayor democracia: se eligen autoridades dirigenciales por medio de elecciones libres de los afiliados en las que hay más de una lista de candidatos —en general, no hay listas únicas— e incluso hay libertad de afiliación a varios sindicatos, cosa que no ocurre en otros sectores laborales.


			En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires hay diecisiete sindicatos docentes reconocidos entre los cuales los docentes pueden elegir. En la provincia de Buenos Aires hay cinco.


			Se me dirá también, se dice hasta el cansancio, que en Finlandia no hay paros docentes. Es cierto. Pero la Argentina no es Finlandia, una sociedad democrática y equitativa que tramita sus conflictos con mayor equilibrio gracias a un esquema de distribución de la riqueza mucho más justo. Hay que decirlo: en Finlandia no hay paro pero tampoco hay pobres y la concentración de la propiedad agraria es la menor del planeta.


			O sea, el sindicato docente de Finlandia no toma el camino de las huelgas porque no hacen falta. Si el sindicato docente de Finlandia tuviera a sus afiliados en el conurbano bonaerense, calculo que su posicionamiento frente al conflicto sería muy diferente.


			Que quede claro que no estoy defendiendo a los sindicalistas docentes ni a la dinámica que adoptan frente a los problemas educacionales. Al contrario. Mi argumento es que se suele criticar a los gremialistas con el argumento equivocado, lo que lleva el debate y las consecuentes decisiones políticas a un escenario absolutamente improductivo, como queda demostrado año tras año. Por otro lado, el pueblo no vota sindicalistas docentes sino funcionarios que están para solucionar problemas y no para comentarlos.


			Por eso, año a año se va trenzando de a poco el vértigo del fracaso educativo anunciado que no es unilateral, autoría única de los gremialistas: para construir un buen fracaso educacional, y ese es nuestro principal logro, como en el matrimonio y como en el tango, hacen falta al menos dos.


			El tango fatal de la educación se comienza a bailar durante las vacaciones de verano. Los funcionarios arriesgan firuletes para que las clases comiencen y al mismo tiempo “cierren los números” y los sindicalistas, tangueros de ley, compadritos de mil milongas, saben que febrero y especialmente marzo es el momento: una vez comenzado el ciclo lectivo, la política y los medios relegan la educación.


			El resultado del bailongo fue el mismo hasta marzo de 2016; hubo acuerdo nacional en una rara paritaria sin trabajadores y se encendió en cada provincia con paritarias de verdad; con docentes y problemas reales. El acuerdo era nacional, la huelga docente era provincial. O como dice Gustavo Iaies, una doble instancia de negociación, paritaria nacional primero y paritaria provincial después, que dificultaba mucho el necesario equilibrio.


			Pero la solución encontrada por el Ministerio de Educación post 2015 fue abolir una de las dos instancias y hacerlo de forma unilateral. A partir de 2017, por lo tanto, tampoco hubo acuerdo nacional sino la fijación de un piso mínimo actualizado automáticamente y fijado en forma unilateral por el Gobierno Nacional. Convengamos que en este nuevo escenario el conflicto era prácticamente inevitable.


			Así habrá alguna que otra huelga nacional pero esas no tienen tanto peso como las de varias semanas que se producen en la mayor parte de las provincias argentinas.


			Por eso, el drama no es la huelga. El drama es que ni la huelga y ni siquiera el virtual acuerdo al que se llega posterioremente conforman en realidad una etapa superadora para un mejoramiento en el tiempo. Marechal decía que de todo laberinto se sale por arriba. No es este el caso.


			¿Cuál es el problema, pues, con los gobiernos, los sindicatos y los paros docentes? El problema es que en la Argentina ya hace muchos años que los paros docentes se multiplican y no consiguen resolver los problemas que los generan. En otras palabras: frente a una nueva huelga docente, sólo hay que esperar que se produzca una huelga más, otra subsiguiente y así de seguido.


			A diferencia de los países arriba mencionados, muchos de ellos con economías desarrolladas y estables, el paro docente argentino no permite establecer un piso a partir del cual se delimiten disensos y se consigan consensos básicos. El paro docente en la Argentina es, apenas, un momento más de una muy larga retahíla de conflictos que, en tanto tales, forman la parte más visible de la espiral de declive de nuestra educación. Una lógica de eterno retorno en la que nunca se termina de conformar una base común de acuerdos y proyectos. Una frustración de la que sólo se debe esperar una nueva frustración.


			La estética enrevesada del tango sintetiza la gravedad de la situación: ya no es suficiente con criticar solamente a los dirigentes sindicales como “irresponsables a quienes no les interesa la educación de los chicos”. Muchos funcionarios parecen carecer de seriedad y humildad cuando se autodefinen, muy orondos, como “expertos negociadores gremiales” y después no consiguen que los alumnos no pierdan un mes de clases por un paro.


			Lo cierto es que, a esta altura, sindicalistas docentes y funcionarios de educación ya son recíprocamente solidarios en el establecimiento de una mecánica de negociación que lleva al colapso educativo.


			Durante mi fugaz paso por la función pública, sentí en carne propia ese engranaje. Compartía mi preocupación en reuniones y cafés con otros colegas ministros. Mi percepción en ese momento, confirmada con el tiempo, es que el problema planteado supera ampliamente a ministros, a gobernadores, a presidentes y gremialistas: la sociedad argentina, especialmente su clase dirigente, falla a la hora de proponer un proyecto político-educativo de real renovación.


			Mientras tanto, los gobiernos nacionales que se suceden, de todas las provincias y de todos los colores políticos sumados a los sindicatos docentes de diversa orientación y organización coinciden en enrostrarse recíprocamente un conjunto de responsabilidades que, ya no caben dudas, los han sobrepasado por completo.


			Para decirlo con mayor claridad: funcionarios de todos los gobiernos y gremialistas de todas las estirpes no están a la altura del problema, lo cual es muy grave porque no hay otros.


			*  *  *


			A pesar de la situación de conflicto y daño educativo que implican los paros docentes, en realidad hay algo peor que la pérdida de días de clase durante las huelgas docentes. Un fenómeno recurrente y aún más lamentable son las peroratas y las diatribas no contra los sindicalistas, sino contra el conjunto de los educadores.


			Se aprovecha la ocasión del paro para volver a comparar a maestros y profesores con los de la generación dorada de la señorita Clementina que, vimos, fracasarían inexorablemente en las aulas y en el mundo actual.


			Se tilda a los docentes de incapaces, faltadores, mal formados o mediocres en un acto de cinismo supremo: como si los maestros fueran una excepción en una sociedad que sólo admite la excelencia. Como si el promedio de calidad de los docentes argentinos fuera inferior al de los ingenieros, los economistas o los colectiveros. Como si esos ingenieros, esos economistas y esos colectiveros excelentes hubieran sido formados por pésimos educadores.


			Este escenario que se reinicia año a año resulta profundamente regresivo para la educación porque deslegitima, otra vez, la autoridad de los docentes. Los hechos de violencia contra los educadores son también el efecto de este proceso de deslegitimación.


			Obviamente estos apuntes aquí expuestos explican la lógica de los paros docentes con sus efectos, las responsabilidades dirigenciales y la desligitimación docente. Los explican pero no los justifican. Porque, como afirmaba antes, un día de clases es sagrado, especialmente para los sectores sociales más vulnerables de la población infantil y adolescente. Los efectos de los paros docentes impactan más en los sectores sociales de menores recursos y especialmente en las escuelas públicas de las barriadas populares, dado que en la mayoría de las escuelas privadas las clases no se interrumpen. Este es el motivo por el que no acuerdo, en general, con los paros docentes.


			Sin embargo, las explicaciones son necesarias para comprender el fenómeno y cambiar. Si bajamos el quantum de cinismo y subimos el de sinceridad, podemos convenir que echarle toda la culpa del incumplimiento de los días de clase a los gremialistas es muy útil en la retórica narcótica de los funcionarios, pero, lamentablemente, es una idea muy discutible.


			Los nuevos feriados y los feriados puente, por ejemplo, no son decididos por los sindicalistas como tampoco las “jornadas” docentes, la mala organización del calendario escolar o las fechas de exámenes. La pérdida de tiempo escolar por problemas edilicios, de mantenimiento o de cortes de suministro de agua no parece ser responsabilidad de los gremialistas. Allí está el caso también de las normas de los Estatutos del docente, que son leyes provinciales que sólo pueden modificar las legislaturas.


			La solución al embrollo no es fácil porque las culpas recíprocas que se imputan funcionarios y sindicalistas determinaron en los 2000 formas diversas de cogobierno del sistema educativo, con los gremialistas docentes involucrados en gestiones, y no me refiero únicamente a gestiones de signo kirchnerista: algunas de estas formas de cogobierno, y corresponsabilidad son más solapadas; otras, más explícitas, pero en casi todos los casos la dirigencia sindical ha tenido participación directa o indirecta en la toma de decisiones de política pública. El fracaso educativo, está claro, también es un fracaso sindical, no sólo político.


			En el último capítulo de este libro habremos de proponer líneas de acción para que cada ámbito recupere su rol primordial: los funcionarios representando el interés general de la sociedad y los sindicalistas representando el interés general de los docentes afiliados a su organización gremial.


			Un escenario superador que presenta enormes dificultades y un camino por recorrer largo y desafiante.


		



		
			Capítulo 9


			¿Por qué sí escuela pública?


			¿Por qué a pobres y ricos les conviene volver a las aulas estatales?


			Durante mi gestión como ministro de Educación de CABA, me impuse la obligación de visitar una escuela cada día: me atemorizaba la sola idea de que el trabajo de escritorio me quitara contacto con la realidad del sistema educativo y creía que así podía compensar la distancia entre ambos mundos.


			Si bien no pude cumplir con el requisito diario, las visitas eran constantes y casi todas sin avisar, de comedido nomás: pasaba por un establecimiento y si tenía algo de tiempo, tocaba timbre y me presentaba. Más de una vez el personal de maestranza que suele cuidar de la puerta de la escuela, “los porteros”, dudaron de que yo fuese realmente el ministro. Se imaginaban una cámara oculta de Marcelo Tinelli y me cerraban la puerta en la cara. En una oportunidad, muy al inicio de la gestión, cuando mi cara no era tan conocida, le dije a la señora de maestranza que yo era el ministro de Educación de la Ciudad a lo que me contestó: “¡Pase, señor Tedesco!”, confundida con el ministro de Educación de la Nación.


			En las escuelas que visitaba, conversaba con las directoras, con algunos docentes y, a veces, con los alumnos. La directoras me recibían muy cordialmente, en muchas ocasiones con una frase del tipo “nunca un ministro visitó esta escuela” y otras, “era hora de que vinieses, fuiste a todas las escuelas del barrio y ya creíamos que nos estabas discriminando”.


			Pero la situación que quería relatar tiene que ver con las conversaciones que se entablaban, o más bien el monólogo que encaraban las directoras en los primeros momentos de aquellos encuentros: una vez que las docentes tenían adelante a un ministro en persona, comenzaba lo que denominé “momento Carilina”: me relataban siempre y sin excepción las quejas que tenían sobre el edificio escolar y los pesares que debían soportar por los problemas edilicios.


			Efectivamente, en muchos casos las condiciones eran desastrosas, con edificios al borde del colapso; paredes con cartelitos de “no tocar” por peligro de electrocución; baños eternamente tapados; aulas muy pequeñas donde los estudiantes se amontonaban; pupitres viejos o muy escasos.


			En el grado de una escuela del barrio de Mataderos tres chicos se sentaban en sillas sin mesas y escribían en sus faldas por falta de pupitres. y una larga lista de déficits. Ese era el panorama apenas asumió Macri como jefe de Gobierno en CABA, después de seis años de administraciones autodenominadas “progresistas”.


			En otros casos, las quejas eran igualmente contundentes aunque los motivos bastante más triviales. A veces me señalaban con gran preocupación rajaduras o humedades que claramente no tenían consecuencia ni para la educación ni para la seguridad de estudiantes y profesores y que también eran fuente de desvelos, que recibía en decenas, literalmente, de notas dirigidas a la oficina de infraestructura escolar pidiendo el arreglo. Yo pensaba en las rajaduras y las humedades de mi casa.


			Pero una vez que se agotaba el “momento Carilina”, los docentes empezaban a hablar de educación: de los alumnos, de los resultados, de los métodos, de la responsabilidad, de las familias cada vez más descomprometidas, de la innovación.


			Me mostraban los cuadernos de los chicos; me guiaban hasta la clase de profesoras brillantes; me llevaban hasta el laboratorio de biología que habían conseguido montar con el esfuerzo de la comunidad; me regalaban dibujos de los chicos con la frase al pie “estamos calentitos” y no por los bajos salarios sino porque se había arreglado la calefacción; me señalaban casos de alumnos que habían salido adelante a pesar de las a veces siniestras condiciones sociales y familiares; me señalaban, para mi orgullo, las actividades de lectura que organizaban con los famosos tres libros que mandaba el ministerio; me mostraban obritas de teatro que los chicos improvisaban en el momento; incitaban a los estudiantes a desafiarme con problemas matemáticos aplicando la segunda derivada que yo, obviamente, era incapaz de resolver; intentaban enseñarme, en vano, a usar un torno digital en una escuela técnica.


			¿Que también había escuelas burocratizadas, aburridas, donde la tercera parte de los docentes estaba ausente? Sin dudas.


			En realidad, y pensándolo mejor, me parece todas las escuelas tienen las dos realidades, aunque siempre en diferentes dosis. Todas son innovadoras y a la vez conservadoras. Todas son responsables y a la vez livianas en muchas decisiones o tareas.


			El primer paso para una visión realista es la honestidad intelectual. Y no es posible desentenderse del hecho de que la escuelas públicas argentinas están en la Argentina. Y no hay en la educación un acto más perversamente cínico que considerarlas con superior desprecio, como si fueran ajenas al resto de la sociedad.


			Si algo confirmé definitivamente en esa vorágine de visitas, es el enorme potencial pedagógico que tienen nuestras escuelas y que en muchos momentos se convierte en acto. La capacidad de concretar la intención por la educación de nuestras escuelas no es menor aunque los resultados aparezcan aisladamente o los establecimientos sean solo noticia cuando se cae un techo, se produce una “toma” o frente a un problema de violencia.


			La idea de que la culpa del deterioro educacional es de los educadores mal formados, mal capacitados, desinteresados, descomprometidos, faltadores, antiguos, vagos es una idea poco comprensiva de los problemas reales a los que nos enfrentamos.


			Primero, porque el mejor de los docentes muy poco va a poder hacer cuando las condiciones le son adversas: no sólo las edilicias o los materiales sino específicamente la organización de su trabajo, que claramente es una variable que no depende de ellos. Segundo, si acaso hay tantos docentes que estarían atentando contra su propio trabajo pedagógico, ¿qué esperan las autoridades para separarlos de su lugar de trabajo? ¿Por qué se estaría convalidando desde el aparato estatal semejante y masiva afrenta hacia los chicos, hacia su educación?


			No es que yo esté sosteniendo aquí que todos los docentes hacen un gran trabajo y que ninguno necesita mejorar. Para nada: no me caracterizo por la condescendencia. Al contrario, mi visión es que la enorme mayoría de los educadores está esperando mejores reglas de juego, más valiosas, que les ayuden a crear más valor educacional.


			Los docentes que hoy pueblan las escuelas son los que tenemos. Formar otros diferentes llevaría al menos dos décadas y no existe el banco de suplentes de los Messis pedagógicos precalentando para entrar a enseñar cuando el virtual director técnico les pida el cambio a los docentes de ahora. Lo que hay es lo que hay. Y en todo caso, una política educativa debería darles todo el poder y toda la responsabilidad para que puedan avanzar con su proyecto pedagógico. En todo caso, explicitar ese proyecto y después evaluarlo para poder mejorarlo.


			La moda actual, muy ajustada a los tiempos que corren, y que consiste en decir que lo que necesitamos son docentes “con entusiasmo”, elude el problema de fondo a resolver. Desde la sociología clásica en adelante, desde Émile Durkheim y Max Weber para acá, sabemos que las organizaciones no funcionan basándose en el entusiasmo individual ni en la sumatoria agregada de entusiasmos individuales, sino a partir de ciertas reglas e identidades que organizan y dan sentido a las tareas.


			El mejor docente y el más entusiasmado puede ser un héroe en un contexto de escuela pública degradada, deteriorada y empobrecida. Y afortunadamente hay muchos héroes en las escuelas argentinas, pero ellos se las arreglan solos y no necesitan ayuda: por eso son héroes. Para el resto, está la política educativa y las organizaciones inteligentes, esas que no son para los héroes sino para todo el resto de los docentes. Que, ya dijimos, ni somos ni tenemos por qué ser héroes.


			Esta constatación que acabo sucintamente de desarrollar es el supuesto más fuerte para la explicación que hace años le da sustento a mis propuestas: el problema de la educación argentina no está en los recursos humanos ni en su preparación o capacitación. El problema es la manera anquilosada y nociva en que las escuelas se organizan desde hace más de cien años y que estimula el lado conservador por sobre el innovador; que incentiva el costado liviano y descomprometido antes que el compromiso efectivo con la educación. Que pregona el “yo no fui” de familias, alumnos y docentes por sobre la responsabilidad sobre tareas, hijos y alumnos.


			Estas viejas reglas son las que generaron, a lo largo del tiempo, identidades muchas veces condenadas al resentimiento, al aburrimiento o a la resignación en familias, docentes y hasta en los chicos. Pero la realidad nos muestra que hay todavía una enorme oportunidad de salir adelante si somos capaces de cambiar las reglas por otras más constructivas, capaces de ayudar a empujar las identidades más propositivas, críticas e innovadoras.


			*  *  *


			¿Por qué volver a poner las esperanzas en la escuela pública?


			Es evidente que muchos lugares pueden resultar adecuados para aprender a escribir sin errores de ortografía, para reconocer los límites de la Argentina, el cruce de los Andes, la batalla de Waterloo o el teorema de Pitágoras: internet, una escuela pública, una escuela privada, un hogar, una biblioteca o un monasterio. Pero, hasta ahora, sólo es posible aprender esos o cualquier otro contenido propio del desarrollo del conocimiento humano y hacerlo junto con otras personas diferentes, en un mismo territorio institucionalizado, capaz de acoger a todos y todas para educar en y a pesar de sus diferencias: ese territorio es la escuela pública. No la escuela privada; la pública.


			La primera y principal ventaja de la escuela pública en el siglo XXI y el argumento que la justifica frente a las nuevas formas de trasmisión del conocimiento radica en la posibilidad de integración social.


			Hasta ahora, la humanidad no ha generado ninguna otra forma de organización de la educación ni de la escolarización que se haya siquiera arrimado a metas semejantes. Probablemente, la integración social y el reconocimiento del otro en el proceso de la formación de personas sea el único argumento para sostener escuelas públicas. Pero no por único, deja de ser un motivo central para la vida social, la democracia y el desarrollo económico.


			¿Qué es una escuela pública? En la historia de la educación, el concepto de educación pública surge como resultado de la Revolución Francesa, la destitución del orden feudal y absolutista y la emergencia de las ideas de libertad, igualdad y fraternidad: la educación del pueblo es una herramienta central en la medida en que la soberanía ya no reside en la sangre del monarca o en los atributos hereditarios de las aristocracias, sino en personas iguales ante la ley con los mismos derechos. No es casual que el proceso de conformación de la educación pública argentina surgiera en los albores de la independencia nacional.


			Es así que la escuela pública está asociada a tres elementos ineludibles, al menos en la teoría y en el marco de los derechos constitucionales. En primer lugar, es gratuita en su acceso y está financiada por el Estado con el objetivo de reducir al máximo los costos de acceso para que todos, incluida la población más pobre, no tenga que solventar mayores costos para educarse.


			A la vez, al estar financiada por el Estado, esto permite captar impuestos de los contribuyentes y proceder a una redistribución progresiva de los recursos. Si los más pobres tuvieran que pagar por su propia educación, quedarían afuera o asistirían a escuelas muy precarias; la redistribución estatal de los fondos recaudados permite que los sectores sociales de menores ingresos puedan educar a sus hijos en una institución que se halla muy por encima de sus posibilidades.


			La razón de este esquema es evidente: si acaso alguien supone que los pobres son pobres por su propia responsabilidad, una postura con la que no acordamos, obviamente, aun así, se debería admitir que los hijos de esos pobres no comparten de manera alguna esa responsabilidad, no “merecen” las condiciones de su vida y sólo transitan por ella por puro azar, por haber nacido allí, así como los hijos de padres de altos ingresos tampoco “merecen” las ventajas y privilegios que acompaña su vida en sociedad.


			La gratuidad y el efecto redistributivo de la escuela pública permiten igualar el terreno de juego brindando a los que menos tienen y proveer condiciones semejantes a las que tendrían de haber nacido en un hogar más pudiente.


			En segundo lugar, la escuela pública es de acceso universal, lo que significa que a nadie se le puede negar su escolarización gratuita, aceptando de hecho que todos los seres humanos somos educables. Este precepto se explica por un viejo, aunque siempre vigente, ideal de la educación: el ideal pansófico —en griego: pan, todos, sofia, conocimientos—, el objetivo de enseñar todo a todos o, dicho a la manera de nuestro Pansophia Project, el nuevo proyecto que ocupa hoy el foco de mis intereses académicos, todo el saber de los seres humanos es para todos los seres humanos.


			La idea de educabilidad universal por la que nadie queda afuera de la educación es muy reciente en la historia de la humanidad: tiene poco más de un siglo de existencia y está por entero asociada a la escuela pública.


			Antes, el conocimiento estaba discriminado primero por sexos. Las mujeres no se educaban en escuelas y si lo hacían, era para aprender manualidades, cocina, modales y a lo sumo música. A las mujeres les estaba vedado el pensamiento científico.


			El conocimiento también estaba restringido según la clase social. A los pobres se los excluía o, en el mejor de los casos, se les enseñaban apenas los rudimentos de la lectura, no la escritura, y se los entrenaba sólo en alguna forma del trabajo manual. La discriminación también se daba por religión: las religiones dominantes monopolizaban la enseñanza excluyendo, y a veces persiguiendo, a otras religiones, a los agnósticos y a los ateos.


			La escuela pública, al contrario, genera un escenario en que la educabilidad no está restringida por ninguna de esas condiciones y lo que en ella se espera es también el acceso a todo el conocimiento.


			En tercer lugar, los conocimientos que se trasmiten en las escuelas públicas y las modalidades didácticas que allí se utilizan están basadas en una suerte de eje ancho y flexible aunque bien delimitado, lo que llamamos un zócalo común, que incluye el respeto a todas las singularidades con la condición de que ninguna se pretenda universal, excluyendo abordajes dogmáticos y/o totalizadores sin importar su naturaleza ideológica, religiosa, política o cultural, entre otras.


			En las sociedades democráticas modernas, el zócalo común está coordinado por el Estado en su carácter de representante del interés general de la sociedad. Por supuesto, este zócalo, merced a su flexibilidad, debe variar a lo largo del tiempo en función de los cambios en los intereses sociales, en las mutaciones culturales y, no menos importante, en los avances de la didáctica y la psicología educacional que van perfilando mejor cuándo son los momentos adecuados para el aprendizaje de los alumnos.


			En todo país democrático, este zócalo es siempre y necesariamente la consecuencia de arduos debates de todo tipo y los consensos son siempre equilibrios relativamente estables entre los diferentes sectores de la sociedad. Por eso, la condición no dogmática es central para la escuela pública siendo su referencia final los postulados de convivencia, por ejemplo, la Constitucion Nacional o la Declaración de los Derechos del Niño, y los consensos respecto del avance científico y técnico; consensos siempre provisorios y discutibles.


			En este sentido, la idea misma de pensamiento crítico está incluida per se en la idea de escuela pública dada la precondición no dogmática de su existencia y la necesidad de constante revisión de sus resultados. Educarse en un contexto de esa naturaleza implica aprender la lógica de lo discontinuo, de aquello que no sólo puede revisarse sino que hacerlo es una obligación.


			Como corolario de estas tres cuestiones —gratuidad con redistribución estatal; acceso universal y zócalo común no dogmático—, entran en juego de manera vigorosa dos elementos determinantes de la escuela pública que son imprescindibles tanto para la vida democrática como para el desarrollo económico: ellas traducen mayor cohesión social y mayor equidad.


			*  *  *


			Reinventamos o erramos. En la Argentina, la escuela pública que tenemos no es la que queremos. La privatización de la educación tampoco es lo que queremos.


			Aun con sus efectos financieros positivos, tal como planteaba oportunamente, la privatización de la educación no les conviene a los sectores vulnerables: las escuelas en las que el alumnado comparte un origen empobrecido y un destino a la deriva pierden su capacidad de enseñar a esos sectores, se privan del entrecruzamiento que supone un aula de clases con chicos y chicas de mundos distintos y del efecto de contagio positivo de los que mayor capital cultural poseen.


			Pero tampoco les conviene a los sectores medios y altos: la pérdida de cohesión social que implica el aislamiento de “los ricos” por un lado y “los pobres” por el otro no hace entrever una sociedad pacífica, con sentido de comunidad, no sustentable en lo social pero tampoco en lo productivo y económico.


			El futuro de la Argentina demanda un encuentro entre los diferentes, distintos entre sí por sus orígenes sociales, sus realidades cotidianas, sus necesidades, sus aspiraciones, sus visiones del mundo. Y el lugar perfecto para que ese encuentro se produzca con mayor productividad social es, sí, una escuela pública que integre. No alcanza con incluir. Hay que incluir y a la vez, integrar.


			Una escuela pública casi exclusiva para los pobres mientras los sectores sociales medios y altos se autosegregan en escuelas privadas no es el indicador de una sociedad en la que queremos vivir. La desigualdad y las brechas sociales institucionalizados en la escolaridad no conducen a buen puerto, para nadie. Los sectores medios y altos se ilusionan con salvarse refugiándose en al escuela privada. Pero esa ilusión es falsa.


			Por eso, la reconstrucción de la confianza de las clases medias en la educación pública es una tarea primordial. Revitalizar la escuela pública es crear las condiciones para que, entre otros objetivos, los sectores medios vuelvan a preferirla para así iniciar un proceso de des-segregación con probados beneficios culturales y académicos para todos, como lo indica la evidencia disponible.


			Insisto: la integración social en las escuelas es beneficiosa para todos los sectores sociales en términos de equidad y cohesión social. Y, como vimos, la escuela pública es el único escenario conocido donde la formación de los chicos puede acontecer de esta manera.


			Esta reconstrucción supone una verdadera revolución copernicana de la educación en la que el centro estelar ya no serían los Ministerios de Educación, sus funcionarios y sus imponentes aunque impotentes estructuras jerárquicas, sino las mismas instituciones escolares. Para eso deberían contar con capacidad de resolución autónoma y con responsabilidad por los resultados.


			Ese es el camino para generar las mejores soluciones pedagógicas y de gestión y así cumplir acertadamente con el derecho a la educación de alumnos y familias, no importa de qué sector social provengan: se trata de proyectar a las escuelas públicas como unidades de decisión y no como terminales burocráticas de una estructura jerárquica, rígida y en general autoritaria. Un lugar en el que nos hagamos cargo, siempre, de todos los chicos y su formación.


			Esto supone primordialmente cambios en la lógica de los gobiernos para que garanticen lo que hasta ahora no han podido asegurar: recursos necesarios para cada una de las escuelas, una supervisión eficaz de ese zócalo de contenidos y prácticas compartidas y una evaluación precisa de los resultados obtenidos.


			Estas tres cuestiones son críticas y merecen los debates serios que la Argentina se debe para resolver cómo implementarlos.


			Surge, en este sentido, una primera pregunta. ¿La administración educacional central debe seguir siendo provincial, con los Ministerios de Educación provinciales, o debería descentralizarse a municipios o a Consejos Escolares no municipales tal como proponía Sarmiento en sus textos?


			La respuesta a esta pregunta empieza a vislumbrarse en la práctica en provincias cuya extensión, cantidad de alumnos y complejidad social hacen más evidente aún la impotencia de los gobernantes centrales. Esa realidad, también resulta atinada como oportunidad para repensar mejor cuál es el mejor modelo de organización política de la educación.


			Una segunda pregunta, vinculada a lo anterior: ¿el financiamiento de la educación escolar debe seguir dependiendo de los recursos financieros propios de cada provincia, que son generados por sí mismas y que provienen de la coparticipación federal de impuestos, reproduciendo así las brutales diferencias interprovinciales, o acaso la unidad de financiamiento debe ser cada alumno, independientemente de la provincia y el hogar en el que le haya tocado en suerte nacer?


			Mi opinión va en línea con una matriz de organización sarmientina del gobierno de las escuelas por la cual los ciudadanos participen en consejos educacionales de gobierno escolar.


			Respecto del financiamiento, es preciso conformar un sistema de financiamiento básico por alumno garantizado nacionalmente.


			El gobierno local del sistema escolar se sigue aplicando en varios países democráticos del mundo y sus defensores muestran ventajas relevantes en relación con los sistemas centralizados: las familias tienen más poder de decisión y es posible ejercer un mayor control local y comunitario sobre la cuestión escolar, lo que trae aparejado menos burocracia y genera la adecuación de las estructuras institucionales, financieras y pedagógicas a las realidades concretas del contexto que rodea la escuela.


			Aquellos que anhelamos un modelo político educativo más democrático que el actual, creemos que desplazar la toma de decisiones de los funcionarios hacia los educadores y las familias podría ser interesante en un sistema educativo de gestión local.


			Sin embargo, las ideas que se barajaron en la Argentina sobre la “municipalización” de la educación no enfatizaron en la transparencia, la democracia o el control local sino, siempre dentro de la lógica del ajuste perpetuo, propusieron hacer más eficiente el gasto público transfiriendo responsabilidad a los municipios.


			Como analizamos en capítulos precedentes, esta presunta descentralización de la educación tiene en la Argentina un antecedente cercano en 1994, cuando se concluyó con un largo proceso de transferencia de los servicios educativos nacionales a las provincias con una metodología que parece similar a la que cada tanto se propone para municipalizar: una mera transferencia de poder desde los políticos del nivel superior a los políticos del nivel inferior, un cambio de manos de carácter administrativo y financiero que encierra algunas dudas sobre el desfinanciamiento del sector educativo y que especialmente deja de lado una verdadera transferencia de poder hacia los actores reales del sistema educativo: educadores y familias.


			Para colmo, la experiencia argentina reciente sobre estas “descentralizaciones” muestra que, en vez de bajar el gasto público improductivo, este se incrementa: aparecen nuevos actores políticos en los niveles inferiores que no sustituyen sino que se acoplan y yuxtaponen a los políticos de los niveles superiores, desviando recursos financieros hacia las burocracias en vez de enviarlos a las escuelas.


			Entiendo que para una típica mentalidad autoritaria que pretende que todas las escuelas sean igualitas a sí mismas y tengan un respeto reverencial a la vía jerárquica, y si querés algo diferente pagá la escuela privada, mis propuestas parecen de una magnitud inalcanzable y producen un vértigo indescriptible. Pero volver a una nueva escuela pública supone un cambio de las lógicas organizacionales petrificadas en las instituciones educativas públicas desde hace décadas.


			La escuela como unidad de decisión necesita de equipos educativos reflexivos, innovadores, con capacidad estratégica. Nada indica que el plantel docente argentino no consiga alcanzar altos estándares de autonomía, reflexividad y capacidad colaborativa si es que se le otorgan las herramientas organizacionales para hacerlo: con identidades, recursos, regulaciones e incentivos alineados con la producción de los mejores resultados, maestros y profesores van a trabajar más y mejor, desplegando el máximo de su capacidad profesional.


			Mi argumento es que a mayor autonomía de las escuelas públicas, combinada con capacitación, apoyo, recursos y evaluación, mejores serán los resultados obtenidos y mayor la responsabilidad por lo actuado por parte de cada estamento del sistema educativo, desde los educadores ejerciendo una potenciada acción pedagógica hasta los funcionarios ejerciendo un control más inteligente y, sobre todo, más constructivo.


			La mejor forma de trabajar en educación es que las escuelas públicas tengan amplia autonomía para tomar decisiones pedagógicas, administrativas, financieras, con recursos estatales y que rindan cuentas de los resultados que obtienen y la forma en que trabajan. La idea de que los docentes individualmente y contra todos los condicionantes van a obtener buenos resultados es de una ingenuidad supina y evidencia una atroz ignorancia sobre cómo funcionan las escuelas reales.


			Ahora bien, para que los docentes y las escuelas construyan proyectos reflexivos en cada escuela y en cada aula, es necesario contar con herramientas institucionales adecuadas y con un Estado capaz de evaluar los resultados obtenidos. Herramientas que, increíblemente, sí se les asegura a las escuelas privadas, incluso a las financiadas por el mismo Estado que limita a las instituciones educativas que domina.


			Un ejemplo claro de la discriminación que en este sentido sufren las escuelas públicas es la contratación de los docentes, ya que los directivos de las instituciones, como demostré, no tienen arte ni parte en el proceso mientras, las escuelas privadas, aun las que cuentan con la financiación de los salarios de sus profesores al 100 por ciento por parte del Estado, sí eligen a sus docentes.


			Esta diferencia explica mucho de la imposibilidad de formar equipos de trabajo en escuelas públicas. Y está claro que la solución a este problema está en revertir esta discriminación que sufren las escuelas públicas brindándoles al menos idénticas, si no mejores, herramientas de gestión que las que se les concede a las escuelas privadas. Este cambio no parece muy complicado ni requiere mayores recursos sino, apenas, voluntad política.


			Es obvio que con una mayor autonomía de las escuelas públicas no se terminan todos los problemas sino que se identifican genuinamente, y no burocráticamente, como hasta ahora, las verdaderas dificultades, aquellas que ameritan soluciones precisas, profesionales y a veces, innovadoras. Dificultades determinadas, a veces, por las condiciones socioeconómicas de los estudiantes que desafían la práctica pedagógica. En esos casos la falta de equidad socioeconómica se impone sobre cualquier pretensión de eficiencia pedagógica.


			Más autonomía, me adelanto a aclarar frente a la usual impugnación del pensamiento progresista promedio, no es ni mercantilización ni privatización de la educación. Privatización es lo que nos dejaron sesenta años de políticas educativas erradas, especialmente las posteriores a 2003, esas mismas políticas que nos habían asegurado la defensa y ampliación de lo público y, lamentablemente, no consiguieron cumplir con su promesa. La mercantilización no tienen por qué acontecer dado que la gratuidad de la escolarización básica es una condición de una escuela pública renovada.


			Pero seamos justos: que no se mercantilice no significa que los directores deben seguir gestionando como en 1950. La defensa de la escuela pública renovada pasa también por una gestión efectiva, trabajo en equipo y construcción de proyectos reflexivos que se desarrollen a partir de la situación real de los alumnos y sus familias.


			En ese nuevo contexto, también será posible para las escuelas públicas renovar la alianza entre la escuela y las familias, hoy deteriorada por la mutua desconfianza, la violencia y la incapacidad para sostener una relación basada en la reciprocidad y en el reconocimiento del lugar de los educadores como lugar legítimo del saber.


			La Argentina precisa que la profesión docente vuelva a la centralidad de la vida social: una tesitura que vengo proponiendo hace muchos años. Sin embargo, los funcionarios de la educación hace más de veinticinco años que insisten con que los docentes están mal formados, lo que promueve formas ocultas de desprestigio: la constante e inconsistente insistencia en este punto termina por cuestionar la legitimidad de la función docente en el seno de la sociedad.


			Y contribuye de modo relevante a la generación de las situaciones de violencia que crecen constantemente: no es con decretos o leyes que aumenten las penas a los agresores de docentes que se va a resolver ese problema; al contrario, de hecho lo agrava cuando el Estado, con esas normas, envía un mensaje inequívoco: los docentes son débiles y vulnerables, hay que defenderlos más que a los demás. No alcanza el derecho penal, hacen falta normas especiales para cuidarlos… un discurso muy negativo para la legitimidad de los educadores


			La forma de ir solucionando la violencia escolar es jerarquizando la profesión para que vuelva a ocupar un lugar central en la sociedad, trasfiriendo mayor poder a las escuelas. De esa manera, todos van a comprender la potencia creativa de un profesor y de su escuela.


			Para que las escuelas públicas conformen genuinas unidades de decisión, es indispensable fortalecerlas desburocratizando la tarea escolar y apuntalando la capacidad de decisión de las comunidades educativas para construir un proyecto-escuela.


			*  *  *


			Por otro lado, si las escuelas no son unidades de decisión, ¿para qué evaluarlas? Las pruebas Aprender, antes denominadas Operativos Nacionales de Educación (ONE), que son evaluaciones estandarizadas que se aplican a los escolares argentinos desde 1993, deben ser un recurso más para desplegar las posibilidades pedagógicas y ampliar las oportunidades educacionales de los estudiantes.


			Si las escuelas no tienen ningún margen de maniobra para adaptar su tarea y su organización en función de los resultados de las evaluaciones, el enorme esfuerzo financiero de estos espectaculares operativos nacionales no tendrá más destino que un par de tapas de diario e insumos estadísticos para que los investigadores en Educación publiquemos papers académicos en revistas especializadas, algo siempre útil aunque nada más pueril frente al enorme problema al que nos enfrentamos


			Por otro lado, implementar reformas enlatadas “de arriba para abajo”, sin atender a la diversidad de docentes, alumnos, escuelas y familias anticipa futuras frustraciones, como lo demuestran las experiencias reformistas de los años 90 y 2000. En la Argentina hace ya muchas décadas que la política de Estado en materia educativa se basa en la centralidad de los gobiernos y la irrelevancia y el desprecio por la realidad de las escuelas. Gobiernos impermeables a las escuelas y escuelas impermeables a las pretensiones de los gobiernos. ¿Qué podría salir bien?


			Los altos funcionarios de la educación suelen imaginar que están en sus escritorios con una suerte de enorme botonera gigante adelante y que apretando botones y bajando palancas, en las lejanas escuelas de sus distritos se cumplirán los mandatos que surgen del despacho ministerial. En rigor, de hecho sí existe esa suerte de “botonera”: son los decretos, las resoluciones, las disposiciones, las notas y la infinidad de recursos administrativos en manos de Estado.


			Pero si miramos debajo del escritorio, los botones están viejos, oxidados, tienen cables rotos, pelados y cortados que no conducen a ningún lado: la ficción del gobierno de la educación que manda en la educación es muy dañina. Centralizar decisiones no sólo no garantiza que las escuelas las cumplan sino que, paradojalmente, genera más anomia y más fragmentación entre escuelas.


			El ejemplo más contundente de esta suerte de nominalismo burocrático, donde la única verdad es la realidad de los ministerios, lo viví hace mucho tiempo, hacia 1993, cuando el ministro de Educación de entonces, Jorge Rodríguez, organizó un solemne acto para presentar los flamantes CBC, los contenidos básicos comunes que habían sido elaborados por un equipo liderado por Braslavsky, y que constituían un avance importante en el currículum de las escuelas primarias y secundarias de la Argentina de entonces.


			La historia es que en el Salón Blanco del Ministerio, y ante una rimbombante audiencia de políticos y de los técnicos educacionales siempre cercanos a la biromes oficiales, el Señor Ministro, sin power point, obviamente, tomó sendos tomos de los CBC en ambas manos, dos voluminosos cuerpos de unas 400 hojas cada uno, anillados como se estilaba en aquella época, y blandiéndolos con energía en el aire exclamó: “Estos contenidos se harán realidad en las aulas”, ante los aplausos prestos y presurosos de la dignísima concurrencia.


			Pues bien, veinte años después, la Argentina no logra que los chicos de quinto grado A aprendan más o menos los mismos contenidos que los del quinto grado B, pared de por medio. O que los que aprenden historia en tercero cuarta del secundario aprendan más o menos lo mismo que los de tercero quinta. Las aulas no hicieron realidad los deseos del ministro. Las aulas no hacen realidad los deseos de ningún ministro.


			Sin atender a ese postulado básico, la estrategia de política educativa adoptada desde hace décadas parece consistir en que las decisiones del nivel macropolítico, de legislaturas y ministerios, son más acertadas que las que los educadores puedan determinar en cada aula y en cada escuela. Así, maestros y profesores deben resolver los problemas, que son muchos y muy complejos, de acuerdo con lo que se regula desde los lejanos escritorios de políticos y especialistas y no a partir de la aplicación de sus saberes profesionales en cada situación.


			Esta estrategia que plantea decisiones “de arriba hacia abajo” tiene tres consecuencias negativas. Por un lado, legislar sobre cada aspecto de lo que pasa en el aula torna rígida la actividad pedagógica. Me atrevo a ejemplificarlo, invocando el tema de Los Fabulosos Cadillacs, y permitiéndome la vanidad de la autocita, adosando un “yo te avisé y vos no me escuchaste” a partir de un artículo que publiqué en el diario Clarín el 31 de mayo de 2006.


			A pocos días de la realización del Mundial de Fútbol de Alemania, el gran debate educacional, como si el resto de los problemas estuviera resuelto, era si los alumnos debían ver el Mundial en la escuela y la discusión derivó subsidiariamente en la necesidad de una norma provincial para prohibir los celulares, que ya comenzaban a masificarse en la Provincia de Buenos Aires. Mientras tanto, yo planteaba que las leyes de ese tipo no sirven para aplicarse en el aula y que, en todo caso, cada escuela debía decidir qué hacer con los celulares. Recordemos que el primer smart phone apareció un año más tarde. Es decir, aun antes de la aparición de los celulares-computadoras que pueblan hoy nuestras vidas, la política educativa legislaba la resistencia contra la tecnologización, imparable, de la vida cotidiana.


			En aquella nota advertía textualmente: “En el caso de los celulares, es posible que en poco tiempo se haya generalizado a bajo costo la navegación por internet que es una función que muchos de estos teléfonos ya tienen, lo que redundaría muy positivamente en el aprendizaje cotidiano. Las leyes habrán quedado obsoletas y mientras tanto habremos perdido otra oportunidad de hacer más eficaces y equitativos estos procesos de modernización tecnológica.”


			Dicho y hecho, la norma prohibiendo los celulares fue sancionada en 2006 y se la debió derogar por las mismas razones que yo argüía, pero diez años después.


			Por otro lado, decidir desde arriba, desde legislaturas y ministerios, lo que son incumbencias profesionales de los educadores, arrasa con la posibilidad de nuestras escuelas de adecuar su propuesta institucional a las necesidades de los alumnos. El poder político que regula prohibiendo o compeliendo deja afuera la mayoría de las situaciones de la vida real, que son matices entre esos extremos y a las que sólo los docentes, en cada situación que se presenta, saben responder adecuadamente. Y si acaso los docentes no saben o no pueden, los funcionarios deben ayudar a saber y a poder y no resolver desde afuera: frente a un conflicto en la escuela, raramente son los funcionarios los que dan la cara.


			Finalmente, y lo más importante, cada vez que las legislaturas y los ministerios deciden sobre lo que pasa y sobre lo que no debe pasar en el aula contribuyen a desgastar un poco más la ya esmerilada autoridad docente. Respecto de permitir mundiales y prohibir celulares me preguntaba en esa nota lo mismo que cabe preguntarse hoy frente a muchos aspectos: “¿Qué margen tiene una escuela para decidir ofrecer a sus alumnos otras actividades que no sean el Mundial, después de que las autoridades políticas decidieron por ellos y propalaron la medida en todos los medios de comunicación? ¿Cuál será la imagen de un docente que decide profesionalmente usar celulares y por tanto debe hacerlo fuera de la ley?”


			La función del Estado debe ser financiar adecuadamente la educación, objetivo que lamentablemente estamos muy lejos de alcanzar, y apoyar a los docentes en las decisiones profesionales que tomen para así volver a establecer en nuestras escuelas la capacidad y el entusiasmo por la educación. Los educadores son los que deben decidir. Y asumir las responsabilidades de sus decisiones con el acompañamiento del gobierno y la sociedad en su conjunto.


			Esto se confirma aún más con las llamadas “nuevas tecnologías educacionales”: los nuevos entornos de redes, pantallas, hipertexto, computadoras, realidad aumentada o virtual difícilmente resulten exitosos en un contexto rígido y despersonalizado.


			*  *  *


			Nos hace falta un verdadero giro copernicano que en vez de insistir en el intento frustrado de construir una Pedagogía de Estado, que para colmo es pobre desde todo punto de vista, construya una verdadera pedagogía desde las escuelas y la función del Estado se centre en apoyar, brindar recursos a los proyectos-escuela y evaluar la tarea emprendida facilitando información a la comunidad y profundizando el debate sobre la educación que necesitamos.


			Hacer las cosas en forma diferente es parte de la garantía de hacerlas bien. Las innovaciones endógenas, es decir, las adoptadas conciente y reflexivamente por las escuelas, y el crecimiento orgánico de cada escuela son el único camino firme para el mejoramiento general de la educación. En la Argentina, las innovaciones exógenas han estado condenadas al fracaso.


			No hay que estremecerse ni tener miedo cuando se decide confiar en los educadores y las comunidades educativas: todos ellos van a entregar lo mejor de sí en tanto tengan la oportunidad de hacerlo. Con reglas claras y constructivas y con identidades superadoras de la burocracia paralizante, las escuelas van a educar más y mejor. No es mágico, claro.


			Pero durante más de medio siglo la Argentina ha experimentado cambios con recetas de naturaleza jerárquica, burocratizada y autoritaria. También probamos con políticas que avalaban la privatización de la educación y con no pocas propuestas banales y pre-envasadas y la degradación se acentuó.


			Que el Estado cambie su rol paternal a uno más dinámico y constructivo no implica que desaparezca. Al contrario, para cumplir con estos cometidos es necesario recuperar la política educativa como herramienta de mejoramiento de la educación capaz de motorizar el necesario giro copernicano: una nueva educación es imposible sin una nueva política educativa.


			Una política educativa de carácter nacional, federal y con un liderazgo positivo, capaz de convocar a la población a la construcción de un proyecto educativo para todos, poniendo en práctica una estrategia que contemple el financiamiento y la calidad y que articule valores compartidos.


			En el marco de esta nueva política, y después del fracaso operativo de la Ley de Financiamiento Educativo, es impostergable contar con un acuerdo por la Justicia Educacional que brinde un financiamiento adecuado, destinando fondos mínimos por escuela y por alumno independientemente de la provincia en la que esté y que a la vez estipule un régimen laboral docente que garantice un piso salarial digno y condiciones profesionales atractivas a partir de la redefinición del contrato laboral, comenzando por definir un contrato básico en el que se identifique cuál es el formato adecuado y razonable.


			Para que esto sea haga realidad, es necesario constituir un fondo financiero federal que supla las deficiencias de cada provincia, asistiendo directamente a alumnos y escuelas para generar ese piso de igualdad. Incluso me atrevo a proponer que las provincias puedan perder su potestad sobre las educación en el caso de que sólo el nivel federal sea el que esté en condiciones de garantizar justicia educacional: es una jugada de alto riesgo constitucional pero que asegura la educación de los chicos en las peores condiciones. Seguir con experimentos que garantizan la soberanía educativa de los provincias para postergar la educación de los chicos es un lujo que un país como la Argentina no se puede dar.


			Propongo lo inverso: garantizar la educación de los chicos y postergar las ansias autonómicas de las provincias que no la pueden ejercer con capacidad propia. La Ley de Educación Nacional de 2006 ya permite avanzar en este sentido al permitir la declaración de la emergencia educativa.


			De la vieja Argentina de la excelencia educativa, la de la universalización de la enseñanza primaria, la de la escuela técnica, la de los premios Nobel en ciencias, esa Argentina en la que los libros se repartían en las escuelas y en las bibliotecas populares y no en las canchas de fútbol, quedan, como mudo testigo de la decadencia, los datos vinculados con el esfuerzo económico que el país realiza por su educación.


			Efectivamente, y a pesar de las crisis políticas y económicas, como ya he analizado, la relación entre el gasto educativo y el PIB, entre otros datos, nos deja lejos, aunque no demasiado, de las potencias democráticas del mundo pero, al mismo tiempo, parejos o aun un poco por encima de países latinoamericanos semejantes al nuestro.


			Es verdad que los fondos para educación son muy insuficientes y que, por ejemplo, la Argentina gasta por alumno de la educación básica casi diez veces menos que Nuevo México, el Estado norteamericano que menos gasta. También es necesario comprender que, además, los recursos existentes están muy mal ejecutados por medio de una gestión poco inteligente, lo que perjudica a los sectores más pobres y convierte la ineficiencia educativa en injusticia educativa.


			Estas dificultades en la gestión de las políticas públicas hace que los recursos no lleguen debidamente a los destinatarios del sistema educativo y se pierdan en marañas de burocracias, tecnocracias y lógicas políticas y corporativas alejadas de la realidad de las escuelas: de hecho, a los establecimientos estatales no les es permitido manejar fondos, por lo que todas las decisiones en la materia se toman en los Ministerios de Educación aunque las carencias o los malgastos los paguen los alumnos. Los errores en la gestión que se evidencian todos los días producen crisis que, en el mejor de los casos, generan meramente un cambio de ministro. En las escuelas nadie se entera.


			¿Cuánto cuesta una educación de calidad para todos? Saberlo, esa es la primer tarea de un gobierno interesado en cambiar realmente. La respuesta generará las condiciones para un proyecto y la identificación de los plazos para cumplirlo.


			Se hace indispensable también contar con ese zócalo común que pueda convertirse, al menos en parte, en estándares evaluables, que resultan la mejor herramienta tanto para determinar qué es lo que los alumnos habrán de aprender y cuál es el nivel alcanzado como para informar a toda la población acerca del estado de la educación y para que las escuelas tengan más elementos para plantear caminos de mejora.


			Pero estos estándares son una parte básica y sólo eso, apenas parte un zócalo de coincidencias y objetivos de cohesión social que la educación puede contribuir a lograr. Si bien deben aplicarse a los alumnos de todo el país, cada escuela debe conservar márgenes importantes de autonomía para enseñar. El consenso creciente acerca de cuáles son estos saberes irá mitigando la actual fragmentación del sistema educativo argentino.


			Dentro del zócalo común, un esquema que podría aplicarse de inmediato es la responsabilidad por la calidad y la inclusión. Las escuelas podrían elaborar un proyecto-escuela consistente en un plan de mejora con metas públicas, precisas y evaluables formulado en cada institución, por cada curso o asignatura y para cada alumno, en estos casos sin publicarlo, obviamente.


			El proyecto-escuela sería perfilado al inicio de cada ciclo lectivo sobre la base de un diagnóstico preciso y podría ser reformulado durante el receso invernal y evaluado a fin de año. Cada docente transmitiría a familias y alumnos los resultados del diagnóstico y explicaría las metodologías para alcanzar objetivos concretos. Sobre el final del año, cada escuela y cada docente informarían sobre los resultados obtenidos.


			Ningún chico debe quedar afuera del proyecto-escuela. Los alumnos que no alcancen las metas o que abandonen no pueden ser sino el centro neurálgico de la política educativa macro y microescolar. ¿Hay, acaso, algo más importante que recuperarlos?


			Zócalo común para articular el sistema y proyecto-escuela para gestionar las instituciones, con la mayor autonomía y el mayor apoyo estatal, son las condiciones necesarias para reparar los daños históricos al sistema educativo y mejorar en serio.


			En este contexto, los docentes deben ser evaluados en los términos de una evaluación rigurosa y constructiva pero esa evaluación debe estar construida en función de las metas propuestas por cada docente y en el marco de un proyecto-escuela.


			Creo que esta evaluación debe formar parte de un proceso mayor de reconocimiento salarial de los docentes: hoy los sueldos de los educadores se aumentan por antigüedad, que —como ya expliqué— es un premio descomprometido y burocrático al elemental paso del tiempo. Debemos encauzar el debate para que los docentes ganen más no sólo por su antigüedad en el cargo sino especialmente por su capacitación, formación de posgrado, compromiso social e institucional con la escuela en la que trabajan.


			*  *  *


			Mi propuesta para recuperar la escuela pública e iniciar un camino prometedor de mejora educativa puede sintetizarse en los siguientes puntos:


			1.	Escuelas abiertas: un día de clase es un tesoro. Con ritmo escolar normal, reduciendo feriados, trasladando las “jornadas docentes” a una de las semanas del receso de invierno cuando los docentes asistirán a la escuela para capacitarse y planificar y evitando superponer clases con exámenes. Los 180 días de clase dejarán de ser un objetivo cosmético y serán la meta concreta y pública a lograr por parte de cada alumno y de cada escuela. La baja del ausentismo en docentes y alumnos debe ser un compromiso preciso de cada establecimiento, acompañado por un cambio de normas sobre la cuestión.


			2.	Cultura de la evaluación: un paso adelante muy importante fue la vuelta a la realización anual de los Operativos Nacionales de Evaluación, ahora Evaluación Aprender. Pero la relativamente escasa respuesta a las evaluaciones por parte de los estudiantes amerita acciones complementarias, especialmente una explicación pública muy detallada y didáctica que describa la importancia y las ventajas para todos de estos operativos tan costosos. Las escuelas con más dificultades deben recibir mayor apoyo, capacitación y recursos del Estado. Finalmente, también debo insistir con la implementación de un examen de final del secundario voluntario e independiente del certificado final de la escuela del tipo ENEM brasileño que les permita a las escuelas medias y a las universidades, a partir de su autonomía, reorganizar su oferta reconociendo el nivel de los estudiantes.


			3.	Reconstrucción de la confianza de las clases medias en la educación pública: las escuelas estatales necesitan dejar de ser órganos que ejecutan decisiones jerárquicas y deben convertirse en unidades de decisión con responsabilidad por sus resultados. Las escuelas estatales no pueden ser menos que las escuelas privadas y deberán tener su misma autonomía para tomar decisiones, garantizando calidad educativa e igualdad de oportunidades. Esto implica también la conciencia sobre la imagen institucional de las escuelas públicas y el fomento para que la comunidad educativa y los medios de comunicación contribuyan a sostenerla. Señalando los errores y las falencias pero dejando de regodearnos con la épica cansadora, quejosa y melancólica de la oda a su fracaso. La vuelta de los sectores medios a una escuela pública renovada es un indicador de éxito de la política pública.


			4.	Responsabilidad por la calidad y la inclusión: las escuelas elaborarán y difundirán su Proyecto-Escuela con base en un diagnóstico de los aprendizajes que cada docente haga a inicios del ciclo lectivo. El Proyecto-Escuela consiste en un plan de mejora con metas públicas, precisas y evaluables formulado en cada institución, por cada curso y para cada alumno. El plan podrá ser reformado durante el receso invernal y será evaluado a fin de año, difundiéndose también los resultados conseguidos. Cada docente transmitirá a familias y alumnos los resultados del diagnóstico de los aprendizajes y las metodologías para alcanzar objetivos de aprendizaje concretos. A fin de año, además del boletín, cada escuela y cada docente informarán sobre los resultados obtenidos. En el Proyecto-Escuela se definirán metas y actividades por escuela que reduzcan el abandono escolar.


			5.	Mejorar las condiciones laborales de los docentes para que dejen de percibir aumentos salariales sólo por antigüedad, como hasta ahora, y su salario sea fuertemente mejorado por capacitación, innovación y compromiso social y pedagógico. Esto implica modernizar las normativas de 1958 y sus sucedáneas y redefinir el formato de trabajo. Un punto central es que puedan conformarse verdaderos equipos de trabajo con poder de decisión real para los directores de escuelas que son, en definitiva, quienes se hacen cargo de los logros y las dificultades.


			6.	Brindar todos los recursos para los educadores y los alumnos: los Ministerios provinciales y el Ministerio Nacional rediseñarán sus estructuras administrativas para volcar todos los recursos públicos tanto pedagógicos como de personal, financieros, etc., a cada institución para apoyar así cada Proyecto-Escuela. Esto incluye el Instituto Nacional de Educación Técnica, el canal Encuentro, el Plan de distribución de netbooks, Educ.ar, las universidades y los Institutos de Formación Docente, que deben estar en las escuelas a disposición de los directivos y docentes. Incluso los “capacitadores” de los docentes deberán actuar en el terreno, apoyando a los docentes para mejorar calidad e inclusión.


			7.	Para la escuela, todo: durante al menos cinco años, el 50 por ciento como mínimo de la publicidad oficial tanto nacional, provincial como municipal estará enfocada en la centralidad de la escuela y el conocimiento, y en la importancia de la educación y de los educadores para instalar la idea de un compromiso genuino y demostrable por la educación. La publicidad oficial, con apoyo de las empresas privadas, se dedicará a promover el libro y la lectura como también a identificar y difundir los logros individuales y colectivos que se generan. Divulgar las experiencias innovadoras y exitosas de escuelas, educadores y alumnos. Se trata también de inundar de libros las ciudades instalando bibliotecas en estaciones de trenes, subtes y otros espacios públicos.


			Un punto central es fortalecer el aprendizaje de la lectura comprensiva. Aprender a leer es aprender a leer el mundo. Pero para leer hay que tener qué leer. Sigo sosteniendo los fundamentos del programa que implementé en CABA en mi gestión como ministro de Educación: el Estado debe distribuir a cada alumno, entre el preescolar y el último año de la secundaria, tres libros de literatura nacional, extranjera, universal, cada año para que todos los hogares posean una biblioteca básica. También debe realizar una distribución gratuita en calidad de préstamo de los libros de texto que los educadores escojan para cada año. Convocar a escritores, intelectuales y educadores para que, con una visión pedagógica pluralista, acuerden la lista de obras literarias que no pueden dejar de ser enseñadas y leídas en cada año escolar.


			*  *  *


			¿Queremos realmente cambiar la educación? Para responder esta pregunta elijo un realismo bastante escéptico: si el modelo de desarrollo económico de la Argentina es el que se evidencia en las últimas décadas, el sistema educativo actual, ineficiente e ineficaz, se ajusta perfectamente a las pobres pretensiones de desarrollo del país. Parafraseando a Romina de Luca, para el actual modo en que la Argentina se organiza social y económicamente, el sistema educativo es una fábrica eficaz de brutos baratos.


			La educación puede contribuir acompañando transformaciones socioeconómicas profundas a condición de que surja un liderazgo claro dentro de la dirigencia argentina y de una presión social en ese sentido que oriente el cambio hacia la construcción de un proyecto de país distinto en el que la educación juegue un rol central.


			En el contexto del modelo político educativo que oscila entre la proclama de la inclusión que no incluye y la cantinela del ajuste perpetuo, la promesa que se niega desde los gobiernos a la ciudadanía deberá ser construida, ahora, desde abajo hacia arriba, con la esperanza de que otras dirigencias sean capaces de articular en el nivel macropolítico todo lo bueno que se siembra en cada pequeño ámbito.


			Podrá decirse que este empeño es pretencioso y voluntarista en la medida en que las soluciones que requiere el país son de orden macropolítico.


			Esto es cierto, sobre todo si se piensa que el Estado argentino parece haber perdido, desde hace tiempo, no sólo su capacidad de proporcionar una educación de calidad para todos sino la garantía mínima de tan sólo 180 días de clase por año.


			Sin embargo, hay muchas oportunidades de cambio porque, sencillamente, el cambio ya existe.


			Para cambiar la educación no debemos pensar en asumir cambios de personas sino generar un modelo político educativo más inteligente, más ordenado y más justo. Un modelo político que deje de proponer lógicas refundacionales y pase a fortalecer todo lo bueno, a mejorar lo mejorable y a cambiar lo malo.


			No es necesario crear todo desde cero en la educación argentina, refundando lo refundado en el país del eterno retorno: lo nuevo ya está sucediendo en una enorme cantidad de escuelas públicas y privadas, en las que los educadores y los alumnos enseñan y aprenden cada día con calidad y valores solidarios, muchas veces en las peores condiciones sociales y económicas y a pesar del modelo político educativo vigente. Experiencias guiadas tan sólo por la “pasión por la igualdad” tan propia de buena parte del pueblo argentino y que tan atinadamente señalara Juan Carlos Torre.


			Es cierto que esas experiencias no tienen prensa y son poco conocidas más allá de sus protagonistas. La causa es obvia: lo nuevo en la educación pública pocas veces proviene de la manija oficial aunque en muchos casos esta ayude mucho. Al contrario, lo nuevo casi siempre se despliega invisible y muchas veces semiclandestino y muestra que en muchos sectores de nuestra sociedad reside la lucidez y la capacidad para encontrar las respuestas que el actual modelo político es incapaz de brindar.


			Como muchas de estas instituciones lo muestran en todo el país, la vieja escuela que “civilizaba”, daba órdenes e indicaba a las familias cómo debían pensar, hablar, sentir o vestirse está siendo modificada a favor de una nueva alianza entre la escuela y la familia basada en la reciprocidad y el compromiso mutuo, donde el futuro sea producto de la construcción colectiva, donde se establezcan verdaderas comunidades de conocimiento que eduquen en la excelencia.


			Pero la condición de esta nueva alianza con las familias es una escuela de puertas abiertas. Puertas abiertas en sentido literal, no solamente por los 180 días de clase con los chicos en las salas de clase aprendiendo. También, puertas abiertas en todas las dimensiones de la educación, ya que las familias deben mantener un rol activo, junto con los educadores, y ser corresponsables de la formación de niños y jóvenes.


			El giro copernicano operado por un nuevo modelo político educativo con escuelas autónomas con más poder para educar son las variables que podrán dar lugar a la articulación de nuevos actores políticos y sociales de la educación. El protagonismo excluyente del sindicato docente en el escenario público de la educación no se cambia por medio de un decreto que pulverice su función o su poder de presión o de negociación; eso es imposible. Se cambia a través de la creación de condiciones para que surjan nuevas voces independientes de la dirigencia sindical docente y sus miembros más conspicuos —a veces con ellos, a veces sin ellos, a veces contra ellos—, que propongan, critiquen, mejoren, destruyan creativamente tantos años de declive y renazcan en el modelo educacional que la Argentina precisa.


			Es eso o asumir, para siempre, el destino de decadencia general y de exclusión social que, hasta ahora, supimos conseguir.


		



		
			Para el lector, mi advertencia


			Sigo creyendo, con Borges, que lo que importa es la obra y la obra ya es de por sí demasiado misteriosa como para andar justificándola con datos externos a ella. Lo escrito es el exterior de la intención y a la intención nunca se accede.


			Pero en este caso creo que vale compartir algunas experiencias propias para transmitirle al lector un cierto estado de ánimo en el que me encuentro a la hora de cerrar la escritura de este libro, que habla también de mi diagnóstico de la educación argentina.


			Hace muchos años ya que soy maestro. Hace unos treinta años, además, que me dedico al estudio de la educación no solamente en forma científicamente desapasionada, sino también con todo el compromiso y el entusiasmo que implica lo educativo. O sea, soy, como decía Sarmiento, un educacionista: analista y a la vez ardiente partidario de la educación.


			La mayor parte de mi producción académica estuvo dedicada a la historia y el futuro de las escuelas, lo que resultó ser el lado A de mi trabajo y el que más repercusión ha tenido tanto nacional como internacionalmente: que en la formación de docentes y de pedagogos de Iberoamérica se use mi viejo libro Infancia y poder o mi más reciente Un mundo sin adultos como bibliografía obligatoria me llena de orgullo.


			De mi lado A, estoy muy satisfecho y lo suficientemente motivado como para seguir produciendo: de hecho, en 2016 fundamos entre varios colegas Pansophia Project, un proyecto global para identificar e involucrarnos en los futuros posibles de la educación, con escuelas pero también más allá de ellas.


			Pero una parte no menor de mi labor estuvo dedicada a la política educativa, especialmente la de la Argentina. Ese es mi lado B.


			Mi primer trabajo sobre las condiciones laborales docentes fue publicado en 1988, en coautoría con mi hermano Patricio, cuando ambos éramos un par de pebetes irreverentes y sabelotodos. Más tarde publiqué otros libros, artículos académicos, muchas columnas en diarios, blogs y portales y participé del escaso debate educacional argentino en muchísimos programas de radio y televisión. Mi cuenta de Twitter atestigua, desde 2009, también mis gustos y aportes a la cuestión.


			Enseñé política educativa argentina en institutos de formación docente y universidades. En grado y posgrado. En la Argentina y en varias universidades del mundo. En Quilmes y en Harvard.


			En el plano de la acción política, y paralelamente a las publicaciones y al debate mediático y en las redes, participé como asesor de la organización sindical docente en la que había militado; fui y soy colaborador esporádico y ad honorem de legisladores nacionales y provinciales varios; miembro de consejos académicas de diversas ONG; estuve en cientos, no exagero, cientos, de coloquios, seminarios, mesas redondas, paneles como eran antes, con mesa con florero en el centro y jarra de agua o como es ahora, cool, con sillones relajados y el power point que nunca usaré.


			También me involucré en la política partidaria en algunos grupos de trabajo del extinto Frente Grande y después de la crisis de 2001, me sumé a los equipos de Mauricio Macri: fui elegido en 2007 legislador de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cargo al que renuncié para hacerme cargo del Ministerio de Educación entre diciembre de 2007 y diciembre de 2009.


			Más aún, varias de las personas que formé o contribuí a formar en política educativa ocuparon u ocupan altos cargos públicos en diferentes órganos estatales y en ONG importantes. De algunos estoy orgulloso. De otros, no.


			Pero este balance de estos, mis más de treinta años comprometido con la educación, está atravesado por una alta dosis de frustración. Es que después de esas tres décadas, puedo afirmar sin temor a equivocarme que la mayor parte de las ideas que he propuesto, no digo “todas las ideas” porque no soy omnipotente ni siquiera para la frustración, no han sido implementadas ni forman parte del sentido común de los funcionarios ni de los opinadores de la educación ni de la mayoría del colectivo de los docentes.


			Son muchos años de críticas, propuestas, debates, controversias, a veces acompañado por muchos y otras en absoluta soledad con un resultado práctico muy pobre, lamentablemente.


			Por supuesto que estoy conforme con muchos de los aportes que construimos en la investigación educativa, muchos de ellos con colegas de la Argentina y de otros países. Pero en lo que respecta a su aplicación en nuestro sistema educativo, en tantos años de trabajo no se ha mostrado operativa en el terreno escolar y de la administración pública.


			Es altamente probable que las ideas formuladas en mis propuestas de todos estos años hayan sido poco productivas, muy limitadas, superficiales, ingenuas o inconsistentes. O un poco de todo eso. O que yo sea demasiado exigente. O impaciente, que lo soy. O que los enfoques que he usado hayan sido inadecuados. O que, como una vez me dijo alguien: “son buenas ideas pero no para la Argentina.”


			En resumen, me asumo muy sinceramente como el primer responsable de mi propia frustración. Quise, quiero, pero no supe y no pude. No supimos y no pudimos. Mejorar la educación, quiero decir: no pudimos.


			Por otro lado, mi protagonismo en los medios y el alto cargo que efímeramente ocupé en la gestión pública porteña no son cosas menores como para andar quejándose del mundo. O sea, no puedo culpar a los demás de lo que es mi propia incumbencia y responsabilidad o al menos mi parte en ella. No puedo descargar el fardo sobre otros cuando yo mismo estuve en lugares que creí de decisión o en ámbitos que creí de deliberación efectiva para la acción concreta.


			Por eso mismo es que mi crítica a los funcionarios del área educativa, a veces más irónica de lo que debiera, la formulo desde un lugar autocrítico: el primer inoperante para aplicar mis ideas en todo caso fui yo y aunque esto pueda ser realmente bastante exagerado e injusto, prefiero pensarlo así para no desplegar la soberbia típica de estos personajes. Ya estoy ironizando de nuevo.


			Pero en el plano colectivo, en lo que respecta a la sociedad argentina en su conjunto pero principalmente a sectores dirigenciales, hay una dimensión que puede ser cuestionada y que en nada tiene que ver con mi frustración y responsabilidad personal: estoy convencido de que la educación no les importa y que la escuela pública no le interesa a nadie.


			Ya sé que a muchos si nos importa e interesa. Mi argumento es que la clase dirigente argentina muestra una notoria incapacidad para llevar adelante un proyecto educativo que saque a la Argentina de la espiral de declive por la que transita.


			Voy a ejemplificar esta cuestión por medio de una situación acaecida hacia septiembre de 2007, tres meses antes de que yo asumiera como ministro y antes de renunciar a la banca de legislador que había obtenido como primer candidato en la lista del PRO, en aquel entonces Compromiso para el Cambio. Se trata de una situación que pocos conocen y que nunca hice pública. Hasta ahora.


			La gestión anterior a la de Macri en Ciudad Autónoma de Buenos Aires había dejado como herencia una importante deuda con los proveedores del Estado en todas las áreas de gobierno. El caso del sector educativo era particularmente complicado. Se anticipaba que se presentarían difíciles problemas para gestionar y para ejecutar el presupuesto asignado porque las distintas empresas proveedoras no habrían de proveer hasta que se les pagara la deuda completa o se renegociara la deuda en su conjunto, es decir, la deuda de todas las áreas de gobierno, incluida la de educación. El panorama era crítico: volvía casi imposible ejecutar los urgentes programas de gobierno.


			Para dar una idea de la gravedad de la situación, los salarios y el aguinaldo correspondientes al mes de diciembre de los docentes privados subvencionados por el Estado recién se pudieron pagar en enero de 2008 y con fondos provenientes del presupuesto de dicho año porque las cuentas de 2007 estaban completamente en rojo.


			Frente a este vendaval en contra que nos iba a paralizar las reformas y que probablemente iría a hacer mella en la confianza que había depositado el pueblo de la Ciudad en la nueva gestión, le solicité al jefe de Gobierno electo, Macri, autorización para reunirme con los empresarios más duros, los deudores más exigentes, para hacerles una propuesta. Macri me autorizó inmediatamente.


			Me reuní, a pedido del empresariado, en el lobby del Hotel Intercontinental, a pocas cuadras de la Plaza de Mayo. Conversamos sentados en sus amplios y mullidos sillones. Allí les planteé muy concretamente la necesidad no de que condonaran o perdonaran la deuda existente, sino de, apenas, separar la deuda del área de educación y de salud del resto de las áreas para que podamos implementar de inmediato las medidas que habían sido votadas poco tiempo antes.


			La idea era que todos los programas siguieran sin modificación e incluso se iniciaran contratos nuevos con base en una negociación con un impasse de tiempo, mi propuesta era de tres años pero era de máxima.


			Esa negociación suponía que ellos no iban a perder dinero porque allí se volvería a fijar los precios de acuerdo con la realidad del mercado y en función de la legislación vigente. Expuse también que de acuerdo con información pública disponible, ellos tenían espaldas financieras suficientes como para sostener el acuerdo.


			Cerré mi propuesta expresando que se trataba de un gesto en pos de la educación, en donde nadie perdía y todos ganábamos —dije win-win, en inglés, mimetizándome un segundo con su jerga—, especialmente los chicos de las escuelas públicas. Si estaban interesados, podríamos incluso firmar el acuerdo en un acto público.


			No bien terminé, balbucearon entre ellos palabras a media voz que no entendí. Sin disimulo se hacían señas faciales como jugando al truco aunque su significado se me escapaba completamente. Me sentí como cuando era chico y mis viejos hablaban en yiddish para que los hijos no entendiéramos.


			Enseguida, uno de los empresarios tomó la palabra y expresó la imposibilidad del acuerdo. “No podemos quedar como regalando recursos. Yo sé que no es eso lo que estás proponiendo pero así se va a entender. Además, qué va a decir el gobierno nacional —eran las postrimerías del mandato de Néstor Kirchner— si hacemos un acuerdo de esta naturaleza con Mauricio”, dijo Mauricio, así, como de compinche y remató: “Además nosotros colaboramos con ONG que se dedican a la educación”. Fin del encuentro.


			Cuando salimos del hotel, le confié a uno de mis colaboradores: “Les hablé con el corazón y me contestaron con el bolsillo”, usando la célebre frase de Juan Carlos Pugliese frente al golpe de mercado de 1989. Mi colaborador, hoy gran amigo y persona de mucha picardía política repuso: “No es cierto. Vos les hablaste con la razón y ellos te contestaron con la pija”. Mil perdones por la palabrota pero ilustra como ninguna otra la lógica de lo acontecido.


			Esa situación, y esa frase, me hicieron reflexionar mucho: es verdad que mi propuesta no tocaba sus bolsillos y, en todo caso, la negociación ni siquiera empezaba. Ahí comprendí que el interés por la educación por parte de aquel empresariado no es un punto genuino en su agenda. La tan mentada preocupación de la clase dirigente por la educación se pone a prueba cuando se ven en el dilema de tener que pagar costos por la educación. Y la realidad es que no, no los pagan. Y en todo caso, las donaciones a organizaciones sin fines de lucro que intentan colaborar con la educación de sectores vulnerables les alcanzan para suplir las responsabilidades no asumidas: un exiguo taparrabos para ocultar una desnudez evidente.


			Su razonamiento fue sencillo: ¿por qué harían algo que no los perjudica pero tampoco los beneficia? ¿Por qué rebajarían su poder si pueden seguir ejerciéndolo ilimitadamente aun sabiendo que su determinación perjudicaría a miles de estudiantes porteños?


			Ahí comprendí: tenemos un empresariado cortoplacista que al desdeñar su liderazgo educativo, se suicida junto con el resto de la sociedad. O apuesta, en el mejor de los casos, a una sociedad basada en la chatura rentista más furibunda.


			En aquel momento pensé seriamente en no renunciar a la legislatura y que otro asumiera como ministro de Educación. Pero mis colaboradores me convencieron de seguir apelando a una frase que yo usé también: “Hay que pelearla desde adentro”, una expresión que vengo escuchando desde hace demasiado tiempo sin que la pelea desde adentro ofrezca más ganadores que el brutal proceso de caída de la educación argentina al que asistimos casi diariamente.


			La principal lección de la función pública la sospechaba pero terminé confirmándola aun antes de asumir el cargo: la declamación por el interés educativo en la Argentina suele ser sólo eso, declamación y no mucho más.


			Desde esa perspectiva, creo que mi frustración es compartida por muchos con una sensación de angustia, pena infinita por las oportunidades perdidas para millones de chicos que viven en las peores condiciones sociales y tristeza por la postergación indefinida de las posibilidades de desarrollo para el país.


			Mi frustración tiene que ver con este contexto: la constatación de las pocas posibilidades de cambios educacionales cuando la dirigencia en general no está comprometida con la educación.


			Pero la voz que reclama en mi interior “pelearla desde adentro” no ha desaparecido del todo. Especialmente porque a lo largo de tantos años también puedo enumerar muchos ejemplos contrarios para mostrar el amor por la educación y el compromiso por el conocimiento.


			Uno de ellos ocurrió ya asumida la función ministerial. Cerca de mi casa hay un predio sobre la avenida Iriarte, en el centro de la Villa de Barracas, barrio de Zavaleta. Cada vez que pasaba por ahí, a la altura de la calle Montesquieu —sí, en Buenos Aires hay una calle que se llama Montesquieu y queda en Barracas—, veía un enorme cartel de chapa, muy deteriorado, en el que se leía: “Aquí se construirá la nueva escuela secundaria del Polo Educativo de Barracas. Aníbal Ibarra 2003”.


			En aquel terreno, había un galpón que la AFIP usaba para resguardar documentos. La administración de Ibarra logró levantar en el lugar un jardín de infantes y una escuela primaria pero de la secundaria, ni noticias. El objetivo era difícil: había que expropiarle el galpón a la AFIP para construir allí la secundaria prometida. Ibarra, evidentemente, no lo había logrado.


			Mi obsesión de ministro que veía la posibilidad de construir e inaugurar finalmente esa escuela, chocaba con los límites de la administración nacional, la AFIP, y la incapacidad de mi Ministerio porteño para una gestión tan compleja que involucraba a los dirigentes de la villa, a los funcionarios de la AFIP y a la dirección de Infraestructura del Ministerio de Educación.


			La persona que permitió que esa escuela se volviera realidad se llama Alejandra Bonato, en esa época delegada sindical del distrito escolar al que pertenecía la futura escuela, militante peronista y opositora firme e incansable al gobierno del que yo formaba parte y, por lo tanto, tenaz opositora a mi gestión. Lo de incansable sé muy bien por qué lo digo.


			Pero los adolescentes pobres de Barracas son más importantes que esas contingencias y Alejandra movió cielo y tierra para que el ministerio pudiera encarar las obras de infraestructura necesarias. Ella, conocedora como nadie del territorio, logró lo que nosotros no podíamos.


			El acto de inauguración fue sin medios, sin TV, sin redes sociales, con Alejandra, los chicos, los profes y el padre Pepe, el querido cura villero famoso por su denuncia al narco, que por entonces era el párroco de la Villa. En la nota de tapa de Clarín sobre la escuela en funcionamiento, daba la impresión de que el edificio se había construido por sí mismo, casi por arte de magia.


			Hoy la Escuela de Enseñanza Media N°6 del Distrito N°5 es una escuela especializada en deportes a la que asisten los chicos y las chicas del barrio. Gracias a las gestiones de una sindicalista que estuvo dispuesta a trabajar junto con un ministro, no importaba que fuera de otro signo político, por el bien de la comunidad.


			*  *  *


			El cambio de enfoque que puede llevar a transformar en serio nuestra realidad educativa implica que los que educan a pesar de todo necesitan herramientas conceptuales para entender su propia realidad. Y los dirigentes políticos que no quieren bajar los brazos, que los hay, precisan elementos técnicos y enfoques constructivos para gobernar mejor o para oponerse mejor según el rol que les toque en democracia.


			Este libro es un nuevo intento, y quizás el último por mi parte, un intento más bien desde afuera, de llamar la atención sobre un enfoque y unas propuestas que pueden ayudar mucho a la educación de nuestro país, reivindicando el potencial de una escuela pública renovada que puede ser la llave de la transformación de la educación de los más empobrecidos y excluidos, y también de los sectores asalariados y las clases medias de nuestro país.


			Para lograr este objetivo, me decidí por una escritura no académica, que llegue a todos sin perder consistencia técnica. Mi gran maestra Aída Rotbart, quien probablemente no acordará con la mayoría de los postulados de este trabajo, decía que el que sabe puede escribir para que entiendan todos: desde los más cultos y sofisticados hasta los menos formados. El ejemplo que me ponía era la correspondencia de Karl Marx desde su exilio en Londres con el tabernero de su pueblo en Alemania, en la que le explicaba la teoría del valor y la forma dinero del valor. Aída Rotbart me aseguraba que el tabernero lograba entenderla muy bien.


			La tarea no es sencilla. Mucho más fácil es, aunque no lo parezca, hablar en difícil. Y si es posible con voz grave, como de galán de radioteatro. Como se escucha, mucho, en estos tiempos.


			Hablar claro sobre los temas educativos es crucial. Para que cada ciudadano de este país, no importa su origen social o el nivel educativo al que haya llegado, pueda comprender cuál es el dilema en cada debate público en torno a la educación y decir lo suyo sobre un tema que compete el destino de todos: la educación argentina y, puntualmente, el futuro de la escuela pública.
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